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Aho<j<ufo.<— Los lioclms pe ramales pasados entre el ahogado y la con- 
trapar le, no pertenecen al secretó profesional que exime al 
ahogado de prestar declaración á requisición ile ésta. Pa- 
gina 390. 

ActtrrsüdQr. — Víase; Transporte. 

¿, T Íon. — La fundada ¿ubre la turbación <[ue multe haberse efectua- 
do sin la intención de hacerse poseedor, debe juzgarse co- 
mo acción de indemnización Je daño-, y corresponde ó no 
al fuero federal por razón de las personas, según sea el im- 
porte de aquellos. Página ttl. 

Arrian rjentttva.- Véase: 771 m/o ejwtitivo. 

Acción /w«f**rírt. — La clausura de uu camino que menoscaba la po- 
sesión del demandante, en los terrenos servidos por dicho 
caininu, autoriza la acción posesoria del articulo $41W del 
Código Civil, aunque se trate de uu camiuu público ó muni- 
cipal, Página 110. 

Acción reirindkntttritt. — Comprobado perlas escrituras correspon- 
dientes y por U mensura debidamente aprobada, el domi- 
nio y limites de un campo, procede la acción reivindícalo- 
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ría de la porción ele éste que olro se halle poseyendo dentro 
de dichos limites. Página 5, 

Acción reivindicatoría. — No primado en ell» el dominio, procede la 
absolución del demandado. Página 101. 

Aechar* tterxonalett.— Guarnióse ejercitan éslas, y no resulla un lu- 
gar convenido para el cuiaplintiunLu *lc la obligación, el 
juez cumpelente es el del domicilio del deudor. Página 55. 

AGCfottt* persnnales.— Véase : CoiitftcU'm ta, 

.Iícíouc* [loíiwinas. — V¿ase : Posesión . 

.ieuHlNÍíiCifíii. - Estando resuella la causo sobre expropiad*», no tie- 
ne objelu la acumulación de un incidente sobre obras, pedi- 
da para resolver aquella, Página 409. 

Actos políticos. — Véase : Interrcnwit. 

Agravación tl>- pem, — Véase : P*tt«, 

A legato. — Véase : Auto inapelable. 

Amistad intima. — 1¿* del Juez, con una de las panes, es causa de 

excusación. Pagina 135. 
Apelación tte hecho.— Véase : lieattso tic torcho. 
i u t„ . — jtebe ser revocado el que importa no dar cumplimiento á 

una resolución de la Suprema Corte. Página H). 
Auhi appfahle. — Véase: Peritos. 

Auto apelable, — El consentimiento prestado al auto Atando k un tes- 
tigo, no inhabilita paralelar del anlo en (fue s.* declara la 
obligación dtí dicho testigo á prestar declaración. Pági- 

Auto de prueba . — Ks inapelalde. Página ti. 

Auto inapelable. — Lo es. el que manda devolver el alegato sobre el 

mérito de la prueba. Página l>«. 
Avio inapelable. — Lo es, aquel por el cual el juez ordena la fixhihi- 

cimi de títulos para mejor proveer. Página 317. 
.-I mío inapetahle. — Véase : Menta- cuantía. 

Averia*. — Probado debidamente t-l daño en los efectos, el represen- 
tante del buque que ln< lia trasportado, debe indemnizar su 
importe. Página 58. 

Aterios. — tféase ¡ EinMrgo. 
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Itttueo Nuühiitit.—Vor la ley sobre su liquidación, número 2841, de 
21 de Octubre di; iíiOt, los intereses devengados cun anle- 
riuriilnil, deben acumularse a la deuda, pero, si lia habido 
convenio especial respecto de la división en cuotas de cada 
uno de los vencimientos, esc convenio queda subsistente, j 
* lo adeudado según la ley puede cobrarse por molas en los 
plazos estipulados. I'ñgina ¡Wli. 

íhinco KtirifltwL — Véase: Titulo ejtrulipú, 

Bttrafaria. — Véase : l'otiorimintfo. 

ttarrrra. — Véase : Daños. 

iiuqar. — Véase : Km fot rijo. 



Carta r¿rii finida — Véase: Prim. 

Caso jndi fia!, — Véase: hilwewi'tn . 

Causa de lertmavian . — Véase: Iter usarían. 

Camas tfa mema maittia. — Véase : Afanar cuan ¡ta. 

Cesión de bienes. — Hecha por uno de los interesados, ante el Juey. 
Civil, los autos sobre cumplimiento de l.uulo deben serle re- 
milidos, cualquiera tprt- resulte ser la jurisdicción compe- 
tenle para entender en el concurso. Página 176. 

Citarían. — Cuando el demandado (pie debe ser rilado se baila au- 
sente en ajeno jurisdicción, la citación debe hacerse por me- 
dio de requisitoria, y no por cédula en su domicilio, Pá- 
gim 20, 

Citación de eviteiob. — Véase: Unvindieacion. 
Citaría» de trátate — Véase : lije? tirio» . 

Comanditaria. — No puede ser considerado simplemente como tal, el 
socio capitalista á quien en el contrato de sociedad so atri- 
buye facultad de administrar. Página 330. 

Comiso. — \i\ error en la manifestación de las mercaderías, no exime 

t. in a* 
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de la pena de comiso respecto de las manifestadas de menos. 
Página K8. 
Comiso. — Véase: Peso. 

ÚMttMát^Sta dMwaw tfai**» «iftww?- ,,ü i Juedc °P°- 

iierse á la ejecución la excepción de compensación. Pa- 
gina ÍÜJ. 

CQtnfit'tenaa.-Kn las acciones personales procedentes déla misma 
causa conlra varios coobligados que residen en distintos la- 
gares, el jue* competente es el del d-micilio de les deman- 
dados que ha pi e venido en el conocimiento de la causa. Pá- 
gina ¿00. 

üametwiü. - Acoplada la del Juzgado para lo principal, no puede 
,er contestada en lo relativo á sus incidencias; y por lo tan- 
to el Juez compettme para la ejecución, lo e* para mante- 
ner en calidad de preventivo, un embargo mandado trabar 
por otro juez. Pagina aUO. 

Vompetenrin. - Véase: Arrimes p-rsumites; Saprem Gwto* 

Comprador. -El que ha recibido la cosa y no «s turbado en la pose- 
sión, no nu -de pretende r la deglución del precio alegando 
la nulidad de la venia. Página 75. 

Comprador - Al que alega la nulidad de la venta le corresponde 
probar el hecho un ijue la funda. Página 15. 

Co,i/Mo« J'"'" " 1 '* ~ HaceexiBijple la cantidad que se reconoce deber, 
y la ejecución pedida y uidenada por dicha cantidad, no pue- 
de ser desvirtuada por excepciones que se refieren á la can- 
tidad no comprendida en ella, Ingina 4U. 
Conforme.— Véase : Ftetammio, 

Conocimiento. - U el .usóla de él, por la cual se excluye la respon- 
sabilidad del buque, por baratería Ó culpa del capitán, y tri- 
pulación, es de ningún valor. Página 58. 

OmtiUMuu.-É* es caso regido especialmente por ella, el funda- 
do en el derecho de propiedad garantido por su articulo 17, 
Página 333. 

Contrato bitalvat. - Declarada so ¡..subsistencia, debe devolverse 

lu pagado por ruzon de él. Página 321. 
Contrato de suciedad. - Véase : Sociedad. 
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Cosías. — Debe soportar !as de todo el juicio, el vencido en Jos pro- 
ceros criminales. Purina 155. 

Costas, — Tuando do dos excepciones opuestas como pluvias en juicio 
criminal, una es acatada y otra rechazada, no procede la 
condenación en las cosías del articulo. Página 288. 

Costas. — No procede la condenación en ellas, cuando ha habido pre- 
tensiones acopladas v rechazadas respecto del demandante y 
demandado. Página 300. 

Costas. — No hay mérito pura condenar en cosías eu e i neníente sobre 
justificación del fuero federal, por no alunarse suficiente* 
las declaraciones testimoniales respecto del carácter de so- 
ciedad anónima de la parte adora. Página U8". 

Costa*. - No \ ede l¡i emanación en ¡illas donde nu las hay do- 
vengadas por la parle qué lapide. Página 390. 



Daños.— La fallado barrera sobre un paso á nivel de la vía férrea, 
constituye una negligencia culpable en la empresa, que la 
responsabiliza por los daños ocurridos á consecuencia de di- 
cha falta. Página ¿95. 

Buhos ij ¡urjamm. —No probada la falla ue cumplimiento del con- 
trato por parle del demandado, debe rechazarse la deman- 
da por daños y perjuicius fundada en dicha falla. Página 320. 

Defecto en ¡a demanda. — No lo hay cuando se explica la acción que 
se deduce y Lurosaqne se pide, llenándose los demás requi- 
Mtos de ley. Página lili. 

Derecho común. — Véase: Suprema Corte. 

Desalojo. — Véase: Locación. 

Derolucion di' precio. — Véase: Gomprad&t* 

Diligencias. — No son admisibles las pedidas con el objeto de conti- 
nuar un juicio que se halla definitivamente tur minado. Pá- 
gina 1Í75. 

Documentos. — Los firmados á ruego, no son de les que deben ser re- 
conocidos al objeto de preparar la via ejecutiva. Página 220. 
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Documentos. — Los que deben acompañarse á la demanda, son los 
que fundan el derecho del actor, y no los que sirven á com- 
probarlo ; estos pueden ser producido* durante el término 
probatorio. Página 205. 

Domicilio fol fondor, — Véase : Acciones personales. 

E 

s 

Ejecución. — Despachada ésta» y hecho el embargo pur una suma pro- 
cedente de mensualidad*;!;, por la posesión do una linca, no 
puede negarse la citación de remato, por haberse reclamado 
ta nulidad de la se»lerici¡i que manda restituir la futra, ni 
puede ampliarse el embargo por las costas que dicha senten- 
cia impone al demandado. Página US. 

Ejecución. — Véase - Confesión jwtici<tt ; Titulo ejecutivo. 

Embargo. — El acusador qu no está conforme c»n los bienes ofreci- 
dos á embargo, tiene derecho de nombrar perito por su liarle, 
para que lus avalúe. Página 248. 

Embargo. — Vendido un buque para ejecutar la sentencia sobre pa- 
go dé averias, es legitimo el embargo que se traba sobre 
parte de su precio, para garantir los costos de salvatujc del 
mismo buque, Página 2Qt. 

Embargo. — El procesado puede pedir se sustituya el embargo fu- 
neral de sus bienes, con el particular de los que ofrece, 
siendo bastantes, y presentando títulos que á juicio del Jua- 
gado demuestren que son de su propiedad. Página 362. 

Emburro. — Véase: Ejecución \ Sustitución de embargo. 

Embargo jtreoentico. — Véase: Com¡trti'HCia. 

Etutosatari». — El de una letra á la urden, tiene su fuero propio, y no 

el del endosante. Página '¿',1. 
Equipa}?. — No puede obligarse á entregar un bulto de él, que no 

consta que buya sido recibido por el demandado. Página 18i. 
Error. — Véase : Comisa. 

Escrituración. — Es legitima ll autorización para escriturar, acorda- 
da en cumplimiento de un convenio. Página JSG. 
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Bwáon, — Véase: Reivindicación. 

Excarcelación provisoria. — No procede cuando el delito acusado 
puede ser castigado con pena mayor de dos años de prisión. 
Página 379. 

Excepciones. — Véase : Compensación ; Confesión judicial. 

Excusación* — Debe admitirse la del Jinv., fundada cu causa legitima, 
aunque h- partes iimiiifiesien conformidad ron su interven- 
ción en el juicio. Pagina 137, 

Excusado». — Véase: Amistad intima. 

Expropiación — El dueño de uu terreno urupado por un Perroearril, 
puede exigir que se le expropio y pague el precio é indem- 
nización correspondiente. Pagina 14K. 

Expropiación. — líele confirmarse la fijación de precio é indemniza- 
ción que, seguir el mérito de los autos, se considere equita- 
tiva. Páginas 41)4.413 y 475. 

Expropiación. — Vimm*; Unmntncion. 

Extradición. — En la discusión de un pedido ue extradición, no pue- 
de ponerse en cuestión la validez intrínseca de los documen- 
tos producidos por ti gobierno requiri óte. Página H-i. 

Extradición* — Debe hacerse lugar ¡i la pedida \ jii arreglo á los tra- 
tados y á la ley de la materii. Página áó8. 

Extradición. — Véase : Pena. 



Hrma á mega. — Véase : tloamenlos. 
Fiscal dt Estado. — Véase : Personería. 

Fletamento.—iSo es prueba suficiente para comprobar este contrato, 
el ron forme puesto en una cuenta de deles, por persona no 
autorizada. IVigina 251 . 

Enero. — Véase: EndQ&ilarw. 

Fuero federal. — Kl ser de la Nación las obras en cuyo paraje se co- 
mete un delito común, no produce el lucro federal para so- 
meter su conocimiento á los Tribunales de la Nación. Pa- 
gina 2¡>4. 

Futro federal, — Véase r Costas; Justicia f»derat. 
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Fuga. — La del procesado, causa la suspensión del proceso. Pá- 
gina 74, 

H 

Hecho conducente. — Véase : Pnteba. 
Heclios personales. — Véase: Ahoyada. 

Honorarios. — Con la anuencia y ratificación riel internado, el alto- 
gado puede cobrar directamente ¡t la contraparte los hono- 
rarios en cuyo pago ha sido condonada . Página 363. 

I 

Indemnización de daños. — Véase : Acción. 
Inhibición. —Véase : Mmor ennutia. 

Interdicto. — Ante la prueba de la posesión tenida por otro, no puede 
admitirse la que pretenda haber tenido el actor sobre la 
misma cosa, y debe, por lo tanto, rechazarse el interdicto 
fundado sobro dicha poswion. Página 311. 

interdicto. — Véase : Acción posesoria. 

Interdicto de despojo. —No procede, y debo ser rechazado, cuando la 
posesión alegada por el adorno es contestada por el de- 
mandado, y no se prueba acto alguno de perturbación veri- 
fí cad o po r é st c . Pá gi n a ¡154. 

Intereses, — Véase : Ranea Nacional. 

intervención m ¡as Provincias, — Los actos políticos de los poderes 
políticos de la Nación, disponiendo su intervención en las 
Provincias, no fundan un caso judicial. Página 420, 

J 

JUUiO ejentticu.— Véase: Ihicnmentos, 
Juicio radie 1o.— Véase; Tercería, 
Juicio terminado, —Véase: Diligencias. 

Justicia federal. — El transporte de efrclos por Ferrocarriles, no es 
asunto de materia federal. Página G3. 
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Justicia fedmil. — M corresponde al fuero federal ñor razón de la 
materia, lo relativo á una suciedad tle lanchaje, cuyas em- 
barcaciones lian iterado dentro de un puerto d« la Repú- 
blica. Página 224. 

Jmtkin /-«fcríí/.- Véase: Ácrhn ; Constitución ; Ftnro ; Fuero fe- 
deral. 

L 

tííra de cambio,— Véase; flftMMfo : íNWfc 

¿ey.-No es inconstitucional la de 3 de Setiembre de 1878 limitando 
h jürisdicion íederal por razón de las personas, según la 
cuantía del pleito. Página IH. 

Uu de matrimonio eivü. — Véase : mrímmí^ civil. 

Liqmdañmt {esttmwnhiria. — Debe nimbarse cnandn aparecen lle- 
nadas las formalidades esenciales. Página 383, 

Locación. — Vencido el lérmino lijado al contrato, procede el desa- 
lojo inmediato déla finca, aunque el inquilino hay» conti- 
nuado ocupándola en las mismas condiciones establecidas 
en el contrato. Página 271. 

Locaáon. — La sociedad arrendataria de una finca, no se exenera de 
sus obligaciones á favor del locador por el s«lo hecho deha- 
her transferido á otro el arriendo, aunque el locador lo haya 
sabido, y recibido de éste sumas de dinero. Página 339. 

M 

Marca de fábrica . - No constituye el delito de usurpación ilc ella, el 
uso de etiquetas en las que no existe más semejanza con 
las del acusador, que el empleo de letras que figuran en 
ellas como un detalle, siendo en todo lo demás claramente 
diferentes. Página 155. 

Marca de $|rfc».— Es nula la constituida por letras que no se halle» 
indifidualixadas con dibujo especial. Página 155. 

Matrimonio cirit.-Lo dispuesto por el artículo H8 de la ley de ma- 
trimonio civil de 12 de Noviembre de 1888 (110 de la ley de 
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12 de Noviembre de 1880), no es inconstitucional. Pá- 
gina 188. 

Menor cuantía, — Kn estas causas, es inapelable el auto que recae 
sobre el pedido de inhibición . Página 3T¿. 

Ministerio de mmores. — r,l defecto de su inteiroenciürt, que puede 
subsanarse, uo causa nuliilad. IVtgina 2üú. 

N 

Notificación . — La bocha en contravención de lo que dispone la ley 
de procedimientos, causa la nulidad de lo que se obre des- 
pués de cita, Página -JO. 

Nulidad. — Véase: Conocimiento ; Ministerio de Minares; Notifi- 
cación : Pi ncha ; Hccurm de nulidad. 

Nulidad de venta. —Véase : 0>m¡a tufar; Venta. 

P 

Pago, — No es sin causa, el dul precio de una venia. Página "5, 
Paso á nivel- — Véase: Daños. 

Pena. —No puede agravarse la impuesta por la sentencia, si esta no 
ha sirio apelada por t-l Ministerio fiscal, ni ha habido por 
parle de éste, adhesión ai recurso interpuesto por el proce- 
sado. Página :J2. 

Pena.— Es precédemela de cien pesos de mulla impuesta á un em- 
pleado de correo, por extravio do una carta certificada. Pá- 
gina 49. 

Pena. — La de trabajos forzados perpetuos impuesta por asesinato, 
no supera la que coinu mávimuu establece por eso delito el 
Cñdipu Penal Argentino. Página 81. 

Prti a . — Vea s e : Peso. 

Peritos, — El ¡tutu que lija el honorario de ellos es apelable. Pá- 
gina 100 . 

Personería. — La del Fiscal de Estado di; la provincia de Buenos Ai- 
res, para enlabiar un juicio en nombre de ésta, queda jus- 
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tiliratla por el decreto del Poder Ejecutivo de la misma en- 
cargándole hf slion de la acción. Página 75, 
Personería. — El encar.arin por el Presidente de Ja República, para 
deducir ludas las acciones que considere convenientes en 
defensa de los derecho* del Estado, sobre terrenos determi- 
nados, tiene personeriu para entibiar arción reivindicatoría 
centra el poseedor de parle de ellos. Página 140. 
Personería. -Pío puede ¡ulinilirce esta excepción, cuando la persone* 
ri;i mnlle df comprobantes auténticos á que se ha hecho re- 
ferida, y del respectivo instrumento que en seguida se ha 
producido. Página Mi. 
Peso. — La reclilicanon de su exceso, no exime de pena aun cuando 
haya habido «misión por parte de la aduana, si se ha hecho 
después de existir un principio de verificación del despacho. 
Página 178. 
Poder. — Véase: Protesto. 

Posesión. — La fundada en un título, abraza Inda la extensión de és- 
te, aunque la ocupación electiva se haga robre una parte. 
Página H7. 

Posesión. —Existiendo una, no es posible que otro la adquiera sobre 

la misma cosa, sino aparentemente. Página 127. 
Posesión. —Su adquisición apárenle, no ¡uitoriza el ejercicio délas 

acciones posesorias. Página 127. 
Posesión . — Véase : la lent ido . 
Precio . — Véase : Pago . 

Preparación de ejecución. — Véase: Documeniot. 
Prescripción. — Se rige por la ley nueva, sólo cuando á partir de su 
imperio, se ha llenado el tiempo exigido pur ella para su 
consumación. Página -¿75. 
Protesto. — La falla de transcripción del poder di la persona que ha- 
ce protestar una letra de cambio á nombre de otro, no causa 
nulidad de la escritura de protesto. Página 345. 
Prtuba. — Debe ser recibido á prueba el hacho, conducente á decla- 
rar la improcedencia de la demanda, opuesta por el de- 
mandado; y a hdla de esa formalidad, causa la nulidad de la 
sentencia. Página U50. 
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Prueba.^ Véase : Auto de prueba. 

Prueba de testigo». — No debe admitirse la presentada fuera déla 
oportunidad establecida en el articulo 120 do la ley de pro- 
cedimientos. Página 82. 

Prueba de testigos. — Véase ; Tfstigos. 

Q 

Qurja. — La por retardada justicia, queda terminada por el fallo ex- 
pedido durante su tramitación. Página 41". 

R 

Recurso de hecho. — Es improcedente el que no 'iene por base la de- 
negación de la apelación por el inferior. Página 398. 

Recurso de nulidad. — No procede por defectos de procedimiento que 
no hau sido observados oportunamente. Página 165, 

Recusación. — No eustiendu causa legal de ella, el juez federal no 
puede excusarle de conocer en el juicio. Página 368. 

Reivindicación. —El demandado por reivindicación no puede eligir 
se cite do evicciou al causante de su causante, sí no prueba 
que ésto le vendió la cosa reivindicada. Página 5. 

lien indicación. — Véase : Acción reivindicatoría . 

Remisión de autos. — No debe hacerse lugar á la que se pide con el 
objeto de continuar el juino, cuando éste ha terminado y 
el expediente se halla archivado. Página 317. 

Requisitoria* — Véase : í ilación . 

Resolución de ia Suprema Corte. — Véase: lulo. 

Responsa bilidad . — Véase : Con oámien tu . 

S 

Secreto profesional. — Véase : Abogado. 

Sellos. — Por la ley de la materia, de los años 18HG y 1887, el im- 
puesto de sellos no comprendía las obligaciones del fuero fe- 
deral por raion de las personas. Página 28 1 . 
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Sentencia.— Debe confirmarse la que rio infiere agravio al apelante. 
Página i 65. 

Sentencia. — No es apelable la dictada sobre notificación de cesión de 
i:n crédito, cuyo importe no alcanza á la suma de doscien- 
tos pesos. Página 234. 

Sociedad. — El convenio por el nial demandante y demandado se 
unen para practicar aelns de comercio, con ánimo de partir 
el lucro y las pérdidas, es un contrato de sociedad. Pá- 
gina Ü07. 

Sociedad. — Véase: Comanditario; fjosation. 
Socio capitalista. — Véase: Comanditario. 

Suprema Corte. — Son de su competencia las candas entre una Pro- 
vincia y un vecino de la Capital. Página 75. 

Suprema Corle. — No puede avocarse el conocimiento de ninguna 
causa, sin mediar los recursos establecidos por la ley. Pá- 
gina 133. 

Suprema Corte.— No procede el recurso ante ella, contra sentencias 
fie los tribunales locales, si las cuestiones ventiladas son re- 
gidas puramente por el derecho común. Página 359. 

Sustitución de embargo. — Para obtenerla, el procesado debe mani- 
leslar los bienes que ofrece; y rn caso de disconformidad 
por parte del acusador, debe procederse á su avaluación por 
peritos, de acuerdo con el articulo 33<i del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal . Página t Í3 . 



Terceria. —Si el ejecutante manifiesta que se prescinda del embar- 
go del bien sobre el cual se ha deducido terceria de domi- 
nio, no corresponde se proceda a resolver dicha terceria. 
Página 169. 

Terceria. — Si se halla radicada ante la jurisdicción provincial en otro 
juicio, la misma cuestión que da lugar á ella, debe ser re» 
suelta en dicha jurisdicción provincial. Página ll>9. 

Testigos. — Cuando nu se ba pedido tu citación, y ellos no compare- 
cen á declarar el día señalado, no puede pedirse ya, si en di- 
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dio día estaba vencido ej término probatorio. Página 222. 

Testigos. — Esta prueba debe ofrecerse, en lo criminal, con la lisia é 
interrogatorios correspondientes, denlro ile los primeros diez 
días del término probatorio- f Agina SfijO. 

Teittym —Véase : Abogado : Auto apelable; Prueba de testigos. 

Titulo tjetHíiro. — .Nulo es, una resolución de Aduana no ejecutoria- 
da. Página 33. 

Titulo vjreutivo . — Contratada l;i construcción de i»i edificio, y. por 
lo la de la* paredes laterales Ja avaluación judicial do 
esta última, es titulo hábil para ejecutar su importe, sin i|ue 
oliste el no haberse concluido todavía la a nstrnecion del 
edificio. I'ágina173. 

Jolito $jeattm> — En las obligaciones comprendidas por la ley nú- 
mero 28-ii . lio queda modificada la estipulación rolaliia á la 
división en cuota* de cada uno de los vencimientos; por lo 
que, respecto de dichas cuotas, procede al vencimiento, la 
acción ejecutiva por « I payo de los respectivos intereses y 
amortice i chics. Pajíina 39;J. 

Titnfa 0j0Uwo. — L ftr npones vencidos del » Empréstito macadam 

adeudados pui la municipalidad del Kusariu, son Ututos que 
traen aparejada ejecución. Página 

Trabajos,— Urbe mandarse payar la cuenta de trabajos, cuya existen- 
cia e importe lian *ído probados. Página '¿'23. 

Trafwterion. — No lo es, el contrato por el cual se enajenan terrenos 
respecto de los que no existe duda ó pleito, ni intervienen 
concesiones reciprocas. Página "0. 

Transporte, — la responsabilidad del acarreador no acaba sino cuan- 
do se ha hecho entrega de las mercaderías al destinatario. 
Página 2*5. 

Transitarle par ferroearriim. — Véase: Justicia federal. 
Tribunales beato. — Véase: Spw Üarte. 

V 

Venia. — Anula este contrato, el error sebre la calidad sustancial de 
la cosa. Página 284. 
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Venta, — Existe eror sobre la calillad sustancial de la cosa vendida, 
cuando dado el hecho de haberse hipotecado al Banco Hipo- 
tecario Nación»! un terreno baldío y de haber conslrnido con 
pu-iterioridad un edificio industrial de importancia, ignorán- 
dolo el Hanco. este lia hecho an iar su venta y vendido 

el terreno baldío, Página 281. 
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6 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

i 

porción de esta que otro se halle poseyendo dentro de dichos 
límites. 

2* El demandado par reivindicación do puede exigir se cite 
de eviccion al causante de su causante, si no 
Je Tendió el campo reivindicado. 



&¡*P*— Lo indica el 



Fallo del JwéB t>tler*l 

üirdolm. Alirit ¿1 de 1SW. 

J 

Y vistos estos autos seguidos entre I), Juan Anchoreua re- 
presentado por el doctor Luías Allende j D. Nemesio Molina 
de los que resulta: i * Quu el seüur Anchorena entabla contra 
el señor Molina acción reivindicatoría de un campo que ocupa 
e] señor Molina en el departamento Rio Cuarto, por ser parte, 
según dice, del campo de Barranq uita y Lozas que hubo por com- 
pra al señor Francisco de P. Moreno. 

Funda su acción además en que dicho campo fué mensurado 
judicialmente en Agosto del ano i 866 y <JUe dando sus títulos 
como colindante por el lado Naciente de la Harranquita t al se- 
ñor Luis Montano, este se conformó expresamente en la ya ci- 
tada mensura renunciando al traslado que se le corriera. Que 
el señor Molina ocupante de esos campos los compró al señor 
Montano el año 73, es decir después de la aprobación de la dicha 
mensura. 
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* 

Que siendo el título del demandado' posterior al de la aproba- 
ción de la mensura en la cual estuvo conforme su vendedor, el 
título del demandante no puede ser validamente impugnado 
por el de Molina de fecha posterior y que debe suponerse su- 
jeto á dicha mensura, 

Ei: ta les funda mentes basa la acción reivindicatoría. 
2 ° Kl demandado al oponerse a esta demanda aduce los si- 
guientes fundamentos: 

Que i l campo que se pretende reivindicar y que posée su ins- 
tituyente está romo á minie cuadras áú du la <Batran- 

quita¿; 

Que este campo está limitado al Norte por el arroyo de Ci- 
pionyalKst- por derechos de la Lagunilla. Que estos son y 
han sido siempre los límites de la estancia de Anchorenay que 
su vendedor, el señor Moreno, no ha podido trasmitírselos con 
otros l ímites: pues con ellos los poseyó de tiempo inmemorial D 
José AseeticioOrtizá título hereditario y con ellos los trasmitió 
á Alba, y cuyos herederos vendieron al vendedor de Anchoreoa 
no pudiendo pretender más derechos que losque le han sido tras- 
mitidos; 

Que en cuanto ú la mensura del ano Gíi, no puede afectar de 
ninguna manera sus derechos; 

Que si ella no pasa del punto donde termina el arroyo de Ci- 
pion puede considerarse como válida; que pasando de allí ella 
es insanablemente nula y no tiene valor alguno contra Molina 
que ha sido extraño a la misma. Que es inexacto que el señor 
Montano prestase su aprobación i la línea del Naciente de la 
Barranquea, Que él fué citado solamente como colindante por 
el Norte, Sud y Sud-Kste pero no por el Este; 

Que además noes cierto que él posea ese campo recién desde el 
ano 73, pues ÓI lo compró el año 64 y que desde el 56 lo posée 
como agregado de las Monjas Catalinas; 
Finalmente, que el señor Molina ha poseído el campo en enes- 4 
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tion paclficiiuonto y con bnena fó y justo título raá< de 20 años 
por lo que estarían sus derechos amparado* por la prescripción, 
ai no lo estuvieran por sus títulos. 

3* Cita de eviecion al Confuto .1, las Catalina-, cuyo sín- 
dico creyéndose cu el derecho do no salir tí 1» evi«cion, provoca 
sobre ello un incidente que so tramitó por cuerda separada. 

* <1>orei aut0 á prueba, de foja se lijan los puntos so- 
bre que ha de recaer esti y so produce ¡a siguiente. 

B ° Con fe c*w 10 de Mayo conviouen los ingresados en nom- 
brar perito calígrafo ¡i IX Jorge Poulson, para que en vista de 
documentos públicos que le presentarán las partes, dictamine 
sobre la autenticidad de la firma de los recibos de foja... 

6* Convienen también las pai tes en nombrar al señor Torres 
Castellanos perito agrimensor para que con los antecedentes de 
la mensura de la Uarrauquiia é inspección del costado NViente 
de dicha mensura, dictamine si las posesiones «le I). Nemesio 
Molina se hallan dentro del terreno mencionado, myo nombra- 
miento se hace por renuncia del agrimensor Sau liemy Urbano. 

1* A foja 57 y siguiente expide su informe el perito Castella- 
nos, en el que dice encontrarse la estancia dr Molina dentro de 
la mensura de '¿arzón, presentando el plano correspondiente 

8" A foja 67, espídese el perito calígrafo dictaminando 5 ue las 
lirmas de Luis Mon tafo, que aparecen en los recibos de foja.. . 
dehen haber sido escritas por el (Prueba do<muieutal). 

9" Dos documentos privados de fojas 14 y 15, de los que apa- 
rece que el señor don Luis Montano deHura haber recibido del 
señor Molina ciento cinc uenta pesos, que el primero en calidad 
de préstamo, ó en parte de precio de un campo en el * Paso de 
la Lagunilla ¿aso que se resolviese ¡i comprarle dicho campo, 
f echado 21 de Knero del M. 

Kl segundo do dichos documentos es otro recibo det señor Mon- 
tano de 200 pesos á cuenta demedia legua lie campo que le ha ven- 
dido á la costa Sud del arroyo de Santa Catalina, en el lugar de- 
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nominado «La LaguuilU>, el que tiene cuatm leguas de sabanas 
fechado en 27 de Setiembre de 1884, la fecha 27 está enmen- 
dada visiblemente, 

UV Ln instrumente publico- de la Venta que I). Juan Ignacio 
Urt.s, como apoderado des* señor padre, hae, á 1). Valerio Alba 
de la estanca que es tc poseo, y cuyos límites son: al Vorte el 
arroyo de Cipion; al Sud de Ia S Lajas; a! puniente la cumbre 
Alta hasta difluir la. aguas de detrás de la sierra- <y par í el 
Naciente, el campo abajo basta topar eou los derecho, de la 
Lagunilla. 

KlpoJcrquescleeouíiere al v, udedur y en el u u, figuran 
los mismos límites. 

Kxpedici.tc de mensura de terreno, en cuestión, en el 
cual wm* i foja 00, diligencias vcriücadas para trazar la 
linea del costad, Oriental; i foja 101 vuelta el Informe del De- 
partamento Topónimo desaprobando esa mensura v en el 
cual se consigna: que esta operación no puede darse por termi- 
nada por no haberse lijado con precisión el UmiU del terreno del 
Nac.entcj por no resultar en el terreno el paraje 4 uj Q de agua 
«* 1»8 Cortadera»*, Mmyo puntóse d,be >aear media legua 
a todos vientos y coya sup,rj¡,ie m> pertenece ú la estancia y 
también por no haberse sacado media legua más que según 
m las escrituras está situado entre el arroyo de Cipion v el Ce- 
rro de Intíguasi, que tampoco pórtenle á la estancia, por Jo que 
* presente m,nsura no puede ser sometida á lu aprobación del 
Departamento Topográlico. A foja 1 13 cmsta habérsele corri- 
do traslado de la operación ¿ I). Luis Montano y haber éste 
manifestado que renunciaba aj traslado, por estar conforme con 
la operación practicada. 

m l>e foja 3D á foja 50 corre la prueba testimonial que se 
estudiara y mencionará en seguida, como la prueba de posicio- 
nes u oja ill, y terminando los autos por toa alegatos de bien 
probado de los interesados. 
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Y considerando: El caso sub-judice se reduce al siguiente: 
El señor Anchorena compró al doctor Francisco de P. Moreno 
un campo titulado Barranq"?*:* y Lajas, en el departamento 
Kio Cuarto, cuyos límites son: al Norte el arroyo Cipion, al Sud 
el arroyo de las Lajas, al Poniente la cumbre alta hasta diridir 
Jas aguas detrás de la Sierra, y al Naciente campo abajo hasta 
topar con derechos de laLagunilta. 

Este campo fué adquirido por Moreno el año 64 por compra 
que hizo á los herederos de D. Valerio Alba y doña Margarita 
Domínguez, el que le fue" vendido con los límites antes expre- 
sados. 

Kl año 65 se mensuró este campo, cuya mensura abraza la 
posesión de D. Nemesio Molina sin aparecer que se Le baya 
dado participación de dicha mensura; habiéndosele citado al 
vendedor de Molina D. Luis Montano, quien se conformó con 
parte de esa línea. 

Fundándose en sus títulos y en la mensura referida, Anchore- 
na reivindica el terreno en cuestión, y ile acuerdo con la acción, 
entablada se le mautla eu el auto á prueba « justificar, ante 
todo, que él es propietario del campo que reivindica • (artículo 
2758 del Código Ciril). 

Veamos si se ha comprobado e*te primer extremo que debe 
ser plenamente probado dada la naturaleza de la acción. 



II 



¿De los títulos de Anchorena y de los de sus causantes se de- 
duce su propiedad del campo en cuestión? JX Josó Ascencio 
Ortizeoaliere poder á su hijo D. Juan Ignacio para que venda á 
D, Valerio Alba la estancia en cuestión, con los límites al Ñor- 
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te, el arrojo de Gipion ó (C. Cipieu) y al Este hasta topar con 

los dertclios de la Lagunilla. 
. Con estos mismos límites se viene transmitiendo la estancia 

hasta sn actual propietario. 
Ahora bien, según estos límites debe seguirse el curso Jel 

arrojo do Upion, ú donde este arroje termine para en.rar al de 

• Lignina, debe doblarse al Sod cuyo línea dará en los derc- 
cho» de la Lagnnilla, siguiéndola basta el arroyo de las Lajas 

para doblar nuevamente al Poniente. 

Dos consideraciones principales nos inducen á creer que lo, 
títulos de Anchorena no pasan de donde termina el am jo de 
C«p.on: la primera, que si esa línea pasara, no habría «presado 
el título . al Norte el arroje Cipion,, sinó que habría dicho al 
Norte el ar.av, de C ipiou y el de la Ugunilla. En efecto, está 
plenamente comprobado por la declaración de los testigos Saint 
Jlemy, Alba y üceabarren, que desde tiempo inmemorial se co- 
noce el punto donde termina el arroyo deCipúra y empieza d 
de la Lagunilla. 

No han podido, pues, confundirse ambas corrientes de aguas 
al expresar los límites de la Uarruiquita. 

Bn segundo lugar, ¡os mismos herederos de Alba han declara- 
doque su padre, albacea de la testamentaría de tí. Valerio Alba 
smmpre respeto la po ses i„ n de Molina que llegaba hasta tomar 
parto do la laguna de Suuguilla, y q„e es cierto que Alba nunca 
ejerció actos posesorios más al Naciente de donde termina el 
arroyo do Cipion, foja 30, y el teatlgo Abril declara también i 
foja ii vuelta, que tí. Vicente Alba jamás interrumpió la poso- 
s.on del señor Molina, lo que pruebaque dada la pregunta \ st e 
•señor poseía hasta la líuca del arrojo Cipiou. 

Resulta, pues, que no s ¿h sus títulos dan ácompreudor ulara- 
meute que su propiedad no pasa mis abajo del arrojo de C¡- 
pm, sin* que su misma posesión, .«gun las declaraciones de los 
testigos, no ha pasado de esc limite. 
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Estos son los límites y posesión une tenían los Alba v son 
los mismos con que le han vendido estos A .Moreno y Moreno á 
Anchova; ó al menos el reivindicante no ha comprobado que 
sus títulos posteriores den mas terreno, lo que tenía obligación 
de nacerlo, dada ia acción deducida y por ¡o que lo creemos au- 
torizado a hacer tal alirmaciun . 

Además, se S .in el t-stigo Saint Uemy Urbano miando en 181»! 
midió tí campo de la Laminilla, propiedad entonces de las 
Monjas, Ileg¿ buscando el límite de la Uarranquita hasta 800 
metros del c Médano largo., cuyo punto se halla mucho más al 
Poniente de la laguna (té Sui^ilia, límite (teste, según uno de 
los herederos de Alba, del campo de Molina, lo que demuestra a 
juicio del dicho perito que el límite Naciente de la IJarranquita no 
era el d'aso d» Ja Lagunilla->, límite pretendido por el reivin- 
dicante, sinó el «Médano taiga*, que se halla eomo una legua 
al Poniente del dicho Paso de la LagunÜla (Véase el plano de 
foja. ..). 

También til *eñor A n choren a tiene con tesad o, a foja 70 v mi- 
ta, que es cierto que cuando mandó tomar posesión de la estan- 
cia de la IJarranquita. |...r medio de sus agites, estos la ocupa- 
ron de hecho sin intervención de Mor-tio ni de las autoridades 
del lugar, ioq »« imo solamente en viscade la escritura de venta 
que tenía (toja 70 deto> ñutos). 

Como se vé di- los documentos ó títulos did reivindicante uo 
resulta comprobado que sea dueño del campo que está al Na- 
ciente de la línea de la terminación del arroyo deCipion, ó sea, 
del campo que disputa, ni resulta tampoco que haya ejercido 
actos posesorios sobre dicho campo. 
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Poro toca resolver ostu *-tra cuestión: ¿la mensura del 65, ja* 
dicialinecte aprobada, lia dado al señor Auchorona el derecho 
de propiedad sobre el campo que '.rata de reivindicar? 

A ate todo debemos declarar que ¡í pesar de lu alegado por la 
parte de .Molina esa mensura en sí, es válida y firme; |i verdad 
que toda mensura debe ser aprobada previamente, por el depar- 
tamento Topará [ico y que este es el único Juez de la parte téc- 
nica de una mensura. p«*ro cuando et d epar turne uto nianiiiesta los 
motivos por los cuales no aprueba una operación de ese género 
y estos no son de su esclnsiva apreciación, puede el Juez juzgar- 
las j aprobar esa mensura aunque les falten los requisitos que 
lian motivado la no aprobación de la oficina técnica. 

Ninguno de los fundamentos alegados por la Oficina Topográ- 
fica, son do su apreciación cveinsirn; el primero y principal, el 
de no haber designado el Agrimensor con precisión, el límite 
del terreno al Naciente. 

Ksto podría haber alegado el Departamento, si el Agrimensor 
hubiese alegado sin cerrar la ligura; pero tal no sucede en este 
caso, la ligura cierra y loque bay es duda, sobre si es esa línea, 
ú otra anterior que pretende un colindante, que después de ha- 
berse conformado ron un límite, pretende después otro, lo que 
es de apreciación juditial. 

La no aprobación de la mensura por estas causas y otras se- 
mejantes no es nn obstáculo para que el Juez no pueda aprobar 
la mensura, y aprobada y consentida ella es firme y válida. 

No siendo, pues, nula esta mensura, veamos si ella ha creado 
un derecho de propiedad para Anchorena del campo en cuestión. 

El deslinde es uu contrato ú es un juicio, según que por con- 
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tenio de colindantes se determina los limites de ua terreno ó 
que en un juicio contradictorio se determinen por el Juez, Este 
es al fondo de las cosas, aunque en las legislaciones, se llame 
jnicio de deslinde á la solicitud que se presenta al Juez, para 
que ordene la mensura y aunque Tohintariamente sean fijados 
los límites por los interesados. 

Y decimos, es encontrado, porque el reconocimiento de una 
linea por el vecino, importa el reconocimiento de ta propiedad 
del colindante, es decir, una especie de enajenación (Segovia, 
nota i 46 al artícu I o 2755 ) . 

Siendo un contrato 6 un acto jurídico, no obliga á Jos que no 
han intervenido en él, por esa razón el Juez la aprueba sin per- 
juicio de tercero (articulo 2755, Código CiriJ). 

En el deslinde eu cuestión, han convenido todus aquellos á 
quienes afectaba sus derechos esedeslinde, ú mejor dicho, ¿pue- 
de invocarse ese acto jurídico contra el reivindicado f 

Consta de autos, que no fué citado á esa operación el señor 
Molina v consta también de autos, que no sólo era colindante, 
sinó un poseedor á título de propietario, cuya posesión queda 
comprendida en la línea de mensura. 

Podemos afirmar desde luego, que el Agrimensor debió citar 
á este colindante, ó más bien, que el señor Molina tuvo derecho á 
ser citado. 

En efecto, las instrucciones de los Agrimensores, ano 1873, 
mandan que estos hagan citar d los colindantes antes de proce- 
der á una meusura. 

Ahora bien, ¿quién es colindante para los efectos de la ley? 
¿á o^uién se debe citar para que exhiba sus títulos? 

A todo aquel que posee a título de dueño, el terreno colindan- 
te ó comprometido con la mensura, y tan es así, que la ley es- 
tatuye que no estando presentes los dueños del terreno, el Agri- 
mensor puede dejarles la cédula de citación á los mayordomos ó 
capataces del terreno colindante. 
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En el caso actual no sólo no se ha pedido al señor Molina sus 
títulos, sino que se ha hecho caso omiso de una posesión antiquí- 
sima, o,ue quedaba comprendida en la mensura, no llamando ni 
a sus capataces, cago Hubiera estado ausente. 

V uo se nos objete que eJ Agrimensor sabía ó creía que el señor 
Molina noeradue.io, porqueel Agrimensor «o está llamndoáre- 
solver ni juzgar quién es el dueño del terreno comprometido con 
su mensura. Bí señor Molina era comprador á título privado de 
ese campo, y el Agrimensor ni nadie podía juzgar de su título, 
sino en juicio pleno y contradictorio. Pero suponiendo lo peor' 
que el poseedor no hubiera tenido título, no podía, sin embargo' 
presemdír.e de él, porque podía ser propietario de ese campo' 
por la prescripción treiutenaria. 

Además, según las «instrucciones*, el Agrimensor no era 
J.iez y aunque lo hubiera sido, el Juez mismo de la causa do 
podría prescindir de la citación d,- un colindante, sin antes oír- 
lo en juicio contradictorio. I 
De io dicho, resulta que el Agrimensor debió citar ai señor 
Molina, antes de verificar su mensura, que no habiendo sido ci- 
tado, ella no puede perjudicar sus derechos. 

Pero, ¿cuáles eran sus derechos? ¿era él un tercero con dere- 
cho á oponerse á dicha operación? 

Afirmamos que si; en efecto, por la antigua legislación de Par- 
tidas el contrato do compra-venta era valido en cualquiera for- 
ma que se verificase (Ley 6', título 5% Partida 5"), mientras no 
conste que el deudor ó vendedor negare el contrato, él es firme 
y aunquuel vendedor se opusiere á darle cumplimiento, fundado 
en la falta de escritura publica, él es también válido una vez 
reconocido ó confesado que la compra privada se verificó (Fallos 
de la Suprema Corte, série c 2\ tomo 13, página 267). 

En el caso actual se ha probado con Jos documentos de fojas 
U y 15, apoyado con las declaraciones de los testigos Abril 
José, V. de Alba y Félix Alba, que oí Sr. Molina compró á D. 
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Luis Montano, c media legua de cainpo á la costa Sucl del arroyo 
de Santa Catalina, en el lugar denominado LaLagnnilla », cuyo 
terruño tiene dos leguas de sabanas, por el precio de 700 pesos, 

Se alega que esos documentos no tienen fecha cierta. 

Es verdad que no ta tienen para probar contra terceros en 
forma de escritura pública emanados del mismo vendedor señor 
Montano; pero mientras no se presenten documentos públicos 
en que Montano transfería derechos f otros sobre el mismo 
terreno, nadie puede alegar la falta de fecha cierta. 

El Sr. Molina, en el imperio de la antigua legislación, es 
comprador y propietario para todos, menos para aquellos que 
deriven un derecho consignado < n instrumento público sobre el 
mismo terreno, y hemos demostrarlo que los títulos <le Ancho- 
Tena no le dan derecho á ese campo. 

Pero *e alrga que Montano se bu conformado con tsa linea de 
mensura que quita á Molina su posesión; Montano ni lia recono- 
cido esa línea en toda su extensión; pero la ha reconocido en 
parte, y romo el reconocimiento importa una declaración de 
derechos, una especie de enajenación, la parte reconocida no 
puede ser impugnada por un documento privado cuya ficha no 
es cierta, y respecto de ella la mensura y reconocimiento de 
Montano le ha hechn propietario al Sr. Anehorena (Ley3í, 
título 13, Partida 5"). 

Si Montano ha enajenado ó reconocido lo vendido á Molina, 
éste conserva sus acciones contra aquel y contra sus herederos, 
por las indemnizaciones a que hava lugar. 

Ahora, como se vé en el plano de foja. .., Montano no ha reco- 
nocido esa linea en toda su extensión, y por la parte no recono- 
cida Molina queda siempre propietario no habiéndolo hecho ca- 
ducar ningún derecho á la mensura del 05, la que ha sido para 
él res ínter allios aria. 

luí parte reconocida, como la que no lué por Montano, están 
claramente marcadas en el plano de foja. 
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Habiendo quedado bolina poseedor á título de propietario 
de Ja parte de terreno que no eum promete la mensura, los dere- 
chos que esta operación puode haberle dado á Anchorena t dejan 
salvo los derechos d<- Molina sobrr esa parte del campo. 



Hemos demostrado que hasta la fecha d, la mensura Ancho- 
r-na »o era propietario del ,a,npo r u ctiesticn, v qu, la mensu- 
ra no h4h.í»dnlc dado derechos si nú en la parte reconocida por 
Montano, no afecta los de Molina, por haber sido extraño á 
m 7 por haberla aprobado el Juez sin perjuicio de tercero. 

te argüirá indudablemente contra esta doctrina, que el reco- 
noc.m.ento de Montano de la montura, en una parte, importa la 
declaración duque la prolongación de ,. sa |í n ,a determina el Ií- 
mitede la propiedad que le vendió; que no habiendo exornado 
Montano en el recibo de foja que la línea era en forma irreguhr 
debe suponerse que las dos leguas al Sud había que tirarla, 
rectas y paralelas basta formar un cuadrilátero, etc etc 

Pero ese argumento se basaría en una suposición que esta 
destruida por las constancias de los autos : en estos los testigos 
Wm el campo; es indudable que el campo ha debido ser un 
cuadrilátero de media legua de frente por dos de fondo: poro el 
referido campo empica probablemente en la laguna de Sun- 
ííu.lla, ó al menos más al Oeste del c Paso de la Laminilla. 
(Uenlaraciones de bis Alba). 

Jífl que el vendedor le quite con su reconocimiento una parte 
del campo que le vendió y ubicó á Molina, no so ha de seguir 
que le nm en otra parte : Montarlo tendría sus razones para 
lijar esa I finca, quizás sin creer que comprometía la venta á M 

2 
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Una; pero eso uo arguye que tal fuera la línea de su límite. 

Kl agrimensor Saint-Remy y el testigo Avila, dicen que el 
límite del campo <le las Monjas estaba más arriba aun de Ib 
laguna de Sunguilla, límite de Montano; luego si Montano re- 
conoce una línea exterior, m. es probable que eren que esa línea 
es la de su comprador. 



Y 



lienta ahora estudiar si Montan*» ha adquirido el campo 
que se le reí vindica por la prc.-eripf ion. 

Resolvemos que no. !,a prescripción t re i riten aria quo no re- 
quiere buena íc nt justo título, no puede favorecerle, porque no 
tiene la posesión por el tiempo que fija la ley. Consta de autos, 
pues lo confiesa el Sr. Mulioa, que id afm 1871 litó demandado 
por un apoderado de Ancho re na por el desalojo del campo en 
cuestión, y auu [ue u3 Jue-/ *<* declarara incompetente, la de- 
manda le ha interrumpido el curso de la usucapión (artículo 
3980, t odigu civil). 

Tampoco puede acogerse a la prescripción do iO á 20 años, 
pues para ella es necesario un justo titulo q ,, tenga fecha eier- 
ta, y aunque el título fuere hábil, á pesar desús defeclos de 
forma, él carece de aquel requisito indispensable de la certi- 
dumbre de la fecha. (Kscriche, Diccionario, Ürimriptioñ de ttn- 
mÍM% Í *> ; Aubry y llau, tumo 2", pág. 218; lioilcatix, tomo 
7 M , sobre el artículo 

l'or otra parte, desde el 71 hasta la fecha, uo hay el ticiup . 
bastante para la prescripción ordinaria, pues consta que el de- 
mandante tiene y ha tenido su domicilia ó habitación en dis- 
tinta provincia p en cuyo casi necesitaría Molina una posesión 
de 30 años (artículo ttUÜM, < Vidigo Civil). 
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VI 



líeasumUido tu dicho, resulta: Ü,ue hasta la mensura di ] 
año 05, el reivindicante s^VIo fué dueño y poseedor de tu Rarran- 
quUa j Lajas, hasta la línea perpendicular á la terminación dui 
arroyo ripio», sin pasar campo abajo el arroyo dé La Laguni- 
11a. Que la mensura referida le ha hecho propietario de la par- 
te m Naciente, en cuya línea se ha conformado el Sr. Luis 
Montarlo, l¿ ie habiendo sido un tercero en esa mensura, el Sr. 
Molina, que era comprador á título privad-» de una fracción de 
campo, ella no ha eompr-mi-tido su posesión ó propiedad, sinó 
- m la línea reconocida por su causante Montano y hasta dondo 
afecte las dos leguas de sabanas dicho reconocimiento. tjue 
el Sr. Molina no lia prescrito ni por la usucapión treintenaria 
ni por la ordinaria, el campo en cuestión. Finalmente, y en 
consecuencia que Anchorena no ha probado su propiedad ple- 
na sobre todo el campo que trata de reivindicar. 

Y considerando, en cuanto al incidente de eviceiun : que el 
terreno en cuestión pertenece á lo qu* el convento de las Mon- 
jas Catalinas vendió á l). Lt-is Montano, cou fecha 5 de Octubre 
de 1801, en cuya enajenación se conviene que el referido Con- 
vento no está obligado á salir á la eviccion délos terrenos en- 
tregados á Montano. 

Qttfi si bien es verdad que esta cláusula sólo se encuentra en 
el últimode los contratos, el Sr. Molina no ha comprobado que 
su compra se verificara antes de dicho contrato, ó sea, cuando 
aún las monjas, t -n el imperio de la< nn'eriores, estaban uhli- 
gadas á ja eviccion. 

Que la prueba que resulta de los documentos privados de foja 
14, no puede aducirse contra estos contratos, porque dichos do- 
cumentos carecen de fecha cierta. 
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Y la prueba testimonial, aun suponiéndola completamente 
asertiva, no dice qué día del ano G4 se verificó la venta. 

Por cuyas consideraciones, se resuelvo en cuanto á la reivin- 
dicación, ser de propiedad de D. Juan Anchor en a la parto del 
terreno curstionado que ha reconocido el fcr. Montano al confor- 
marse con la mensura del año 05, y ,|ue está comprendida den- 



uccion entablada, por lo que respecta al resto del terreno, por 
no haber probado su propiedad; y en cuanto al inf idente de 
eviccion, se declara no estar obligado el convento de las Monjas 
Catalinas á salir a" la eviccion en el presente juicio. Hágase 



Y vistos: Considerando en cuanto á lo principal : Primero. 
t¿ue la demanda deducida ú foja cuatro de estos autos, por el re- 
presentante del Doctor Don Juan Ancliorena contra Don Ne- 
mesio Molina, tiene por objeto reivindicar una extensión de 
campo, que el primero dice, que posee este último, dentro de los 
límites de la estancia denominada Lajas y Hnrranquita, de pro- 
piedad del Doctor Ancho roña, su mandante. 

Segundo. Que aunque el actor no acompaiiú d su demanda 
los títulos en que ha fundado el derecho que pretende á la pro- 
piedad de dicha estancia, esta omisión se ha subsanado con la 




saber y repónganse loa sellos. 



f. Moyo.no flacitúa. 




Buenos Aires, Julio 11 di- \mi. 
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expresa mención que llizo tío ellos en aquella, y con los docu- 
mentos en copia certificada y debidamente autenticada de foja 
sesenta y tres á foja ciento treinta y tres, que presentó atirante 
el termino probatorio y que so agregaron á los autos en calidad 
do prueba, con noticia y sin oposición del demandado. 

Tercero. Que de esos documentos cdnsta : Primero. Que Don 
Valerio Alba, por compra que hizo á Don José Agencio Ortiz, 
<*n mil ochocientos diez y odio, adquirió la e- tancia Lajas y lia- 
rranquita bajo los límites que se expresan en la escritura de foja 
setenta y cuatro á setenta y nueve; ¿V</w«rfo. Que la misma es- 
tancia fué vendida al Doctor Francisco de L\ Moreno, por Doña 
Camila Alba y sus condomino*, herederos de Don Valerio Alba, 
según el contrato A que se reüere Doña Camila en el escrito de 
foja ochenta, presentado al Juez de primera instancia de Cór- 
doba, solicitando la mensura y deslinde de ella, contrato cuya 
existencia se acredita por el certificado del actuario Escalante, 
de foja ochenta y tres vuelta: Tercero, (¿ue decretada la men- 
sura de la referencia, ella fué practicada por v\ agrimensor 
hleazar Harzon y aprobada judicialmente, de común consenti- 
miento de partos, con fecha trece de Agosto de mil ochocientos 
sesentayseis, asignando á dicha estancia la extensión y los lí- 
mites que resultan de las acta» de la operación que se regis- 
tran en la copia del expediente de la materia corriente de fojas 
ochenta á ciento treinta y del plano autorizado de foja ciento 
treinta y cuatro; Cuarto, Que con fecha diez y nueve de Octu- 
bre de mil ochocientos sesenta y seis, el Doctor Don Francisco 
de P. Moreno, otorgó en esta ciudad de Dueños Aires y en e l 
registro del Kscribano Don José Victoriano Cabral. escritura 
de venta en forma á favor de Don Juan Anchorena.de la estan- 
cia Lajas y Darranquita, con las poblaciones, arboledas y de- 
más enclavado en su casco ó superficie de terreno, que resulta 
de sus títulos y mensura practicada y de la que nuevamente se 
practique, s «gun lo expresa el certificado del mismo Escribano 
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Cahml do foja ciento treinta y una vuelta; y tjuinío. 
pía testimoniada de esta escritura fué protocolizada á solicitud 
del Doctor Don Francisco de P. Moreno, en el protocolo M es- 
cribano de número é hipotecas de Córdoba, Don Donito M. ñs 
Zavalía, como lo hace constar el certificado de este mismo Ks- 
cri baño de foja ciento treinta vuelta. 

Cuarto. Que por estos antecedenieíyvl hecho de haber to- 
nudo el Doctor Auehorona poso-ion tje la estancia Lujas y lía- 
rranquüa por modín du sus a^enti-s, cómo lo ha reconocido el 
demandado Molina en la primera posición de foja setenta, debe 
tenerse por suficientemente acreditada su calidad de legítimo 
adquirente de los derechos do propiedad á dicha estancia, sin 
Ojtie sea justo desconocerle esa calidad, por la riminstanria de 
haber recién presentado en ota instancia las es ■ h tura > d*- Toja 
trescientas s« senta y nu.\> A trescientas ochenta y cinco de que 
hizo mención en la demanda, las cuates continúan los hechos ya 
probados por su parte, y cuyo desglose dr los autos, no puede, 
por lo mismo, admitirse. 

Quinfa, ijue en tai virtud y hahíendo probado tamban la 
parte do Anchorena que la extensión de campo que posee Mo- 
lina,}- os objeto do la arción reivindicatoría, so halla comprcii- 

tam-ja Lajas y liarrumiuit-i , como resulta de la diligencia peri- 
cial de foja Cincuenta y siete, la procedencia ó la improcedencia 
de la demanda de aquel depende de lasolu ion que se dé á la 
cuestión, d-* si es obligatoria ü no para Don Nemesio Molina la 
mensura de l larzon, ó cu otros tér minos, si Molina tiene que res- 
petar como perteneciente á los dericln» <le Lajas y Barraní) uj ta, 
el terreno situado dentrn de los límites deesa mensura. 

Sexto. Que la solución afirmativa de esta cuestión se des- 
prende claramente de los siguientes hechos acreditados en autos 
y de las considi raciones de derecho que Huyen de >u mérito y 
que sirven de sólido fundamento á dicha solución. 
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Séptima. < ¿ uc ta escritura fie foja s^tmitii y cuatro á toja se- 
tenta y nueve, que el mismo demandado ha invocado pura su de- 
fensa y que * l s el primero de los titulas que hacen ú los flor echos 
del actor, da á la estáñela Lajas y líanaiiqui tu los siguientes lí- 
mites: á la parte del Norte el arroyo Cipion; ¡i ta del Sud, el 
arroyo de las Lajas; á la del Poniente, la cumbre Alta hasta di- 
vid ir las aguas detrás de la sierra; y para el Nuciente el campo 
abajo, hasta topar con los derechos de la Lagunilla- . 

ilrtuvu. Que como se vé por los términos claros ú intergiver- 
sables de esta escritura, el límite de Lajas y Itarranquita por 
lapartp del Naciente, es el de lo* derechos de la Lagunilla, fias- 
te topar, dice, n, u tos derceftm dr ta f.atjuuitln,y no una línea 
recta tirada desde la des mu tocadura di-1 arroyo f'ijiiim bacía, el 
Sml, hasta dar con la terminación del arroyo Lajas, como lo 
pretende Molina, por el hecho de haber designado dicha escri- 
tura, como límit e ú la paite Norte, el arroyo t'ipion y á la 
del Snd el arroyo Lajas. circunstancia que no puede jusülicar 
tal pretensión, como no just ihcaría que una recta trazada pol- 
las calo-retas d>' esos arroyos sea e| límite por la parte del Po- 
niente déla misma estancia y no la cumbre ai ta hasta dividir 
las aguas detras drít Sierra, que es el que señala la escritura 
de la referencia y que se halla a larga distancia al Oeste del orí- 
gen de esos arrojaos, según lo demuestra ta mensura respectiva 
y el plano de foja ciento treinta y cuatro. 

AorCHo. Que estando, por consiguiente, -uhordinada por la 
parte del Naciente la extensión del campo de Lajas y liarrau- 
quita al límite Occidental de los derechos de la Lagunilh, ea 
evidente que tiene que aceptarse como verdad eru límite de am- 
bas propiedades el que des ¡míen por esa parte, las escrituras de 
los derechos de la Lagunilla, y en su defecto, la línea trastada y 
aprobada judicialmente de común consentimiento de partes, pa- 
ra servir de divisoria de ambas propiedades. 

íiéinrn, Q»9 es un hecho incontestable qu<» «m «ste último 
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caso se halla la mensura de Garzón con relación ú las líneas 
divisorias de Jos derechos de Lajas y Uarranquitar los do la La- 
gunilla, pues no habiéndose presentado los títulos de esta pro- 
piedad al practicarse dicha mensura, cuesta por el expediente 
de la materia, á foja dentó veinticino », que ella ha tenido la 
expresa conformidad de don Luis Montano, á quien ambos liti- 
gantes lian reconocido como dueño ó legítimo rqm ■sentante de 
los derechos de la Lugunilla: Molina, por cmnpra quede ellos 
había hechu Montano al convento de Monja* ('alalinas do Cór- 
doba, en mil ochocientos sesenta y dos, y Auchorena por la es- 
critura otorgada por dicho Convento á favor de aquel, en cinco 
de Octubre de mil ochocientos sesenta y cuatro. 

Undécimo, (¿ue aunque Molina ha negado la validez y mérito 
prubatorio deesa mensura, en cuanto ti los derechos de su par- 
te, fundándose en que él compró ¡i D, Luis Montano en veinte y 
siete de Setiembre de mi! ochocientos sesenta y euatru ( á lacosta 
Sud del arroyo de Santa Catalina y en el lu^ar denominado la 
Lsguniila, una media legua de campo, con dos leguas de saba- 
ñas; en que ha poseído pública, pacífica y continuadamente este 
mismo campo, primero á título do arrendatario del convento de 
Catalinas, desde mil ochocientos eineueuta y seis hasta mil ocho- 
cientos sesenta y cuatro y desde este año hasta el presente, i 
título de propietaria por su compra ,i Montano; y tíualmente, en 
que no ha sido citado á Ja mensura d- 1 ¡arzón, que se aprobó sin 
su conocimiento y audiencia; es de observar sin embargo, que no 
resulta lis constancias de autos, que haya probado debida- 
mente el coutrat» de compra- ve uta, que dice haber celebrado 
con Montano en mil ochocientos sesenta y cuatro, y que con este 
motiv.. ni su Calta de citación y audiencia L » |* mensura de que 
se trata, ni la posesión que invoca del campo que ha quedado 
comprendido don tro de ella, afectan en manera alguna la validez 
yelicacia de la uiisuu mensura, cuno título declarativo dula 
propiedad de Lajas y fíarranquita que está obligado ¡i nspetar. 
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Duodécimo. Que toda la prueba producida por el demandado, 
para acreditar la verdad da la compra á que alude, en la fecha 
de su referencia, consiste en los recibos de fojas catorce y quin- 
te, quo aparecen como lirtnados por Don Luis Montano, en el 
informe caligráfico de foja sesenta y siete, y en las declaraciones 
testificadas de fojas treinta y seis á cuarenta y nueve, con toda 
Jo cual, ciertamente, no ha conseguido Molina, justificar el he- 
cho que pretende. 

Con efecto, y aunque en uno de estás recibos, el que ítefa la 
fecha enmendada de veinte y siete de Setiembre de mil ocho- 
cientos sesenta y cuatro, se r.msigna, que Montano vendió i 
Molina el campo en cuestión, es evidente, que tal recibo ñopo» 
de admitirse como prueba, ni del contrato mismo de u nta, ni 
de la fecha en que se pretendo haber sido celebrado, ya se juz- 
gue el raso del piintode vista d-la antigua legislación ó de la 
nueva del Código Civil. 

íh'vimn /cmvn. <>uede la antigua legislación, L ley aplica- 
ble al recibo de foja quince, como medio de prueba, para justi- 
ficar en juicio la verdad de su cou tenido, es la ley ciento diez y 
nueve, título trece, Partida tercera, la cual establece que la car- 
ta ó documento privado que no os reconocido en juicio por su 
otorgante, y cuya autenticidad se trate de justificar por medio 
del cotejo de lirmas, como ha sucedido en el presente caso, non 
debe seüemda fueras mdr, agrega la misma ley, si puii tes pro- 
bar por dos testigos htumos sin s<wpeclm </ue et otro fho tír { ndki 
tarta ó ta mandó «m-A»-, prueba que no lia producido Molina, 
ni intentado producir. 

Décimo cuarto. Que respecto de la nueva legislación, bajo 
cuya rígeaeja se ha presentado dicho recibo, es innegable, que, 
aún reconocido por Montano, no tendría valor alguno para acre- 
ditar contra Anchoreua, tercero completamente extraño al acto, 
la fecha de su otorgamiento, desde que estaos la de su presen- 
tación en juicio, según la expresa disposición del artículo 
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mil treita y ciñen del Código Civil, por cuya razón no puede ad- 
mitirse que Molúia hay a probado con <l¡rho recibo, que rtal- 
inente realizara, en mil ochocientos sesenta y cuatro, la compra 
que pretende, y mayormente no habiendo Montano siquiera re- 
conocido su autenticidad, 

Dvrituo 'f ni uto. Que tampoco tía dado resultado favorable 
al demandado, la prueba teslilical de su parte, en el senti- 
do de justificar por su medi.. la celebración del contrato en 
cuestión, porque ninguno de los testigos declara saber ni cons- 
tarlo cu ¿les hayan sido las cláusulas ó términos, bajo los (jiws 
se produjo el acuerdo de voluntades entre comprador y ven- 
d. dor, á fin de tener en su mérito, por comprobad.. , qtte Mon- 
tano vendió á Molina, por setecientos pesos bolivianos, la 
inedia legua de campo con do- leguas de sabana, materia del 
contrato. 

Décimo sc.vio. Que a>í lo demuestran las declaraciones de to- 
dos los testigos á la -egunda pregunta d<d interrogatorio de fo- 
ja treinta y seis, en la cual se lia omitido mencionar ta cosa y 
el precio, sinlns euabs ...j *e enneibe la existencia del contrato 
de compra-venta, habiéndose 1 imitado e| demandado, á interro- 
gar á sus testigos ''ii «'Sta forma: Segunda, «Digan si es cierto 
y les consta que Don Nemesio Molina, compró á Don Luis Mon- 
tano en mil ochocientos sesenta y cuatro, un lote de terreno si- 
tnadoen el departamento y pedanía de Kio 'Cuarto, sobre la 
costa Sud di 1 arroyo La LaguiüÜa, en el lugar denominado Pa- 
so de la Lagunilla», pregunta á la cual contestan de oídos, apa- 
reciendo de sus re-puesias <\n*> estuvieron presentes al acto, 
como lo requiérela ley veinte y ucho, título diez y seis, Par- 
tida tercera, para que hagan prueba, con excepción del tes- 
tigo Tomás Abril, antiguo capataz «le Malina, que dice, e lo 
sabe por habérselo oído á Montano y Molina, cuando cele- 
braron el contrato »; pero sin expresar -'n qué términos se hizo 
éste. 
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Décimo Hrptimo. Que, resultando así del análisis de la prue- 
ba del demandado, que no lia justilieadu haber comprado sí Mon- 
tano en mil ochocientos sesenta y Cuatro el campo de se 
trata, y debiólo por ello y en virtud de no haber producido 
prueba en contrario, cousid rarse precaria, con arreglo a] artí- 
culo dos mil tres cientos cincuenta y tres del GMígO Civil, la po~ 
sesión que ha tenido de ose campo durante el año de mil odio- 
ciertos sesenta j seis, en que se practicó y aprobó la mensura de 
(¡arzón, dado el hecho reconocido por su parte de h 1 er comen- 
zado a poseerlo á título do arrendatario del «omento de Catali- 
nas, primero, y de Monta ño, sucesor de éste, en seguida — <s 
i luto que su falla de citación y audiencia, tanto para ta opera- 
ción de dicha mensura, como para su aprobación, en nuda lia 
podido afectar la validez de la misma, desde que no tenia dere- 
' lio para reclamar en tales actos una intervención qm sólo co- 
rrespondía y se flió á don Luis Montano, como legítimo repre- 
sentante de los derechos de la Laminilla. 

ht fumi octavo. Que reputándose en derecho condorainos del 
terreno que respectivamente pos» -yeron los propietarios de pre- 
dios rústicos contiguos, cuyos límites se halle» confiindidos y 
sirviendo ta mensura probada judieialmeul.' de común acuerdu 
entre el los, de título declarativo de propiedad para el uno de la 
parte que el otro hubiere poseída, y que le tobase en su lote, 
considerándose que el ant.-rior poseedor nunca hubiese sido due- 
ño de ella, es también evidente que Molina, en Tuerza de estos 
principios que ninguna ley anterior contradice, tiene que res- 
petar como perteneciere ai título de Lajas y líananquita, la 
porción de terr.-no comprendida en la mensura de íiarzon, 
que él ha poseído, sin que obste pura ello esta última cir- 
cunstancia, por cuanto su posesión, habiendo sido precaria j 
á nombre de don Luis Montano, no ha podido impedir el 
efecto jurídico ya enunciado de dicha mensura con respec- 
to a* aquella y á otras porciones de terreno que hubiese 
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poseído Montano y que resultaron tlenlro de la mensura. 

Décimo noveno. Que en consecuencia, y no habiendo podido 
Montano transferir a Molina la propiedad del campo cuestiona- 
do pjr la escritura de venta une umbos litigantes convienen en 
haberle recién otorgado aquél en mil ochocientos sesenta y tres, 
por cuanto á esa fecha Montano, ni tenía, ni podía alegar de- 
recho alguno al dominio de ese campo, forzoso es concluir, 
reconociendo que el doctor Anchorena ha justilicado la pro- 
cedencia de su demanda sobre todu el campo, uljcto de ta 
misma. 

Y considerando en cuanto ú la citación de eviccion, que Ma- 
lina hace al convento de las Monjas Catalinas: 

Vit/ésimo. (Jucdicha citación tiene por fundamento el hecho 
de haber cum prado este último á d*in Luis Montano, en Setiem- 
bre de mil ui-huci cutos sesenta y cuatro, el campo que el doctor 
don Juan Anchorena pretendía reivindicar de pudur de Molina y 
que éste dici; haber adquirido Montano del Monasterio por com- 
pra, en mil ochocientos sesenta y dos. 

\ "tffi'sinut pntticnt. ( según queda demostrado en la parte 
pertinente de h>s precedentes considerandos relativos al fondo 
del apunto, don Nemesio Molina no ha probado la compra que 
dice haber hecho á Montano en mil ochocientos sesenta y cua- 
tro, con lo que fui la por su base la citación de que se trata, no es- 
tando por lo tanto obligado el Monasterio á salir á la eviccion 
que se pretende. 

Tor estos fundamentos y los de la sentencia apelada d.- foja 
doscientas veinte y cuatro, en la parte referente á la excepción 
de presciipcion opuesta por don Nemesio Molina, se declara de 
propiedad del doctor don Juan Anchorena, la totalidad del cam- 
po objeto de la acción reivindicatoría deducida por su parte á 
foja cuatro: revocándose dicha sentencia en loque no se confor- 
ma con la presente declaración y con firmándose con costas en 
cuanto no hace lugar á la citación de eviccion del monasterio de 
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Catalinas, Notifíquesc original, y repuestos los sellos devuél- 
vanse. 

i.KNi.\MIN PAZ. — LUIS V. VAilE- 
LA. — AHEL RAZAN, — OCTA- 
VIO BUNCE. - JLAIS E. TO- 
RRERT. 



C AI NA CL\I\|X 



ÍK Hilario Duponí contra et iiwHpr tfan Frnnrtsr,, J. netiz % por 
cumplí miento tfr un rontmtn: MÍhH re tumo tk rescisión 



Sumaria.— \» Cuando el denia miado que debe ser citado se 
halla ausente en ajena jurisdicción, la citación debe hacerse por 
medio de requisitoria, y no por cédula en su domicilio. 

2" La noliücacion hecha en contravención do lo que dispone 
la ley de Procedimientos causa la nulidad de lo que se obro 
después de ella. 



rmo.^U señor Dtipont demandó al doctor don Francisco 
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J. Ortiz por cumplimiento de un contrato y le hizo notificar el 
traslado de 1» demanda en su domicilio, donde se manifestó 
que el doctor Ortíz se hallaba en Salta. 

Vencido i l termino legal para contestar, y at usada rebeldía, 
se dió, después de pasadas las 2 i horas del artículo 12 de la ley 
de Procedimientos, pur decaído dt l derecho de contestar, y se 
llamó autos. 

Vuelto el doctnr Ortizá la Capital "titabló recurso de resci- 
sión, alegándola nulidad de las notificaciones. 



Fallo del Juez tVdrral 

Hut-iMis Aires, Nrtviríjibie iHih- mti. 

Y vistos: disponiendo el artículo lít2 de la ley de Procedí- 
mientes que al contumaz deaíaTado, n»sc le dará audiencia ni se 
admitirá recurso alguno, salvo el de rescisión v siendo é> te un re- 
curso que *''lo procede respecto de la sentencia di-tada en re- 
betdía, la qm- aún no ha <<do pronunciada, nu ha lugar al recur- 
so de rescisión Mu cid o y corran los autos según su estado. 

I . latttmie; 



rail» d* I Sitprrm» torfle 

Itlliílin- A ir.-. J 1 1 ll.i ]:{ uV ISill 

\ istos: Resultando de la diligencia de foja diez y ocho que 
ul ir á ha« eise la notiliraci-u *h> la demanda, el actuario fué 
informad o de q»e el d- mandad.» se encontraba en Salta. 
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Que tiste hucbo no lia sido contestado por el actor y corres- 
ponde tenerlo por averiguado, 

*¿ue coufurme al articulo sesenta, y seis áv la ley de Proce- 
dimientos, si el que hu de ser citado se hallare ausente del Ju- 
gar del juicio y en ajena jurisdicción 
déla correspondiente carta requisitoria de emplí 

"¿lie según lo prescrib- el ftltíctlíp setenta y uno de la 
ley, la uotiüeaciou gu.- se hiciere en contravención á Lo que ella 
Gírdéna causa la nulidad de lo que se obre después de esa noü- 
licacion. 

forestóse revoca el auto apeladu de fgja cincuenta y cua- 
tro, declarándose nulo todo lo actuado desde foja veintidós eu 

tus los .st'llüíi devuélvanse. 



ISENJAMIN l'AZ» — LUIS V, VA- 
KELA,— AUEL HAZAS.— üf> 

TAvionrsfiE.— -ms e.tüh- 

HfNT. 
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Criminal contra b. Cesáreo S. fiusta maule; por sustracción 

<le dineros púhtiros. 



Sumario. — No pitrde agí a varar ta pi na impuesta ; >or la sen- 
tencia, si esta no ha sido apelada por el ministerio fiscal, ni 
ha habido por parto de t'-ste adhesión al recurso interpuesto 
por el procesado. 



Cíi-v».— Lo indica el 



rallo del Juez Federal 

Mijiiy, Noviembre 1892, 

Y vistos: en la cau^a criminal seguida & instancias del Pro- 
curador Fiscal contra el ex-líeccptor de lientas Nacionales du 
Ciénega illas, Cesáreo H. de líustamante, pur malversación de 
caudales públicos resulta : 

i" Que habiendo sido comisionado el Receptor de rentas di- 
La Quiaca, pata levantar un inventario de las existencias de la 
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Receptoría de Cienegtiillas y a el resguardo del Carrito para 
entregar esas « los empicada, recientemente nombra- 
dos, que debían remplazar á los salientes, hizo notar el señor 
< onradoAramln.ru, lleceptor que se hacia cargo de la Recepto- 
ría de r*ne-u illas, qne existía 0.1a finida de letras por valor 
di- 1537 pesos, m centavos nacionales con los plazos vencidos, 
y no existiendo los domínenlos parad obro, dedar ' ei ex- 
R«c*pte Cesaieó Botamente, qne él era responsable por ha- 
"torios ...orad-, menos la de lo. Sres. Caro y Wavar, por valor 
d.' f tH peso, «>2 centavos nacionales, remitió ü .Tnjuy pa- 

ra su cobro, resultando un mmt de 1432 pesos 88 centavo, 
penales, en valores de letras de Aduana, de cuva suma se 
düí hinM,ei r lllÍ!i '"" ^^eptor K-ntamante; Id arta res- 
petiva, corriente á foja S, está lirmadu por Os te v tos otros 
empleados mencionados. 

En la nota de foja i, dirigida por el Administrador .le líen- 
tas Nacional, s de esta provincia, al Director de las mismas d i 
cuenta de la cantidad que importa el descubierto en que" ha 
salido el proejado en el manejo de los fondos déla Receptoría 
de CirueffüiHas, que es de 2407 pesos 5fí centavos nacionales' 
porque, además del importe do Jas letras de Aduana Iny lín 
delicit de lo recaudado en la renta correspondiente al mes de 
Agesto, de Um p,sos U centavos nacionales, que decía remi- 
tir y no lo había hecho. La Dirección (¡enera! de lientas or- 
dena ,n su resolm ion de fecha 19 de Noviembre de 1801 nú 
mero 125tí. puesta al piü (íe uicl.a ^ que se ¿ ^ 
antecedentes á este Juzgado, para que el Fiscal deduzca las 
acciones correspondientes contra el procesado. 

K11 l.i de foja 5, del mismo Administrador al nuero Receptor 
de Uoneguillas, le ordena que exija al cx-Iíeceptor Hustamantc 
el pago inmediato de la cantidad .1, 2701 pesos 91 centavos na 
mnales, por déficit qne resulta á cargo de éste, pues qnc ana- 
rece otra partida á másd > k.s «interiores de 301 pe^* (;í tvn . 

í . MI 
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ta yus nacionales, de fondos pertenecientes á la oficina, de :_»n- 
no ha rendido cuenta á la Administración, repitiéndose la mis- 
ma orden en la de foja 10, en cuya virtud pasó aquel la intima- 
ción do pago al deudor, en olicio de foja 11. Al pié de ésta, se 
encuentra el conforme del procesado, respecto de fas cantidades , 
que dice deber realmente á la caja de la líeceptoría de Cieñe- 
guillas, reconoeiendo las partidas, menos t>í pesos con que, se- 
gun ól . üjy equivocación del lleceptor de La i¿uiaca, en una re- 
mesa de dinero que le hizo, lo cual está raMÜcadu por la nota 
del Administrador, puesta á continuación de dicho informe á 
foja i vuelta, m que dice, que la equivocación es de 63 pesos, y 
lo continua en oíicio pasado á este Juzgado ti foja 14, Todo lo 
que (rétela poca escrupulosidad en lus encargados de llevar las 
cuentas f libros de la Aduana. Esos cargos lian debido ser pa- 
sados con toda exactitud á este Juzgado, para no estar iia< iendo 
rectificaciones á* cada puso. ¡í exulta, pues, que el cargu formula- 
do contra el enjuiciado es de pesos Df> centavos naciona- 
les, según La palabra autorizada del Administrador de lientas 
Nacionales de esta provincia. 

Kl producto del i tina te los animales que se K- embargaron al 
deudor, por un ten*>r con qué pagar esa cantidad importó 8-t pe- 
sos líquidos que fueron entregados á la Aduana, como co.istn 
autos. VA saldo total, deduciendo esta cantidad contra el pro- 
cesado, es de dos mil seiscientos veinticuatro pesos noventa 
y >eis cent a vms . 

S° Que el procesado ha prestado su declaración indagatoria 
en que confiesa ser efectivo el desfalco de ta caj:i A su cargo, 
como líeeeptor qu * fué de t ietu guillas, dando diversa» explica- 
ciones de la manera cómese produjo el hecho, pero que ninguna 
de ellas lo disculpa ni exime de la responsabilidad que, como á 
empleado, le corresponde en ul caso ocurrente. Dice que el dé- 
ficit viene acumulándote desde 1887, teniendo por catira la con- 
descendencia de' procesado con algunos comerciantes de B Olivia 
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á quienes Jes reptaba letras en pago de derechos de Aduana 
sin las suficientes garantías, y que nacían les abonos en peque- 
ñas cautida ¡es, para cuyo cobro tenía que hacer gastos; que 
algunos de ellos le han pagado á los dos anos, teniendo que re- 
cibirles basta en especie por cuenta de dinero; que en estas ope- 
raciones ha perdidoeasi la mitad del cargo que se le formula, 
t^iie otra causa ha sido la mala compañía de una mujer que vivía 
con él llamada Antonia S?govia y el hermano C. ferino Comí, 
quienes le sustraían dinero de la caja, sin que el proejado se 
apercibiese, hasta que la pérdida aumento eonsidcrableineute 
por lo que los arrojó de su lado, Que también ruvn una equivo- 
cación, citando Vino la órdeu de cobrar los derechos ú uro: que uo 
comprendiendo bien la reducción perdió como doscientos cincuen- 
ta pesos, que el Administrador de Ja Aduana se los cargó á él. 

3" ( "errado el sumarióse corrió traslado al Procurador Fiscal, 
quien dedujo su acusac ión á foja :JÍ* vuelta, pidiendo la aplica- 
ción del artículo 278 del Código Penal. 

Recibida la c-ausa á prueba, el procesado pidió la recepción 
de algunas declaraciones, tendentes á comprobar las esculpa- 
oiónesque espuso eh su declaración y defensa. 

Y considerando; i" Que el procesado Cesáreo S. de Jtusta- 
mante, está convicto y confeso del hecho de haberse producido 
un d< talco de dinero en la raja de la Receptoría de Cieneguillas 
que manejaba como empleado y ser él responsable, por las con- 
descendencias que djee tuvo con los comerciantes que le firma- 
ban letras sin garantía en pago de derechos de Aduana y por 
les robos que le hacía la mujer que tenía d su lado desdo largo 
tiempo atrás. 

2* Que á aer ciertas estas afirmaciones que hace en su defen- 
sa el procesado, en nadadisminuirían su culpabilidad, puesta que 
ninguno de ellos le es lícito invucir en su favor. La acepta- 
ción de letrasbin garantías limadas por comerciantes de No- 
livia en pago de derechos de Aduana, infringía las ordenanzas 
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de Aduana, cometiendo asi una falta, que debía ser penada por 
sus superiores, y no puede disculparse un delito con otro. En 
cuantoá que la inujer ron quien vivía le robaba, era también 
per su negligencia y porque le dejaba las llaves de la caja, pues 
de otro modo no habría podido suceder esto, siendo en cual- 
quiera de estos casos, responsable el misino procesado. 

3" Que lo verosímil os, que, en el género de vida abandonada 
que llevaba, descuidando completamente sus deberes y los mi- 
ramientos sociales, él mismo baya hecho uso de los fondos de la 
Receptoría a" mi cargo juntamente con la mujer que lo acompa- 
ña luí, hasta que fué descubierto y separado del puesto que de- 
sempeñaba. 

4" Que en tal cas-., deben aplicarse las penas establecidas 
para los malversadoras de caudales públicos, teniendo en cuen- 
ta las leyes rigentes que delimny castigan este delito. 

5" Que siendo el Código L%nal f í» nniea fuente ie^al de im- 
posicionde las penas en la Uepúblicu, no deben tenerse en cuen- 
ta para el castigo de los delitos cometidos después de su san- 
eioR, otras disposiciones que las contenidas en él. Con tanta 
más razón, cuanto que ellas son imís benignas, que las estable- 
cidas por leyes federales ant- riore-, como ser la de 14 de Se~ 
tiemble de ÍHiVX 

ii Que en vista de esta consideración, y de lo pedido por el 
Procurador Fiscal, se desprende claramente que el delito está 
definido, clasificado y en parte penado por el articulo 3ü0 del 
Código Penal, y complementado su castigo p^r el IÍÍ3, inciso 2\ 
de! mismo, que señala la pena de uno y tres años de prisión, 
si el valor de la rosa hurtada e.v ede de quinientos pesos, como 
en el delito cometido por Bustamaate. 

7" Que no existiendo en el presente caso circunstancia* agra- 
vantes ni atenuantes, une determinen el máiimun ó mínimun 
de la pjna, debe tomarseel término medio que ella señala y es 
de dos años. 
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«' Un. no habiendoel procesado hecho la dilución de lacanti- 
,,ai,al,8lraWa ' está en ^lig^^de restituir a) Tesoro \ací..- 
nal. el cleücit líquido, que es de dos mil seiscientos veinte y cuatro 
pesos, noventa y seis centavos moneda nacional. 

Por estos fundamentos, falla: condenando á Don Cesáreo S 
llamante, n dos años de prisión é inhabilitación perpetua 
para ejercer cargos públicos y r,<tUm,¡o» al Tesoro Nacional" 
(,antidad «V tm dineros públicos, con la* costas 

pisadas, debiendo safrir ta pena en -I logar donde el l'uder 
J.jen.tivo Nacional designe, .-ompu^mlose el tiempo de prisión 
m lleva sufrido, Ú sea desde el día 14 de Marzo de 1802, nota 
dd flete <J" Polida, cornéate i foj;, 35, K$gm saber con el ori- 
ginal y repónganse los sellos. 



VISTA li ti. ShMMl l'HOCURAÜOK GCNBRAI. 



líih-jiti^ Aín-si. Junio n «I»- ixm 

8U0ÜMÜ Vurtc : 

La nulidad invocada entra Ja sentencia de foja U;¡, Uü $ m 

El Juzgado debió hacer saber al preso. m derecho* n,mbrar 
«l^sor, en ,1 acto deja declaración imitatoria. fc»d¿¿ 
iberia hecho entone*., no se sigu, | a nulidad de] procedimien- 
to nwguna prescripción d,-l Código declara, v que aún 
Piatiendo, habría quedado subsanóla por la aceptación >in re- 
clamo de parte del interesado. 

El procesado, pudieudo optar entre un defensor, ó su defen- 
SU personal - ^ riin lt< términos del d.creto de foja il vuelta, 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



prefirió la última, y es preciso reconocer, que en su defensa, no 
hft omitido ninguno de los medios legajes procedentes, dados los 
antecedentes de la causa. 

Por ello, opino: que la omisión del Juez, en el acto de la in- 
dagatoria, no produce la nulidad invocada contra el procedi- 
miento ulterior. 

El procesado ha reconocido á foja 3 vuelta, su responsabili- 
dad por un déficit de 1432 pesos 88 centavos. La responsabili- 
dad de ese déiicit aumentado en el valor, de parte de la recau- 
dación de Agosto, se reconoce de nuevo á foja 1 i t declarándose 
por el procesado, encontrarse sin recursos para abonado, por lo 
que sereconoce sujeto a sufrir la pena que se le imponga. 

En la confesión indagatoria ¡i foja 37, explica el procesado las 
causas de ese déficit, alegando condescendencias ilegítimas i on 
algunos deudores, sustracciones de la mujer en cuya compañía 
tivía, y diferenciáis en los cambios por falta de inteligencia de 
los decretos íi sea les, sobre pagos á oro. 

La prueba producida ú fojas 47. 52 y 53, comprueba en pai- 
te esas excusas; pero aún probadas, no desvirtúan la responsa- 
bilidad legal riel procesado. Como lo expresan los con «i duran dos 
2'- y 3" de la sentencia recurrida. 

El profesado es reo de malversación de caudales públicos, 
confiados á su administración, sea qin él los haya sustraído, ó 
consentido que otros lo hicieran. Ku tal cas<\ le es aplicable la 
responsabilidad que impone el artículo 208 del Código Tonal, y 
la pena en él referida, que es de prisión de uno a tres años se- 
gún el artículo 11)3, 

Teniendo en cuenta, la sinceridad con que el procesado se ha 
expresado en su defensa, las causales alegadas, que, más que 
una tendencia criminal, revelan romo causa ocasional del deli- 
to, la escasa previsión de un espíritu desequilibrado, sus dilata- 
dos servicios y la enfermedad y miseria en que se encuentra, 
alimentado con solo cuarenta centavos diarios, después de lia- 
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ber entregado cuanto tenía, opino qne V. E, podría revocar la 
sentencia recurrida, reduciendo la pena á la prisión sufrida, que 
excede al año fijado cuno míoimun por el artículo 193, inciso 
2° del Código Penal. 

Stttuntann kier. 



Filio .Ir 1* Suprema ( ortr 

fímm &ím. Julio 13 de imjkí. 

Vistos y . onsideraiidci : ¡'rimero. t¿ue aunque el delito que 
ha motivado esta causa, ha debido sor penado, aplicando la ley 
de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres que 
define y castiga ¡os delitos de carácter federal á que ella se re- 
fiere, como lo tiene establecido esta Suprema Corte en diversos 
fallos posteriores ál i vigencia did Código Anal, la pena impues- 
ta por la sentencia apelada es menor que la que dicha ley fija. 

Segundo. l¿ue la citada sentencia no lia sido api lada por el 
Ministerio PnMico « n primera instancia y se pide su conlirnia- 
eion por id señor IVocurador General, pién, por tanto, tampo- 
co se adhiere al recurso, interpuesto solamente por el defensor 
del procesado. 

Por esto, y por sus fundamentos de hecho, y no travendo 
agravio al recurrente la sentencia apelada, se confirma ésta con 
costas y devuélvanse. 

ItKSJAMlN PAZ. — LUIS V. VA- 
HEÍ.A. — AI1F.I. BAZAÍI.— OC- 
TAVIO BUHGK en disiden- 
Cia). —JUAN E. TOHhEPIT* 
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DISIDENCIA 

* 



En disidencia erí cuanto se declara 'le preferente 
Código Tunal, l.i ley de mil ocliociiiittK sesenta y 
(¡ue afueí, posterior en íochn. prevue y castiga el 
dado higa r ;i la íoniKicUm Je este proersu. simio 
lile al procesado. 




'ine ha 
f;uor;t- 



DCTAVIU It! >GK. 



4 avha rxn 



IK Vaktttín thrroefiütrytH i r„ntni h. tUtiro f futes, M? r,J t nt 
ejfamlivo tic pesos; sabm to&qmm *U* inttahtttitnil, e$0m y 
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cha cantidad, no puede ser desvirtuada por excepciones que se 
refieren ¿i la cantidad no comprendida en ella. 



Cwtu. — Lo iiiiiii ii el 



► alio del Jure I etlrral 

l'arami. Abrí! J d«- Inípj. 

i r tistos: las excepciones de inhabilidad de títuío, espera y 
fraude, opuestas á la ejecución despachada sobre ol pagaré de 
foja i y protesto de Toja 2. 

Y considerando: 1" Que la de inhabilidad fundada un que el 
protesto no so lia evacuado en forma, por cnanto el pagaré t onte- 
nía la cláusula linal de renovable - ou amortización trimestral 
del "» por i-ieiito» une lia sido raspada, y el protesto se lia hecho 
por el valor ínte-ro al veucimieut • del primer trimestre, se re- 
duce á la d<- falsedad por adulteración del documento, siendo 
sólo en este concepto que puede ser considerada por tratarse 
de un pagaré á la órden (artículo..,, « údigode Comercio). 

b 2" Que la raspadura del documentu parece maiu[ie?ta á Ja 
himple vista y el mismo ejecutante Confiesa á foja til vuelta, 
4110 él contenía la cláusula de wrivablc con amortización del 
Ul por ciento trimestral según cree. 

¡i- Que por lo tunt*^ el protesto evacuado al vencimiento del 
primer trimestre, sólo es titulo hábil para ejecutar cuando más 
el 10 por ciento del valor del p ligaré y no tas cuotas vencidas 
ron posterioridad que solo pudieron protestarse á sus venci- 
mientos respectivos y n*i antes otro fc siendo inaplicable »m esta 
caso Ja doetriua del artículo 725 del Código de Comercio, citado 



42 



FALLOS DE LA SUDREMA CORTE 



en la audiencia verbal, por no haberse demostrado que hubiesen 
disminuido las garantías de solvencia de Flores, 

i Que esto no obstante, el reconocimiento de la tirma y con- 
fesión judicial de la obligación, son títulos ejecutivos como lo 
es el protesto en forma legal, y habiendo confesado el ejecu til- 
do 1), Pedro Flores, foja,,., que ladeada consignada er. el pa- 
garé de foja.. debió solventarla en cuotas del 5 por ciento 
trimestral, la ejecución decretada por el valor de las cuotas ven- 
cidas del 5 por ciento como lo hu *Ídi» ésta. apoyada en un título 
hóbil y debe mantenerse. 

Que por lo que respecta á la incepción de espera, olla no pro- 
rede en el caso á resolver i or versar la ejecución, sobre la par- 
te cxigiblc del crédito y no sobre la de pino no vencido, no 
siendo exacto que se desnaturalice la obligación, por no haber- 
se ejecutado el pago á cada vencimiento, pues el deudor ha de- 
bido hacer consignación de las sumas debidas á cada venci- 
miento y es, además, facultativo del acreedor cobrarlas en cual- 
quier tiempo antes de la prescripción. 

Que versando el fraude sólo respecto (Je los plazos en que la 
obligación debía cumplirse y sobre la existencia d" ésta, él no 
lia podido anularla por completo y pur lo tanto, la excepción 
fundada en el artículo 1ÜÍ5, es también improcedente para 
enervar la ejecución déla parte de la deuda, que el mismo obli- 
gado confiesa ser de plazo vencido. 

Por estas consideraciones, fallo: mmdando se lleve adelan- 
te la ejecución, con costas. 



t/, ríe 7. Pinto. 
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rallo de- I» Suprema Corle 

Buenos Ai**, Julio 13 do I»*! 

Vistos y considerando: Primero. ( Juela ejecución se lia pedi- 
do y ordenado por las sumas que por trimestres vencidos, cor- 
responden a! ñ\u>a pur ciento de U cantidad total contenida e n 
"1 documento de foja una. 

Secundo. Que el ejecutado ha confesado la deuda á fine se re- 
liare dicho documento, confesando igualmente que ha contraído 
la obligación de pagarla por trimestres y en las proporciones 
exigidas por il ej ecu ta titeen el jai cío, loque consta tanto de 
la escritura pública de foja dos, como del escrito de oposición 
j reiteradas manifestaciones de aquel. 

Terrero. Que. en consecuencia, la acción ejecutiva intentada 
eá el casosuff-jwh'er, tiene por fundamento la confesión de la 
deuda líquida y exigióle, confesión qur con tales calidades furnia 
entre los ii;, trunientos que traen aparejada ejecución ( inciso 
sexto, artículo doscientos cuarenta y nueve de ta Ley de Proce- 
dimiento-i) . 

Por esto y sus fundamentos concordantes, se continua con 
costas la sentencia apelada «le foja sesenta y cinco. Repuestos 
lo» sidlos, devuélvanse. 

ISKXJAMIS l'AK.— LUIS V. VA- 
KKM . — ABEL BAZAS. —OC- 
TAVIO IHNCE.— 11 \\ E. TO- 
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C ALMA CU'H 



/í. «a/«eí Ujitrzabdi éüntm ih Enrique l), itjitat, per cobro de 
pm* I *oA/r mimimm ríe /irm^i tmímotíM 



Sumariú.— Es inapelable el auto por el cual se reeílie la i-au- 
sa ¡i prueba. 



ffKO.— Kn Id demanda ile U. Rafael Igavzabat coiitÉa 1>. Kn- 
riqitQ D, Igual, por cobro de 0606 pesos :18 centavos, después 
de contestada , se «lieLú el aiguisute 



I «lio riel Juez I rileral 



Buenos . ftetübffe 19 de 18**2, 

1" vLtos: A prueba por el término de ÜOdias. uVbiüiiilo ver- 
sar lude testigos sobre los siguientes puntos: 
1 IMstencia de c intrato de locación; 
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2 o Infracción dd contrato por parte fiel demandado; 
3 r Existencia y monto de los perjuicios reclamados. 

Laítíiine. 



r tillo «Ir ln *ii|ir«inn Corle 

I uOs Virns, Jutín fij ■]♦■ Ihm:). 

A ¡stos: No siendo apelable el auto de que se trata, con arre- 
glo a loilUpuesto por rl artículo iloacieiitiw siete uV U ley d» 1 
Procudimientoa, se declara mal concedido el recurso. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

ISKMVMPi v,u. — u;iS V. VA HELA. 
AHEI, «AJEAS.— OCTAVIO 
l¿E. — JUAN E, TOnjlERT. 



iO 
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¡CAUSA CXtlII 



h. liénjmitui I, fia ruius nmh'tt iK Juan Mnítitara. /mr tvbi'n 
fjmittw tk (tt'sos; mÜM ritncion ifa n»mn*v f/ mufilmatm tíe 
ftnhutujti. 



Stimaii».— I Apachada la ejecución y lucho el emburg.. por 
una suma procedente >le mensualidades por la posesión de mía 
tinca, no puede negarse la citación de remate, por haberse re- 
clamado la nulidad de la sentencia que inunda restituir latinea, 
ni puede ampliarse el embargo pr las costar que dicha senten- 
cia impune al demandado. 



Cuso.— Hn el juicio sobre reivimlicarivin. seguido por Una- 
los contra Alcántara, el apoderado del prírn ro, Candado en une 
según el boleto de compra- venta, dentro del plazo acordado pa- 
rala escrituración, el comprador Alcántara pagarla como inte- 
reses de 80 posesión, la cantidad de doscientos 
solicitó que se intimara al referido Alcántara, para que 
tara en el Banco tle la Nación la suma de HOOO pesos 
dos por laposesiou en que se halli de la propiedad que motiva el 
juicio reivindicatorío, con más los intereses y se le intime tam- 
bién, que en lo sucesivo haga igual depósito de 200 pesos que 
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corresponde á cada mes, debiendo formarse incidente por sepa- 
rado. 



daniiente de ejecución, y «1 Juzgado accedió á ello. 

Practicado el embargo y turnado razón eu el Registro do Inhi- 
biciones, el representante de Davalo* solicitó que .se citara de 
remate á Alcántara, man i fusta nd o en un otrosí, que habiéndose 
fallado el juicio de reivindicación en que se condena á aquel al 
pago de cosías y daÜ03 y perjuicios, pedia ampliación del um- 
nargu por ser insulieiente para la- reinita* del juicio, el que se 
liabía trabado. 




• tul I» ilel JtifA 1-Vilrrul 



Buenos .Vire*, Cubren» H de Iku. 



ilalliindu.se tus aulu* priucipaleson apelación ante ta Kxcelen- 
tísima Suprema Curte, para la resolución del incidente sobre 
nulidad de la sentencia pronunciada por este Juzgado, no ha 
lugar á ln peiidn ea Jo prnioip.il y otrosí del precedente es- 
critu 



H FALLOS DE LA KLH1EMA COIiTE 



r<*llw dr Ih *ii|ir«<tiin C orle 

Humos Aiixf*. Jqjfo ];¡ ¡íi> IníU. 

\ : <'üi re»|'ondit'iitln a) e*tadu y naturaleza du la causa, 
después de dictado oí aut*> de foja í r* s y tramitaciones ulterio- 
res, ta citación *Ic remate solicitada en el escrito do fojadiex y 
¡mere, se revoca el auto apelado de foja veinte, cu cuanto no tia- 
co lugar á dicha citación, y >c ctuilirma por sus fundamentos en 
cuanto rechaza to pedido ou ol otrosí del misino oso ilo fíe foja 
diez y nueve. Repónganse loa sellos y devuélvanse, 

HEMAMIS PAZ. — II IS V. VA HELA. 
— ■ AREL BAZAN — OCTAVIO llUS- 

i.K.— n .\y e. touhem. 
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« Al KA C\« IV 



étmm Junnli. Snnchn. p&t CXimvm una a,r(« 

Crrttfirnth, 



Suwtmo^Es procedente la pena de cien pesos d e mu lia im- 
puesta ;i mi empleado de correo. p„ r extravío de una rarto cer- 
tificada. 



t'tiXn. Lo i km ,.| 



Patio ilf I Jur« i < •!< « ni 



í.¡i VUui s. n.-i,»i, r ». i.i.j,. [sw 

Y vistos: Inseguid,. p„r el l'roeurador Kiscal entra Juan 
B, Sancha, por extravío deunaearta certificada. 

Resultando: i q m m < i6 de |,¡ c ¡ embro JÍÍIH , ?e prtlse|lttV 
en la 0Ma fl nitral -Ir Huenos Aires D. r !lr)üS Mí-uin do- 
miciliad,, en San Femando, calle de Avacuclw número 78 
exponiendo: que mmüttánúü^ anteriormente domiciliado ,n 
ia Capital Federa i u la calle Piedad número MI le fué dejada 
r. tu 

t 
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por el cortero un aviso de certificado, que mis tarde é) entregó 
en la Oficina de certificados, para que fuera expedida ¿San 
Fernando y á cuyo punto no había llegado. 

2» Que informando la Oficina de Expedición, dice: que ¡i 
pedido de dicho Jliguin ó Milito», remitióse la carta á Han Fer- 
nando en día doce de Diciembre, registrada en guía 57.970 nú- 
mero 558.882, 

3" Que el auxiliar dr la njieína «le San Fernando Ir diú cur- 
so á la carta, sin que haya nmsUtncia de haher aula chindada 
A su drreerto i, 

i Qító informando el auxiliar Juan lí. Sanche'/, manifiesta: 
que la carta do »u referencia, sin duda por un descuido, tal ve* al 
ahrir el paquete se ha extraviado íf'oju 1 vuelta). 

5" Que cnii los antecedí-ules apuntador pasó á este Juzgado 
el expedí en ti* administrativo y basado cuellos, el Froeuradur 
Fisfiil solicitó ei enjuiciamiento d** Juuu I!, Sánchez (véase fo- 
ja*)- 

G* Que prestando declaración el sospechado, manifestó: que 
se llama Ira Ji 15- Sane lie/ y tener i 7 años de edad, ^s- em- 
pleólo de la «tirina fie ('erreos de San Fernando, 

7" Que interrogado -obre » l hecho <j 'lió mamen á este 
proceso, dijo: que fué el declarante quien lirmó el recibí" de 
(íUÍa, vin darse menta si iba ó no la earta de >u referencia, p<>r- 
que un la VÍó. 

H" Que observad») por el Juzgado cómo si no viúla carta cer- 
tificada áque«" refiere «I caso, expidió 1 1 íufonm* dtífnjui vuel- 
ta, bajo su lirniii, contestó: que lo hit» en ef efrreicio dclcat'ff» 
de mtxilinr T&ltfyrnfhx y a I" rez itítervenia en la adminw- 

Irat iun de la ineri'SfttimfeaClUt 

U Que 'le.lueit'iiiln su acusación, el l'rocn rador Fiscal, á fo- 
ja H, Bostiene : haber confesado tí acitSüdú Juan /í Sunr/tez 
vt fwth'K materia de esto acusación, sin aducir tffMSÜ atenuan- 
te altfimu 
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10 - (¿uela trasmisión do correspondencia, esta confiada a los 
" mplea,,us ,K> ,íl Aíi »i¡nistrae¡ou y estos son responsables direc- 
tamente de su recibo Imta unto presenten su descargo. 

M ijuo .r..a., I!. Sánchez recibió la carta en caeitioa y no 
f'xh» rt ,,,,,, l/ttr f »r m pmiUi> según la dirección de su sobre 
e-scnt- enrnoera des„ deb, ; r, dando lugar pur su cutpaá la P ,' r - 
diaa ocasionada. 

QoeonMn^eüottcla, le es aplicable attücfcó Bmehet u 
disposición penal preceptuada por el artículo 52 de la ley de 1 i 
do Mmfe* de IS63, que prevee e | raso, y en consecuencia, pid- 
-a condonado al pago de la multa de 3U0 pesos moneda nació- 
nal y las cystas d-1 jujciu. 

13 «¿iie el defensor del procesado, produce su escrito de foja 
1«, .sosteniendo la absoluci,,,, del reo! apuntando como fundí"' 
nientu df.dlo. la irresponsabilidad de un nunor. 

I i ■ ¿uu no correspondo la aplicación del artículo 52 citado 
por ol Procurador fefo. a), desdo el momentu que se trata del 
oaíravfnd, un narra, ertilieada. lo ^ no baso legislado y dos- 
■l- i... |,a ||,^|, -d moni, nlu de aplicar la lev por ana- 



logía 



Mí t|ntí en .•) presunte caso, Únieamcnte puedo sostenerse ,] 
girado de una pie.a cerfliead». donde no aparee- la intención 
uotosa del agente, úné únicamente un descuido, lo que en caso 
alguno es pena lili-. 

1(1 U™*** ñi> babiéndose comprobado m v baya 

existido ¡«tención cnmiáal y no estando -.presamente precio 
el -a., ^responde imponerle pena ai-una : del»-. pm 
sokerjtealacctaado 

i considerando; 1 ijtíe de las constancias de autos resulta 
comprobada I, pérdida de la certificada en guía :,7 976 bajo 
""mero W», lo que lia sido «ufo*, por la de.-lararínt, 
pnM.ida -i ii t *- -4-1 junsdii -i(in. 

i l?ne <i otmda pue demostrada la existcqoiti del cuerpo 
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del delito, como identificada la persona del autor y encuadrado 
el caso en tos extrema de la penalidad apuntada al caso aub- 
judiee. 

3" Que de todo ello resulta confeso y convicto Juan iJ. Sán- 
chez, ex-empleado de la Oficina de Correos de San Fernando, y 
quien bajo su lirrnu recibió la eertilicada ya mencionada. 

4 ijur propiamente hablando, el hecho no se encuentra li- 
mitado por la pruína contusión del reo, que puede en el sub~ju- 

dice dudarse, siendo de cuenta del acusado comprobar sudes- 

■ 

cargo. 

,Y ijue la doi/trina sentada tiene su fundauientu en el hecho 
en fju" la confesión no «ra ul único elemento de prueba que exis- 
tía y sin ella hubiera quedado desconocido el delito, existía el 
recibo suscrito por Sánchez y no bastaba como cargn ( Fallos, 
serte tomo 17, página 

ti" Mué no es del caso considerar la minoría de I" años en el 
acusarlo, comu eMtueutc de puna (véase artículo 81. incisos ±' 
y.'í". Código Penal), si nnieamuntc comu atenuante (véase artí- 
culo 83, inciso "1 ), y esto cuando la minoría de -dad hubiere 
sido comprobada legalmente, pues abierta la causa á prueba 
(véase foja líí vuelta!, nos. produjo ninguna por parte del acu- 
sado ni menos del acusador. 

7 Que según esto queda á considerar la clasificación del deli- 
to ejercitado y la penalidad que la ley de la materia impone al 
actor del hecho producido, nu sea eonsid-rudo como infracción 
un delito ó una criminalidad . 

8 <¿ue la lev í-d-ral d<* Setiembre de \H(VA. legisla pura y 
exclusivamente sobr- la materia de r-orrespondenr ;! pública en 
sus relacione* penal- s y nu es de aplicarse otra al sub-judice, 
sinólá -ucuudrad i en ul título 8 de la citada. 

!.C ijue el ca.-o se-Tieueutra abrazado dentro di tus términos 
del artículo rénta lo ruaiiduexpresa quetodo cuiplcadudc laAd- 
iniiiistracíon da Correo^ que detenga, oculte, una «-arta dirigida 
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para ser .ntregada, ele. será destinado A trabajos forzados por 
d..s ¿seis meses 6 pagará una multa de 100 á 300 pesca, y no es 
de dudiir tal interpretación, desde» el momento que Juan & Sau- 
ch« recibid la certiueada número 55S.882 sin haberle dado 
curso, luego la retine indebidamente en su podeT. 

10" gutí no desprendiéndose de los antecedentes de la suma- 
ria, hubiera habido en ello extravío „ pérdida y estando aún á 
ln favorable al reo. es el easode imponerle el mínimo déla 
pena designada en el articulo preinserto. 

Por estoy teniendo .- n cuenta la naturaleza deldelito ejercí 
lado, Talla : condenando a.Juan h\ Sánchez á sufrir una multa 
de cien pesos, que deberá abonar cu el día, una vez ejecuto- 
riada la presente sentencia, con costas. Notifícese ron el ori- 
ginal, rehires- en e| lihrn de sentencias y repónganse tas 
fojas. 

\fanmto S. r/e \nrrecoechw. 



vista n&i. sfSoh fiton n.viíon i.knkiíai. 



Iiu.no. Aire- luiii" >s Je 1HU1 

Suprema (?n#fa: 

Los fundamento- de ta sentencia recurrida de foja 24. dejan 
•daramente establecida !u responsabilidad del procesado y el ar- 
tículo 52 de la ley de ti de Setiembre de IKGü, ] u s¡ ¿n e- t ui- 
tatiTamente aplicado, al imponérsele el mínimo de la pona. Por 
etlopidoa V. (■:. S u confirmación. 



S0intatio htp/ . 
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F«ll» de la Kii|irenia t>irte 



|lu*rniis XitH Julio 1> ilt' Wfcí 

Vistos v considerando: l'ftmct'n. i Jue consta du untos qm u] 
procesado como empleado de ('orr»*o ( r«-r¡l>ió hi carta certificada 
qut ha mHivado i-sto proceso, constando igualuii-nti.' qtu- im la 
entrego al destinatario, 

Setjtmitu. Quo ya sea que ei bocho caiga bajo la disposición 
del artículo cincuenta y dos de. ia Lev Penal di' S' ticmlirc de 
mil u^hucionto!» se-enta y tn >, ó d< l .irt'eulo o- uto rinu-cnta y 
seis de la ht y de Correos* es procedente la pena fjue si k impone 
al pncisado en la sentencia ajelada 

Pur esto y de conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor l'mcurador tíeneral y su* fundamento» concordantes,, se 
ronlirma con costas la sentencia api-Jada de foja v. inte y nutro, 
y devuélvanse. 

|¡KMAMI> PAZ.— AftEL ItAZAN. 
OCTAVIO I:IM:k. - JUAN 

I MIKUI.M 
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i Ai SA v\r\ 



IK ¿ilfmííi (¡uzman wntm h. Peém S, Cesar, por cabro tte 



Sttttiarn».— Cuando si- i j jor*üt;iu aeeinne* p^onal*^, y no re- 
sulta u u lugar convenido para el cumplimiento *\>- la jtdi^aciofi, 
rl Jaez cómprente l*s el del domicilio <i<'l deudor. 



Cmo.— Lo indica el 



I ullo drl Jut/ IViIhi-mI 



Vistos: la presente artirulacion subr.- dondu deb-'u ^obrarse los 
documentos de fojas 1 v2. si aijui en TummanÚen líuenos Airea, 
articulación deducida por 1). Pedro S. ( 'usar,, i proposito dn la de- 
manda entablada contra ¿1 por 1). Alfr^d.. i nenian, por <;obro de 
dichos documentos, 

Y considerando; ijnt' el demandante reconoce que el -eíior 
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César está domiciliado en la Capital de ta República, hecho 
que se halla, además, establecido legalmente en loa autos que 
por antéente mismo Juzgado sigue el segundo contra fiuzman y 
Compañía por cobro de pesos. 

Que se reconoce igualmente que la demanda es por cobnt de 
peso>y por acción puramente personal. 

Que el artículo 7 17 del CÓdifO Civil, concordante con el 1>Í8, 
dispone que el p¡iu r " >e lia de hacer en t-1 lugar designado ni 
la obligación. 

Que en las letras de comercio que <e presentan como base de 
la demanda y que constituyen el instrumento de la obligación, 
no se ha designad » el lugar del pago. 

Que no se trata lampo. .. de un cuerpo cierto y determinado, 
para poder devir qtlfl esto está en Tucumau y aquí deba hacerse 
su cobro 

Que en fnnseeucucia, el demandante tiene que aceptar lo dis- 
puesto por la última parte 'leí artíeulo 747 citad", que dice: En 
cualquiera otro - ¡isn. .-I lu^ar del pago - r;'i el del domicilio del 
deudor, al tiempo del cumplimiento de ta obligación. 

Que la carta de Tuja 1 1 . presentada |»<r el demandante, no 
hace ¡U objeto buseado en esta discusión, puesto que no es el 
instrumento de la obligación y es en ésta que debió pactarse el 
lunar del pago, de aeuerd-. > i n --1 misui" articulo 7-47 ya citado, 
en su primera parte. 

Que por otra parte, dicha carta no apárete dirigid;) > on el 
propósito de añadir eotelirioues no puesta **n el instrumento 
de obligación: por ella súlo se ofreee pagar, sin que esto impor- 
te alterar el instrumenta * on que se demanda. 

Por estos I lindamente, declara que el demandante debe 
recurrir al domicilio del deudor eo prosecución de este asuuto, 
con costas. Hádase saber ron el original y repónganselos -¡ellos. 



th'ffiii ffttrtt. 
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VISTA OEL SE.-ídlt pRflCt'ltAIHMl (iENKIS Al, 



Hin'ii ^ Ain-!-. Jnhn l* rh- |KI¿. 

f&Cá demostrfiíl(M|ia-eN< urJor^ v-ci» .Ji> la ( apila) Fede- 
ral y el instrumento mismo constitutivo do |ii obligación, que 
es la letra y no ta carta de f«j*14, luii-unade-igmidun cúntii- 
uc suhre o! limar para el pago. 

f'ou sujeción á lo presento en la ultima partedul artículo 717 
di I Código Civil, considero ajustada la resolución dt>] -lúe?, d- 
la S.trcion de Tuniman. y pido á V. H la ceiifinniich.ml.-sti au- 
to de foja 83. 

VttfamttH't Kh'r 



rnll» de I» KupreniH «'orí* 



BaeiH> A:r.- Juh<> ló .1,. 

Visto. I>, conformidad con lo expuesto y pedido por ul se- 
ñor l'roiruMdur General en su vista de foja treinta y dos. se con- 
firma con costas la sentencia apelada de foja veinte v dos vu-1- 
ta, y repuestos los sellos devuélvanse. 



HfcMJAMtü \\\/.. - AIIKI HAZAS. 
—OCTAVIO HL'MtiK. — JL'AS E, 
TOHREST. 
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« U>¡A | \( VI (1) 



Juan \tnnfias i/ t ottifítiñin mnlrn W It/rntr <f»fi <,t¡,.»- alemán 
* ¡A'ifizttj»: Hobrecahpo averías 

Sumario I ! , rtil»;iJu debidamente el d.Lim < n U.s efectos, 
el repreguntante del ímqueqtte lu> ha transportado, debo indem- 
nizar >ti importe, f 

2' La cláusula del conocimiento por la cual se ■ xcluye la 
responsabilidad del buque, por l-ar:it^rí:i ú culpa d-t Capitán y 
tnpulíu-ion, es de ningún valor 



Cfl-W. L-i indica >•] 



' I alio del j,,*-* I>il«r»l 

Un. ii .- Air» - II iyo l I- 1 

V rutes: Kstosautu» promovidos |ior 1^ señores Juan Mau- 
pusy i'-'inpaníaeoiitra Don \V. V.m Kml.-r. Agente del rapoiálé" 

1 No rtftbiwido podido rr>íili-f-r»i- < >!.i r.oi*.i fn»r haber rambijtdo ■•! 
personal ■!■■ ta Suprema i.<»ri- (u* w-ut imii'v.uim'iiI' >n \s .}■■ l'i lircro 
de 
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Nró«J*$$j$», por cobro do la cantidad de mil ciento cincuen- 
ta y seis peso* nacionales con quince centavos, procedentes «le 
averías. 

Resulta de ello* y de los agrogadus: í" Que el espresado va- 
por frajoeonsiguadu a" la casa demandante, entre otras men-;i- 
derías r un cargamento de vino en m*dias pipas y cuarterolas, en 
su víiije efectuado en este puerto en el m -s de Abril de mil ocho- 
cientos ochenta y siete, entre las cuales resultaron con averías 
y fullas, causadas por gol peí, espiches, remOsion de tapones, 
etc., etc., varias medias pipas y cuartas pipas, sugun el recono- 
cimiento pericial oportunamente practicado por peritos nombra- 
dos por los interesados. 

1 ijue en virtud del resultado de ese reconocimiento, los 
consignatarios se presentaron demandando al agente dei vapor 
por la suma de mil ciento cincuenta y seis peses con quince cen- 
tavos, que imparta el total de la merma existente en dichos cás- 
eos, á los precios lijados por tos peritos en el informe de foja... 
prévio deducción del tn-s por ciento que es de uso por merma 
natural, fundándose en que las causales determinantes del 
daño, revelaban la existencia -le dolo ó culpa grave, equipa- 
rable á este, y baratería de la tripulación, de «¡ue es respon- 
sable el capitán del buque conductor, según eJ Código de f'o- 
mercio. 

ít" (¿ue el representan! ■ de la Compañía á que pertenece el bu- 
que, sin desconocer los hechos asentados de la pericia, contestó, 
alegando en su defensa, que en vista de las coudicioius especia- 
les de los transportes ú vapor, los cargadores renuncian ¡í exigir 
responsabilidad por las omisiones del Capitán y aún bara- 
tería de la tripulación; que según el conocimiento exhibi- 
do, el cual constituye el contrato entre las partes, el vapor no 
es responsable de. ninguno de los daños que motivan la reclama- 
ción del demandante. p..r loque debía ser rechazada con costas; 
que por otra parte, del informe pericial resultaba, que las ave- 
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ríasera.i fres L is, debiendo por consiguiente, presumirse que 
habían ¡>ido hachas un las lanchas, de modo que ora contra los 
lancheros quedeWv i dirigir su acción los demandantes. 

i" Que por auto do foja.. la causa fué recibida á prueba, 
habiéndose producido únicamente los posiciones absuelta- pi>r 
Maupasy Compañía, y las declaraciones de fojas 38 vuelta y ÍU. 
sobre cuyo mérito han alegado ambas partes, 

Y ron sid eran do 1" i.¿ue no habiéndose hecho observación 
altrima en hi contestación á la demauda, respecto de los puntos 
que abraza ta pericia, debe tenerse por reconocida la verdad de 
los heclio^ á que stí relieren. en conformidad a lo dispuesto en - I 
artíeul.. Wid.-la Ley Nacional de Enjuiciamiento, además de] 
mérito legal que le atribuye el artículo I^Wi del Cédigo .le Í.V 
moreio. al reconocimiento pericial de la mercadería, como run- 
dió de justificar la existencia de averias, sus causas y la impor- 
tancia del daño, 

^2 Que el informe pericial de que si< lia lioch» mérito, »ta- 
blece que la avería procede de rotura de cascos por gnlp.-s. d.- 
espiches practicados en los mismos y remoción de duelas y tu 
pones para extraer el contenido, hecho* que f^r su propia natu- 
raleza acusan la culpa grave en la guarda y conservación de la 
carga dn|ue e> constituido depusitario .¡1 Capitán del buque, 
conforme al artículo 107*» del Código de Comercio, y actos de la 
gente dea bordo, cali lirados de baratería, que no han sido des- 
truidas por la prueba de otros hechos, tales como accidentes de 
mar. u otras circunstancias cxcepcionnl.-s á las cuales pudieran 
impntaw. 

3" Que trillándose de un contrato destinado á tener ejecución 
en la República, afectando intereses de sus habitante.-,, y aun 
las conveniencias del Estado, en cuanto éste se baila interesado 
en la seguridad del comercio internacional, que es la base de -ii 
desarrollo, debe ser juzgado en cuanto á la validez desús cláusu- 
las y naturaleza d«* la* obligaciones contraidas por las leyes del 
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país, conformen io dispuesto en el artículo 1209 del Código Ci- 
vil, no obstaute haberse celebrado en país extranjero. 

•t" Que según el articulo 1070 del Códigode Comercio, elCa- 
[>it:ui es considerado como ve,dadero depositario de la carga, es- 
tando obligado un tal carácter á su guarda, buen arruma je y 
conservación, siendo responsable de los daños qué ello sufra, 
incluyéndose los hurtos y cualesquiera danos cometidos á bordo 
pur individuos de la tripnlaciun, conforme ai artículo 1007, Có- 
digo citado, c* • vi la sola excepción de aquellos daños que proven- 
gan de vicio propio , fuerza mayor, ó culpa del cargador, heclios 
que nn se han alegado ni probado en este caso. 

5" Que siendo de orden público esas disposiciones , uo es per- 
mitido anularlas ó modificarlas por la convención, basta el pun- 
to de autorizar el dolo y el fraude en el comercio marítimo, sien- 
do además un principio rudimentario de nuestro derecho, que 
sobre el dolo no es permitido pactar, de modo que- bajo este con- 
cepto, las cláusula- .leí conocí mi en Lo en que funda su defensa 
el demandado, para uo responder de actos qur revelan culpa 
ijrave y hurto, son nulas y de ningún efecto, y deben interpre- 
tarse en armonía cm los preceptos de la Legislación Argentina 
euel sentido de que sólo se ha entendido, eximirle de responsa- 
bilidad, por las conseeueneías de a«'to^ ajeno- á m voluntad y 
que no podía proveer, ni evitar, poniendo en la guarda y conser- 
vación de la rarga la actividad ■' interés que le corresponde co- 
mo depositario. 

tí ' i¿ue el demandado no ha probado que los bultos salieron 
de á bordo del vapor «Leipzig», en buena condiecion, deducién- 
dose lo contrario de la declaración del lanchen* <¿aray y de la 
del patrón de una de las lam bas que practicó la descarga; pero, 
aún en la hipótesis de que así fuera, su responsabilidad no des- 
aparece, desde que los lancheros procedieron á la descarga co- 
mo agentes ó mandatarios suyos y no por orden del consignata- 
rio, salvo, sin embargo, su acción contra aquellos. 
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Por otra parte, sobreesté punto, de que las averías no so La- 
yan produciilo ¡í bordo del vapor, no hay más prueba que et in- 
dicio resultante del hecho apuntado por los peritos de que algu- 
nas averías parecían ser de reciente data, sin determinar preci- 
samente el tiempo, lo que en manera alguna constituye prueba 
bastante del hecho. 

Por estos Jundamentos y concordantes del escrito de foja..., 
fallo: eomleiuindu al agenl*' del vapor Leipzi» > I). II, YY. Y.m 
F.mter, al pa^u de la suma de mil ciento cincuenta y seis pesos 
nacionales con quince centavo-, cm sus ¡nteres-s desde la fecha 
de la notilicacion déla d-niauda y las costas jadirial.-s. \<>ti- 
fiquese Con el original y repónganse, las fojas, sin más trá- 
mites. 

l'/'iv/í/íu I/. h'tfhl. 



Fnlt» iíp In NM|*rrmii furia* 

llu. ti... \if, «j¡ Julio 15 \Ui i^'M 

Vistos: (' isideramiO : Que el dallo en los efectos ( está de- 
bidamente probado, Que el agente del vapor nn lia justitieado 
que la carga se haya entregado en las condiciones en que es- 
taba obüuado á hacer!». Por esto y sus lundamentos concor- 
dantes, se confirma con costas la sentencia apelada d<- foja no- 
v< uta y dos, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

— OCIA VIO HUXGE Ji \> K. 
KHSULM 
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<\ii*.i i i< vii 



ttno, ¡un- robro <(<• ¡mos; sobré <*mijn'ir»cia 



Hmtutriu. -El txatrsj.ürti >1. eíWios ¡- r ferrocarriles. m 
¡líittito ríe materia federal. 



' Viví.. Lo judicu * i 



I tillo riel Jur/ tVrirmtl 



Vistos EToti Fltírind auto -jiialdj duiiuuufe contra Ja Km- 

l>res;i del 1 i rn.tarrit «¡ntii i Arjíetitm.-. j,., r el j.aiío de <lus- 
eientoii sest'iila y un [u-si.s veml ic hx o itui.iv.h iuihr-Ju nacio- 
nal, viilr.nU- wint. ■■¡muslos uva remitido* ¡i |! N eiH.s Aires íí 
i'i»iisi{¡n¡ic'j v ii de don ¿osé B r a vo y de mil úeveeientos treinta v 
tr^ pesos de igual inunciín proeedciites de pérdidas y averias can*' 
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sadas en unas bolsas de harina cardadas en esta ciudad con 
destino á San Juan, exponiendo: 

Que en 22 do Muyo del año próximo pasado, cargó en esta 
estación y en calidad de encomienda los referidos canastos de 
uva para ser remitidos á liuenos Aires á la persona indicada, 
los cuales no habían sido entregados; 

Que á pesar de sus gestiones ante la administración no había 
podido obtener explicación alguna de ésta sobre su extravío, ni 
tampoco el abono de su valor que. con el líete, gastos é intere- 
ses asciende á la suma antes indicada; 

Qütí el mismo ferrocarril recibió también en esta estación, 
el tti de Setiembre del minino año, para remitir a Sau Juan á 
consignacioQ del demandante ciento cincuenta bolsas de harina, 
que había recibido del litoral, de las cuales sólo se le entrega- 
ron ciento cuarenta y siete bolsas, y de estas cuarenta y cinco 
manchadas con kerosene; resultando una falta total de cuan-nta 
y ocho bolsas que» al precio de cuarenta pesos cada una, con 
más el Hete pagado, asciende á la referida suma dé mil nove- 
cientos treinta y (Tes pesos, por Jeuju cantidad demanda á la 
citada empresa, con más sus intereses y costas. 

Esta, contestando á la demanda, observa por su parte Que el 
reclamo por encomienda d.« uva debió dirigirse á Buenos Aire> 
por chanto allí debía verdearse su entrega por la respectiva 
línea; agregando que la uva no valía en esa ¿poca el precio co- 
brado; 

Que en cuanto á la harina ésta no había sido cargada en nin- 
guna estación de la lima, sinú en el molino de Carcarañá, por 
sus dueños y en un wagón del Ferrocarril Central Argentino, 
que este le* facilitó y que llegó á esta con los sellos intactos 
puestos por los mismos, en cuyas condiciones fue enviado á San 
.luau á pedido de i léanlo; por lueual la avería sufrida en cuarenta 
y cinco bol -as, como la perdida de tres de estas, sólo puede 
s er atribuida a! caí garlas, desde que la Empresa no intervino 
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en su carga, según el artículo 18 del Reglamento, que lo esá la 
vez de todas las Unas. 

En mérito üe lo lelacionado y considerando: 1 U Que en cuanto 
á la encomienda consistente en los veinte canastos uva, el re- 
presentante de la Empresa ha confesado el hecho de haber sido 
recibida del demandante para remitirla al destino que ae in- 
dicado cual ademas resulta acreditado por el conocimiento de 
foja I a expedido por la citada Empresa. 

%° Que constando este hecho correspondía á la misma justifi- 
car el envío y ©tttíega de aquella en el lugar di' su destino, al 
consignatario designado en el mismo conocimiento. 

3 o Que lejos de esto, t-1 demandado no lia producido ni inten- 
tado producir prueba alguna at respecto; siendo, además, de 
observarse, que ni aun siquiera aiirina que la encomienda en 
cuestión hubiera sido entregada, ó que su falta de entrega pro- 
viniera por eulpa del -^rgadur ó consignatario, orno debía, en 
todo caso acreditarlo, st eilo procedía por tal causa, como se 
insinúa en la contestación á la demanda. 

4" Que por el «rtteoíp 103 del Código de Comercio, vigente á 
la época del contrato de transporte materia de este juicio, se im- 
pone al porteador la obligación de entregar los efectos portea- 
dos en el tiempo y lugar convenidus, bajo la pena de responder 
álaa partes por las perdidas ú dafms que resultaren por su omi- 
sión, ó de sus factores, dependientes ú otros agentes cuales- 
quiera. 

5" Que, en consecuencia, y nn habiéndose acreditado la en- 
trega de la referida encomienda, resulta entonces evidente la 
responsabilidad de la Kmpresa, ante la disposición lega] citada, 
por los perjuicios causados al demandante. 

6" Que en cuanto á la carga de harina se ha comprobado 
también con Ja carta de porte de foja 3. que ella fui entregada 
en esta estación un la fecha indicada en la misma, 

7" Que se lia comprobado igualm-ute con 

T m 
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del demandado, annlai ion contenida en el citada documento v 
certificado >b loja \. ([tn-, al verificarse su entn^.n 11 Sau Juan 
faltaron ¡tres bolsa* de la mencionada >-arga. cuino la avería 
cansada en 45 bolsas de la misma. 

8" tjue . puf [«arte del demandado, tampncu -e han acreditado 
los hechos aducidos i-n >n descargo al ropcetu, pites los Millos 
presentados al Juzgado. no pueden vu manera alguna conside- 
rara, cumo prueba de que la ear^a tV enviada ¡i San Juan ■ u 
las condicione» que se expresa en La contestación, como rain 
poco |« constituye la declaración única del ]<■[" d. aquella es* 
tari. n, qiit nada afirma a! respecto. 

U" Quo por i*! < i>ntrari" es de presumir que U harina fué r- - 
cabida del demandante en esta estación en perfe* to ■ stado, pue-, 
di- lo contrario bulo- r.i hecho la especifica* ion de -u avería 
ó nial * -tadn en la carta d<' i«<^rt ■• expedida al recibirse !■ ella 
la Empresa. 

10 Que pur el artículo K¡í< del Código citado establee, 
que tiuTa de toa casos |»- fuerza mayor ra^o fortuito (> ricni 
I»r*j |n. i de la carga, el ae.irrcau.tr está obligado i entregar Km 
i rectos en el mismo estado, que los haya recibido, según resulte 
de la carta de porte, aleudo dé >u cuenta el desfalcó, detri- 
mento it meui)s<°ahn que ellos sufran. 

11 ijuc. en rMií^^eueucia» y acreditado, sejr un queda dicho 
la averia y pérdida sufrida en la enunciada carga, es también 
responsable de ella ta impresa demandada ante la citada dt>- 
posición l'L;a!. 

l'm tanto, y omitiendo "iras consideraciQUes, i & M ■* •ii-iiuiti- 
vani- nt. declarando: Que la limpresi d-1 ferrocarril <¡ruu 
OlM» Argentino delf abutiar á ij< ni ]"h*nndu Ucauto: I 
vejnte canastos do uva ¿i que se relier-- la demanda; tí las tro-, 
bolsas harina no entregadas, correspondientes .i la caita d> 
porte de foja ÍJ; y J los perjuicios causados por la avi-iía do las 
cuarenta y cinco bolsas d- ola misma cama, cuyos valore- 
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serán .'¿tiniuiKo jmr perlfcos en Ja furnia preven id ¡i ¡wr .-1 ar- 
ticulé 17 \ del i údígo citad®, en raso no aceptar >t- ]o$ designa- 
dos **r. la demanda, con más las costas del juicio. Hágase saín r 
origríual > répongaitóc lo- sollos. 



tullo dr Iti •Mi(li't>imt t uvtv 



B«< ti.- ,\jtri"> Julio l.. id IKiá 

\<» iN.rresjKiínliundu .1 . .ii..niuienlo de la presente causa á 
1 1 justicia federal, por nutoii «1- las pananas, fiom resalta do 
la iitanifestacitMi que precede, ni por faston de l¡i materia, romo 
!■■ tiene drclarad la Snprnui ('ortc <m il i versos easus, decla- 
rándose nulo Me I" actuado, remitan»" los autos a! Juzgad*» 
de su procedencia, previa reposición de sellos. 

ÜF.MOHN CW \UKl f;\- 
*AV nf.tUl.i lltM.K 
O O E IflftKKSl 
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DAI NA < \< VIII 



Don Joxr IffHHHHi rontnt r*>rmztni tj futnfutitia, por thtños 
tf perjutct»*. mitre ih'^fíosi 1 <!*• nír/ffito 



Sumario.— V.s iiuprhlde el auto por til mal Sg manda devol- 
ver el alegato sobre el mérito de la pro en u 



í"«.srt. Lo indica el 



runo .1.1 t>d«-r«] 

Rosario. Slavn íi >!»■ Iw.t. 

V fiütoü: Kl llamamiento dt* autos <le f<jj<í 73 niel ta. en el 
incidente promovido p*r la parte de Ferrazini y Compañía ¡ ■ i — 
■Üi-ndo reposición del decreto «Je toja 01 vuelta, que ordena ta 
agregación á lo* Hatos del ¡ilruato d*- ni.n probado presentado 
por la parte d.* Ilonomi. á Jiu de que -ea quitad" del expediente 
y dfvmdto. .'oh |„ e\|.uvstM | > ■ r H r.-j-P-s.-nt.iutc de. I! im>mi 

Y considerando: Que ta Suprema Porto tiene resuelto que 



DE JUSTICIA NACIONAL 69 

por hi ley dv 26 de Agosto de 18G3 se determino que las funcio- 
nes de Escribano 'le los Juzgados X adúnales debían desempe- 
ñarse por un empleado dspcuial nombrado con arreglo á ella, á 
fin de que las anotaciones ó procedimientos que por él se prac- 
ticaren n vistieran las formas legales (tomo 21, página 9), 

gue no se expone razón alguna qti.- justilique la imposibili- 
dad de haber sido presentado d ¡ilegal de bien probado al Se- 
cretario del Juzgado, máxime cuando ha lenidu horas hábiles 
de*dn las 12 del día basta \n> 12 de la noche. 

*¿ue en mérito de lo expuesto, el cargo puesto por el Kscri- 
bano Munuce, que no es empleado del Juzgado, no tiene valor 
ninguno, debiendo tenerse por hecha la presentación del escrito, 
según el informe del S.rrctariu, confirmado pnr la misma parte, 
cuando mas pronto A día li. 

i¿n<! habiendo vene.jdn .1 término para alegar, el dia 13. re- 
sulta que ••] escrito fué presentado fuera de término. 

t¿ue el término para alegar de bien probado es de 6 dias im- 
prorrogable careciendo el ÍÚatgádode facultad para prorrogarlo, 
(Fálloi de ]» r^rte Suprema. toum23. páginas 303 v 32íí; tomo 
2K. págjjia 209). 

Por las consideraciones expuestas, se resuelve ordenar el 
desglose ydevolu. i .n del [escrito de foja 4ÍI. Hágase saber j 
repónganse las Tujas. 

1/ Safra . 



K tillo df lu Mii|tr«*iiii« C tirtf 



lU„ w» Un v JitliM IX ,|- 1HH3. 

\ i-tos : .Vj trayendo gravamen irreparable al apelante, para 
la sentencia definitiva, lo depuesto per el auto de foja ochenta 
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y cuatro, mucho incnos cuando, conforma al artículo cuatro- 
cientos noventa y dos del Código de Procedimientos en lu ( i i- 
inina!, aúu tendrá la oportunidad para presentar cualquier es- 
crito, un la audimeia allí determinada 

Por esto, y de acuerdo con lu dispuesto en los artículos qui- 
nientos uno y seiscientos noventa > >ui> del citado Código, se 
deemr a mal concedido el recurro. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

I1KMAMIN l'A/. — LL'IS V V \ H K 
LA —ALLI. dA&Wt, -OCTAVIO 
UUXiL,— JIAN K, KllíUKM. 



¿7 Femiettrrtl Xmadoeste Ir^mium cmifra t>í Ferrtiettm'ít tíMffl 



Sutunrt» t —lhúw sor revocado .. [ auto ^ul- importa no dar 
cumnltmisnfco ¡i una r. solución de la Nup™ ma Corte. 



(%ts>t. Lío ii Guillermo K. Tirner. por el l-^rrocarril Gran 
Ootc Argentino, se presentó al Juzgado, poniendo : l¿ueba- 
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hiendo ul íalh> de la Suprema Curte deetaradu improcudente la 
expropiación del terreno de propiedad de acuella, de la que luí 
puesta en pusesimi provisoríu la Empresa del Nordoeste Argen- 
huo. fettítt á solieitar que su ordene la inmediata desocupación 
del área de ten enn referido, debiendo dejársele ene] mismo 
estado en que entre- :í -M-upirh», ^eíial.'tndHde al efecto el tér- 
miocj de dípaitías, bajo apfireibímtóftto de tu ojie hubiere lugar 
por derecho. 

Ful lo .Iu«** f>*l*riil 

¥ Vistos, consideradlo : 1 > mo lo lia establead-, la Su- 

prema Curien su sentencia de foja 93, la Impresa (lemán- 
daute ¡joza de *ervidumbre n al -i*lir.' la d « mandada, dorhrán- 
dose en olía «|iiL-la- partea deben someterse á los procedimientos 
prescritos en el eapfttiloS de la ley luveíonal de Kurrncarri- 
le- i'u enante fuen* uucesari". 

*¿ Hue per • 1 artículo -Vi d«- dicha ley en el capítulo Citado, 
>. dispone H«e la- ¡Impresas un pudran oponerse á que otro 
tVrrucarnl > in palme eon el suyo, pase por arriba, por debajo ó 
a iiiVéi, mu tal íjue los trabajos que su hicieren al eiinto, no 
interrumpan el servicio recular de los trenes en la linea pri- 
míí iva. 

:í »¿ut: del informe do foja Xü del I lepan atneuto de libras 
Publicas déla Nación, resulta que mi pin de haber más cuestión 
ó dlfereneia sobre ti particular entre ambas Kmpresas, desde 
que p..r deerele. de 25 de Jimio de Í89t),«|U- .-ti i'.jptaanimpaña 
U"ja K8). se ordeno la eonslruoMim del cru*u á al tu nivel, por 
medio de un puente de 30 metros de luz, respetando ie este 
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modo el Ferrocarril Xordoeste Argentino todo el ancho de la 
lom del Oran Oeste Argentino, loque cumplió, agregando eí 
mencionado informe : .En cuanto á ta vía do empalme del Fer- 
rocarril Nordoeste Argentino y los ferrocarriles Andino y del 
Pacífico, ordenado por la ley di- concesión del primero, puede 
informar lo siguiente KI empalme se baila veriticado según 
planos aprobados por el l*. K . con fecha 16 de Agosto de \HHi) 
J ocupa una pequeña lonja de terreno del Ferrocarril Gran 
Oeste lindera con la oall, de l'ari>. L -„„ d .propósito de buscar 
el empalme erm Jas estaciones vecinas del Andir v Pacífico, 
siendo el área menor d. lo indicado en el presente decreto de 
la Suprema forte >. 

De donde se infiere que la Empresa demandante ha ejecutado 
la indicada operación en ta forma j eundmones que señalad 
artículo 50. 

■i* Que de no ser así. os decir, qu-- >i A uiundonado trabajo 
hubiera interrumpido el .servicio regular de ¡estrenes del ferro- 
carril demandado, practicándose fuera de los límites lijados pur 
la ley, ocupando una área de terreno que e*tu no le permite, 
como lo insinuó su representante en el escrito defujaiíS Ó cau- 
sándole algún perjuicio, lia debido acreditarlo eu forma legal, 
cosa que no ha hecho ni intentado, y deducir eu tal caso, la 
aceion que dice reherrarse en cjemeio de los derechos que 
pueden acordarle los artíúuloseSS y demás del Código Civil que 
pita al final del mismo escrito. 

Por estas ronsileracione^. no ha lugar a lo solicitado por la 
Empresa del Kerrocarril (¡ran (teste Argent.no en el memorial 
de fnjaí)8. sin espuemi condenación en costas. Hágase saber y 
repónganle los sellos que faltaren . 



/' E, Mifjuez. 
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titilo dr I» Suprema t «ríe 

(tu. um .Un», Jaita 1H <to l><a 

Yjsto< : Importando fl auto apelado tm 'lar i-umplisiiento i 
la resohinioti de esta Suprema i'.irte de faja noventa y tres, 
desde que péT él no pone ¡i la Empresa del Ferrocarril Oran 
Oestr Argentino en posesión oY- los terrenos que lia pretendida 
expropiar la Compañía del l-Vrrocarril Noroeste Argentino, 
romo correspondí i a hacerlo, dado los términos de la citada reso- 
lucir.il. in mal no obsta para las arro^ios administrativas ú qtir 
ta misma se relien;. 

Por étilote revoca el auto apelad» de toja < u nto nueve vuelta, 
declarándose «jue la» cosas delu-n restituirse á *u estado ante- 
rior á la demanda resuelta por la citada >euteneia de esta Su- 
prema furtf* líepuestos los sellos, Revuélvanse. 

ÜK.NJ \MlS l'A/. Lt lS V. V\- 
ItEJ \. AIJKI UAZAV 
<H I VVlti ni >GE U \S 

niJdit.M. 



Crimmat coitlrtnfan ttamw Quinterna V<íz y don Uujat \f det 

l'nttií*. f ít ,r suxtntrrittu tÍB tfohm >(>■ tu ItfiMM </- r»rrwn *j 
ivtt'tf rufas; stthrr shsiu'usíoii >tf ftronwi 



SnttmniK — lAi fuga d--l procesado causa ¡a suspensión del 
proceso. 

rttll» de Itt «u|»rr m» Car Ir 

Uü< h. > \¡r.- Jiilf. ls ,\, ]s >i 

Pe conformidad á lo pedido por el s^ñor l'rm itr.-id.ir (leñera) 
tu su procedente vista y ron arreglo á [o dispuesto en el ar- 
tículo diez dul Código do Procedí mii-ntos ■ ' 1 1 le < 'nniioal, sus- 
péndese la prosecución de esta causa ¡ debiendo el Juez de Suc- 
ción poner oportunamente en eoBDcitaiimtq dé «'-ta Suprema 
Corte, la captura ó presentación .leí prófugo, á cuy • objeto sl- 
librará .*! oficio respectivo. 

MM.VMI.N MZ. -AllKl. HAZAS, 
-OCTAVIO hINGK,— JLW 
V.. lolthKM. 



DE JfSTrCIA ¡UCMSAL 



75 



* M *i 4 < I 



I n t ,: mt?tnria th* ltownw | * w< muirá H t/of/wf t >ti } uis I i 'i 
rt'ttt, mitro >li-' thicttm fiel imftarív th* unm íerrenos; sabré 

rtiittfn'trttrm y firfvnn'fitt 



Sumurm. 1 s.n de competencia di- ta Suprema Corte las 
cansas - il t r ■■ una pr< i-»una y mi ven mi d» ¡a rapiui. 

2 La personería del Visual ik< Ksudo de la l'ruvincia de liue- 
uus Aires para entablar un juicio en su numliru. qm-du jitetili- 
■ adn por i-l decreto del L'nñVt Kjectitito >(<■ la mi-nía, encargAn- 
dotr la L T t^ti"ii de la acción. 

I*" Hl contrato p*»r vi mal m- fitajcnan terrenos, respecto de 
lus cuales no triste duda ú ph'tío, tu intervienen coiieestoffea 
recíprocas no transacción. 

i I I pago ilei precio de nna renta, nu — un pag« sin causa. 

3 Kl comprador qto* La reriiudn )a i osí y n» tu: liado «:it 
la posesión, no puede or. tender la devolución d**l ¿nvcin. ale- 
gando la nulidad dé la venta 

Ir i orrespoíida al comprador que alega dicha nulidad, pro 
i<ar el h»Tho en fjue ta furnia. 



/Visu, — 1*0 mdira i-I tullí.» d<- la Supr.'nu i n, . 
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VISTA MI. SE ÑO ti PHOCLKAIIOK UENF.KAI. 

H Ain- M.ir/o I <|.' 181*2 

Su fin- /na Corte 

La excepción de incompetencia ligeramente diseñada en la 
mntesta' .ion á la demuda lia tomado t<n los informes oraks 
que expresa el acta de foja t¡87, y Ion escritos de Toja* 2íÜ y 
2!Ki ul puesto preferente que según las leyes de procedimiento 
lea corresponden así en la disensión « orno en la decisión- Ka 
por haberse puesto en cuestión la competencia de la Suprema 
Corte para conocer en la presente causa, que Y. V., se l iU ser- 
vido disponer la vista al Procurador. 

Después de examinar la rausa con ta atención que su impor- 
tancia jurídica requiere, lie llegado á la conclusión de que V. ]■; 
ei¡ competente para conocer y resolver la demanda interpuesta 
por el señor Fiscal de la Provincia. 

Para fundar esta opinión puedo apartarme de las reminiscen- 
cias históricas que bajo el Imperio Romano, como bajo el de 
las leyes Españo las > distinguían entre el tesoro público y el par- 
ticular del Soberano. 

Porque, separad" de aquolJas leyes por una lar^a distancia 
d ■ tiempo y de progreso social, el derecho moderno ha reunido 
bajo el nombre de fisco el conjunto de todos los bienes, dere- 
cho* y acciones que forman el patrimonio de un estado. 

El Kstado no es el f^oo, porque aquel en su personalidad más 
umplia abraza una extensión superior de atributos, una potes- 
tad pública, como dice Toullier, para hacer y ejecutar todas las 
disposiciones de órden público. 

i 'ero el fisco es una parte de esa potestad y conjunto d. ■ iu- 
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tt 1 roses en cuanto se relaciona con la representación de los bie- 
nes, derechos y acciones del Kstado. Ks por ello que los fiscales 
lo mismo por las leyes Humanas, que por las otras á que sirvie- 
ron de norma, han sido considerados como sus representantes 
legales para la defensa do su patrimonio. 

Siguiendo esas tradiciones la nueva Constitución de la pro- 
vincia de Unenos Aires, creó por >u artículo 152 el cargo de 
Fiscal de Kstado, atribuyéndole re presentación en todos los 
juicios conteni ioso-administrativos locales y en todos aquellos 
«•n que se controviertan intereses del Kstado. 

La intención de los constituyentes me parece sur n v espontá- 
nea del texto constitucional, representar y defenderlos bienes 
del Kstado un todas !as gestiones necesarias dentro Ó fuera de 
la administración hmh Porque los liseales tienen por razón de 
mi institución misma el derecho de representación, y así, cuan- 
do el Fiscal procede no es simplemente abogando, sinó repre- 
sentando el dereoho mismo confiado á su defensa 

\o creo que la falta de reclaman t ación del texto eooshtucio- 
itail sea un obstáculo á su ejercicio actual porque siendo ese 
texto fundamental y pruscriptivo. debe regir .-n lo e x preso aun 
faltando la ley que reglamente sus detalles, 

Pero aun la duda que pudiera surgir sobre la extensión de la 
representación del Fiscal de Kstado, con sujeción al testo de 
la Constitución de la Provincia de Buenos Aires me parece disi- 
pada en el decreto del ; Poder Kjerutivo déla Provincia, certifi- 
carlo á foja 

Kse decreto mandó pasar todos los antecedentes a! Fiscal di- 
latado para que deduzca íotím tas arrume* civiles y criminales 
:t que haya lugar por derecho. 

Hi un poder en forma del P"der Kjecutivo del Kstado de Une- 
nos Aires, hubiera bastado para ejercer su representación legal 
¿inte V. K., el poder que asigna la Constitución á su Üscal y el 
que le reconoce t i Poder Kjeeutivo mandándole deducir todas 
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las acciones á que hubiere hi<:ur, autorizaban eí ese Defensor de 
los bienes del Estado para elegir la acción y la jurisdicción á 

SU juictü nilnpeteilte:». 

Contra el ejermeid de esa personería no '-reo decisiva la Ob- 
servación de ser ¡int-n.r -1 \v<vh„ < iue determina la acción, ü 
íacteacid» de la representación legal para instaurarla; purqu.- 
el medio de ropcseiitaeion legal pertenece al procedimiento y 
las lepa de proeeai^teiito rigen siempre ¡os juicios que se im~ 
ciau, cualíjiiif-r.i 411,- ..-i - I iii-mp" . ri un- se eonsiimaraii lo* 
act m qjie A traen al exáitten y doetsiuu de lo- Tribunales. 

Sí en d easo snHudiíle el Fiscal ,)r K-u-iu representa tos 
intense-, i** la provincia do Buenos Aires, la dompjetencia dé 
V. K. se hmi 1 en l.i atribuí ion mñféíbh por lo-; artículos 1IMI 
y Hil de la Constitución Nacional y articulo I de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los Tremíales Nacionales ríe U 
-le Setiembre .|,. 

Siendo V, K., según el articulo I . Juez (jrigiúaíic para emio- 
cer, según el inciso I d< lasewsas eiyíl^ que ver -en -iitre al- 
guna Prnviui'ia y un vecino ó vecinos de otra; lo es en el cas., 
en que según el juicio que acabo d* *-\] ñor, es el Fi-ral d- 
Kstadodeja Provincia de Buenos {Aires - i represen tan te legal 
de sus derechos en controversia y i'lene i«n ejercicio de esa re- 
pr< sentact-n a deducir ao -iones contra un ciudadano, vecino dé 
esta < 'api tal. 

Stíbintanri a/rr. 

tullo «I* I» Mii|irriiin C iti-ic 

Kit- n — Va< ^ Juli.i l.s tj, Jnüj 

Vistos estos autos seguido*» por % al de Kstado d«- la 
proviu -ia de Buenos Aires, . n representación de la misma, con- 
tra --I doctor don Luis V. Várela, sobre devolución de la -uin . 
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de nv/utcirutns treinta tt rimii mti ttosciéntús ninéuéniú pesm 
moneda nacional, importe <lu uno* terrenas enajenado» á dicha 
Provincia por el demandado, de lo* cuales resulta: 

El deMiíMattte f nuda iadevolucion pedida : Primero: Ruque 
el titulo del doetur Várela <-s absolutamente nulo, jurídicamente 
inexistente* <au nulidad <(in: no necesita ser juzgada, con arre- 
glo á uts artieulos mil treinta y odio y mil enarénta y uno d- i 
Cédigo Cfrü. Seguudoi Kn ijm», supuesta válido «se título .'I 
no comprendería id terreno tendido por el dnct-n Varóla al<¡o- 
hieruo. Tercera Kn (|Uf! la transacción de dond» deriva la 
venta uo luí podido $éi hecha p <r el Poder Ejecutivn sin auto- 
rización 1« -«Lslativ.!. y aun > ti el easu que asi u«> fuera, debe ser 
re^-indida \uít ¡ütpertuí la cjei iieion de un titule nub,por error 
de deredi" y por »'rr- >r >\- hedió (artículos treinta y eínco y 
cíente cuarenta y dos de ta Ceas ituctun l'rovini-ial de mil « ic]j< ■- 
cientos setenta y tres; treinta y tres, inciso primero; ochoch nio? 
cuarenta y ochocientos cuarenta v uno, inciso tercero, riel Có- 
digo Civil) * narto: Qae, si se considera el coutral o como sim- 
ple vcuta, importa la venta d>- uu bien municipal, y d»he s t -r 
rescindida (articulo uní trescientos Veintinueve), auioju*- s*m 
beaba de buena réi y Quinto: Q u e en ted os les casos t se trata 
de una obligación sin causa, y en este -eutido debe también sai 
restituido rl imperte del pago (artietlles cuatr-n-ientos noventa 
y nueve y -et* cientos ochenta y cuatro del Código CMI), 

Kl demandado sonte-ta . * n < ¡instancia: Que la enajenación ajne 
biz.i al Üiibi'-rno de l¡ui>ii<e< Aires, de l"> teífeáOS tíuraftena, 
importa una venta pura y simple y no una transacción; Que 
su- titulo- <»n válido* y comprenden lo> terrenos vendidos; 
<í«»e la propiedad [,• pertenecía á -*d y no ú la Municipalidad , y 
'jue así no ha vendido una cosa ajena y el precio no puede s.-r 
repetí-lo eomo pagado indebidamente; Que en consecuencia, 
no procede la acción de nulidad, ni podía invocarlo el compra- 
.Jitr (articulo mil «-ttarenla y siet>- del Código Civil), y .juc ni 



8® FALLOS Dfc LA SUPREMA CORTE 

todo raso, se hallaría ^rescripta, de conformidad al artículo 
cuatro mil treinta del oirstuo Código. 

V considerando: i' rimero: Que para la resolución de la pre- 
sente causa la jurisdicción originaria di* esta Suprema Corte 
está fundada en A artículo ciento uno de la Constitución; ar- 
tículo primero, inciso prim. ru de [Ja ley de jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales Federales, y en la ley número mil 
cuatrocientos sesenta y siete de diez y ocho de Setiembre de mil 
ochocientos ochenta y cuatro, desde que el pleito se sigue entre 
la Provincia de Bueims Aires, demandante, y el doctor don Luis 
V. Várela, demandado, vecino de la Capital. 

Segmdo: Que la personería del Visca! de listado en este jui- 
cio, se halla debidamente demostrada por el decreto de foja 
treinta y ocho, que le eonliere mandato al efecto, lo que baee 
innecesario entrar á avenenar m ha podido intentar la acción 
que ha deducido, en -1 .-jen.-icio de las funciones di- mi cargo. 

Terrero: Que el demandado declara explícitamente y sostiene 
foja ciento sesenta y dos ¡i foja ciento sesenta y cinco, que ,1 
contrato celebrado Con e] Pod*r Ejecutivo de la Provincia de 
Jíuenos Aires, en primer. , de Octubre de mil ochocientos ochenta 
y seis, fué una venta pura y simple, y m> una transacción 
puesto que entre él y el l'yder Ejecutivo nu exi^tíii ninguna 
duda, cuestión ó pleito respecto á los terrenos que le vendía. 

Cuarín: gu.-,| F^cal demandante y el lVler Ejecutivo e U su 
decreto de Noviembre diez y «abo de mil ochocientos noventa, 
sostiene que esos terrenos pertenecen i la Municipalidad y no 
son propiedad del enajenante, doctor Várela, haciendo de esta 
proposici-m la base cardinal déla demanda 

Quinta: Que el contrato aludido en el considerando tercero 
es realmente una venia pura y simple, y [no una transacción. 
| or la raüi-n aducida en es.- considerando, y porque no consta 
qu< éntrelas p:irt— hayan .utervenido concesiones recíprocas 
relativas lila enojeftafcion úc esos terrenos, faltando, por con- 
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siguiente, los cnracteres constitutivos fio la transacción (Có- 
digo Civil, artículo ochocientos treinta f dos). 

Sexto: Que el pago de] precio de la venta, no ^ un pago sin 
causa, yaque tiene p.»r causa ta enajenación de un inmueble. 

Siptiut»: (Ju- el de ni midan te no pide la entrega de los terre- 
nos comprados, ni al- ga tampocque alguien le estorbe ó per- 
turbe su posesión , 

ífcl&Vtn Que, por consiguiente, la devolución del precia de 
los terrenos Tendidos por el doctor Várela al l'oder KjocuMvo 
ile la provincia de Unenos Aire,, un más 1 .s intereses, ó sea 
lo> daños y perfutciosii no esfoi basada en una cviecion que nu 
Jia tenido tugar, pues que. un lurr-ro uolui .id'., dei-larad». ducíio 

de esos terrenos, pót sentencia lirnie» en el competente juicio 
contradictorio vt\tm •■! reiviadí. ¡nitr y H poseedor actual. 

\un> ft ,r. Qtie cualquiera fine sea l;i intcrpMircion qti fl corres- 
ponde dar al artículo mil trecientos veínti nueve del Código 
«'i vil. y aun admití, ndo que Conforme ;í el, el comprador pe 

na bu sido turbad.» en ía | sien de la posa, fceagaaceion para 

$mt de nulidad do la v uta, basándose en que ésta se hizo de 
cosa aj<-iir l( dener -ra del actor demostrar el hedí., que sirve do 
fundamento i la nulidad ib y treinta y tíes, título iigundo, 
partida tercera). 

ttvntntt: <¿ui- l,i r:..viiiri¡( m siSlo no hit li* . ]■ .> , d.-m^ira- 

i ion, sindqne b> ■■, miran b-spr.- udc oslensibl. -mente de la 

- utenria qu< -en testimonia corre á fija aeffiMI't» 1 Ira, rfecaídil 

en pkdto seguido sobre los terrenos que han dad» lugar á la 
présenle ae ion, entro Durnfioiia, antecesor del d^. t..r Várela, 
f h Hutíieipalidad de la Knsenada, si?nteneía que ie. aparece 
Uber sido recurrida, y que resolvió* U litigio ;i favor de la ci- 
tada parte de nurauona; á lo que se agrega, que la acción se 
-i-dure i-ualro ium» d.-spues d>- celebrada Ja venta, Osea diSjMn s 

de haber permanecido el comprador en la posesión pacificada 
la CHHa 'Jurante ese ini>mo lapso de tiempo, 
i ,., 
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Por esto, fundamentos: *e absuelve al demandado de la de- 
manda, ai n especial oonder ¡icion en coMasj y rejiuesl^a los se- 
líos, archívese, pudiendo notiGcii m con el oí 

HKNJAMI> V\t AUKI. I.AZiN. 

—octavio iioge.-- n \y 

t: TOHKEST, — L, SEU»Vli. 



VAUHA (di 



tton Je$ü& Mnri'i ffáfjvs ffwüm «ion Wifftteitfc (ú& Him* par pu* 



Sumarw. — So debe admitir-' la prueba du le-Ugo- prea li- 
tados futra de la pporfcuttfdad estil>le<-¡ la en H artículo 120 de 
la k-v dé Procedimientos . 



l'iK'i, —1. -tandil p.f-ibida la can si á pru- lu, el apoderado del 
ftcUt solicitó, ■ « N fecha i» de Diciembre de \\ foja 35, ijue 



me ji-sticia sacio* ai. 83 

*c designara din para que %*stt m don Juan Gtittini v duu 

I=auru lliaz Hieran ex a minada con arreglo aj interroJalono 

que acompañaba. 

Kl Jugad» ífefialú con < se ohiHo. el dia « do Kn-Tode IKÍÍ3. 
Con fe^aO do Knero. -I apoderado de! acf.r pidió que se * 

señalara nuevo día para que presten fcefe&tiuu ]<>. m-nn.oia- 
dos testigos, en mérito d« no lianer sida examinados el día an- 
terior p«.r haberse en. entrado ausento el Juez, IÜ Secretario 
'wtomé que el lamino de prueba renei i el de Knero. qu e ta 
ilUigeacla fué pcdUte dentro dv dicha término, v que ño pudo 
tomarse la> dec4a;rue¡ónes por haber sido Domingo el úte sW 
Eádó e 01 ese objeto. 



aullo del Jury. Fedrral 



Mía Kiwro II de l*y;J 

I'or lo que consta en el anterior informe, y et¡ mérito de 
ser imputante;! la paF te la por la cual dejo de recibirse 

la declaración en el día lijad... ultimo del término probatorio 
con citación contraria, r- . í Mn , *| día d.- mañana. 



Fallo u> | n Ptupr«nn torle 



IMti 1105 \ir « Julo. » ,¡ .. | >. | j 

Vj^to.y re>nlUiído: Qite ül escrito de Wy.x tr.-nta y ti 
n la nónjma de testigo*, ha sido presentada fu. ra de la oí 
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tunidad establecida en e) artículo ciento veinte de la ley de Pro- 
cedimientos, se n-voci el ñuto ap- lado di- foja treinta y ocho, 
llepiie^toa los sellos, <k-¡¡élr.mse. 



HKYIAMIN VAL- LUIS V. VA- 
RELA, AHfcl BAZAS. — 
OCTAVIO M'SGE. — JCAS E, 

TonnEST, 



« USA 44 III 



Contra Jíitffi l'tfrtiytttt*. >"/"'•' t'Mmtffcioti 



Suimtrtü. -I En ka discusión «lo ou pedido de extradii 'ion, 
jio piule ponerá»' en cuestión la valideí intrínseca de los doi u- 
nuntu* producidos por el ¡*ol>iern'» r<*<|<iirente. 

2 Q La pen:i de trabajo- forzados perpetuos impuesta por ase- 
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smato, no supera la que couio máximum establece por ese delito 
el Código Penal Argentino. 



Cano. — Lo indica el 



rallo tli I Jur% I VflrriU 



líihííios Aires, Al,iv.j u; ¿,. imi. 

X vistos: Estos auto , sególos ú solicitud do la Legación de 
Italia para la extracción de José favagua. condenado por ase- 
sinato a traíaos kmdos por Ja vi i», Mm el reauerido. su de- 
f- nsoryel Procura lor Vittwl 

Y considerando: Que no existe tratado de -vtmdieion * ntr. 
esta República 4 Italia, debiendo por tanto jugarse el caso 
-le acuerdo con las prescripciones del f ódigo de Procedimientos 
en materia penal. 

Que la solicitud de extradición ha sido introducida por la ría 
diplomática ae.unpaf.ada ¡ t copia de la sentencia condenatoria, 
uabiendoao presentado posteriormente testimonio literal d, 1 
auto del Tribunal respectivo solicitándola extradición, copia de 
las disposiciones penates aplicables ftl ca¿o y la liliacion de! re- 
querido, 

<¿ue todos los recaudos mencionados se encuentran en las 
condiciones légala, no siendo admisible el óbice que les opone 
U defensa de no venir legalizadas las lirmas respectivas por el 
Ministro ó el Cónsul Argentino; pues com» lo resolvió este mis- 
mo Jugado en el asunto Caniennan, resolución que fue confir- 
mada por Ja Suprema forte, ese requisito no es necesario para 
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que puedan ¿ser tenidos por auténticos documentos pn-sentad- < 
pur un Ministro L'iplomútico acreditado corea del Gobierno del 
país. 

t¿n^ l*1 Iiecto de q«e el requerido ha siili> emule nado en re- 
bullía es una circunstancia que el Código de Procedimientos 
no bu incluido entre Iu> que puedan o[>Lu: á que :»o conceda ];i 
extradición. 

c¿no »'sL¡i -utifien teniente e*4 ibte-'idu la identidad dd reque- 
rido y Ul pena no está proscripta, 

por i- tos í'^tdani'mto* v demás concordantes de la vista dui 
Procurador Kiseal, resie lvo acordar á litólo de reciprocidad la 
es tradición del penad" .losé Cavugua, solicitada por la le ga- 
Clon de Italia, A *'.ste efi-cto, en oportunidad, se p ndrá al dete- 
nido á dispi^iriou del MittUteri • de Relaciones Exteriores, con 
remisión de '-si us aUtos originales, dejándose constancia - u ii - 
cien te. 



VISTA Mí» SKÑnit PROeiltUiOlt I.K>KIÍ,\L 

nú. ürvf. Julio 3 -i.- vm 

Sitpremn Curie : 

Las conaidcraeíonoü invoeidns por el l'rocuradi-r Fiscal á 
foja 7i> y lus fundamentos de ia sentencia corriente á foj.es 7!( 
y 80, justifican Ut brandad de la , extradición del penado .lum- 
' 'avalúa, 

[^ autenticidad do tas docutuetit <s tu puede ser discutida, 

i n ( ,.i f'l- va'Ja (••••r- i I- •! M j i*t<> V]> ni ¡^ti-tn j,tri" 

que los presenta ú nombr> de Gobierno. La aplicación de ia 
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ley de Anorto de \HH7t tampoco : ella en su artículo 1 1 acuerda 
á tos gnbieriins extranjeros la ext radiemn do \.< : >, iudiridno 
perseguido, acubado u condenada por lus Tribunales de la Po* 
teucia req airen te, y en i-l caso actual el requerido era procesa- 
do y "-otidenado con posterioridad á la vigetnia de la ley, como 
resulta «I»' la IVchadc la sentencia testimoniada á fnja '.i'i melta 
que es 7 'le Diciembre de IXH'i». 
I!sta circunstancia hace tmpr'evih ule. toda discusión sobre 
r"trnia<-tivi<laiJ de \h ji-y de estradiriun. 

V -t clin iipínci ¡mr la confirmación de la sentencia recurrida, 
l'ero estableciendo el artículo 607 del Código d>' rrocedimicn- 

tos, q uundn t i delito qtna motiva la extradición tenga una 

pena menor en ta lícpúblira, el encausado nevera extraído timó 
á condición ti- imponérsele la m-n^r pena, píen»" que . sa cir- 
cUastaneia favorable al i-ondeiindo debiera extenderse, pur ana- 
logía de razón, al procediniieuto, y eri el caso d- acordarse la 
'•2ktr;i'l¡nivn debiera sedo bajo la condición imoeada pnr el 
Procurador <M jieral, ni sn dictám.-n ante el Puiíer Kjeni- 
fctfe, 'ámenle Afoja I B- y sustituida ta pena de presidio perpe- 
tuo, que no existe cutre nosotros, por la de [presidio per tiempo 
i míete? minada, con los bendlcío* acordados en el artículo 7:í de 
nuestro Código Penal, 

Sahinimw hwr 



Vn\l*> ti- lu <mi ¡irruí * Corle 

liUCUO* iirui, Julio i -J. lvt.j. 

Vistos y considerando: Que eeulerwe al artículo seisei-nti» 
> iucuentay cinco del r.Vij<, r o d» Procedimientos en lo Criminal, 
en la discusión de un pedido de extradición no es permitida pn- 
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ner en cuestión Ja validez intrínseca de los documentos produ- 
cidos por A gobierno requi rente. 

Que la pena impuesta a José Cavagna por ia sentencia de los 
Tribunales de Italia, no supera ú la rjue, romo máximum, esta- 
blece el Código Penal Argentino para el delito por «1 cual uquel 
ka miIo condenado. 

Por esto, oído el señor Procurador (¡enera!, y por lo* funda- 
mentes de la sentencia apelada ih> foja setenta y nueve, se ,- n- 
Jirnia ¿sta y devuélvanse, 

ItLSJAMIS PAZ,— LtlS V, YA- 
UELA. — Alt El HAZAS. — 
OCTAVIO BCNGE.— JUAN E, 
TOHIlEBT. 



«AIS A < 4 iv 



t'nnint i. .1/. ¡felfttw y fwmanm; stérs comiso. 



Suwtrfo.^VA error en la man iteración d- las mercaderías 
no exim- de la pena de comiso respecto de las manifestada, de 
menos. 



I»F JUSTICIA ¡NACIONAL 



raso. — Lo indica ta 



llEMíi.l TJOS UY LA AIJCASA 



í¡i)"<j-». Air. Jiiii.i i ,1,. jssH. 



fistos y considerando : Qtte resulto improbado, % nc no 
constan, en el maniliesto s ? W ra\ th\ vapor «Marie. los 1H 
baírilea W.a ,i cq „ 8 se día mienta en pur^ de fuja,,, 

Que el hecho de ojie consten >m una ¿« [$$ copias del mni- 
00**0, Jejos de ser una circunstancia atenuante, lo es agravante 
hi el present.- cas,, por c.tntu la .mmif^tacbn de los expresa- 
dos barriles se ha ludio subrepticiamente, «,gm. lo apuesto 
per el Tenedor de Libros de 1*0110*1 de Contabilidad de W 
Alcaidía en la nota que ha originado el expediento X 105 f t 
que está agregado al presente. 

Coa arralo á lo dispuesto por los articulas í W> á 10*5 de 
lita Urdcnanzas de Aduana, deelaro caídos en comiso los 18 b-i 
mies loza deque se trata ¡ saber á Contaduría á sus 

efectos, desglosándose previamente el expediente agregada 
PW» m siga su curso, hasta terminar d juicio instaurado' 
msm saber, pase á Contaduría á sus efectos y repónganse los 



tirunrt. 
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KhIIo «leí Jiiex tetteritl 

Bucara A ¡ros, Aliril f) ile lsi*:f, 

Y vistos: Considerando, en manto a la dcnuueiu tic adulte- 
ración de documentos hecha ¡i foja I del éipediénta aciimiik'lo 
que el Procurador [- h.-al pidi'. oportunamente el -oUreseimiento 
mu que se resolviera acerba de ese pacido, se declara exento 
de culpa y cargo á esto respecto, al ¡ncutpado í>un M. 1!. Mar- 
tínez, dependi«nt# de la cas» A, M. Pkljgíwjp ll-nuan... 

í'unsideraudo, ra cnanto al error de manifestación deuun- 
■■iado :i í.ij.i 1 del expediento principal, ime. ostá perfectamente 
■ •onil.it i - f ■ * ese error por la omisión en el maniliestu general de 
la barca Mario * de \H barriles cu» la marca y mí tueros ex- 
presado! en el referido parte ¡le foja I. 

Que el artículo 1105 de las Orden in?.as de A huma, expn sá- 
mente dispone que los errores cometidos en el manifiesto gene- 
ral ú su traducci >n t serán eaáti^ados con la pena decomisa, 
ji...r lu manifestado d- ui-mos, que es justa me fltí de lu nm; 2 « 
trata en el presente caso. 

(¿ue es inadniisibl ■ lo alegado por la p irte de Del lino para 
escusar su responsabilidad; pues si hubiese de conceptuarse 
evidente y por tanto inculpable el error, susceptible de ser des- 
cubierto, mediante m eotejo minucioso y prolijo de lus diver- 
sos documentos de despacho, tutu los errores de manifestación 
serían de tal naturaleza y las ponas relativas á ellas carece- 
rían de objeto, siendo Uiejtptteáble su existencia en ta ley. 

Por estos fundaiuentus falla con leñan lo ;i los señores A. M. 
Delfino y Hermán-», al pago de um multa equivalente al valor 
de las mercad crías á que se reli.-re el parto de foja I , y nue Ies 
fueron entregadas b.tjo lianza. 
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Nulificóse 0911 el ofíglnal y en op-rtunidad derué-vase á 
la Aduana á sus efectué. 



VIVIA l>U. M,S<ill N; ,1.1 C.UhHl l. E\hin|. 



Ibtenod Aires, . .< Je Ifi&l 

Suprema kVíte 

J.a sentetiüia r-.'.n ri.j.i. matMa .sohr.-u-r uiL-(j:into á la de- 
nuncia de adult-ro-ion di do. -amentos, declarando ejtftnto (le 
roponsaldtidad criminal al inculpado Don AI. U. Martina. 

lVro, existiendo nú vTr>tt de m inífe4aeioH constatado, m- 
dona la* mercaderías - m ¡ti las enelm iniliesto, d la pena de 
miso. 

No so niegan las omitiónos en loa rttauifi^tosgtífleral^ de \m 
mercarías duelaradus en comiso; y, por atraparte, esas, omi- 
siones multan de los informes tant la Contáu arfa, como 

dé la Oficina principal del Resguardo, do fojas 4 vuelta y :>del 
incidente. 

Del informo de foja 3 dd , y HiYrUe «/un iente, resalta t,m- 
bien, que el único documento por id cual despacha la Contaduría 
et^l mauiüesíof encraí, traducido o» idioma nacional no el 
consular, une viene ,m ¡diurna .^iranjero. v Meado est,' cierto 
Ii ¡iicin f ¡on en alguna de tas eopias, no desvirlú i las respon- 
sabilidades derivadas de la omisión «,n el muuli.st . lliri i 

L^-cmsid.-r.ndus^y^ile la sentencia recurrida /las 
proscripciones d* los art í-i.!,.s UOii y |n,»« d, las ordenanza, de 
****** ****** ^tafite las conclusiones de esa sentencia 
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desde que, aúu admitiendo que lil enmienda en una de las co- 
pias, se hubiera practicado en forma fehaciente lo habría sido, 
fuera dol término de las 24 horas j>n -ser ¡pía- al tfecto en el nr- 
ticul j 5 1 déla* Ordenanzas. Pur eso. pilo Y. K, la confir- 
mación de \n sentencia apilada. 

Sqlwiiwx) hivr. 



Un- Yin- Julio ¿II ,t,. )S!KL 

Visto;: Por sus fundatm ntuü y de conformidad ron lo ex- 
puesto y pedido por el señor Procurador «¡cueral, Be Confirma 
con costas !a sentencia riV foja *■ tenía y ocho en la parte ape- 
lada. Repuestos los sellos, devuélvanse, 

liKSJAMlN PAZ.— LUIS V. 
VARELA,— ABEL BAZAN, 
— octavio uisi;e.— 

Jl v?i E. TOHUEM. 
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«USA 44\ 



El Pvéetíratfor I w-nl irV la Sem'un Humos in-cs, catiim 
UHQ.0 Melmm y I*'; Wj/v arrian ojemttivn 



Suman- i.— No uS instrumento ejecutivo una nodación de 
Aduana uo ejecutoriada. 



a*».-- Lo indica l.i síu'iiii'Mtt 1 



PETICIfKS FISCAL 

I-i tHítlJL Febrera |- dv ]xt.l. 

Scit'tr Juez i 

La iiiforniftCion sumaria .¡ u,- s,- IM mdú I, vmt ir [-ara saW 
cómo os que se verijicó b descarga en has L'almas, de merca dorias 
manif. stailas poi VíllaCulón que cuidm-íael « íliglui» Lussir 
lia lo- ad<» :í su término en cuanto lia sido posible la irm-stiga- 
rioii ron los diferentes datos que so tenían al nrincijúo y sobre 
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todo con la ausencia del señor ltaigheangh Waster, capitán de 
dicnovapory del cstivador Augusto Colman, á quienes no ha 
sido posible hacer comparecer por haber desembarcado en Lixer- 
poo 1 Tara tomar el mundo de otro piróscofo que salía con Mtm 
cion á los Kstadus-l'ni.los. y respecto del segundo no se tienen 
tampoco m.tie ¡asá pesar d. haber ncmieuda do ;i la Policía la 
averiguado.! de su paradero. 

i>in embarco, existen en autos elementos suJktentes para de- 
terminar la responsabilidad de esa opera don, en defecto de 
amella, en raían íe la solidaridad que para esos casos consignan 
Urd-uan/a^ dt- aduana, 

IVro untes de ll^ar ¡í ese punto estimo necesaria una Ma- 
non de los artos que >e imputan á tos que tomaron parte en la 
descarga del . Highain Lmtié • y de las diligencias adoptadas 
para su csrlareeiiuíioitu. p ira ¡o cual • miré que remontar hasta 
su origen, 

KI 18 <le Mayo de ÍKiíl tuvo conocimiento el señor Receptor 
de lientas Nacionales de Zarate que el « Iligham Lassié» había 
desembarcado en bs Palmas, sin autumucimi competente, 18 

rollos de alambre. íl rúñete ría vos y 3 bultos de - ti.) netas para 
envases que había muniliMudo <-u trán-ito ¡ara Villa Colon 
cuando arrib-'-at Puerto, trasladándose á aquel punto para cons- 
tatar la v.-ar-idad d-l he*-ho. resultó cierto, encontrándose los 
bultos en los almac aes d»- ¡a casa de Xelson y r\ 

Interpelaren ese instante el t apitan (l Haipeaílfh Was- 
t-r manifiesta ¡i foja Üqiie lo hizu por haber obteuidu el alije del 
buque y por error del enfado* Augusto roluian. U primera 
es insensata y la s< gunda h i >ido desautorizada por ta persona 
citada á foj i ;í, c m ■> V. S. podrá observar. 
Kste es id hecho tal como tuvo lugar, 
La liquidación de lo-; dereoños ojié le correspondía abonar 
por las referidas mercaderías se detalla á foja 3 vuelta. 

Clasilieada «k- fraudulenta esa operación sin previo permiso 
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4« las autoridades marítimas, le corresponde abonar una multa 
de pesos id n 110 i. 20, srgun ta rmteeim de fojas 4 v 5 d.-l 
señor Receptor fie lientas Nacionales en Zarate. 

Pero evauuncmos el hecho para ver si efectivamente se bu 
cometido un fraude con la operación de desembarque délos ex- 
presados bultos, si procede la multa uue se pretende imponer 
por infracción á las Ordenanzas de aduana, y si es ra$poDsabíü 
de su pago la Ürma de Hugo Nelson j £\ 

KI capitán Haujheangh Wastvr no pudoni debiódesembarcar 
W*n mercaderías en Las Palmas porque constaba en los pápelos 
de á bordo que se conducían para Villa Colon, y al afirmar que 
tenía autorización ó permiso para practicar esa operación na 
dijola verdad, porque la Aduana de Zarate, única autoridad que 
podía intervenir no lo hizo, porque carecía de facultaos, ron 
arreglo al arrufo 5° de h l,y adicional. En cuanto á que pro- 
cedió por error del ostivador no ha sido más qu.. un subterfugio 
del capitán que le ha salido al demediar rat^úr^ode la citada 
pegona en Ja declaración de f-j * ;i ya invocada. 

Kl artículo 30 de las ordenanzas du Aduana consigna de una 
imuiPra expresa la prohibición de bajar á tierra ni trasbordar 
«■fi'clos pertenecientes al car-amento, acepto muestras, cuco- 
mien.Ia<, equipajes, etc.. mientras m, esté expedido ei uljje. 
l.l capitán hizo la desear-a de los bultos, infrin-iendo la di>- 
poHcion expresada con los individuos de Ja tripulación y peones 
de la fabricado Nelson, con prescindencia de las autoridades 
marítimas, p*i consiguiente, la operación realizada era fraudo- 
lenta bajo todo punta dé vista. 

Además oiartículo10á5delas mismas ordenanzas diceque se- 
ra considerado como fraude y por consiguiente materia de pena 
t"da falta de requisito, toda falsa declaración ó todo hecho que 
despachado en con lianza ó que «i pasara desapercibido produjera 
media renta de loque legítimamente se adeuda, 

el caso actual. 
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Ahora bien, el artículo ÍÍI8 establece que heehoads la natura- 
leza que nos ocupa deberán ser castigados con una multa igual al 
valor de las artículos descargado* trasbordados, sin perjuicio 
del comiso á que estarán sujetos esto* misinos artículos. 

Teniendo entóneos por cierta la líquiiacion de fuj* «vuelta 
correspondéis multa de peso* 1 171,20 m/n., que es el equiva- 
lente a r.ro de las mercaderías al Upo de pesos ore y con 
arreglo á la tarifa de avalúa ti, aquella época. 

LVru el - apilan i". Tíai-htan-h Waster no ha re-resado mus, 
al paísv al pedido de. ?. S. al señar Prefecto marítimo para que 
ordenara la detección do esa persona cuando arribara á los 
puertos de ta lícpúbliia. maní (¡esta á foja il) que segundeclara- 
HonuM actual capitán •!<•) HighaiuLassió*, Juanlííng, el señor 

Haiglicangli Wa-tcr de.sembareó en v\ puerto de Liverpool, 
di* nielo que »u *er;i [losihlf e d»rar el importo de !a multa. 

i''*r.> en cambio está la lirma do Nelsony O, responsable s"di- 
dariEníenté dél hecho de quij setrata t .por ser el agente del rjttíoj 
y ávetio d»* la carga que traía para su establecimiento de carnes 
conservadas y en quien V. s. debe liaeer efectiva la multa ahí- 
lela. 

KlGerente 4e Kelsoñ y ('■, ha declarado ¡í f-j i 57 que un ha 
existido ei'htrabando uiánimi de defraudar al li*C0; como fam- 
bieu qiK- li> miTcadrría^ ¡iludida*, estaban libros del pago dü 
derechos, peto las constancias de autos demuestran lo contraríe,, 
por tam djgna de fe que sea esa Afirmación. 

Por in expuesto, pido a* V. s. que dejando o salvo la< acciones 
que me mudan competir Centrad capitán <". Hai-h an-h Wa- 
ter, ,irva coníirmar la r- solución de I;; Dirección General de 
Rentas de fecha 10 de Junio .1.- IXíH. ,„.. dudara caídas en 
r-ptuisn ,i- iu(- rea derlas en cue*tioiii impone uua multa cquiva- 
eiite a su valor y en to»s*euerieÍa intimar á Don líorthe ílntd- 
smith, gerente déla razón sorda] Nelsony C\ domiciliado en h 
calle San Martín número I8IÍ, de la Capital déla Nación, el pa--- 
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dentro del tercero df t de la suma de pesos 117V>0 m n, de- 
hiendo d nuudamient.i d<> ejecución ser dili^oncía io por inter- 
medio del señor Juez Federal eu turno do aquel territorio, e 
ingresada esa cantidad al tesoro de ta Nación, con costas. 

íí. ti. Vieyr®, 



I alio ttcl Jurz I «Mlerttl 



la Plata, M.iyo ¿ de JníU. 

Traslado i los señorea geUoit y C\ <í quienes se intimará 
constituyan domicilio legal en esta ciudad, librándose oxborto 
al señor Jiip; Federal de la Capital para ia notificación. 



vista \m. sE.\ott pnocuiunon geseiui 

Bueno- Air-v m,i vo ÍX mu. 

Sttjtnttiu C&rle: 

La providencia que manda dar traslado en una petición que no 
sr apoya en instrumento ejecutivo, pues no puede llamarse tai 
la resolución de foja 7 vuelta, que no está ejecutoriada y si en 
tela de juicio, >o decide artículo ni causa gravamen irreparable, 
ni es por confuiente apelable, según el artículo .Vil del Codito 
il: Procedimiento «-n Jo í'iiminal. 

Opino por ello qu- el recurro de foja 02 debe declararse inde- 
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Indamente otorgado, devoWíéadpeetl conseciioueia los autos al 
Juzgado de que proceden. 

Suhtnifiuo kii'i\ 



l-'nllo ln *itprfnin Corle 

Bueno* Aires, Julia 20 <!•• IK-C). 

Vistos: Su hiiljit'ntlose presentado por et Procurador Kise U 
documento alguno que traiga aparejada ejecución y de fonfor- 
tnidad á lo dictaminado por el señor Procurador General se con- 
tinua el auto apelado de foja sesenta y una. y devuélvanse. 

I»K>UMIS PAZ. — IJ IS V. YA ti El. A.— 
Alli'.l, IIAXaN. — OCTAVIO hlNi,fc\ 
—JIJAS E. 10 Hll KM . 
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C'Al'K.t f < vi 



//. fUm Vieimi cüMea ta pmmnch >t>> Sunta-fi*, }m ¿tir* ,/ P 
un iittcumwiiu >) (a úrdem wbw mnpetémki. 



Saman*,. — VA eudosatari-. <| c uu.i letra ¡í l.i órien tiene 
fuero propio y no el del ettflos&nte. 



i'ftUo di- In Nupremn torlr 



fttiejios Air-í Jniio ¿h da lfc'ici, 

Vísfc&S en el acii.-r-io: Tratándose de un ducum* -nio ,i la „ r _ 
den, transmitido p*-r vj\i debido,,», y no sic.idn por tmito aplícii- 
hhla disposición del ifiitaU oche «V la ley aobru Jurisdicción 
de ¡os Tribunal Naei-uiak* de catorce Je Setiembre do mil 
ochocientos secuta y tres, com-, lo i teñe resuelto en diversos 
casus esta Suprema Corte, se resuelve no hacer lugar al inci- 
dente de incompetencia deducido por el rqm-entaute do ia 
provincia de Santa-F.'. en su escrito de foja veinte y síéte, y 
corran los autos según su estado. 



IIENJAMIN f',\/.. — I.I IS V. V.UÍKU. 

ABEL HV/..\x. - OCTAVIO Itl XCE. 
■HAN E. lOltliLNT. 



CAI S i C« Vil 



El Ha uro Nacional anitni ih Tmfaro Hrasi/i y otros, ¡mr 
defraudación; sobre honorarias da peritos. 



SumarÚK — Es apela lie el aut<» que O ja el honorario de pe- 
ritos. 



Callo «le la fluprrmn Corle 

buenos Airen, Julio 2© de Í88& 

Vistos en el acuerdo : < .nsideruwlo que la resolución apela- 
da per la parte del Banco no es reparable per la sentencia deli- 
nitira. 

<t lie conforme al artículo segundo do la ley de arancel de 
veinte y seis de Agesto de mil ochocientos sesenta y tres, y á la 
jurisprudencia establecida por esta Suprema Corte, la inapela- 
bilidad de las resoluciones delJmz de la causa en materia de 
honorarios, sólo tiene lugar cuando se trata de los que se deban 
á abogados, procuradores y contadores y no en los demás ca- 
sos; no procediendo ella en consecuencia cusindo es cuestión de 
honorarios de peritos. 
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Por esto se declara mal denegado el recurso interpuesto y 
se le concede en relación. 

Líbrese oficio ai Juez de Secciuti para que U haga saber a 
las partes y remita las actuaciones relativa-? al incidente de que 
se trata. I! opóngase .-] papil. 



HKUAMI» PAZ.— l,Cls V. VAliKLA.— 
AMl RAZAN. OCTAVIO IIHCE, 
—JCA» E. TflllllKYr. 



* AtSA CCVI11 ( I i 



tían Dam toval omtrn ti .Uitumu IW«/ t wAn» mnuttieacintt 

iir mi terreno. 



Summ i» . — So probado el dominio en la acción n-i vindica- 
toria, proce«le la absolución del demandado. 



(1) So Ihibíocda podido r^oluT^- asta cnusa por haber cambiado el 
personal de l.i Supremn Corla, fu» visto aitóVamunte cu 38 Je l'.-hr.-ro de 
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Caso, — Lü indica ti 



lililí» ilrl Juez. IVileriil 

Sun ttiis. Novíüitibfe ti ima. 

V ri-to* : el uicio rei vindicatoria f rouwvido por I>on Darío 
David, extranjero, contra D. AiifconiG Vidal, argentino, del que 
resulta lo siguiente : 

Kn el mes de lebrero IHOí el señor David se presentó á 
este Juzgado de criou entablando demanda ordinaria dé WBÍ- 
viudicaeiou contra el señor Vi -tul y otros, sobre un campo si- 
tuado en el segando departamento do la Provincia, partido del 
I¡o>ario, con frente al rio de este nombre, expresando en ella que 
al ir á tomar la posesión se encontró coa que todo el terreno 
taba pod ido, á su juicio ilegalé indebidamente por Don Antonio 
Vidal y los sucesores de Don Camilo Gauaza, los cuales se nie- 
gan á reconocer sus derechos y hacerle entrega de su propiedad, 
y la tunda en los documentos tosLimouiad>>s de foja 10. 

Corrido tra-tado Je esta'demanda v eon<n tada al señor Vidal 

■ * 

con pnscindeucia de los sucesores de (¡annza, que por so pa: te 
han litigado con el mismo señor David en inicio separado, — 
aquel la contesta y se opone en ella pidiendo sea desestimada 
con costas por las consideraciones que su- aducen en el escrito 
rcspeelivo y en vista de los títulos que acompaña (f. 17 á MI |, 
con los que asetvr i justificar .-er propietario y poseedor del t»- 
rreno que id demandante intenta reivindicar en la porción que 
se relien' al demandado. 

Abierta la causa á pnieba. ambas partes han producido las 
que expresa el certificado del actuario de foja 107 vuelta; reptil- 
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ta nd o del examen de la del ¡ictor y de los documentos presen- 
tados cotí la demanda los hechos siguientes: 

1" IW el testamento trunco de foja i",— en el cual no ligura 
el nombre del otorgante y que el Kscribaue que expide la copia 
dice en su informe de foja 5i que aparece como de Don Roque 
Escudero,— *-t testador declara entre otros bienes suyos la parte 
que- le puede tucar de este terreno en la estancia nombrada del 
Rosan... por estar iudtvidisa, que la supone donde está poblada, 
é instituye por únicos y universal** hender ■■> á lton Antonio 
Escudero, 11 quien reconoce por hijo, y Andrés Oroseoy Andrés 
Kseudero en atención ¡i los servicios que <Mo* le batí pregado, 
y lleva ta fecha (leí mes de Setiembre de. 1790. 

"1 Lu el inventario hecho i-u 17Ü2 de los bienes quedados 
por fallecimiento de Don tiuque Kseadero, á peti>'ion de Don 
■loan tásales, e>poso de su hija Agustina Escudero, y división 
de los bienes entre la viuda Míiría de las Siem Toledo y dos 
hen deros más, no se designa ningún inmueble, 

.i La venta hecha en 1801 por Don Antonio Escudero á Don 
.luán I ¡on i lacio (¿u roya do la acción y derecho (ine dice aquel 
tener por parte de su padre U,n Ramón Kscudero (deh erro } 
del Üosariu, con más «na cusa, huerta y corrales sin determinar 
ubicación, úrea, ni linderos. 

í-> <*upia de la cláusula 7' del testamento de IWia María 
Concordia (íuiro-a, por lu que declara como bienes suyos una 
estancia en las costas del río Rosario, á la parte del poniente de 
la cual hace donación á su ahijado Pedro Celestino QnifQgft. 

5' La información sumaria de testigos producida en Julio de 
1KXO ante el Juzgado <¡vil de esta ciudad por Don Amancio 
Qjrdoñcz, comu apoderado «le Don IV tro < 'destino ^uirog i con 
el objeto de determinar et tugar donde vivió y tuvo sus nasas 
y posesiones Don Antonio Kseitdero en el partido y estancia del 
Rosario. 

lí 1 Lu renta otorgada en el mes de Agosto de 1880 por el 
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mismo Ordoñez en presencia de Quiroga á favor de Don D :i rio 
David, de todo el terreno, ad corpus, que su poderdante tiene en 
el rio del llosario ó Toma, y que le corresponde por donación 
que en testamento le hiz» Doña María Concordia do Quiroga, 
cuyos linderos y extensión iiosemaniüesta, diccel vendedor, por 
no estar deslindado, lo cual queda á cargo del comprador ¡i 
quien couiiere la facultad para tomar la poción y hacer desa- 

todo ó parte del mencionado terreno. 

7* Kxainimhlo el testigo Don Germán A vé Lallemnnt al tenor 
del interrogatorio de foja 01 declaró: Que á solicitud del señar 
David, él midió el campo que fui de IK»n Antonio Kseudero, si- 
mado snure la inárgen derecha del río del Eosario, no recor- 
dando si lo hizo por t'irden judicial ni si la operación fué olieial- 
menle aprobada, ni tarujun? t si ron arralo á los títulos que al 
practicarla presentó el señor Vidal resultaba encontrarse esta- 
blecido dentro de la propiedad del señor David ; pero que si re- 
cuerda que de las dos fracciones de campo rjiie allí tiene el de- 
mandado, una quedó completamente dentro del demandante y 
la otra fuera, ó bien encerrada p^r la mensura en parte muy 
pequeña, y que las taperas y vestidos de la población de Don 
Antonio Escudero se hallan al Sud de la cañada de la Visca- 
chera, á inmediaciones de la niárgen derecha del río del «osa- 
no ó de la Toma; y 

8' Contestando al interrogatorio de foja 00 los testigos 
Don Filemun Morillo y Doña Cristina Torres dicen : que Doña 
Silvestre Orosco vivió en la .Cañarla Honda» ignoran el 
tiempo, y que después de la muerte de su marido se trasladó 
al campo del señor Vidal, sin recordar la época en que tuvo 
logároste cambio de domicilio, agregando el primero haber oído 
á aquella señora que había peseíd,. t se < ampo con títulos de 
propiedad, perú que él no lo sabe. 

Dü la presentada y rendida por el demandado al contestar la 
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d manda y Jurante el término probatorio, «p* b siguiollte . 

' Dos hyuelas testimoniad^ ambas de fecha 26 de Ahril 
*« 188o, perte.iici.nte la primera ú loa hm.Ieros de Don Ron,,, 
deudor,) y U s , gümia ¿ lo- dt , ^ ^ ^ . 

í,Ut ' Cí,Ja 111111 th " llíl * «'nipron.lu veinte y dus cuadra, de tierras 
en a c Cañada de la Viscacha Muerta >, con la ubicación r lí- 
inites mi determinados. 
2" Las compras de al-uiios Mes d( . , mociones j, ,„„,,„ 

loijLJ sim.r % i-laJ lu liuchui varias persona- 
entro «trM ú l) f,„ 8ik«l« y á 1^ RW do Oros*,, considera! 
■los propietarios v postores, 5ÍttlaiIrls ,.„ „ , ienomin4á(lj 
ganada de ta V iscacha Muerta partid,, del Iberio sobre | a 
"lera derecha d„l río U mimo „„, lll)re: , llc0lUnindüs<! ,, 

testnuonu, de fojas 21 á 20 la mensura, nos terrenos del 

«ñor \ ,dat, practicada a solicitad suya en ÍS77. con asilencia 
y conformidad de los colindantes, y aprobada judicialmente el 
m.sn.0 an»,-de cuya área total, «educiendo tres frac i, ne« 

"na de Don Camilo 0, utra „,„, ^ Ar¡a , |a 

tercera de Dona Iiosaru, Vidal, han quedado para Don Antonio 

•nmln ochenta y una cuadras y M.SI7 varas cuadradas, siendo 
loa hnutes m™*»»». „„ r „ Sntlv> . m ^ f] ^ ^ ^ 

maza y Doña Teodora Kscudoro y por el 
señora. 

* IJt ' rusentados por el <Ieu.a;,dado v e.sa- 
al interrogatorio de foja 5I¡, la mayor parte 
nte deponen: Que Uoña Silvcstra Oroaoo v 
s„ mando Don f;er6„iu,o Peralta han p,«eido los terrees fir- 
mados . Lañada de la Viscacha Muerta., ó del líosario, hov de 

¡'.'"V , , "°" A " , "" ¡ " VlJ » 1 - -..teniend., dicha posesión I 
t.tu o d, dueños por mis de treinta años; q, le |„. „ 1¡smos [t , rr ,.. 

«os fueron medidos m l, „ j uan Francisco Ortú en 1 85* v 

Mué e„ de U división nue entonce., se hi z „, correspond » 

i Dona >,,lvestra la fracción decampo donde habla vivido, con- 
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Ü munido en ella hasta que la vendí* al señor Vidal, quien posee 
actualmente ese terreno i titulo de propietario y bajo el nombre 
de v Cañada di] Rosario»; que ademas de esta fracción obtuvo 
el señor Vidal otra en el mis-no luga?, por venta que le hizo Don 
Plácido Orozco, habiéndola? éste cu m prado a su vezásn tía Doña 
Sihvstrn : y que hurí oído decíí que esos terrenos |H'rteoeeí¡ni :í 
los a-1't-ndient' sde esta última. 

Rstas de]iosif!Íune-. se hallan en parte corroborada* por la 
'■unú-iuij jurada del demandante, ei cual al sel interrogado al 
tenor d<- las posiciones -le tuja 112. expu.o: que conoció á Doña 
Sil vost ra Uru7.ro, ti viendo (sin expresar época } unas es un la 
. Cañada Honda • y otras veres en ta de la « Viscacha Muerta' 
y otros puntos próximos á esos lugares, habiendo nido decir á ta 
afán* señora haber ella podido la última í'añada á título de 
dlieiiil, puro que él lo ignora; y que lamhbn «le oída- >abe que 
*» la mencionada mensura en IH5.">. así como qui>i>; señor 
Vidal compró las dos fracciones de que se ha hablado ya ñ Doña 
Silv.-stru y Don Placido Ornzeo. 
Teniendu en vista tales antecedentes y cnnsidernndu : 
1 <¿ue ¡uiii ciando pm- el auto de foja 34 vuelta so dispuso 
que ambas partes litigantes acreditaran la verdad de sus res- 
pectivas aseveración, s, es de obligación pi ¡mordía! é ineludible 
del actor producir esa cumprobacion, cuntido, eomo sucede eu 
-■I Ca&O sitf,-jml tfr . los hechos fundamentales de la demanda lian 
*ido negados por el rfO (artículo ¿523. Código ('¡vil; Ley 2', 
titulo I t. Partida^ 1 ). Esta ley empieza: líenla cierta ib- de- 
recho es, que la parte que niega alguna cosa en juicio, non es 
temida dé ta probar, etc.», lis un prim ¡pe- umversalmente 
admitido que al actor incumbe la prueba de los hechos altrmados 
por él, cuando i*0 han sido reconocidos por el demandado. 

S* Qíieel sefmr David ha entablado ésta demanda, , n virtud 
del derecho de propiedad que dice pertteo'cerh' sobre el inmueble 
poseído por e! demandado ; y para demostrarlo presentó con 
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ja. . . á foja . . produciendo al propio 
ttempo la prueba instrumental y alirmativa de que ae ha hecho 
mención y consta de untos. 

3" Que el fundamento, ó mejor dicho el objeto, (Ta la acción 
reivindicatoría, es. en primer termino, el reconocimiento judi- 
cial rfeí dererjio do dominio m alega el que la deduce,— y en 
segundo, la justificación de haber el propinarlo perdido lapo- 
seaion du la cosa eu^tiouarf,.,-,»* cuya mjmn 5a reclama 
'lo a ;uej en cuyo poder se encuentra, demandándole s « restitu- 
ción (articulo 27,V<, Código r i vil), 

■i" Cnir esto sentado, dos Km las iíuestÍotJ6B ó puntos princi- 
pales s-bre |.« qm- ha de recaer i-I pronunciamiento judicial 
por lo W n^eela á la acción dedurida. á *aber, el derecho de 
propiedad ,,ue el rnviudie «ate se atribuye en el tef,W»»^ife. 
tado, y mi poción ó la del causante, anteriora | a que actaaí. 
mente tiene el ilema miado sobre t i mismo. Kn enante al pri- 
mero, !a prueba del actor es hwjfou par, su intento, pues aún 
admitido que t i tutaniento incompleto de (.ja i7 i ,j„ valor 
aljíuiio, talcmikMÚ) pertenezca á |i mi lí, im ,,„ \;<nul r ... .-..ino 
ei lo sostiene, que sea tú I ido y que s, hubiera también compro- 
bado que los derechos del otorgante se encuentran legalmente 
transferidos á sus sucesor^ basta llon lVdro r. ^miro-a, c\te 
"■MH^i-najenarul señor Lhvi ! sin, la parte indivisa que te 
pud.era tocar en el terreno^ lactancia nombrada del ¡jta* 
no, que es lo que. -misiona el test .mentó mismo { /,hs 
/^as^7 f /i.v/ í 7re / ^íe.v/ lV( , í n/ í ^r-/ / , £ V/; artículo ;137U, ('¿digo 
( 'ivil ). subordinada dkba porción al resultado de | a división 
'Iclinitiva del total, scjrnne.vpre^m.iitc lo, fableee el Código 
CiviJ en el titulo . Del Condominio o. -y uoexiste constancia en 
autos de Haberse ella cecinado mtré los copropietarios, si bien 
asewa el demandante .Mar lo , has y archivada, las ,p,,aei - 
aes de ..iven.arioyparfrion judicial de Jos bienes del finado 
Escudero. La omisión de la ubicación lija, superficie, rumb,s y 
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linderos del inmueble,— circunstancias todas esenciales é indis- 
pensables jiara Ja determinación de los bienes de esta clase, — (o 
mismo fine la ausencia de documentos habilitaos ó de títulos 
constitutivos del dominio privado, expedidos por autoridad com- 
petente, en la furnia y cun los requisitos establecidos por las 
téyes, punen de manifiesto la carencia del tilo Jo de propiedad 
en favor del redamante sobre el enmpu qm- rehindieu. 

El derecho real del dominio no lo puede crear jamás la sóla 
voluntad del particular, la ahrumcion aislada del que dice per- 
lenecerle, como acontece en i ate * aso, por nuís antiguos que sean 
los hechos ú que ella se refiera ; así es qiu\ desde el testador 
señor l-scudcro en 171)0, hasta el en ajenante del señor David en 
>e>> venido repitiendo correspoimVr)e> una parte Ú acción 
en el terreno ñ Kstanciu del liosariu, pero sin demostrar p--r 
í !" 1 ' C!il,sa y l lf >r l íl ul «i. — No teniendo entonces, cd actor de- 
recho di 1 poseer al iniciar esta demanda no procede tampoco la 
reivindicación fartícul.r 277i. Código Civil). 

5" (Jne por lu que hace al segundo punto indicado en el cons. - 
demudo precedente,, de la propia confesión del di-mandante y d<- 
la prueba producida por parte del demandado, se c¡m>-t:tta que 
»Vte tiene la posesión del terreno denominado * Cuñada de la Vis- 
cacha Muerta - del Rosario, y que ella es anterior á la transfe- 
rencia que en 1880 hizo llon Pedro C. Quirogaa favor de aquel, 
>egun desprendí- d>- la escritura respectiva y sin oponérsele 
las taclias de ser violenta, clandestina ó viciosa de cualquier otro 
mudo.- Don Antonio Vidal en su calidad de sucesor singular de 
Don Silvestre Orozcoy demú.* peleonas á quienes compró desde 
1873 adelante las diversa- fracciones de que se ha lu cho rela- 
ción ha continuad» la posesión que ellas tenían y que seguí) el 
testimonio más rontestt; de los testigos, la de la primera data 
de 30 años atrás, á título de propietario. Debe legalmente pie- 
-muirse, adenúv que - 1 demandado entró <-u \¿ posesión 'I- sus 
causantes desde la fecha de los respectivos instrumentos, ó si 
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se quiere, desde que hizo practiear.el deslinde en 1877 que es 
mi acto posesorio ( artículos 2380 j 2381 ). Por el contrario 
desde el ano 1 790, en que el testador declara como suya la parte 
que le pueda tocar del terrea en la Estancia nombrada, el Hío 
del «osarlo, hasta 18*0, época de la compra del señor Jíavid, 
no hav prueba algunade que por tos antecesores de este último' 
>o hullera poseído, en la acepción jurídica de este concepto, el 
mencionado canipo, á pesar dfl haberse procurado determinar 
por me.Üode la deposición de los testigos señores Hilario Escu- 
dero, Victnrio Alfonso y Germán Ave Lallemant, ei punto donde 
vivió y tuvo sus poblaciones Don Antonio Escudero en la Estan- 
cia del líosario. 

tjue el demandado, por su parte, cou las informaciones v 
documentos producidos, 1.a podido evidenciar su pertenencia y 
posesión poreierto número de años sobre el campo que se le ¡lie- 
l"'ta,-y esto solo abona su déreííao, poniéndolo á cubierto del 
presente reclamo, según el tenor del artículo t>78í), Código Civil, 
-desde que queda vMo que ni el demandante ni sus predece- 
sores han tenido el dominio ni la posesión del terreno, habién- 
dose por lo tanto promovido este litigio sin razón justificada. 

7" (¿ue uo habiendo el actor detenniimdn con la necesaria pre- 
cisión cuál sea la propiedad qin- con arreglo d sus títulos le cor- 
responden! la porción de la misma une pretende reivindicar, 
omp lo disponen las leyes 15 y 25, ¡ftulo2 , partida 3\ y ley Í\ 
título 3", libro M, Novísima líeeopílacion, yol artículo 57 de la 
Ley Nacional de Procedimientos, estableciendo que las deman- 
das se pongan en términos claros y positivos señalándose con 
toda exactitud la cosa demandada, de una manera cierta é ine- 
quívoca, el Juzgado está en el deber de resolver la cuestión en 
las bases con que se ha propuesto, tal cual ha sido entablada y 
admitida y teniendo también en cuenta la respectiva condición 
de las partes en el jub io. 

Por estas consideraciones y las concordantes que contiene el 
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al« gato de foja 114, no ha Uigar con costas, á lu acción dedu- 
cida por el señor David, por haberse entablado sin den dio ni 
justa causa, y de conformidad con ¡o dispuesto por las leves 30, 
título 2, y 8-, título 22, partida 3% declarándose en su conse- 
cuencia absueltu de ella al demandado señor Vidal. Xotifíquese 
c-.ni el original, repónganse I-s sello* y archívese. 



tullo itr In H U |irea«in < orle 



ÜJn fio* Ain-*. JiiÜm í-J dt- Imi.í. 

Vistos y considerand.. : (¿tie ti demandante ha probado el 
derecho que se atribuye sobre ios t< .Trenos poseídos por el de- 
mandado. 

Que cualquiera que -ea en consecuencia la importancia de los 
títulos presentados por el demandad.., averiguado como está que 
éste tiene la posesión de la t.»a, tanto por el Whu de la deman- 
da misma quelu implica, coim. por el mérito de tas pruebas pro- 
ducidas, la absolución es pme. dent« con arreglo á derecho (hoy 
veintiocho, título veinte, Partida tercera, y articulóos mil tres- 
cientos sesenta y tres, ( ¿digo Civil». 

Por esto y por sus fundamentos concordantes Sti confirma con 
costas la sentencia apelada de foja ciento treinta y dos. líe- 
puestos los sello*, devuélvanse. 

BESJAMIS l'AZ, I I |S V. VARELA.— 
AREL l¡A/A>. — OCTAVIO IIITiGE, 
— Jt A> E. TORRES I. 
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C AUSA 4 « IX 



Uamd Pinto contra H. üárlm Uowmitx, ¡me interdicto 
pwsorio; sohrr competencia. 



8twam t - 1 lx acción fundada sobre ta turbación f^ie t¿- 
sulte haberse efectuado sin la ¡mención de hacerse ponedor, 
delic juzgarse cuno aceinu de i n-I emulación d- dj¡i..< y ,-,.rre<- 
mt* A no al Cuero federal por razón de las personas, seauu sea 
el importe de estos. 

2 U ley de 3 de Seticmfe*.dc l«78 limitan*» lajarkdl»- 
c.on federal por razón de pegonas, según la cuantía d,I pleito 
nu es inconstitucional. 



i'itstt.— Lo indica i>l 



tullo üfl J, l(7 Fnlei-iil 



Qtoüolja, -I uno 1 ie m%. 

Autos y visto,; iosscguiaóa por d señor (.Virios M Varvaia 
como apoderado del señor Mauu-I Pinto, rontra I»ou Carlos 
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Moureaux, sobre interdicto de retener la posesión, pidiendo 
ser amparado en la posesión de que lm sídu turbado, se manden 
restablecer il costa del demandado las obras destruidas y In- 
flónos y perjuicios causados 'Cita art. 24% del Código Civil ). 
Convocados ú una audiencia, el demandante reitera su pedido, 
agregando que su interdicto de retener so juzgará nomo acción 
de despojo, de conformidad al artículo 3438, Código Civil, t 
declaro á solicitud del demandado, que los daños materiales no 
pueden exceder de cincuenta pesos. Alegando el demandado, 
deduce como una excepción la incompetencia del Ju/gado por 
razón de la cuestión del pleito; se opon" al cambio de acción, 
<[iie n tiende que el demandante ha veriíicudo ; sostiene que el 
señor Pinto es un mero tenedor precario del inmueble en cues- 
tión, y que carece, en consecuencia, de la acción deducida, y 
que el señor Mouroaux no ha tenido ánfnio de alterar la pose- 
sión del señor Fintu, ni excluirlo en la que, por cualquier dere- 
cho, pudiera tener. A mí vez el demandante sostiene la compe- 
tencia del Juzgado, pidiendo se declare inconstitucional la ley 
que ha sacado de la jurisdicción Federal, por razón de la cuan- 
tía, los pleitos entre extranjeros, como lo prescribe nuestra 
Constitución Nacional. Que el daño causado no debía apreciarse 
sólo por los desperfectos materiales, pues el amparo y respeto 
que principalmente había motivado esta demanda, paTa su 
posesión, no podía estimarse en dinero. El señor Moureaux 
absuelve porciones y reconoce el documento de foja... a soli- 
citud del demandante. Convocados nuevamente á una audiencia 
¡i los objetos que se expresan en el proveído de foja... vuelta, 
los interesados alegan y fundan sus defensas en las razones que 
ae expresan de foja... ;i foja... de estos autos; y considerando : 

i" Que se ha deducido la exc -pcion de incompetencia para 
resolverla con lo principal, foja.., 

2 o Que el reconocimiento de la parte de Pinto bocho á foja 21 , 
deqin- no tiene tu ¡mes ion del inmueble en cuestión ñ ijue rs 
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ttófo un pweeihr precario, viene ú producir lu incompetencia de 
este Juzgado para conocer en esta cans í, si ella no constara ya 
de la prueba rendida : 1 1 Porque cuando la obra nueoa se prac- 
tica en tórrenos aue no xon ilcf ftostwhr, sean de la clase que 
fueren, la acctui se juzga como de manutención r no de </es- 
pttjo ( art.2409); 2" Porque cuando el acto de la turbación no 
tiei: por objeto hacerse poseedor, la acción <bbe juzgarse como 
indínniliancíon de daños y no cumo acción posesoria Hrt. 2l07i ; 
■ í fju- - juzgándose como indemnización ile daño hay que aten- 
derá la cuantía de la cans í, i|tie >■! demandante lia reconocido, 
á foja 6, ser menor, y en tal caso el infranscripto es incompe- 
tente para conocer en e*ta causa, 

3" Quede la prueba ptodaeida resulta» qne el acto practi- 
cado pur M-junaux, ni ha tenido el propósito de hacerse po- 
seedor en todo m en parte del inmm ble, i|e que Pinto es tem-dor, 
ni él ha producido de hecho exclusión alguna de su tenencia, 
y en el acto de la tu, •hartón •*« necear i.« ouc t^nga por íin e.r- 
rtuir absolutamente al poseedor, para que la acción pueda ser 
juzgada como despojo ^artículo 2ÍÍÍ7 i diado; nota 63 de Segovia 
al artículo 214^ de su obra). 

i Que la ley de 3 de Setiembre del año 78, limitando la 
competencia de los .Jueces de Sección al mínimun de 500 pesos 
fuertes, uo es ¡ueoiHtiluci.uial, porrjue ello importa sólo una 
reglamentación de la disposición constitucional del artículo 10) 
que ha podido nacerse por ley; pues la Constitución Nacional 
no lia dicho que esta jurisdicción es c.irtusim, como lo lia dicho 
en el 101, á la Suprema Corte en estos casos: porque, dado 
los pequeños inte re** en litLno no comprometen los fines de la 
justicia federal, antes bien facilitan la administración de jus- 
ticia en favor del extranjero, como lo-diccel Procurador Costa : 
porque asilo ha declarado la Corte en sus fallos, tomo 0", sí- 
ríe 3«, pügina :t07. 

Y omitiéndose otras consideraciones, se resuelve: declararse 
i. ni o 
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incompetente el itifrauscríplo para el conocí miento do esta eausn, 
en razón de su cuantía, enn costa?: hágase sabor con el original, 
repónganselos sellos y en oportunidad arcliív^e. 

V. Mttjnun (iaciittti, 

VISTA DEL StÑOJL PBÜCt ltAiKIll CESEltAL 

Stijtrrmtt C&rtei 

Contra el auto de foja ve¡nte y seis se Uan interpuesto los 
recursos <J< nulidad y apelación, sin expresar otra cuma del re- 
curso que la de ser gravosa la sentencia. 

Esta no es Causa de nulidad, y ninguna otra legal deriva 
de las constancias de autos. 

Encontrando ajustados á derecho los fundamentos del auto 
recurrid", pidu a V. E. se sirva no liftefegi lugar á ¡a nulidad 
infundada y continuar aqu- i j»r -in fundament"-. 

Al devolver los autos .].- S u proc >dcnct* f V. E. debería llamar 
la atención del Juzgado sobre las estunipíllas usadas siu i»nti- 
Hzar t s"iire la* reposiciones con tiras de sellos en vez dr foja- 
íntegras y »ulnv la falta de repusící-n algunos sellos, á luí 
de oue dicte las medidas cgndu.eutes á evitar las úVfrumiat ¡unes 
¡i que esas omisiones pueden dar lugar. 

Falle fie I» *ii|»i-ettin Curie 



líiienoa vires, Julio ti do l*u. 
Vi>tos: conformidad e-.n !o expuesto y pedido por el 
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señor Procurador Ccnerai á foja eunrenta y dos, se declara no 
haber lugar ai recurso de nulidad:; y e,msidcrando en cnanto 
al de apelación : 

Pmmmi <jue el demandado no ha atribuido, ni atribuye 
derecho alguno posesorio sobre la cosa fine ha ocupado y ocupa 
el demandante. 

Segundo: Que la turbación de la posesión no auturiza la ac- 
ción posesoria de manutención, sinó cuandu el autor del hecho 
lo ha ejecutado cnri 1¡J intención de poseer (articulo dos mil 
cuatrocientos .reventa y seis, t o lb¿u Civil), debiendo, eneasode 
no existir esa intención, juzgarse la acción como de indemniza* 
cion de daño (artículo dos mil cuatrocientos noventa y siete). 

Tercero: Que, según re.Milta d-- auto-, el valor material del 
daño acusado al demandante, ronfonue á la propia estimación 
de éste t sólo asciende á la cantidad de cineuenta pesos, toqtte hace 
que, por razón de la cuantía, la cansa no sea de la competencia 
de la Justicia Federal que, u> el ea- ■, no procedería, sinó por 
la diferente nacionalidad d- las partes. 

Por esto, d<- acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General y por sus fundamentos eonctirdant mí continua e*>u 
co.>tas la sentencia apelada de fnj t veinte y seis, liaeiéndosi* al 
Juez ü tftto la prevención indicada por el -efmr Procurador 
General en el último párrafo d*< su vista de foja en atenta y dos. 

■ UNJAME PAZ.-- I 11- V. VAHEl.A. 
-AURI. IHZAV — OCTAVIO 
BUSCE.— Jt'AS E, TOnRE.YT. 
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(¡enasto ./, frtez contra //. Pééro Etchewr'm : sobre uh ra nuera 



Sumario. ^h-á clausura de un camino que menoscaba la po- 
sesión J. l demandante, en los terrenos servido* por dicho ca- 
mino, autoriza lo acción insoria ' del artículo 2iílí), Código 
Cifíl, aunque se trate de un camino público *> municipal. 



('aso. — Lo indica ei 



t itilo -leí Juez Federal 

Ln HaU. \h\yo 7 de 

Y vistus : Los seguidos por don Gervasio J. Paez contra don 
iVdro Echeverría sobre ¡nterduto de recobrar la posesión de un 
tern-no de su propiedad, tu que a.bri.i una calle de circunvalación 
para el servicio de una Colonia ú Centro Agrícola. 

Itesultando: i 3 Que el mencionado Paez es concesionario del 
Centro Agrícola «Cíen eral Paez», ubicado en el partido de 
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ChascomÚs, habiendo ya realizado la venta (Libro du calles) de 
distintas concesiones, st-iin el plano aprobado por el Poder 
Ejecutivo de la Provincia (véase foja 32). 

& Que don Pedro I-Urbe verría adquirió una de esas conce- 
siones t'ii octubre de 18SÜ, designada bajo el número 33, que 
tiene por límite en uno de sus costados el camino llamado de 
circunvalación, q uc sirve de comunicación general pan todas 
las demos concesiones que forman la Colonia. 

3 a Que por el 15 de Huero, poco más órnenos, ul dicho Etche- 
verría cerro con cerco de alambrado el camino general en l.i 
extensión comprendida por su concesión, sin explicar la causa 
porqué l.i hacía, pues en dos añ«s (JU e hace posee <-.-a chacra, 
siempre había respetado el camino como los demás concesiona- 
rios. 

t u Que reclamando de Etcheverría, por medio de un repre- 
sentante, como se ha explicado después. H „ /,/;„ < ;íi su al- un-, 
manift stando que resistiría hasta con la fuerza si se trataba de 
levantar e! cerco que había puesto. 

5 o Que don Gervasio .1. Paez ^ hasta la fecha el propietario 
del Centro Agríenla unmímiado, hiendo los demás eoncesiona- 
rius, simples poseedores, hasta tanto lleneu las condiciones que 
la lev exige para hacerlos propietarios ; resulta que ha sido pri- 
vado de la posesión de ese camino dentro de su misma propie- 
dad por don Pedro Etcheverría. 

H" Que en consecuencia se encuentran reunidos todos los ele- 
mentos que la ley exige para establecer el interdicto de recobrar 
lá posesión, y asi lo deduce invocando la acción que ha fim- 

dado. 

7" (Jue en consecuencia y de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 328 de la ley de procedimientos de 18(33, deduce el in- 
terdicto de recobrar la posesión contra don Pedro Etcheverría. 
para que devuelva la posesión de la parte de camino que inde 
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8° Q«e con feelia 3 de Febrero del tifio corriente, se declaró 
competente el Juzgado para conocer en el juicio on vista de Jo 
distinta vecindad de las partes y con arreglo á lo mandado por 
el articulo 333 déla mencionada ley de Procedimientos, señaló 
día para la efectividad 'leí Juicio verbal adjuntándose las copias 
del caso al demandado. 

tt" Que después de varias diligencias, tendi-ntes á notificar ;í 
don Pedro Kt che virria, el que sin embar.<! " ile revestir el ear;n - 
t'-r de lutcndenle Municipal de Chascomús y so protesto de que 
se ignoraba su domicilio y otras infundadas escusas, tuvo Iu«ar 
el juic io verbal td día í> de Mar/o ui que concurrid ron la> 
partes. 

ÍO" Que on el acto del comparendo, el doc tor J. M. liareía, 
con poder ba>i:iutede dtui Pedro EtcheviTría expuso- Sorecha- 
;. ira la di manda con Costas por ser improcedente, formando ar- 
ticulo previo con las siguientes < xeepi-ioiie- : 1" falta de perso- 
noria en e¡ actor; Ü¡" di fecto leyal en el mudo de proponer !a 
demanda ; y :¡' incmn petencia del Juzgado para conocer en *'U.i, 

11 ■ Qu.> las ev-ep'-ioiics «quieras las futida» la falta de 
personería en el actur, en el hecho de nu poder ser actual po- 
seedor, desde dos aftas á esta parí- . i|e¡ camino objeto del m- 
terdicto, por cuanta concedido el <Vntro Agrícola p<»r el Poder 
Kjecutivo do la Provincia y aprobados los planos, las calle.- ó 
caminos que 1 u cr tizan suu di l dominio público del listado, y 
por consiguiente los particulares sólo tienen el uso y goce de 
ellos : pero de manera alguna la posesión requerida por la lev- 
para dar lugar al tnierttiéta di* recobrar ó despojo. El deman- 
dante u lia podido posee) el camino de>de que confiesa que 
hace dos anos está abierto al servicio público; tue£fl no ha po- 
dido ser despojado, y por ende intentar la acción de su refe- 
rencia. 

12 Que la excepción d.-defect.» le jal en <d modo de proponer 
Indi-manda, ta funda m que no se presentan los hccüo> dividido- 
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por capítulos íiflttiíratioa, ni se menciona la ley sustantiva, in- 
vocándose tan sólo un artículo de la ley adjetiva. 

13' (¿ue ta i ncoin peleona ta funda en l..s hechos y conside- 
raciones legales siguientes : m i^ne se (lice tratar de un camino 
que atraviesa el Centro Agrícola : b \ (Juo los caminos situados 
en et territorio de ta t*raTtji<sia están sujetos á la jurisdicción nd~ 
minUtrativadr la mUma; e i (¿iw la Provincia tiene una b-y de 
crcos y caminos, i de Qfttufóe de I88ÍÍ, y en ella <e dispone 
yue fatramifins y r tfh's qi|.* atraviesan bis «Vntriw Agrícolas 
sonrio interés local ( féase articulo I i estundo sujetu> á la 
Jurisdicción municipal .. vea,e artículo 4i y fine los Jueces ile 
Paz de Partido <un c«Mti|»' t"tite [tara aplicar la ley y di mandas 
por indemní/acíun ; f/Hjoede 1> expuesto surge fjiie el si íior 
Paefi ha debido acudir unte el Juez de Paz del Partid", to qtie 
no lia bocho j que por consiguiente el Juzgado Federa I e* in- 
comp. tente para entender ea esta d- manda q?ie es del fuero 
exclusivo <le tus Juece- do Paz v del Ministerio de Obras pú- 
blicas ile la Provincia. 

1 í ijue mu cmbapju de las excepciones opuestas no tenía in- 
« :on veniente en declarar : I 4 * *¿uo su representado dun pettro 
i:tcheverría, tiene cerrado el caminó y Mo ¿retén al ocupante 
no dejarla abrir sin Orden de Juez competente; 2 (¿ue el móvil 
ipi- lo indujo ¿i «'errar el camino no lia sido otro que obligar á 
Paez ¡i cumplir con la ley de sucesión del Centro, dejando abier- 
tas todas las cafe que en el plano están trazadas: ¡í fin de que 
así se valoricen las chacra*. 

IT» n„. por estas razone* pedía al Juzgado se rechazara la 
demanda con especial Condenación en eo«ti;s. 

Mí Queooiifce$tan<to la parle de Paez á (as e^cepcionea opues- 
ta- dij*., ñ /„ f tt f{ ( , ,/,. prrsmwrití: «¿ue debía ser rechazada con 
cosías por cuantono se trataba fie un camino vecinal ni geitótftl 
para us» público, sinú de un camino abierto para »■! servicio y 
eomniiiiaieion de los ocupantes del centro, cumo *e ve en el 
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plano que presenta en este neto; que siendo vi quien ha puesto 
en posesioné los concesionarios de las Chacras que quedasen 
aisladas, no dándoles una comunicación, es él igualmente res- 
ponsable ante el Poder Ejecutivo de la Provincia del cumpli- 
miento de Ea posesión, conforme al plan., olicial. no se lu puede 
impedir de usar los medios legales f ,ue le acuerda la ley para 
evitar su responsabilidad ante dicho Poder Kjecntiv» y tos mia- 
mos concesionarios. 

i 7" Que en el momcutu el í.Vnlro *< ¡enera) Paez , está situado 
en terrenos den propiedad partinul.tr; *-l camino está dentro 
de su terreno, luego está en posesión .je él, y lí0 puede un con- 
cesionario privarlo de la posesión de lo que no se le ha vendido. 
Kí un caminí» particular quenoe.ta en terreno del Kstado. 

ÍS- guenn la segunda acepción ... trata tan sólo de un he- 
rbó, que no puede dividirá, y en cuanto á la citación de la ley 
sustantiva era innecesario en d mb judie e desde que el solo ob- 
jetivo de la demanda establece la consecuencia |.-a], q„ P es re- 
cobrar Ja posesión . 

líí Que la tercera excepción debe ser rechazada P or los fun- 
damentos apuntados en la refutación anterior. El Centro, vuelve 
A repetir, es una concesión anterior y por consiguiente lo* ca- 
minos q Ue j atraviesan son de tt*o exclusivo del establecimiento 
con lo que contesta la afirmación efe qm tod<i G&miim *fí«at¿ 
dmtf*M-*r**i'>nod,>h Vnwmciu seun ¡Micos; porque son 
caminos públicos los que están destinados al uso general y , i0 
los que forman parte integrante de una propiedad particular 
destinada á >u um. 

20'' Que llamado „><M, uní vez llamado al expediente para 
dictar sentencia, con calidad para mejor proveer se dietú Ja 
infección ocular de foja U v de cuyo resultado da cuenta el 
acta de foja 45, d nde se comprobó la ralle cercada en la estaca 
ó mojón numero 33 y en el deslinde de e-ta misma chacra,' se 
■ ncontraba cerrada por alambres que habían sido colocados 
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después de hecha la traza, según indican los alambrados que se 
encuentran hasta allí, y 

Considerando: í > Que el juicio posesorio es sumarísimo y 
no puede decirse haya cu él con tune ion completa ni la scut/ncia 
fene> el pleito, deja intacto do uu modo expreso el fondo de! 
asunto. 

2* Quo el ¡ntcrtíirlo .1. cobrar sólo tiene pur objeto resti- 
tuir, reponer o reintegrar en la posesión material al que de lu- 
cho lia sido despojado di- rila. 

:i" Que este interdicto está hooMfa en el principio de órdon 
público fundamental en toda sociedad, y sancionado pur nues- 
tras leyes, de que ;í nadie es lícito tomarse la justicia por su 
propia man o. < f 'a por aquesto son puestos los ¡totgs&m s en 
ios logares, porque los ornés ¡i ¡caneen derecho por manda - 
miento di líos, 6 non los puedan por ellos mesmos facer (véase 
b'yes » J R título 10, partida?). 

-i" Que las leyes de todas las épocas han considerado do apie- 
iniaiite necesidad impedir que el hombre se apodere por su pro- 
pia voluntad de ios bienes que otro está poseyendo, y aquel que 
fuera desposeído violentamente ó clandestinamente, sea rein- 
tegrado prontamente en su posesión (ley 30, título 2, par- 
tida 3 y otras), 

5* Que la objeción al origen del título con que posee el nitor, 
no habiendo entrado al juicio petitorio, nu puede ¿er observado 
por el demandado, que tiene posesión determinada ubicada m 
área menor de Ja mayor; posesión dada pur el mismo don Ger- 
vasio J. Paez, cuyo título de propiedad pretende imputar in- 
debidamente don Pedro Ktcheverría, porque sospecha haber 
perdido ó cedido aquel la propiedad al lUler KjeeutiTp de la 
Provincia; el actor solo al caso necesita haber poscid-., y al 
efecto posee, porque para ¡mear no puede cambiarse la causa 
de la posesión, mientras no se pruebe lo contrario, y en fin 
cualquiera que hubiere sido la naturaleza de la posesión que 
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tenia la voluntad de retener el demandante, M®ú puede tur- 
barla arbitrariamente. 

Que el asto:t tenia indudablemente la pertencm-ia de ta 
tosa ú d.Tc. ho á la propiedad ■ el demandado tenía la posesnm 
de la cha. ra numero 3.1 dentro desús propios límites, deslinda- 
do- aatrrialiu.-iitu - n el terreno, cual se nota, no tan solo en el 
plano de foja 32, sínó que también en el terreno donde los 
alambrad -s y los mojones dejan fuera de la número ÍS3 v com- 
pletamente líbrela calle de circunvalación de la Colonia. 

7" Quede ¡jonsiguíente S(1 h:l v¡ü]a(lo , a , ey ftl prooedersfl ifta 
dmdualmente, por el demandado, á cerrar materialmente la 
ealle de rireun va Jacten; por alambrad.* transversales como re- 
sillé de la itispcemw ocular que H Jugado practicó sobTe el 
terreno -(«£*«, foja 10) : terreno qu > t .„ mom-nto ulguno |, 
perteneció al dicho Ktuheverr.a. ni menos le fué vendido por el 
señor Fuea, ni se le dio* posesión de él al tunar la de Ja conce- 
rnióles ;í;¡, bc<-lios que reconoce .-1 demandado palmariu- 
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»' l¿iie aun en el supuesta de qu, cupiera alguna duda en 
cuanto é lo. derechoa y títulos invocados p ur el tu-tur bastaría 
penetrarse de la declaración terminante, precisa y elara del 
actor consignada en el resultando U* para declarar improee- 
denteéinnotiVadi lacttosicíoo sistemada y calculista quedes- 
euTUoire .1 demandado, paos no siendo él juez, ¡ l( „que los 
«miiéS almineti </em7m,., m menos actúa en carácter ulieial 
alguno, no tiMante, ha declarad-, procede como individua y en 
defensa de intereses perdónale-, es simplemente un intrusuqne 
se inmiscua en cuestiones al. jadas completamente de su perso- 
nalidad. 

9 a <>n. siendo esto así, pttedu decirse hubo un verdadero des- 
No. probado copo está, procedió a >abiendas ¡i apoderarse de 
una co^a de ajena pertenencia, ocupándola de su propia autori- 
dad y sin sostener su propio derecho ó propiedad de ella. 
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10" Que en el mh jmím- corresjjtonite propiamente él írffer* 
'líelo incoad» por ser mncho más lato que el hecho de la usar- 
paciott, por tratar el autor de recobrar la per teñen cin ú $tow& 
tfad de la tierra despojada por el demandado, de la posesión ó 
tenencia material en que se hallaba, «i» entrar á caiilicar el 
dure ? lio eon que se poseía. 

ti" QtfOel demandante jam;í< ha dicho, ni podido decir, que 
posee el rumia» nt „ m tm ta mil* ; lo qu<-' ha dicho v sostenido, 
efcqwu dueño, quepn.ee v poseía el terreno que ocupa la vía 
particular de su propiedad y para el servicio de sus colonos y 
^.•sumarios; heehos compleunieni- diversos á la íníéípré- 
tneion que quiere dársele por el demandado. 

12" lliw es cierto y lo ha alirin.idu , I demandante, que aún 

hasta la fceha, ha sido de su dominio el ('entro Agrícola (¡e- 

neral EtaH* ( pip no ha hecho la transferunoía ¡Merceros de 

una sola pulgada de tierra, y sí, sólo lia lado posesión de al-u- 

n..s charras compradas, y ao W pot los pretendientes ¿la 

propiedad, sus deberes como tu], vmal pueden de .dio nacerso 
un título. 

f<'J (¿"«i- la rompe!, tidtt ilól Juzgado para conoor en este 
j nielo, surge por sí sola; está regida por la ley d- \H de Setiem- 
bre de \HHi t (J ue atribuye al fuero federal las resolución^ de 

las cuestiones entre veeinos de la capital y vecinos de Ja Pro- 
vincia do litienos Aires, 

I i' QüO es un principio general d<> dere- ho: mu hs ju C rn 
tétratUs del fuero crntín^inarhi tanto eu lo provincial como 
en \o f€tíeml } los únicos eomp. t-ní-s para conocer de lus mfcr- 
<//c/o.s 7 «M-e,vorio*, cualesquiera que sea-d fu-n, « M despojante ó 
perturbador; mas cuando se trata del recobro de la posesión, y 
jatnax los Jueces legos que constituyen la Justicia de Paz. 

15" Que eáeí presente caso el ti&pofo de qne ha sido objeto 
dom;,rvasio J. Pa, K de una partido <m terrenos destinados 
a servir de camino general de su propiedad, 
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por el demandado en su exposición corriente de fojas 29 ¡í 35. 

i& Que iaaatriW iones conferidas por las leyes de Provine!:! 
a los Jueces de Paz de campaña, cualesquiera que sean elhs 
no pueden preralecer contra las ].re^r¡|>nono> de leves nacio- 
nales, que, co.no lo dice la Constitución, son la ley suprema de 
la \acwn ; y tienen que ser aplicadas con pr. fereneia, v aun con 
prcscindenehi de aquellas 

17" Quo el deféctó legal en el modo de proponer la demanda 
consiste en su oscuridad. Aqt.í están relacionados los hechos 
que le sirven de base, consignados fo> nombres del demandado 
y adur; y por último. | ;l h . t ¡, iün ,, n i¿ rmijlü;; c¡;irüS v precif ^ 
(véase serie 2\ tomo lít, página 93). 

Por estos fundamentos, fallo ; inundando levantar el cerco 
construido por «Ion lYdro Etekeivrría en el terreno de don Cer- 
vasio J. p.i.-z. iiqu.. v Mierela demanda d- foja i% con cortas 
S ludo dentro d.-i plazo de veinte y cuatro horas que se contarán 
desde ol momento de la notificación d, la presente sentencia. 

Notifíquese con el original, regístrese en el libro de senten- 
cias y repónganse las fojas. 

Mañano S. de \ Urrecocchea . 



uk\ sknoh pmita-iiuMMt <;esetlai. 



Ruones Aires \itt\l h dé W8& 

Su f n-ethu forti»: 

Según declaración expresa de! demandante, aceptado por el 
demandado, no se trat i de la reivindicación de propiedad prU 
rada, sinOde la reapertura de un camino publica de circunvala- 
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cion del Centro Agrícola c General Paez», en Chascomús, pro- 
viuda ríe Ituenos Aires. 

Los centros agrícolas creados por la administración pública 
déla Provincia preceden de su legislación especial. 

Destinados íi ser centros de población y futuros pueblos, tie- 
nen reglamentadas por aquella legislación las subdivisiones v 
ví;i> indispensables para el tráfico, según planos aprobados por 
el Poder Ejecutivo de aquella Provincia- 
Si la escaso población actual poco movimiento deja á aquellos 
caminos, no obstante su objeto, mi delincación y su conserva- 
ek.n fuera de todíi propiedad privada y pura el uso coman, hoy 
del Centro, mañana del pueblo que allí se forma t les colora c u 
la condición de todo camino público, sea general ó vecinal. La 
ley déla provincia de Buenos Aires de Octubre de 1889, sobre 
cercos y caminos-, así lo reconoee, cuando declarando de inte- 
rés local los de los centros, Jos coloca bajo la jurisdicción de 
las muuinpalidaüe*. respectivas, 

opino por ello que no versando la cuestión subíndice sobre 
propiedad ó posesión privada, sino sobre reapertura de uua 
vía de interés común local, el conocimiento no corresponde á 
la Justicia Federal á pesar de la distinta vecindad de los soli- 
citantes, pues siendo de carácter puramente administrativo y 
sujeto por ello ¡i la jurisdicción local, no se encuentra compren- 
dido en ninguno de los casos del futro federal que espresa la 
ley de U de Setiembre de 1803, 

Sabimano kie>\ 



I «lio de I» Nuiirriiin forte 



ÜiiLmo* Aires, Julio ti dti im. 
YisfcoH y considerando: Primero: Que ¿egun resulta de 
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autos, el actor debidamente autorizado ha fundado el Geütro 
Agrícola « General Pa**i en terreno dé «a propiedad, ubicado 
eu el partido de Chasi-otnús. 
i$HJ«fc Qué el demandado, adquirente de una de las conce- 
* n W Centro Agrícola está dividido, ha cerrado d 
eamíaotíí circunvalación destinado al servido general en la 
parto en que dicha concesión se halla limitada por el referido 
camino, 



Tercero'. Que esa obra nueva lia sido ejecutada por acto pri~ 
vado del demandado, quien hasta n-conoce no tener derecho 
para hacerlo. 

Cuarto: Que aun en la hipótesis de que el camino de circun- 
valación fuese un bien público del Estado ú déla Municipalidad 
como lo pretende el demandado, seria siempre cierto que la 
obra nueva menoscabaría lu posesión que tiene el demandante 
en !os terrenos Imitados y servidos por el camino, lo que basta 
para la procedencia de la acción intentada (artímlo dos mj] cua- 
trocientos noventa y nueve, Código Civil j. 

tjunt*t : Que no están en cuestión las facultades administra- 
tivas de las autoridades provinciales ó municipales, pues que el 
demandado no ha procedido tm asentimiento de aquellas ni 
obedeciendo disposiciones suyas. 

Foresto, nido el señor Procurad. -r IWtuI. y por sus funda- 
mentosconeordantes. se confirma co.i costas la sentencia ape- 
lada que en testimonio corre de foja* nueve á diez v siete. 
Repuestos los sellos, d. vuélvanse. 



IIEMAMI* luz — f.L'IS V, VA HELA, 
AHEt. ll.mN. — OCTAVIO 
HOCE.— H\x £. TOÍIHE.NT. 
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4 AL HA CC AI 



ir tidisario Avila y «/nw w)«íJ*a /*# Provinem >i*< Córdoba y 
t>. iffatfc Irtewfti; sttbre rntentirtu ,(>> tles/tofo 



Snmnrn>.—\ ' La posesión fgitia en un título abis^toxja 
la extensión de éste, aunque la ocupación « lectiva se haga sobre 
una parto. 

2" Existiendo una posesión, no es pusible que otro la a Iqukia 
sobre la misma «osa, >¡nú aparentemente, 

3" La adquisición aparente de la pus-ion no autoriza el 
ejercicio de las ¡lociones posesorias. 



EYtóo*— - L-í indica el 



rallo dr l« Nupremn i'ttrí** 

llijfiin? Aires, Julio 33 de 

Vistos: lo* presentes autos promovidos mediante la interposi- 
ci -u del interdicto do despojo por el doctor líicardo Aldao, á 
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nombre de Ja sucesión de don Jacinto Pinero contra Ja provincia 
de Córdoba, de los que resulta: Primero: Que el Juez de prime- 
ra Instancia de La ciudad de La Plata, en su calidad de Juw de 
la testamentaría deleitado Pinero, dirigió á su igual en la ciudad 
de Córdoba un exhorto, para que pusiera á don Hilario Avila 
comí. m*red*ro y administrador de tos bienes de dicha testa- 
mentaría, en posesión de un campo de veintidós leguas de su- 
perficie, situado en el Uepartamento de la Union, de la expresada 
producía Je Córdoba, sin acompañar recaudo alguno que justi- 
ficara la propiedad, ni el dereche i poseer atribuido á la misma 



iueesion 



Setjumto; Que, accediendo al indicado eshurto, el Juez exhor- 
tado dispuso se diese Ja posesión solicitada, cometiendo la <üii, 
Senda no alJuez del Departamento donde se encuentra el in- 
mueble, sino al del Saladillo, quien, en diez y siete de Mayo de 
iml ochocientos ochenta y sen, se constituyó en el pueblo de 
Cruz Alta, queestá dentro del indicado campo, y procedió á dar 
la pospon de las veintidós leguas qiI e forman Ja totalidad del 
fundn, en el modo y forma que consta de la acta que en testi- 
iii líii jo curre de foja tres á nueve. 

Trrrrro; Que, eon anterioridad á la expresada fecha y en 
virtud de la ley de tres de Agosto de mil ochocientos ochenta y 
dos,queauí-izÚta expropiación del mismo campo sobre que 
versa el interdicto, el Cobierno de la provincia de Córduba se 
ocupaba de llevar d cabo, por la vía administrativa, dicha expro- 
piación, habiéndose, al efecto, puesto de acuerdo con el Banco 
Argentino, ¿ quien reputaba dueuoy poseedor único del campo 
en virtud de los títulos de propiedad de fojas cuarenta y cinco 
ú cincuenta y tres y de numerosos actos posesorios continuados 
durante largo tiempo y sin rontradiccion alguna, tanto en su 
propio nombre, como en el de su causante don Baldomcro Mar- 
tínez. 

Citarlo: Que practicada la tasación del campo que debía ex- 
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probarse, lo que se tfectuú de orden del Poder Ejecutivo y de 
7 rür " ,¡,i - 1 ' 1 ' « «T" -.U"U. del oencnr.o del citado ¿Loo 
Argcutmo v Iwefco ol deposito de su precio, con arreglo i lo 

r t r"Z!l! ? tÍ, ." ,li ' ll ' > ' *! ^"^ ' a «™«l»-'¡*«f fritura 
« xnivj^ii i .-I •loiiiiriio n favor de <Jott Alfredo de Arteaga 

indicad» |>r,. c io. 

Que, en consecuencia de cea transmisión del d.uninio 
y con ^ecn.nú la recordada ley do expropiación, so procedí J 
e« -cguma a dar á Arleaga la posesión d, 1 talo r J n „„„ a 
l.ac rlo desalojar por a.,< ocupantes, cutre los cales se M „ tá 
La desdo me. j ,„edio ames, el mencionado don üelisario Vvila 
■'«■-ría: .>„■■ el dcsulojS SeJlo*á á efecto coran lo dtai e | ¿¿¿^ 
dante r „ri»ler,„edi.,del duez de Paz de la Cruz tita «ni,,, in 
vocand,, para .dio orden del Ministro de .¡ubiern.. do'l.i Pni'vin- 

eia, intiniúá los oenpantes salirran deleimr,, |...¡» , 

,„ , 1 -"'"Han utii.unpi lujo urimaci'in 

de hacer oso do u, t wm r & Wea t „ oa! ,o contrario 

y-> lln : (¿no, fundado on ,*to, l lüc | 10s , cl representante 
de ta ,.,,«.„ de Pinero denand.; al Gopiemo déla ,,rov,nciade 

' :' dttb *' " , " k "' l»»M««»a de desalojo, para ,„e 

elerA igeee i tMlMd. ,,,¡0,, de doce leguas de que „ 

■Iw fue volé,, (amento despojado, sin det,rn,inar sn si,,,,, non 
rrensa.condenándoselealpagode las costas canudas ó indem- 
nización do los daños y perjuicios. 

Y considerando: limero. IJue es lacra de duda q,,c, ;i ta fe- 

!* '" so ^ íki *• Posesión ,,„,. expresa el 

ti*;?*''* T • ^¡mordial a! inter- 
d.Uo deducid., d-nx^r,,,-.,,., „„„,,,,„„.,„„ 

,-ran e.x,en,,on del inmueble d,quc se trata, siendo igual„,,,„e 

«W.W. que. „.,ob,t.„le ta eluda dili,, ., ,1 mitn.o fa.as 

-nt.nu,, ocupando d¡cl,o campo, hasta ta tradici..,, de é¡ hec„a 
a Arteage, lo quecetd evidentemente probado por lo «puesto i 
raja ai..t-, en nota del Juez de Paz del Saladillo, por el reeouo- 

I lli 
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cimientodel demandante y por las demás circuiistanciasdeauton. 

Segundo: Que el citadu don Xasario Casa* ocupaba el inmue- 
ble en calidad de apoderado del síndico del concurso del Banco 
Argentino, lo que importa dejar establecido que, con arreglo al 
articulo dos mil trescientos cincuenta y utíedel Código Civil, el 
verdadero poseedor era el mencionado Banco, antes, llorante y 
después de la diligcncit de ft'jatres. 

Tercero: tjnela posesión del Banco Argentino se funda en el 
título que corre agregado en testimonio de foja cuarenta y cin- 
co á fu ja cincuenta v tres. 

Cuarto: Que aun cuando en la nota de foja .siete, :í que se 
ha hecho referencia, s- dice que el representante dei Banco sólo 
ocupaba una parle del fundo en cuestión, - s indudable que ta 
posesión del Banco ejercida sin contradictor, comprendía toda el 
área, lauto purque. con arreglo á ios artículos dos mil cuatro- 
cientos oiu-t» y d.>s mil trescientos ochenta y euatro d- l Código 
Civil, la posesión fundada en un título n braza tuda la extensión 
de éste, bastando que hi o upaeion efectiva se baga sobre una 
parte, cuanto porque, esa posesión, en toda su interinad, ha 
sido esplíci tímente reconocida por el inismu demandante, según 
se vé en el testimonio de Toja ciento noventa y cinco á foja 
ciento noventa y ocho. 

nuittto: (¿ii e f demostrado, como queda, que el Hunco Argen- 
tino tenía la posesión de todo el campo, y constando del acta 
de loja tres que se diú á Avila la posesión también de la tota- 
lidad del inmueble, resulta el hecho de dos posesiones iguales 
sobre la misma cosa. 

Serio; Que, en consecuencia, no siendo pasible que concurran 
dos posesiones iguales y d<* lamisnit naturaleza sobre la misma 
cosa (artículo dos mil cuatrocientos uno del Código Civil) la 
que el Juez de Paz del Saladillo dijo haber dudo en diez y siete 
de -Mayo de mil ochocientos ochenta y tres á don Betisatio Avila 
fué súlo aparente y no real. 
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Séptimo: Que así lo reconoce el mismo demandante, al dedu- 
cir su acción, pues que la promueve para ser restituido eu la 
posesión de sólo doce leguas; por cuanto, dk-t\ no luí podido 
adquirir la posesión del resto por la oposición del apoderado del 
líanco Argentino, lo que importa reconocer implícitamente que 
no ha podido adquirir posesión alguna, ni de doce leguas, exten- 
sión limitada de que no habla id acta de foja tres, ni de otra 
fracción: puesto que el Banco Argentino, á la fecha de la men- 
cionada acta, estaba ya en posesión de la totalidad del fundo. 

Orifica: (¿u e la acci.m de despojo tiene por fundamento la 
posesión del que se dice despojado (artículo dos mil cuatrocien- 
tos noventa del Túdigo Civil). 

Noveno: Que independientemente de lodo lo expuesto, debe 
tenerse en cuenta que el misino Juez exhortado que mandó dar 
la posesión de Avila, revuelen seguida su mándalo, fundándose 
eti que éste no debió entenderse sinó para el caso de que el in- 
mueble atuviese libre de otra posesión porque ao se des- 
posee á nadie sin ser oido en juii-io» (foja cincuenta y siete). 

Por estos fundaiu-ntos, no se hace lugir. con costa?, al inter- 
dicto de despaja dilucido úf'ij.i once. Kepó ríanse los sellos y 
archívese, notilicándose con el original . 

HKNíAMtlS l\U — liis V. VARE- 
LA. — AL EL ltAX\^í. — JUAN E. 
TOUflEST. — ItAFAEL HUI ME 
l-OS LLANOS. 
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« Al NA « t XII 



Don ttaniel A. Xavarm^ por eliminación <{>• msmf¡(usrnv¡ ¡m- 
tinm ek' toral ; sobre orursn ó ¡a Su jt rema Corte. 

Swmtrw,~ Lu Suprema Corte »*> pueae aroearse el conori- 
mieulo de ninguna catira, .sin mediar los recursos establecidos 
por la ley. 



Caso.— Lo Índica la sjguimte 



PEI ICIOS 

RlIrtUOa Ain-ri. fuljo 20 . 1 lMr;j. 

Suprema Corté : 

Daniel A, Navarr-., vecino do la parroquia de Málvamela, do- 
miciliado en la calle de Andes número cincuenta y dos ante 
V. E,, como m< jor pr-.-eda, me presento y expongo, que : 

Ea represen taein del Club de la Union Cívica Radical de la 
parroquia de IJalvanera, en te que estoy aveni-idado, gestioné en 
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EJíiero del afn próximo pasado ante el Juzgado del doctor Te- 
din y Secretaría de Almandos, h taclia de mis de cuatrocientos 
individuos inscriptos indebidamente en el Padrón Nacional le- 
vantado á Unes del aiYi mil o h« 'cientos noventa y uno. en vir- 
tud de la ley número dos mil scteei>'ntos cuarenta y dos de 
siete de < Octubre de mil ochocientos noventa, 

Probadas las luchas, se falló mandando eliminar del padrón 
los falsos inscriptos, mandatu que no s¡e ha cumplido hasta la 
fecha . 

Circunstancias especiales mediaron para ello. 

Un ardid de uno de los partidos en tacha, al cual pertenecían 
ta mayoría d¿ las juntas en la capital, retardando la publica- 
ciou de los registros y «d Juez ¡'odi-ral apremiado por el liem- 
po .se viÚ en la necesidad de habilitar días y huras para conocer 
de las tacllas de los falsos inscriptos conque había plagado los 
padrones, la agrupación polítiea denominada d. ] acuerdo. 

En estas circunstancias llegó el dia siete d« Febrero, señala- 
do para la elección, y él Juzgado para hacer cumplir sus resolu- 
ciones, tuvo que dirigirse ¿las mesas receptoras de votos acom- 
pañando á la órden una nómina de los táchalos, á fin de que 
fuesen tenidos en cuenta al votar, ya que no había sido posible 
dirigirse á los Alcaldes para que hicieran la der iraeiou con 
arreglo ;í la sentencia y lo presentaran á las mesas en condi- 
ciones legales. 

Ity las mesas establecidas en mi Parroquia, sólo la 3% i', y 
(i™, acataron la úrden judicial negándose las otras bajo diversos 
é infundados pretest"S. Pero sobrevinieron ese día sucesos que 
son del dominio público; los miembros de las mesas adversas se 
retiraron llevándose los registros para impedir el triunfo del 
partido popular. 

oibilidad legal en practicar las elecciones á que ha sido convo- 
cado el pueblo para el veinte ; tres del corriente con un padrón 
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en las condiciones en que actualmente se halla et de la parro- 
quia deBalvanera; y permitido sería sancionar el fraude y eri- 
gir en sistema electoral el escamoteo político más ó menos hábil 
pero siempre despreciable, adoptado como regla de procedi- 
miento por alguno de nuestros partido* políticos. La circuns- 
tancia doiorosa del fallecimiento del honorable Juez que cono- 
cióeneste asunto me ha impediilo hace resta petición anteriormen- 
te, y hoy, no constándome que otro funcionario se nava hecho 
cargo de su Juzgado, y más que todo, aun suponiendo que el otro 
señor Juez de la Capital, cuyos rectos procederes .soy el pri- 
mero en reconocer, estuviese encargado del despacho por V. E. 
teniendo en cuenta que esas Juntas han desconocí ilo las órdenes 
délos jueces cr.*o que debo ocurrir ante V. E. como el más alto 
tribunal de la Kf pública encargado de sakairuurdur los de- 
rechos del pueblo en su acción política, hacer efectivas las 
prescripciones constitucionales y velar por el cumplimiento de 
las leyes nacionales. 

Por estas consideraciones pido ¡i V. E. que trayendo los autos 
seguidos sobre tachas ante el Juzgado y Secretaría menciona- 
dos, ordene á la autoridad encargada de la depuración del 
Padrón Electoral elimine de él las personas tachadas por el 
Juzgado, entregándolo en estas condiciones á las mesas recep- 
toras de votos en la elección del veinte y tres del corriente. 

Es justicia. 

Daniel J„ Savm ro 

i *llo do la Suprema Corle 

Buenos Aire*, Julio á<» dV lüíj:i. 

No pudiendo esta Suprema Corte avocarse el conocimiento de 
ninguna causa, que no sea traída ante ella por alguno de Jos 
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recursos es t ubícenlos por la ley, no ha lugar ú ]o solicitado. Y 
atenta la naturaleza do la causa pásese estos antecedentes al 
Juez ilü Sección Doctor Lalanne, á íin/le^ue trayendo á su Juz- 
gado los autos de su referencia, proceda ;> intervenir en ellos 
según su estado. 

HEttfAXlX PAZ>— LUIS V. VA- 
KF.LA. — ABKI. BAZAN. - 
JLA> TU1tlt£NT. 



* Al S I « 4 A llí 



Uon Curios l\ CttsteUmtos contra ladilla hermanos, por defratí- 
dacivn de derechas fiscales; sobre cremación dvi.lnrz. 

Sumario.— lia amistad intima del Juez con una de las partes 
es causa de cscusacíon. 



Caso,— Lo in'lica el 



rallo del Juez Federal 

Tucimian, Marzo i) de IH93 

Acéptase la excusación que precede, de acuerdo con lo dis- 
en el inciso 4*, articulo 15 del Código de Procedimientos : 
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J siguiendo el «rden de lai&t» de ahogados remitida por „ Stl . 
prema Corte para estos easos. designascal Doctor J«í Fri«s B . 
va a ,u,en se le pasardeste expediente i los li„,s de su eom.- 



Oti&a. 



VIST* DILsitfon MtOCtlUliOri GtMihAJ 



Jiii» mi> Aire*. Jufin :j ,1,- 

Suprema Corte : 

ULey de 2id, Setiembre de 1878, prescribe en su artíctil-, 
4' que los funcionarios suplente creado* por ella, sOlo pu^en 
ser recusados con Jos mis mus reiiuMt.» que los titulares. 

Si son jttsfatócaüsaa de recusaba y p ( ,r eonsiguiento Je w* 
casación, *m* los mMWWi inciso 4\ de U do IVocc- 
m,ento. Nacionales de 14 de .Setiembre de J80IÍ, y 75, Inciso tS, 
del Código de Prooedunleiitos en lo I nminal. la amistad en une 
U amistad íntima en otro: Jos vínculos de amistad íntima une' 
mm el Juez suplente Doctor Juan 31. Terán en su ex, usaeión 
de foja 83 son cansa, bastantes, para fundar *| auto recurrido 
«i? foja 83 cuya coiilirmacíon solicito du V. K. 

Sti&inianQ fuer. 



fallo d> I» 



Vistos: De eonformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
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Procurador General en m precedente ruta, « confirma ,1 auto 
apdado de foja ochenta y tres vuelta, y devuélvanse. 

LL'IS V. Va HELA . — AllE L 
HA/ VN. — \VJO M N- 

<¡k. — n .\y E.ToitnuM . 



< USA <<\M 



¡team; wbre emwiekn tkí Jue- 

.WmWo.-Dehe admitir,,, la excusación dd J«,. 7 f ull . 
^luda en causa Io-¿t¡,iia. aunque las patea maniJlosteo conlor- 
Hiuia.J con > t j iiik-rvcnri-m eu el juicio 



CastK— Lu indica el 



Fallo drl Jue». r «ilern l 

i .ornen tr-*, fíovfenike Jl de tggj& 

Vistos: U excusación dd Jllw Mrado de Posada,, fc.dada 
w que es «ador del ejecutante, j considerando: Que ,i U, ü es 
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cierto que la causal alegada por el Juez, siendo citrta, ea un legí- 
timo impedimento que. lo autoriza ¿inhibirse, de conformidad ú 
Jo dispuesto por elurtículo 38i del Código de Procedimientos; 
Que también lo es que esa causal, como todas las enumeradas 
por la ley, tienen su fundamento en las garantías de imparciali- 
dad y rectitud que los litigantes pueden exigir de los encargados 
de administrar justicia; Que en el presente caso el ejecutado, á 
quien únicamente podrá perjudicar la causal que manifiesta el 
Juez para excusarse, se conforma expresamente en que dicho 
funcionario siga entendiendo hasta su terminación en este jqi- 
*io no obstante la causal expuesta, comn puede verso en el po- 
der de foja 40 y precedente escrito, confiando así en la rectitud 
y justicia del Juez. 

Por esto no ¡tcepta el proreyente el conocimiento de este jui- 
cio, debiendo en consecuencia devolverse al señor Juez Letrado 
de Posadas para que continúe entendiendo en él. 

llágase saber a los interesados ton el original y repónganse 
las foja¿ actuadas en papel común. 

A, E. Lujumbio. 



VISTA DEL SESOH PttOCLllAttílll GENF.IUL 

Suprema Coria 

lluuno* Aitv*. Abril" uV 189X 

La excusación del señor Juez Letrado de Misiones se funda 
en el hecho de ser Dador de una de Jas partes, lo que la consti- 
tuye legitima, con sujeción á los artículos 38t y 308, inciso 0', 
de la Ley de Procedimientos de la Capital Federal, aplicable 
á lo» Territorios Nacionales según la ley de 18 de Octubre 
de 188 i. 
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La voluntad de una de las partes no puede levantar un impe- 
dí mentó legítimo designado por leyes de orden públk-o ni tam- 
poco la circansiancia de estar el juicio adelantado, sobre todo 
cuando se trata de cansas superviuientes, recientemente produci- 
das según la exposición de foja 59. 

Por ello opino qus el auto del Juez a r/lio de foja G1 . debiera 
ser revocado declarándose ta legitimidad déla excusación del 
Juez titular de la causa. 

Sabiniam Kier, 



tullo tli- lu Mu|>rrttiu Curte 

Buenos Araos, Jutí>35 ÚB !H!i3 

Vistos: de conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador liendra! en su vista do fojí setenta y uno, se revoca 
el auto api-lado de foja sesenta y uno, y repuesta lo? sellos, de- 
vuélvanse. 

BESÍABIN PAZ. — LUIS V. VA- 
HO. A. — AllEL DAZAN. — OC- 
TAVJO BüríCE.— JUAN E. 10- 
ItUEVJ . 
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l'.l t¡ntjtvm>j \nrimml r,,„tr<t ¡i,:, M„ t l„, \¡ ri rvz t'c t f<>»u, ff ,,r 

n'irbulieari.iH: sahre folia ./<• fn**80W*Ín y dtfmtb fula de- 
manda. 



Sumano. — I J-:i encardado por i l Presidente de la Repú- 
blica, p.ira deducir todas las acciun-s qui,» considere convenien- 
tesen defensa de lus di-reHios del litado, s.djre terrenos deter- 
minados, tiene per^oneriu pur-i entablar ¡lerion reivindicatoría 
contra el poseedor de parte di- ellos. 

2 No hay defecto en la demanda en que se e.vpliea Ja acción 
que se deduce y la cosa que se pide, llenándose los demás re- 
quisitos de ley. 



fW~Kl Docf< KduardoL. líidau, por el Poder Ejecutivo 
Nacional, se presentó al Juzgadoexponicumdo: Que entalla for- 
mal demanda de reivindicación de un («Treno que mide 233.912 
metros cuadrado* y cuín prendida entre los conocidos b^jo la 
denominación de c Chacarita de los< olegiulcs situados en es- 
te municipio; 

Que ese terreno poseído por el demandado, pertenece a] Je- 
tado desde el año 1707 en que fueron expulsado* los Jesuítas, 
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formando parte de ta Chacarita de los Colegíales (¡ug media 
cercado. <tO millones de metros cuadrados, reducidos á cuatro 
cuando se organizó la Nación, por haber caido el resto en 
poder de particulares *'* vendido por Hozas, destina ndosi- la frac- 
ción ¿airada al sostenimiento del Colegio Seminario, que se 
establi-ciú en el Culegm do San Ignacio, fracción qurfuó devuel- 
ta á la Nación al organizarse esta, por el Ciobierno de Hucnos 
Aires fine la había usufructuado, basla que por decreto de I i 
<le Marzo de croando el Colegio Nacional de Buenos Ai- 

res sobre la base di* dicho ^ominari», establecía entre las fuen- 
tes de recursos de aqm-N los arrendamientos de la Chacarita 
afectos á él á curo frente s«- paso ¡1 don í 'asió llunita; 

Que entre los arrendatarias se encontraba Don Tomás lihine», 
fjue ocupaba un;i superficie de 233.902 metros cuadrado*, según 
«■I piano de mensura practicad-* por el Agrimensor Ilustus, por 
encarga tíel Poder Ejecutiva Naci<»n:i1, antes du la cual figura- 
ba aquel como arrendatario de I t cuadras y posteriormente 
como de nueve solamente, constando *<\i los libros del Colegio 
que >-\ precio del arrendamiento se lia alonado hasta f 8H7 inclu- 
sive á razón í>3 pesos por añu: 

' 'ueen vista del valor creciente do la propiedad raíz, el 
Congreso por ley do |{¡ de Octubre de LSK8, autorizó la venta de 
esos terrenos, para construir con su producido edificios para Ja 
rnivei-sidad, ISiblíoteca y Colegio, venta pe se realizó varian- 
do el precio obtenido entre 2 peso* y -i y medio, por metro cua- 
drado, á excepción de tos arr.-udad..^ :¡ Illanco, por úrdtn del 
Ministerio respectivo, á consecuencia de una presentación del 
demandado acompañando testimonio de escritura otorgada á su 
favor por don Bernardo Blanco, quien cedía al señor Alvurez to- 
dos losder clios >\\u- por cualquier titulóle correspondieran, 
estableciendo que ia venta se hace á ritwju </e/ eúmpmdür sin 
derecho por parte de éste para repetir el precio, y sin respon- 
sabilidad por causa alguna de parte d-1 vendedor; 
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Que enterado de las diligencias del señor Alvarcz, practica- 
datante el Ministerio de Justicia, Culto é Instrucción Pública, 
y convencido de los derechos del Estado, ha tratado de conse- 
guir de aquel que desistiera de sus pretensiones, sin rebultado 
alguno ; 

Que la posición jurídica del Estado, anle estos hedió*, no 
puede ser más ventajosa. pues tiene títulos para acreditar su 

con dona María Miranda de Efchebarm- ante ei Jtizgad-.de 1 ' I ns- 
tancia ti cargo del Doctor Pizarro, estando así autorizado para 
reivindicar, con arreglo al artiVtilo v 27:iS dellódigo Civil, y tenien- 
do taiunicn a su favor la presunción legal establecida en el artí- 
culo 27!K) del mismo Código, pues el demandado no tiene títulos 
ni puede ampararse en Ja prescriprlm, porr|tic aquel de quien 
hubo la cosa era simple tenedor ( articulo 2353 del fV.digo Ci- 
vil ), requiriendo, además, aquella, una posesión continua dete- 
ner la co>a para si (artículo 4013). 

Termina pidiendo que en oportunidad se .-ondene al deman- 
dad-, al desalojo del tem-m. objeto de la demanda, con las 
costas del juicio. 

l'ara acreditar su personería, el Doctor ISidau acompañó co- 
pia del decreto por e¡ que se le encarga p ira que en represen- 
tación del Wobi-rno Nacional, intervenga en las gestiones ju- 
diciales que ya han sido iniciadas ó que en adelante se inicien, 
sobre los pretendidosd-rechos de los particulares álos terrenos 
de ta Chacarita délos Colegiales, y una declaración ueque en el 
decreto de 31 de May i, se hJlau eumpren fidus las facultades 
de deducir to la-? hs acciones que eou-idere conveniente para 
la defensa de los dere !i »s del Estado sobre los referidos terre- 
nos, para reclamar las sumas adeudadas por arrendamiento y 
para p-dir el desalojo de todos los locatarios. 

Kl Juzgado mandó correr traslado de la demanda. 

El demandado sin evacuarlo y formando artículo de previo 
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y especial pronunciamiento, opuso las excepciones dilatorias de 
falta de personería en e¡ Doctor. BMau y defecto legal en el 
modo de proponer la demanda, pidiendo que se declarara no ins- 
tar obligado á cuuUstar la d.-mamla mientras no s" interponga 
por el verdadero representante del Vise» y en 1 1 forma estable- 
cida por la ley. 

Fundando laprimcrade hienas excepciones dijo: QueeldectOr 
to de 31 de Mayo de INDO no autoriza al Doctor llidau pura qin> 
inicie juicios como el presente, siuó para intervenir en las ges- 
tione-i ya iniciadas; y i[iie el decreto del 31 de ' k'tubre del mis- 
mo año, que declara que entre las facultades acor dudas por 
aquel, querían comprendidas para entablar todas las acciones 
convenientes, no puede tener lugar, por ser su texto i-vidente y 
claro: qu<- lo roí n-rto hule ra >ido dictar un nuevo decreto, 
pero nu hacer una declaración que car ce de verdad; 

i¿ue p-T otra parte el Poder Kjeeulivouo tiene facultad para 
hacer tales nombramiento, pues el Fisco, la persona juridiea, 
está representada por el Ministerio Fi^al, no podiendo por 
tanto aquel conferir poder í otro pur.t rjue ejerza e s a represen- 
tación; 

(¿no las fuucione^ del Mini-terio Fiseal quedarían menosca- 
badas con la conjunta representación del Doctor J ¡ida u, eon- 
trariándosc asi el proposito de l.i ley de que los pleitos tengan 
pronto fin, lo qu<- daría también lugar á una representan, n 
contradictoria, pues la persona nombrada j - r el Poder Ejecuti- 
vo puede tener opinión contraria á la del Procurador Fiscal ó 
Procurador General ; 

QlkQ por el Mecho de que los Héctores del f'olcgU» lian tenido 
la administración de lo-s terrenos quo se disputan, lia debido 
corresponder áelks. en todo caso. la facultad de nombrar un 
representante para los juicios que se inicien; 

Que si el Poder Ejecutivo pudiera dar ai Fisco una doble re- 
presentación en los juici s, echaría por tierra la ley que ha 
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creado elMinistcrio Fiscal, del que no -podría formar parte el 
Doctor Bidau por no encontrarse en las condiciones que la mis- 
ma establece, ni haber sido nombrado en la forma que también 




ion de defecto legal m .-I m o*J- de ¡im- 
poner Ja demanda, dijo: {¿nv en . i exordio se ,-utablu acción de 
reivindicación y al final pide que se ordene el desalojo del ter- 
reno, lo que no guarda armonía, siendo una y otra acción de 
diversa uatu ral «ta : 



no ,>e designa con precisión la cosa demandada, 
pues no basta decir que se reivindica un terreno .situado en e¡ 
Municipio de la Capital y que mide 233.912 metros cuadrados 
y comprendido entre los conocidos bajo la denominación de 
Chacarita d- los Colegíales», slahd© necesario determinar 
coa exactitud y de una manera inequívoca la ubicación y lin- 
deros del terreno que se reivindica. 

Kl Doctor lüduu. eva* uandr. el traslado conferido, pidió el 
rechazo con costas de Jas excepciones opuestas. 

Dijo: Que á pesar de la p,.ca precisión de los termino* del de- 
creto de 31 d- Mayo de IKIMI. es claro ,ju- el l'odcr Kjeeutivo 
no habría querido colocar en mejores condhíones á los ocupan- 
íes que produjeran informaciones, que aquellos 411c buscaban 
estos medios para amparar su- pretensiones^ no concibiéndole 
por otra parte, un apoderado con facultades puramente defensi- 
va^ para una serie de gestiones complicadas y difíciles: 

Que para salvar las dificultades que le oponían < n los junios, 
solicito y obtuvo una declaración del Gobierno, de fecha JN d.- 
Octubre del añu citado, que decoraba Muidas 1 1! pe las facul- 
tades emiendas por aqu* * decreto, la de iniciar toda «dase de 
juicios, declaración que no pierde su fuerza como acto público 
del Poder Ejecutivo Nacional, cuya voluntad expresa, en la hipó- 
tesis de que ella se base en una inexactitud. 

A-regó: que el Fresideate de Ja República, representante le- 
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gal U la persona jnrídini Hitado, pm-de confiar á quien estime 
conveuient-. ta defensa do los intereses de su representado; 
que esa representación .10 importa la creación de empleos des- 
de que los nombrado, nu gozan de asignación alf-una; qué por 
utra parte la ley no b , Bja4u la< atribuciones de lo* Procurado- 
res Fiaeates niHmiMfl SH núnieroqueaunquc a,í nofueraja re- 
presentación especial para def iftnlnaíios asunlosno menoscaba- 
nii rasatribueb.nes. ,, lte revisten coefcer püMc , r tienen o» ob- 
H"| imánente, que u,. les permite abarrar en sus dedillo- y en 
ra complejidad asunto, determinados; que, aunque innecesaria 
la repr,seusaeion conjunta m admisible, y ocurre todos l 09 4ta S 
los apuntos fie ausentes, representados promiscuamente en 
tos rabunales de la Capitiil por e] .w. r d- M-n,re< v p., r el 
JMensord.. ajenie,; que la opinión coi^radictoria, si se |.re- 
sent.-in, nodiüeKrtnrfaMUsoluUmonto la snlndon final de Jos 
litigios: V u> s¡ , c enerara la en-tion des.de ,| , lllt ,to de vista 
deque el Héctor del Colero Nacio»^ coino administrador de 
fos terr oes de la njacarita. tien- peinería para alionar ta 
r-iTiridiracion de siempre correspondí ría al l'orbr 
fi^ladesigttttciondel representante, pues aquel funcionario 
depende administrad amentad Ministerio d- Instrucción IV,- 
Wiéa: tlM los representantes n,. ej>fc P u funéreos públicaST en 
consecuencia, no necesitan re-mirlas *ndj e fcmes que se eligen 
para el desempeño de detétrniiiados puestos, 

Qon relación 4 la excepción de defecto k-aí, dijo: Q« e en la 
demanda se expresa categúricam nte que la acción dedueida es 
hi der.-irin.lieacion.nn importando que. al linals-inva pedido 
eí desatojo, que es nna congecuefciá de ella, con arreglo á lo 
dispuesto por clartf.-ul«27íU del Cotjigo l ivit: 

Que por ot ra parte el señor Alvaro bien sano cuál es el tém- 
no que se le reivindica, y aun fuandn „o lo supiera ta cojtf «- 
^ion no seria poMble, porque en el eseritn demanda se tía 
lu-cl.o la exposirion nrennstanciada del origen -le los preíondi- 



J" 
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das derechos do dominio del demandado, especificando ú quien, 
cuándo, ante qué Escribano y por cnanto compró, habiéndose 
omitido sólo los linderos, porque los planos corrientes dan varios 
nombres y no pudo tenor á la vista el de ta mensura tM señor 
Hustos que. oportunamente, se agregará d los autos. 



FaIIo del Jur, trdernl 

tfüeaóí Airea, Juaio t d- US9l3 

i vistas: por 1-ts fundamentos aducidos en el precedente escrito, 
que el Juzgado encuentra perfectamente arreglados, ao lia ¡Li- 
gar con cusías :i l.i- .-xe-epc iones opuestas en el de fuj¡i J i y . 011- 
téatese devecliauiente el traslado de la demanda ejj el téímiao 
de ley. Repóngase ta foja. 

I tftjtito I/. 'tftliit. 



KhIIu dflM NuprruiM « arle 

tiuouóí Aires, .hilf, 35 lili WM. 

Vistos y considerando en cuanto á I t personería: 
f*FWWr&l Quju según tonst t .i foja ireinta y si.-t< vuelta, 
el Poder Ejecutivo lia euiifVrido mandato al Doctor ■ J<m Jldnnrdo 
!.. I!í<lau para la d« ducejon de toda- la* ¡icciones que conside- 
re convenientes en defensa de Io> derechos del l-'atado. sobr.- lus 

i 

terreno» de la 'Uacarita de los 'Vigíale- *. lo que pone fuera 
de tu-! \ duda que !a acción intentada en el presente juicio en- 
tra en los término* de 1a> procuraciones.. 

Segundo: Que el Estado obra < n el caso en éjereicin di 1 su 
capacidad civil, haciendo valer acciones <Jc derecho privado «¡uc 
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cree tenor contra el demandado sobro [a cosa objeto di- (a do- 

Tercero: Que |» 5 disposiciones que reglan el mandato son 
subsidiariamente aplicables á la representación de las personas 
jurídicas ^articulo mil ucliociciiLus setenta, incisos primero y 



Cumio: Que el mandatario puede sustituir en otros la ejecu- 
ción del mandato, estableciéndose en consecuencia relaciones en- 
tre el sustituyen^ y el sustituido, análogas á las del mandante 
y mandatario (artículos mil novecientos veinte y cuatro y mil 
mms cientos veinte y oclio). 

(Juiitto: Que el ['residente de ta República tiene á su cargo 
la Administración C-m-ral del país ( artículo oclenta y seis, in- 
ciso primero de la Constitución ). fo que importa tener man lato 
para ejercitar las acciones que pertenezcan al Estado, en su en 
paridad de persona riviL 

Sexto : Que no hay ley rspecial que limitando las facultades 
del Poder Ejecutivo en mi ca tidad de representante de persona 
jurídica, se oponga al ejercicio del derecho acordado al manda- 
tario por ta ley común para el nombramiento de un sustituto. 

Considerando en cuant-. ¡í U< excepción basada en el modo 
de proponer la demanda : 

Siytwm tíue la intentada por el Doctor Hídau es suíicieute- 
mente clara y esplíeita. tanto sobre la acción que deduce .e uno 
sobre lo que pide, llenando en lo dom is, hj que no se deacoim.-e, 
los requisitos de derecho. 

Tur estos fundamentos se confirma con costas el auto ap.-lado 
de foja treinta y nueve ; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

11LSJA5IIK PAZ — MIS V. VA- 
II K LA.— A DEL hazas.— oc- 
tavio luxc*;.^ i\:ax e. to- 

IWEST. 
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D. TúüuU ftüygmi omtra la Ümprem del F*mfarnl ,/,•/ tirste 
<h> t, t i'rtwinnn mmiQÁ AiWs ; co&w de ¡trsus ,¡ W . 

convención por mrkmmim. 



Sumario.^ I" Kl dueño de un l-rr-no ocnjunio por mt Ferro- 
mrH } puede exigir que se le i-xprupie y pague el prmu é ¡ádem- 
nizadon Correspondiente, 

2" Xu uü admisible la reconvención p ;* » scrituraciüii fundaila 
en (a donación del eiUdu terrm-i, ^ j ti I¡i prueba ..'ii forma de ha- 
berse pr-.m* tillo ó verilica-l.. «lir-lia donai-iun. 



i'nw.^Lo indica el 



Fnllo del Juez Irtlrml 



La i'l.ii.i. N tj. mbrv i Je h». 



V vi si o^i tos segíiidos por D. túw&s I hig,'an, contra la Km- 
pr^ad.'l Ferrocarril del Oeste de ícenos Aíre>, sobre pinjo <U> 
un terreno: 
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¥ considerando: 1" Que en 10 de Agosto de 1801 (véase foja, 
a foja..,; su present*. el «^exponiendo: que la empresa del Fe- 
rrocarril del Oeste ya BUMut^ tenía ocupado □„ campo 
quefuede propiedad de su hermano |,, Mt-u,l Du-aníhov lj- 
Hf4tf ubicado en el partido de San Antonio de Arcco 

2" Que mientras Ja línea indicada fué de p,rien,.»,m Je la pro- 
%,,lcaa üüI,u « no * Aires, nunca pensó reelamar su importe- pero 
que habiendo pasado á ser propiedad particular, venía ademan- 
dar u h referida compañía por expropiación de ios 4ÜO.0ÜQ bi*- 
tros de terreno ocupado, tufé precio melnjendo la «orrnpnii- 

*«íut.- indemnización, lo lija en un peso „ e da nacional im tro 

cuadrado, 

■i Que, emplazada la parte del Ferrocarril del (Peste pan 
respnnder á la acción deducid,, hMm ffato foja^)e S poníe^ 
<to Qüü P, Mifuel Duggan, había prom< .ido dañarle ese fundo 
J por le tanto, coutrademaudabaá su hermano Don Tomás Dtf- 
l' ;l ^qne procediera á hacer efectiva la referida donación 
* Que los documentos del en.,, se encontraban en el archivo 
'I- la extinguida Dirección dé Ferrocarriles de la Provincia i 
cuyo contenido se referían en un todo. 

•V Que ademas d. bía tenerse presente que esa donac:on su 
nao con cargo de que el donatario construyese una Fstacion 
Je I- errocarril en al campo, á la que se denominaría ron el apclli- 
do di 1 liiinanie. 

«■ «i», en tal estado y despalde la omtestaeiun de foj i 31 
virecibw esta causa i prueba;, ordenándose versara Bobre los* 
extremos siguientes: „)el derecho de propiedad del demandante 
ai terreno que ocupa la Fmpr^a demandada; l» ú l mUo dona- 
ba ó promesa de acción gratuita de ese terreno á favor de la 
Empresa del Ferrocarril de la Provincia, como las audiciones 
que encierra ese acto; r) sobre la autenticidad de los documen- 
tos corrientes a fojas 19, 21,28, 21 (véase foja 87) 

' Que producida la prueba del caso por ambas partes y que 
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obra eB .ata estando en estado, se expidieron ios «legatos .te 
fojas m y 1.3. quedando cerrado el juicio con la absolución* 
]>o S .c.or, sa de foja 121, llamándole autos. 

\ considerando: i» Q„ ee , documento do foja 64 no puede ser 
considerado romo documento mm ^ 

dXaoi!'\r r ! il,,ler0, ' Ct0 j,lrí(IÍO> ' >'" cs ***** '¡mpl, 
u¡ ación o parte hit-rosada, y ncj lo liruia el donante, aneen 

tal caso sería b. Miguel l.uggan; no pr^cdiu, de*le lue,o. 



2' Que d acto prcconstituido de que se hace mm (réaee 
-JjaW) pasado ante el directorio d. l Ferrocarril de la Provincia, 
no tiL.no fuma probatoria alguna, com.. so lia apuntado ni la 
puede tener, ni tan sólo como principio de prueba nerita; a„f 
T' L ' "" i,c * < * vxfiaju.Jií-íal. en que se invoca la promesa de una 
d,,,ac,o„yu.aveHa.,c,pt, C ¡ondeesa promesa * m ,,, u 
alguno del invocado donatario lo baya ratiücado: se ha confuí, - 
i( O necesariamente por parte de la Empresa demandada el he- 
cho de a ,.ru„ba literal con el dicha de una manif.-.aeion extra- 
Jddieial, no pasad., ante el directorio mismo que se atribuye la 
propiedad del ubjeto queso dice prometido en Ja donacbm 
. »;•'«" ;'» sentido de prueba literal, puado aceptar» 

piu.i de foja 01, pu. s para que í,ta tuviera autoridad, fui ne- 
cear.,, tatnWenque el acto so encontrara suscrito por el dicho 

" m0 i ' S, "" S 7 "abi,»dopasaduel hecho ante un .dieial pú- 
blo'O solo tendría el val., de uua misiva, la que arrojaría na 

EST" atuviera fu,™ de 

W.por lal-inpresadenmndada . el acta ya citada La sl! 
rojaftt,: e ¡a entraña dos hechos, que jurídi-amente s, ■ excluyé- 
ronlo prueba en su propio fav,,r, pues en niaguu instante £ 
tener 6fert0 " 11,11 mm», y menos el ter.or ad- 
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quirente do la cosa, invocada en pro de sus den olios, sostener 
el hecho de una obligación declarando el donado á su favor, los 
derechos cedidos por el invocad . donante oí) bftltófiáo ¿él dona- 
tario; no es posible vn derecho, 

5* i¿u<* el acta dicha no puede aceptarse con fuerza do instru- 
menta públiconi privad..; eu el In clio había tomadoun interés di- 
recto la Dirección; la donación la declaraba la propia Dirección 
en su favor, en su interés ; había dos acto* ¡limitáneos: el uno, 
la donación ofrecida en beneficio de la provincia; el otro la redac- 
ción del acta que consignaba la prometida cesión, obligación 
que en ningún momento importaba una donación ni menos 
podía obligar al donante, ni á >us herederos, 

6' Qujes más -le tenerse en cm-nta semejante circunstancia, 
. uanto que la pronta de donación encierra la manifestación 
apresa -iu desprender^ del dominio de un inmueble y su dueño, 
nOGoncsifrio á hacerlo en aumento alguno: .le la prueba produ- 
cida no resulta eompr-.bado e] hecho. 

I a - Qtie las donaciones ^ue emprenden la traslación del do- 
minio solo sonexigil.lespor el donatario o sus cedeutes cuando 
se hubiesen hecho con las formalidad.'* y requisitos previnidos 
■ . lus ley. s quo reglan la materia, 

8" <¿ue enajenando el don itiirio la cosa, ant.-s de tener el 
titulo que le acredite! domini >, >q entiende por inoficiosa, puesto 
que dispuso de una invocada pronta de donación y no de la 
donación misma; menos cuando esa donación declara el donata- 
rio la hizo el donante con cargo. 

0" Que la ]>rumesa de donación en la forma presentada por ol 
.emandadn, vendría áser propiamente un acto unilateral, luego 
pudo s.r él revocado por su naturaleza, sin que necesitara D. 
Miguel Duggan la aceptación del il. malario: :isí U muestran 
los hechos producidos, que en ningún instante, el donante pro- 
cedió á estender la escritura compromisoria de donación, pues 
á pesarde habérsele solicitado l. H títulos para la es.-rituracion 
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^¡l^«ilo 8 e B tr tg ó ( u¡ nieuos comparto S i, l^ribaoía 
de U Tulio Mendei á firmarla, 

Í<J* Que la donación requiere cuna tbmtoumtfKfel la cón- 
c«rr,nc¡» de volnntades, la Je píen duna y la de quien acepta; 
en la actual emergencia, sólo existe la manifestación de quien 
****** COmo ^sentante d, la parte donatario por [o que no 
puede atribuirá á la manifestación de foja asenta y cuatro un 
.iic aatv qm' üti tiene. 

H-tine I» «tía do foja WHutíttes fui espito por |> To- 
mís Duggw., ,.„ h eretnciil de haber ,„ hern-w ÜfeUot 
»»p;an ,.r„m,.,id.. d.,,ar el terrea,, , „, „ , ,,„,.. 

loque « P l¡« saneieatemeate en .„ respuesta al i„terr«- 
satonn de f u j;i uehenla v ua-ve, su eeafesi , n ¡ en el ,"■<„ | , 
confesión es ¡ad¡ r ¡>ll,le y debe toma™ m ,„ s ,J, s , ar _, n< , rÍM 

I : ISÍT^^ M '' ri " ' ' tow ° 3 " ** tome 
» P»g»nu tamo 0* pagina 300} . 

I* <iue la confesión un hecho oblando á terceros no 
r«ede tener efecto en momento al-,,,, i como obligación mando 
«o se reconomi actos pfffeta |). Tomú> ím-un decía ra n„ 
reconocimiento de donación de un tercero, si este tercero nc 
lazo tal donanim, ¿a> oblfruto h a reconocido el absolvere al 
aceptar el hecho de ,er suya la carta en que se comprometía á 
Mnr la donación km su hen„, riü¡ .i más turd* de la 
Wf* resulta, no hubo otra c** é qjtc una pronta invocada a 
su lavorpor el mismo donatario ? L«eg 0j no bar caso. 

13 Queaún más: la cláusula testamentara í^áseloja JOI) 
pwlt nor á la invocada donación, nada espres*; -día dice: * Lego 

¡Win hermano Ib.n Tomás Du-mii h á*t a n«U ri ■ , 
<, . vm, * :> l/u fc *»» li estanca dennoimada 

m Roñan, ainada n el partido de San Antonio d. .Aroco. con 
'^s^.hacb.uda.yd-uásqu.conlieue, y si tal dou.cion 
Nbiera sido uu horho s0 hubieraahí expiado por el donauU 
lo que no lia sucedido. 

i 4" «¿ue sia-r.^amo, e\to, á «o haber dado resultado el 
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£*; de , - scrit " rjci <»' tamdttt ai mi™. Dou urna d«- 

<l Ferrocaml da la Proeiaeia „y ,,,„„„, ,,, S|J Kf 
«6« «Me.Onalineate, ,., de aeatffctt, tll cirejaítaatía a, 

>M «es,,** 1,,,H t , ,. ,,,, ^ / 

i"r l .Us.-„„» 1 d„acw., M> la» angadas á fu ¡a ||| „,_, 

: : ' s u i,ru "" ci,i r ' f '- ,iis '" a,st ° •«*, *« 

'i í v ' • *«"•«•*««• pt m Tomás Bagpu. 

S5ÍÍ i J " , ;;' ! v,k,r t " rr "" u< '"'-- i» 

danos, parjaicos, i os m daberáa „er lijados ,„ |. forma 
ega v M .l..b.™, pn,W„ dJck. ,„„,,,, „aea sid „ do„ 

la Proviada, 

< uifeecuencia, no haber lugar á ta WBtrndeiuaiida deduci ta •' 
iaS8 va..|u, «oatea Uo,.T. Busgan, , b» esaritauJIa 'de 1 Z 

T T '" RSt " eÍM *«" X •torgauúeu.o do la res- 
^vaoscmora.vtodo coa aaadoáaaioa M costas 

• N "" f :'"" a * C0 " el "Sfaíra* o» el libro de senlcnei « 

rep&igaaac ia,- roja». *mmm 



Variano N. ¡le inrreeatchm. 
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r*llo «le I» «iuprriiio Curie 

Hílenos *ir^ Julio 33 de 

Y vistos . considerando : Vrimem : Que no está probado qm- 
Don Miguel Ungían haya prometido hacer donación drl terreno 
de su propiedad, ocupado put «d rerrorarrí! demandado* 

Seifitiuft): (¿ut> la carta de foja vuintitres no importa tampoco 
una promesa de donación hecha por gfon Tomás Duggan, según 
se desprende do sus propios términos, que no reúnen los antece- 
dfliltes constitutivos «le! contrato respectivo. 

Trm;u>: Que, por otra parte, la donación qm- invoca el IV- 
rrocarril no está hecha en ninguna de las formas establecidas 
por taley <arti>uln mil ochocientos diez >h 1 Código GinlJ, 

Por esto y mis fundamento-i concordantes, se confirma con 
costas la sentencia apelada corriente .i foja ciento veintisiete, y 
repuestos los sclloá, devuélvanse. 

UK>JA>nv rAZ.--i.ns v. 

ItEI.A. — AltEI. HAZAS,— Ol> 
TAVHl lílNGt.. 
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CACHA CC. \ VII 



Uarenvo </ Centola* mitra Luh v aompt^kia; subro mur- 
ftacíon de iimrm 0/Mrku 



Srtiintrto. —I N.ioín>(iluye.i.|jtoil.*uMir|.acioii de muren 
fie fábrica el uso de etiquetas tu lus qnenoejisteroás aeimjauza 
del acusador (jtit! el empleo de luirás que Cgtirao en 
-■Has eo«0 Utt detalle, .¡en.lo en to>lo lo 'lemas claramente di- 
ferentes- 

2' Y.* nula !a marea de fabrica constituida por letras que no 
>e hallen iudíTidiialízaiia- con lí ljujn espuciul . 

* ,: " '^Procesos criminales el ven ido debe soportar las 
costas -i* tu. lo el juicio. 



rasa,— Lo indica td 



1 «II» ü « I Juey iVtlertU 



lt!n*hos \jr* -, Mayo 5 di) 188$. 

en re- 



Y visto i cstus autos seguidos ¡>»r Sana, C, Yarangut. 
prestación de Marineo y Cerescto, contra Luis Costa y coro- 
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pnfiía, por usurpíicion <Jl* una marca de f íbrica de los que resuJta: 
Que á foja 23 se presenta Sabía (', Vnran-ot, en representa- 
ción d<< Marineo) 1 Ceresctu, exponiendo que la OÜcínade marcas 
de fábrica y r paterno ha concedido a sus representados la> mar- 
ra? A A y \V iju u usan p ira distinguir sus vinos blancos y l tutus 
que elaboran un su e-tableeiiuieiiío vinícola de Ja provincia de 
San Juan. Que á la sombrad? loa benefieios alcanzados per 
sus representados, okos productores se han lanzado á falsificar 
Soseramente las etiquetas de lis marcas A A y VV, como (o 
han hecho Luis IVta y (VmipaÜa. m'-iui se ve por laá etique- 
tas que acompaña junto culi las legítimas de mjs representado-. 

Que comparando esas etiquetas entre -í se vú pe las de Cos- 
ta tiau Cppíaúe la misma forma y un color muy ptrecEJ* y ade- 
mas se ha usurpado el uso de ]¡is juanas A A y W, :¡u.- I- 
que rousljluyoel distintivo earact* rí-ti.-., d.- i;i marea, tic ma- 
nera que >e confunden sobre lodo para el i imsumidur, que n<> 
tija su ateiu it-n en detalles, siaó qm toRtae) producto por la 
presencia que ofrtec. 

Que además de la lirma circulada de las etiquetas, de su color 
\ de lis letras A A y W. (osla y rómpanla han copiado la h- rra- 
dura que llevan en el centro la* Piquetas de -Mar meo y i\-re- 
setu. 

Que en virlui de lo.xpuesto entablan formal demanda cotí- 
trafnstay Compañía, por haber estos efectuado una imitación 
fraudulenta y usurpado las letras A A y \V, eunque sus repre- 
sentado.-, di-LiiiL' en sus vinos Maneóse tintos rvsp- cti vameute, 
pidiendo se les ron -lene á inutilizar la mi: cu lu-nnmuda, á las 
penas de ia ley, y al pago de los daño- \ [perjuicios que desde 
luego (.Miman en quinientos tuil pesos nacionales y las costas 
del juicio. 

Corrido traslade de lademandá á foja 51, ta enntesfea f'árlo- 
L. Ama y a, en representación de L. <"<.sta y «nnipañíav expone: 
Que los seño- es M arenco y ('éreselo dicn, qm su marca con- 
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siste en las letras A A y W, en tanto que los etiquetas acompa- 
ñadas eontíeiun numerosos atributos, en medio rb los cuales 
aquellas letras pardea elemento secundario, de manera que no 
<•» . o«l ría decir, cn„ | n etiqueta á la vista, ni la letra ó el em- 
blema central manifiesta en seguida ijue Mareneo y Ceresetc no 
han podido registrar como marca las fetítfs A A y W ; que el oso 
de esas letras se ttft hecho general de líemrTo atrás para indi- 
car !¡i natural, za Ó calidad de varios productos, como en los vi- 
nos del pala y extranjeros, en los ücorea, harina^ y otms artí- 
culos, s- usan para indicar el rulor blanco ú tinto, el gusto soen 
ó dulce, la calidad inferior ú Mip-rior, ..-te. 

Que además de ser una d estuación > 1 1- uso general e>a^ le- 
tra^ no ■ stáu nitradas coi, el Mujo <>Sf><>n«t de que bahía |* 
ley de mareas, de manera que no bau Ochido ser registradas co- 
mo marcas de fábriea y que deben ser anuladas como tal. 

Kstabkee que la éti^üeta de Costa sólo tiene de Cüm!l „ m 
(a de Mnreneoy | a d- Ceressía la, letras AA y W, que l'o>ta 
usa de tiempo atrás pata indicir el ■ oh,r Maneo ó tinto de los 
vino< que fabril y expende; así como las usa - también otros 
FaMeantes de vinos, si endo asi que Marencoy Cere^tó las lian 
bino - -i-trar indebidamente súleun^a siete mesen atrás. 

Concluye pidiendo el rechazo de la demanda, anulación oV 
la marea reivindicada p ltr los contrarios, alzamiento del embar- 
go y la condenación de lo-; demandantes en lo, daños v p-rjiu- 
cios y costas, dejándose á salv.i sus acciones por la calumnia 
Recibida la eai^n á prueba, se | ja producido la que corre a-re- 
irada de fojas 9,1 ¡HNit. 

Y considerando: tjite la etiqueta presentada como «iva. por 
los demandantes, sin jnatificat con el certificado eorrespondien- 
te de la Uliciuade mareas su derecho exclusivo a) U S0 de ella 
no ofrece mayores semejanzas ■•„„ | ;i ,-tiqueta usada pn r L„¡! 
Cesta y Compañía, que conti-no en su parte central la marca re* 
LTistrada por ellos. En efecto, prescindiendo de la forma, q ue 
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necesariamente debe ser 1 a misma, tratándose <íp etiquetas que 
van adheridas a! extremo C cabeceras de bordalesas Ó pipas, y 
del color, que Bolo es parecido y que d.- todas maneras no pue- 
dan sef reclamadas corno propiedad de lo- demandantes parque 
mi la ban adquirido ni la podían adquirir, por no registrarse 
el color ni la tur mude las etiquetas? no hay entre las niquelas 

Costa y Compañía niá- semejanza 
que. el r mpleo común de las letra* A A y \Y. letras que ni am- 
T,:ls Hi^uefei «i parecen como un detall, y muy espeeMáiení e en 
'a de lo< demandantes <-'" la* cuales serán otras letras un col - 
cae ion principal; \w* letra- M. >«d cadas en la parte central 
circundadas de una herradura y de estas palabras; c marca re- 
gistrada », Juagadas pues por el aspecto que presentan, no es 
posible la confusión entre las dos etiqtietas no ofreces la simi- 
litud necesaria para que el menos prevenido de los empradores 
pudiese ser ¡ndt'cidnd confundí* loó productos anulados respec- 
tivamente culi e^las etiquetas. Nume rosas declaraciones de 
testigos obran en autos que corroboras esta aserción. En tal 
concepto la demanda car- cena de líase, pitea no podrían to> de- 
mand;intes oponerse al uso que otros bagan de una etiqueta que 
no pudiese producir directa ó indirectamente confusión cu! re los 
productos. IVro redamada por lo* demandante la propiedad 
absoluta délas letras VA y W rastra la- por ellos rom,, marca, 
y habiendo los demandado* negádoles derecho paca apropiarse- 
las en tal carácter, hay que examinar si Costa j eompaiiía debie- 
ron eliminar Oí>as letra- de sus diquelas ó >i cuino estos lo pre- 
tenden debe anularse el registro otorgado por la clieiua de nuir- 
cas en fav.*r de Ma renco y Cc&getfc A >'->lv respecto, está 
-ulicieuteiueiite estable idu <n autos qm* r "..r-ta y «ompañía ban 
usado esa> letras para distinguir el color de sus vinos, mucho 
antes que esas mismas letras fuetao registradas por los deman- 
dante-: consta asimismo que las han usado otros fabricantes de 
vinos en Sin Jnaaeomo Mauricc: el cual, s.-mi su declaración 
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de foja 18G y la de Ledeamt He foja U7, usa la A A desde mu- 
chos anos atrás (véase etiqueta de foja 45); Lorenzo hermanos 
usan también esas letras y las ha» registrado en la forma indi- 
catla en los documento* de fojas líKi y ÍÜC (víase etiquetas de 
fojas 1lí7, ItíHy Iíl7>, Kl uso Lecho por estos diversos fabri- 
cantes os siempre para distinguir el color de wus vinos. Ade- 
más la \V también está registrada por la casa de Síeyer para 
vino Uportoy la usa desde hace veinte anos en botellas y fuscos 
jdeHaraeion de foja 12i vuelta). 

Por otra parte, diversas letras se usan en varios arlíeulos, 
6011111 ííls llorínas y los azúcares para determinar clase ó calidad, 
svgaú el i n forme de la Cámara de Comercio de fnja iSÍ vte lra y 
los anuneíos contenidos en el periódico El Comercia i. que obra 
á foja 158. Con esto queda demostrado, no sólo que Jas letras 
en general se u<ati entre nosotros como distintivo de clase y ca- 
lidad de diversos productos, sinü que las tetras A A y W, antes 
■le haber sido regístra las por los demandantes, se emplearon 
por otros fubricaiiits pura distinguir el color de los vinos de 
San Juan y qu-aún cuino mareaban sido remirada* por varios. 
Apoyan los demandantes la regularidad y validez del registro 
hecho por ellos de las letras A A y \V en lo que disponen las le- 
yes de otros países que consideran las le! ras como susceptibles 
de constttnir una marra de fábrica, y para «.ndenejar que esto 
orurre en Inglaterra, lian aeompañado el folletu de foja SÍ0, 
mandado agregar para mejor proveer. l-: n franela la ley de 
IH57 al hacer la enumeraron de aquello que puede constituir 
una marra de fábrica , meíaye las letras y los números, por lo 
tnnlo e> evidente -jue en aquel país las letras por sí solas pueden 
formar una mare;i válida y registrable. Mas conviene desde 
l'i.-ífo apuntar que la ley argentina dilivr- de la frun.-esa en esto 
punto; en seguida se determinará esa diferencia. Kn los Esta* 
do» Cuidos de Norte América pueden las letra - y núrm r ■> c -ns- 
lituir mareas. V así en el SU la Suprema Corte judicial 
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de Massaehosetts eondenú al que usó estos números que eran la 
marca deot<*o; puro en los w«8id^iaiídoa dd fallo se lee lo si- 
tien ti : n mi marca de fábrica cuando se aplica á artículo, 
manufacturados, puede bien consistir del nombre v dirección 
de Sos fabricantes, con el agregado de alguna divida 5 emblema 
peculiar, algunas formas ú lisuras curiosas, dispuestas de ma- 
lí- ra que atraigan la ateneimt. se -raven en ¡a mem-ría y anuu- 
cien más dicazmente . I oríp-n dd artículo al cual está adheri- 
do». Lsto proporciona un anchu campo para que el ingenio 
produzca dibujos, lo qu- la crci, ■ tit «- variedad de marcas minl-r- 
nas muestra que no i>siá del odo d- scuidaíOi V puede suceder 
■ ( iie aún los números y letras del alfabeto -< combinen o tmnri- 
man en formas tan inae'ostumbradas y peculiares, que d<*n por 
resultado algo qu.< pueda ser usado cuno marca» (Pricc íind 
Stewurí. página 1 1 S 

Respecto déla- tetras, está el .-aso de . /. \1 qelwn Store * en 
Queso reclitfliaba -M uw>de ías letras, hecho por la rjoe se lía- 
maba tíírea/ lXItmh'oncom[tafty*. La Suprema Corte de (fregón 
confirmó la sentencia de la Cortede Circuito donde se cstabb- 
ría: «Se reclama que la- letras L\i no podían ser usadas por I - 
demandados después de haber sido apropiada- por los deman- 
dante. Kst as letras han sitio usadas pur muHi^ uiau>ifaciu- 
reros jura d. signar sus mercadería^ y no han sid<> la invención 
de los demandantes y ¡tur s¡ misma* un rumiHuifm tnm mu mi 
de 0hrim s lo mismo que la palabra cexeelsíor >. qu> también e* 
usada ti menudo, non otras palabras para formát una marca de 
fábrica ó ensaña». En Jnglatera las letras eran de antiguo ad- 
mitida- mmo mareas d<- fábrica, ennrifn,- <,b-r var sin embar- 
go que nunca se Orejó, antes de INK.'i, que una letra sola pu- 
diese ser registrada como marca. La (ey de f 875 disponía, . n 
efecto, que podía -on^tituir una marca de fábrica -toda combi- 
nación especial y distintiva de números ó letra-'. La legisla- 
ción >e ha modificado á este respecto; y así bajo ni imperio de 
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1:13 n,,evas Ie ? eíl > (ie $*mts m de (883 j 1888, no se ad- 
voque las letras puedan constituir los atributos esenciales 
ívssrntnti partirutars) de una marra de fábrica; .ale decir que 
Jas Letra* siilag no puní..» S( . r repisólas en es- ,-arácter. Sin 
embargo, m *4 m ser abadas, die, la ley. á uno ó mátele los 
atributo, esenciales, cualesquiera tetras, palabras ó números, 
^eombinaeion ae ellas; pero bajo la expresa rendición de que 
>u!u lus atrjb.itns esenciales contitiijan ta marca, debiendo el 
registróte romiiiefar todo brecho á los agregados (,.t S-ba^ 
nan, /A, to„ nf (mkmmk Sí 18$, Aginas 8;í r 360 . Verdad 
es qtiese siguen registrando , tt | llf ;iat,rra rnan-¡„ formadas de 
letras «olas; esto ocurre porgue las leyes d- \HH:\ y 1XXS ,} 
introducir [a reforma han d. Mo len-r en mema la, marcas 
existentes; ellas autorizan, pues, el registro d» aquellas marcas 
fornladas por p,labra>, l iras ó números tím- est.meroa en n<o 
con anterioridad al 13 de áge&to de 187'*. 

V a^í se explica q,o apar, zea n en el follé** íe foja Sftoomo 
rce.eutement- registradas; marcan compuestas de letra, tínica- 
mente; en la ieyendnquc llevan al pié, se puede ver que se hace 
notar la nreunslaneia doqu,estáu , n uso uut-sde 1875 Mas 
sea do ello lo que fuere, Ja ley argentina, al autorizar el uso de 
lm letras j Omeros como marca de fabrica, establece esta con. 
taffi con Mujo tspmW Eu evidente que la lev ha querido 
exigir un requisita N„ p U ,du pretender que esas palabras 
no s.-rn.hqu. u nada y que debe atenderse que * letras™ 
'! f '" J,) v *>» nul 9 Tiiorod^ir lo mU«Q w Inferas sommonte, 
bste Htfento-j el primero de la ley de i87li. puede decirse 
fuella seguido, en la enu.neraeiun de lo que puede constituir 
m» marca de fábrica, las dj^efauw del propio artículo 
primero de la ley francesa de 1857; y se 1.a apartado sólo en lo 
referentcal ,dJoijo especial , que para las !,tras v numero, 
Jla babido, pues, de parte del legislador ¡1 propósito 
'lelimdo de no admitir como marcas de fabrica, Jas letras y nú- 
i i.i 
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meros sinú oiMh tc nninada manera 6 en deti -mimada forma. 

Ahora bien, ¿en que minera y forma han sido registradas 
l.ia letras, que Jas demandantes reclaman rumo dé su absOlutii 
propiedad, ¡«.ir haberlas cM'ugidti par.i formar una marta da fá- 
brica? Kn la dosorip.-j,,,, .in- \,i á 1.., (vrhlMM.lt.> <l<- í .>j :l - | \ 
5 se lee: «Lu marca oslá coiistrtiuítá por las |. na> y la desjg- 
liadon A A, efi tiü i isoy por la palabra y letra \V y su 

de-ignaciun m o'rO , en la fortHa ] iflieiilar qué índioan los di- 
bujos ucoiiipañadns. lista marta puede .^tar pegada, pUíláiJii. 
estampada ú adherida á Iba cavases que contienen ■ 1 riño que 
distinguen, ootóft k'tialmciit.'í-v^nvfrii^//;,,,/,, ,/ t . 1/^11)^ 
ií í/f imerijurmm f/we ito smm ivt t**e cwéo unis «ftit- aifcrfánm, 
la ni iva rsU nmstiiiiidu miit-aim-iilc por las letras y de- 
signación A A Mnmi-buy la otra palabra hntn W , n el 
otru). Descartando ln palabra tinto que es leuisii abli> t ¿c>- 
lán tas letras A A y W n-i*i>t r¡i-la- onti el dibujo especial que 
detormimt la h-y y üíí U forma necesaria pan etm-tituir una 
marra de fábrica.? i:vid» nioni.'ntc no U están. No podría 
di íirsc que tienen dibujo especial las letras aeompauaílaíi ú l.i 
lie^eripcioa- que#on letrasílu tipocomitrt, impresas ce manera 
usual y rceortada* fio ja » tiqio la usada por lus di-mandantes» 
Y si so agrega que las letras pu« diíii i-star pegadas, pintadas ú 
estampadas ó adheridas ¡i los envases y *i además pueden estar 
acompañadas de otro; dibujóse! inscripciones, por ría de acce- 
sorios, habrá rio convenirse que en talos condiciones • | n-ríis- 
tru becho por bis demandantes no constituye una marrado fá- 
bi lea valida qne pueda »<t protegida por los tribunales. K¡ 

objeto v iin de tuda marra os e>rjin;i|uout< i dtstiuoiiir. st-iiniar 
un producto caracterizado de tal manera que id consumidor no 
tenga dudas respecto de su origen y evitar que pueda confundir- 
lo con otro producto de naturaleza similar* Elegida por el fa- 
bricante laniar-M qtio así lia de caracterizar product ^, d<dji* 
registrarla en la Glicina respectiva pata tener a-í asi ijurado su 
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t,,,r,ii,,, ° li la I ,rf> l ,ic,la<1 & UÉQ marca. Naturalmente, éVa .... 
puede consistir do términos ú locuciones que hayan pása lo al 
u^^r ) ,r,l,yn t M^a 1 ían,nite d.-be .ser prestí, dotermínadii 
ladmdualfjrift, pues »£)..;,„' podría acontar» un derecho exclu- 
síto sobre ,ma marca. Ujora h,,„. [ aa ] tras *oa de aso j¿. 
n-ral^jesucunilmianonrosnltan las palabras, forman parU 
neoesana del lengua y p tir tant-de |j» n-ml,^ v d^i-nacio- 
iw que ios productos pueden ó deben llevar. ¿Cómo baeereii- 
1 '" s » ,ara '" Ulí *»™ «propiaU.*. .s decir, objeto de nooopoüo 
■ n . 1 uso que ellas se baga, .inó exigiendo que sé fe, iu( l¡vi- 
por decirlo así an ta conibinaeion qxm mmié^rñm 
"larra, j), ahí que la I, y haya exigido, para admitir que s,an 

usadas c -mu mam de H Urica, M presante con tMujocs,*. 

Jh m;,,,t,ra « postraría á los objetos ÍMidamentalés 
,( " l^v. ademas de serlo á sus t. rmiuos expresos, v no puede 
m consecuencia ser mantenido el registro de uny m8rca (i , fA _ 
bneaeonstítuida por J,ír;>s >md¡hnj„ ,sp, n jal v respecto -le 
I- euaief^deíalilírodo ;*I capricho del interno variar la 
apli^iun .v ,« a ;1 triM,tos que deben aomnpañar- 
I- << otwaerda fon ¡a resolución ,1o la Suprema Cuite ingerta 
ta Ja página 2 ir>. |,, mo 15, série S- délos fallos), 

i'or .-tos fundamentos los concordantes del alégalo de foja 
* v <ie ™» f »nnidad con fo qt K disponen lo< artículos 1 & y 
f d,t ,l ' V de nim ' !ls «Vibrí-a y de rom- reio, fallo absolvien- 
do de la demanda a los >eñu,es Luis Co.ta y compañía v decía- 
rundo que „ ha podido lilimente hacerse el registro* de las 
letras M y W como marcas de fábrica en ta forma j cundieio- 
mvs r» que ha sido concedido por la oficina repetirá ■'. los se 
Kftrei Marenc , y Cerero. Sin exprca conumwden M *ou*s 

í mVIr i C a n t r ' ,,trar m6r . ito P« r * *lló, Kn oportunidad át*ese e¡ 
i argo ta o a Joja.U. N ot U íqucae c>m el original v rehún- 
danse lo> sellos. 

h ' • f.nlitft¡t<>. 
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Bilmas Air»*, Julio 25 de 18ftl. 

Y vistos: Considerando en cuanto al reamo de nulidad; 
Que ¡i ii n ruu'i íc "l procidiiuiento seguido en esta cansa nu se 
hubiese ajustado á las uglas de derecho, lo que no es exacto, 
no se ha reclamado la reparación de los defectos que se observan, 
cu la oportunidad lijada purtl artículo quinientos trece del Có- 
digo do Procedimientos en lo Criminal, que es de perfecta apli- 
cación al caso; pues su texto, de carácter general á los trámites 
del juicio, noauturiüa las distinciones hechas por i-l recurrente, 
y que en la sentencia de foja doscientas setenta y cuatro se lia 
tomado en consideración los hechos alegados por las partes y 
la prueba producida: se declara improcedente diele» recurso, 
Considerando respecto al recurso de apelación: 
(¿uc la sentencia aprecia arregladamente lo-* hechos, que apa- 
recen probados en autos, sin que se !:aya desconocido por el que- 
rellante el mérito de los documentos que corren de foja ciento 
noventa y tres á ciento noventa y siete y que sus conclusiones 
se ajustan á la prescripciones legales en que se funda. 

l'or esto y p»>r sus fundamentos: se continua Ja sentencia 
apelada, curtiente á foja doscientos setenta y cuatro, decorán- 
dose, con sujeción á io dispuesto por el artículo ciento cuarenta 
y cuatro del Código de Procedimientos en lo Criminal, que las 
costas de ambas instancias son á cargo de I->s señores Marenco y 
Cereset..; y repuesto- los sellos, devuélvanse, debiendo testarse 
previamente por Secretarú las palabras que >e anotan al mar- 
gen de foja trescientas. 

IIEMAJUN PAZ. — LUIS V. VA- 
HELA. AltEL JIA/AN.— OC- 

TAV10 iti m;k,— jla> E. to- 
wth.vr. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



CAI S i 4'4 \ VIII 



Antonio Cnrmona y €* wmtm dan J>mr f 'tarvs, sobre 

íW/rví ttt> fíesoa 



Sumario.— i" No procede©] recurso de nulidad por defecto de 
procedimientos que no lian sido observados oportunamente. 

2" D.-be eonlirniarse la sentencia que no iaieíi agravio ai 
apelante. 



f \ist>.~- l.o indir.t el 



I iilln del Jup/ fcVtlt-i Hl 

Süllri .hmirt Hdé 1891, 

Vistos estos autos seguidus por Don Teodoro M. landozo 
en representaeioo de Don Antonio i';¡riiioiu y C\ contra don 
José" Flores, exponiendo que su* representados han desmonta- 
do Iu extensión de 1-1,711 metros cuadrados en el rastrojo que 
les señaló el demandado, y estaban prontos á desmontar toda 
«1 área que éste desee, siempre que les pagara su trabajo; pero 
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que, aeginte© A tooérlo, se vé en el caso de interponer d,- 
manda contja éste, redado ,.„ ,1 confratg que acompaña á foja 
*>, por el cual Florea iteoMíga íVpag&r ¡í mis rvpr «sentad os áO 
ceotavHs por metro cuadrado d- demente y pedir sr le conde- 
n«n3 pago de pesos moneda nacional, ii, M .„rte de aq.H 
trabajo, a) dé las costas é intereses, deduciendo la cantidad que 
consta de recibus. 

Don t'baldo ViJlarueí,en representación do l lores, rom, *ta: 
•iue es nacto el contrato, j *m sujeción a él pagara losmetro* 
cuadrado» d- d^m^te cpie Ija.vau -.¡eeuudo Canta» v . 
desmando U2 pe^ r.MMiud^ , n 1„, reeibn* adjuntos; p. - 
raque se niega a" pagar lo que no sena desmontado y e&tá de 
maoiliesfo enel rastiojo, porque no se Ihi estrujado en con- 
junto una área determinada; que, por otra parte, la demanda 
b$ temeraria, por cuautolía debido ped i rs» primen, la no*n>nr,. 
(ii'l trabajo, yon cas,, d.- m- u á patrio demandar el vab.r. 
pues aialia* amone* sé oponen para que pueúan ¡m.-rpon-,^ 
juntan por I., eiial pid- - r-rbazu la demanda y >e ordene ral 
actor individualice la obr.i, ubji-to. del precio. 

Resulta, pues, que . I demandado ree >eo la obligación de 

pagara» .■«•ntav.iA niam-u nacional por metro cuadra. I- d-d> 
monte, y sélu niega que la soperiHp ámfaa&tiAn alcance al 
nümeroue metr- euadrado* que expresan ios demanda utes, 
porUcual se m.mbtu perito ai Agrimensor Uoaor "iiu-h. 
quien alirina.ii su informe, que el terreno desmontado mide 
15,00 i metros cuadrados* podiendo reducirseal uúnjcío úmmi- 
dado, en vista d" la. p. -quenas lonjas sin monte, intercaladas 
en aquel, que no ha sido necesario remover; que y, cierta ob- 
servar-mu del demandad--. d-.< - j i j ■ ■ la -up.-rlirie tutal d** la tierra 
removida, eseasameiite ab anta á la tercera parle del termo 
desmontado; que el trabajo aparece bien ejecutado, notándose 
solamente algunos troncos de árboles, considerable número de 
ruire^. raigones y cepas esparcidas en el suelo, 
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V considerando: f- Que no se han acumulado uceione» cou- 
ir.i'lirt »ri;is, |iiirf|i!«- !¡i acción de rulin dej trabajo ejecutado se 
complementa v justifica, mún bien Úfchti; por la mensura, la cital 
HO puede sor objeto de acción, sino una dilijLp-neia de prueba, 
que constata Uecbu del (rnbajo y s?.ti extensión, 

2' 1 ijue - I 'Ji-inaiuhi'li» contrató él desmonta, t-n tUtti d-d bos- 
que objeto 'I" la -i i que encomoudó, y bnUivndo.sc oUiL r ado ;i 
pauar^N centavo» |mr rada meiro cuadrado, está sujeto a esta 
unidad de medid:», ssn qui I** --a licito modiljcarhi ó fi accio- 
narla, ¡'i* I m ' l . h i ■ < ■■<■ ini'i an iií'l i vjil na ¡monte los movimientos, 
de tierta liedlos p ,ra di'-arra¡_ar nada planta, porque las partea 
lili' n ^ - ti ni | ■ 1 1 r su> obligación*** ,n fl iu<-1<» y furnia qm* la* <'*t i- 
|j uta ron (nrtíe alo 1 1!'7. 1 ' '• - 1 i u ■ « 1 ívil i, y lo cintrar ¡o sería variar 
por completo la unidad d<- un' ¡ida lijida mi * I e,.ni rato. 

">\ Que, sin embarco, *n'udi> evidente que. • I demandado s»- 
Obligó sólo ¡i pagar la Siiprrin¡.> d - id «i ii [ ola, fo cual excluyo 
.os pedamos il'' terreno **u Ims quo no bu bu que desarraigar y que 
son de convídeme ion, cuando el perito observa fiuc el total de 
ta siiper íieii removida no alcanza ?¡i la tercera parir .íe ta úrea 
desmonl »m. c os intervalos no desmontados deben descontarse 
de la atedída total I* esta en rumplimínitu del contrato y de 
la l'-y ríta la . 

( i^i jii» >j- ii lii nocible déti'rntinitr roq exactitud este des- 
■ in-nin. - ! Juna délo* lijarlo upth-a-.do |.»s princlploa «le equidad 
y di' justicia en n*o de ! a facultad que para estos cases le acuer- 
dan la Iry y la jurisprudencia. 

'uiwbran I-, m iio. r i->n- l.i ra/- \j<'n >ta -o vé que 

Plores no resistió mali«-insamente el pago de lo demandado. 

l*or estas y otras eon Sideraciones fallo: lijaud . <d referido 
descuento ni un 25' tlrl total di- la superficie mensurada: 
ordunandoque los de ni andan ti'.- limpien el terreno desmentado 
levantando les resto* q M .- li¡^ notar el iulorun* pericial y con- 
denando al dj mandado á pagar á Antonio i'arumua y C n 2¿0ü 
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peso. 60 centavo, moneda nacional que importan los i 1 253 
««tro* cuadrados en que se aprecia la superficie desmontad, 
descontándose los ilusos que constan culos recibos de fojas 
Uj 15, sin cosías. Eepúugasey notifíqueseeon el original. 

ihwtti Xtíiubrami. 



I-'hIIo de lu Niiprriiiii < orlt> 



Biiiíiio* Aire*, Julio JT |sn;t 

Visto, y - operando: Qil^ 8 ,g,»u resulta del inl-rmc pe- 
nmJUe fnja veinte la superlkie del ,,rr,uo d.^ntadn 
mide tunee mil cuatro metíros cuadrados 

gue< n cnscruencia condenado el demandado a paga, ,] 
preciocorre^ ndk-ntcásÚlo uu<e ,„¡] doscientas uiuruenia > 
tres metros, „adrado>, la Pitecia no puedr serle agraviante. 

1 Or «to v sus fundamento* ceneoídámtes se conlirma con co- 
tas ta sent^nca apelada de foja treinta y urlio, r.u liac-iúidu,, 
«gar al recurso de nulidad per no haber mérito para ello, 
iiauiendo ..do ad.mú. »\wrvmio oportuuam* ntc .-I pr-u-edimiHi- 
to por la parte. RepÓngam* los sello, y devaedraus,-. 



BEKJAMlJi l»A2.-~LÜ|S V. VAHE- 
LA. AUEI. B \í. \¡S. — -f>Cr Wlo 
ROCE - JIAS E. lUHItKM 



DE JUSTICIA ?ÍACIO\AL 



un 



i'AUSA tl\f\ 



lh H Teodosn, frtz ni h < T rua<m ,/,///.„„•„ contra thfm 

ÚaUíiíc K. <tr éneuhséti sobre tercería tía dominio 



" Si ejéenkiite maní fiesta t m 8e ^réseiiida 
del eintó^o del bk-Ji sobre el cual i, a deducido tercería de 
dominio, no corresponde se proceda taMlttr dtelia tercería. 

- Si 1:1 " IÍ5i,,ií » «'"Mioii.l.. tercería se halla radicad* ante 
la jurisdicción provincial eo otro juicio, » s allí que deberá seí 
res ni/ 1 ta. 



Cmo. \.u indica el 



I tillo dt-l Ju*r. F«d«*rul 



Autos y visto,: Ea tere ría d- domiuiudedueida por lh, n Teo- 
doro Pus en el juido ejecutivo seguido por el Hunco Nacional 
contra Dona Matilde®, de Encalada practioú embargo pn-ven- 
tir»de 2 coches de |.r..,dfdaddeI»oii Florentino Martin en flf 
de Agosto de I8UÍ) , ,„,edient.. traidu mt effrrtnt» n^nJi) 
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<¿u.' «Luí Teodesin I\izse opuso en 27 de Uctnbre próximo pa- 
sado á que se llerara ií efecto la venta 4c uno de los coches em- 
bargados ¡í Martin, alegando t'-rcerude dominio y exMMeJldo 
ante el Jugado de Primera Instan ta en lo Civil, el documen- 
ta privado de fo|a. r , segnn el cual Martin le rendió un müord * 
en 2 íe Juti nílUiao, es decir, .-un ¡interioridad a! ettioargo pre- 
veutim trabado á petición de IWia Matilde ti. de Hurlada. 
Que sübstam oída la i^-.tú cotí aiidi ia del ejecutante y eje- 
cutada v recibida la causa ¡i prueba han prodiiiid» Jas parles 
las fj«o cofre» de foja... á foja... Iluii T.-..l..<io Paz , ,»n más los 
dos expedentes traídos tfjfotm fiilmüi. 

Corresponde, j a, apreciar el mérito de esas pruebas, según 

(as re-las de la saitú crítica. 

\ considerando; I l¿uede la> deciaim iones producida* por 
IMia Matilde de (incalida, ante el Juzgadode l instancia 
y remitido- en ccpiii -¡ue corren dr foja... á roja,., resulta coia> 
f r.l-a lo por Jai JeposndiMies de los te-ti;'--. n on L-ttis V. Al- 
fonso, Gerente del lia neo Nacional, Pon Aianasio líodftgueís, 
l>on j,..,* líanion Ai luval, Don Ánteuer Ledesm», Don José* D, 
Cione*/ y ot rus, .[iie Martin era el dueño del milord sobrcel que 
alega m.jor detecta) Paz, en k lecha del embargo preventivo, 
üeguu ellícfeaie, á mediados de Julio, según lloJriguez.á liuc* 
de Junio segUn Aehaval y Ledesma < líevolttcion de Buenos 
Aires de §0 de Julio u que se reíit fe Acuaval), 

f>in- Martin Bedociaraba dueño deese coche y lo tenia en 
servicio pübiicoi oíreeién ioioal Bañen Nacional en garautiade 
su crédito, 

3" Que apareciendo el documento presentado por Taz con 
fecha 2 de Julio, desde luego se percibe lu existencia de uua si- 
mulación, tendente á burlar lo> derechos de la garantí». 

t un- M.-udoel d "■iiui-nto ejiliilji'Io j.or L'az meramente pn~ 
vado, mV i ¡il. i ii i r i - frdi.i currtadcüde >u presentación enjuicio 
■.articulo lOar». Código <int). ojie lo fué en :»1 de iictubre próxi- 
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m pasado según se r. ud,- del expediente traillo ad f//¡W«í« 
ruinad, 

5M¿ui> í?¡i5! ii ihaproducitioot tas pruebas qnecorroborcti la ver- 
dad de su aseatode baberíe i^iidiilo MáHiui en la fecbaqne re- 
xa L'Hmiiiil'Uti. <l.> ti ittihrtlvu imjíMÍiUI. piles d'- l„ s dos 

testigos qth lia üiíeeido, liauíel Horr-m y Caí -ii-lmn*' Ar,»tu. 
este último dice que |,- dijo ; \ Paa cuando fin-r m :i practieni el 
iMiiUarjí.» preventivo que M.irim (e había rénilidó el coche, y 
Herrera dh* iguurar ta i'.-rha en qu<¿ cedebraron la renta, y 
suponiendo o.utí éste sólo de0lafase<l(M 4 <>nforiui l;i'l ron •■) inte- 
rrogatorio 'l- Paz, no seria bastante para destruir las dc< lara- 
cienes contestes <k* los testigo* presentados por la señora de 
Knealad i, a.- persona* rio buena posieinii social y nuvor en nú- 
mero fie la- fgug ha ofrecido Taz. 

Eonseciieucia puede aíirmarsti en v»T*l;i'l que ■ I 

tercerista líen Teodosío l'a/ t no ha probado, ciutio probar Uebítt, 
serdijeñodtl cucho milord de que se trata, I'or estas oonsi- 
dci iciono y las concordantes del alegato •!>• bien probado de la 
pa* t -j»- l,n«-ala»la i|.uv corren de foja. . . ;í loj i,.. «!>■ estos autos, 
debuitivamcnte Jugando, fallu 411. ■ .Irb., declarar euttm en 
efecto 'I' claro: 

I Que I»tiu Teodosto l*az no ha probado v*r propietario del 
. . m- h .- « ti cuestión, conio probar debía; 

1 ' ,' 1 1 < ■ Hoña M u t i 1 1 1 e < í . de Kn o alada lia probado la - 1 tn 1 1 u- 
ciun de la venta hecha por Martin tí favor de l\i¿; 

^Quepor (antoij sestírao p o* impr^ « di nt, la te:<vrí.i ¡n- 
terplli «til p.«r e| referido ]' 

Í Qlie las i Ditas sean ,i earj,'" ilo ust ■ ultimo; 

5" Que por tatito se Ilere jí cabo él re>pec tiro juicio ejecu- 
tivo seguido pnc el Ilanco Nacional contra la ni. acíonada So- 
nora >h' Bncnlada. 

l( i; ne repuesto» que sean los sellos, >*> noüii.tu. original y 
archívese este expediente. ■ a>nd" no ser recurrida esta santón- 
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cia, devolviéndose al mismo tiempo con el oficio de estib. Eos 
expedientes traídos nd effeelúm mdéttdi* 

Así lo resuelvo en Santiago del Estero, á 30 de Majo de JHill . 

/'. Ufaerfmtt tf Ucartn. 



t'allu ilr | M »U|irr mu lorie 

Huimos Atirra, julio íí de |H99 

Vistos: Considerando que el carruaje sobre que ¡rato Ja ter- 
ceríadeducidaáHauna. fué embargado ante el Juez de pri- 
mera instancia de la Provincia de Santiago, como aparco de 
las diligencias en testimonio que corren de foja diez v siete á 
Ha treinta y seis. 

Que Bguttjftfo entre los Wtnes embargados el mismo carruaje, 
el Banco ha asentido á que se prescind ule dkhu embargo, para 
no dificultar la sánela de la ejecución p-nd.ente romo estaba 
en mi den-c.hu hacerlo. 

<¿ue en esta virtud y hallándose radicada la misma mestion de 
lercen'H, promovida ante el Uíeri-.r. H i la jurisdicci.ni pruvin- 
cial, debe allí terminar con la resolución que proceda «» el caso. 

Por estas consideraciones se deja sin efecto la resolución re- 
currida de foja cincuenta y nueve. decL un i. ,e que la ejeeu-ion 
seguida por el lia neo debe continuar e ..tros bienes sobre 
que se solicite ampliaron de embargo. líe uestos los sellos de- 
vuélvanse. 



HENJA Ml.N l'A/ II l> \ \ ^n^.- 
l A.<--AllKl.n.UAX.--fKTAVin 
IU M.F. J LA N E. TunUEKt, 
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i \VH\ VI XX 



ir JnséFaltam, e&ntra intima Mtircm\ «rita* &A „ ejecutiva 



Sumario. -</untr;itada U construcción qq un edificio y poí 
separado la de las paredes laterales, la avaluación ¡ü4kk\ de 
<-sta ultima, es título hábil para ejecutar su importe, sin que 
obste el no haWr3e concluido todavía la * onstnn-ciou del .--li- 

ticí'i. 



' 'a su. [,ñ indica - I 



■ Alio drl Jur/ IWeral 



Saotiaíf i íiciuhn ^ «ir JKIU. 

^ vistos: La vxcepcion de inhabilidad del título oputMa por 
IK Antonio Marcos en la ejecución que le sifué D. Josü Kalconi 
por eul.ro de la cantidad de 1621 pe.os 30 cent atoa nacionales 
proveniente dd precio de la* paredes laterales del edificio en 
cuestan; <k- su estudio resulta que Marcos funda su excepcíun 



17j * fulos pe la sLi*ru;MA coute 

en que no estando concluida la obra i« casa con airegto al 
f'.rniratn 'I'-lir. í^..neia.iio|mMKM-x¡gír,M: ( . t -l]. :t yn.i.. !.-, ,„„ [;J 
expfesadii. ]».»r.,u.. tratándose, según .'■]. „„ rontrut.» b.hit.- ,| 
de obligaciones iv.-ipn.i-as p ira la* parlo,. I-aíconí no puede 
fexígitle el cfemptijtueufe) «Je los ijtav te compete, desde que Él no 
U% lia cumplida por su porte. Fulcoui eo&tejtfcfrla iacXcepeion 
dice; hose ti at.i ,!e la oh n de | , easa, sinú .Jo las pared** late- 
ralt-s que en el cantrnti ^- , stipuió se pagaría po- separado 

iifuiéiitfáse la ejecución i ese valor y un el d- todo el cdi- 

íieiu, sobre el que »-xi>t" < u stión pendiente, 

V considerando: qio- los (crimnos itikmxisdel Contrato. n-su# 
ve ta cuestión, pites al íriitardel precio *te las paredes laterales 
die.-. en su artículo octavo d eeñlrate celebrado por Man ... 5 

Palé ni en 12 de Agosto de \xm: el Marcos al ard é 

más del pnvi-, .1.1 ...lilirjo el valor de la p rir .-d qu,. divide Me 
del terreno d- M-n'-^my la mitad de la otra par ; m . dia- 
riera H. 

Que si ndo Me el texto del contrato, m revela la inten- 
ción d.- las partes de no incluir en el precio del edilício el de 
las paredesen cuestión, por. s^Oisípufiiedeci^ contodice, que 
Manos abonaría, ú más del precio tiei y M$fém ¿ íl de !a~ pare* 
d'-s laterales. 

Que isl as están construidas en forma y justípn « íadas por pe- 
ritos, según lo revivió el laudo arbitra] de foja 79 y aprecia- 
do por-! intrans.-rito su valor en la . unía arriba expresada. 

Qiic resulta así que esla Cantidad es independiente y ..-para- 
da de la del precio del edilicio, pues a^i U eslatny de una ma- 
nera clara é i u- un troven, d contrato de bis partes* en el que 
sepone de manifiesto w Intención ¡Je separárosla suma de U 
que importaba la obra de la casa. 

Por estas consideraciones y bis concordantes del - grite di 
Falconi,defoja m á foja ISO, fallo: declarando unproeedenÉti 
la excepción de inhabilidad del títul i opuesta pot Mar.-.- con 
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las cortas á éste, y ordena ri r J o t-n si) mérito í|ue se lleve adelan- 
te la ejecnfioti, liaciriidosf trajine y reñíale ¡leí bien ra i/, uinljar- 
^¡nlo y cmii su pn-dneto. íntegro papo al ;htci'<1ut di-1 ra|iital t 
iutere^cs y costas del juicio. 

til. ifft v j hnrta. 



1'nlla d«* I» *ii|tr<M»u i ..id 

inii-ii.^ \n. Jiitoi j!( .!.- ¡sí»:j. 

Vi*tu>: l'«r >u> fundamentos s.- ronhrma «'.mi «-..sUs ¡a ^en- 
tcncía apelada de foja ciento menta y tres; y repuesto» lo*, se- 
llos, devuélvanse. 

BESJAÍll.N Al.Kl.ttA/,A>. 

in.iAVHi iux.e. -jlan 

L. KiKUl.M 
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4 Al S.t (4 .1X1 



Don Patudo Méndez nmtm </"" Cártm .vrym/ Itaader, ¡tur 
ejeeimm de laudo arbitral; sultre roMpeiettfúi, 



Sumario* — Hecha cesión de bienes por uno de los inten sados, 
ante el Juez Civil, lo> «utos sobro cumplimiento de laudo de- 
ben serle remitidos, cualquiera que resulte ser la jurisdicción 
i'iiiupft'-ntu para miewler en el concurso, 



t'flso. Ln índica el 



lullo.ltl Jurz tVilernl 

ItsK-nu. Airo.*, Noviembre ¿l de l&íit 

\ istos: Por tos fíindamen tos aducid os en el escrito de faja 
:jr>:i. y «'üiisiderundo además: que es un principio indiscutible qu<* 
*í juicio de concurso, sea civil ó comercial, atrae todas las ac- 
ciones pendientes contra el concursado. 

Que la Cesión debites hecha pur el demandado demuestra su 
estado de insolvencia. 
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Que siendo esto así, si el Juez de lo Civil, ante quien se ha 
hecho la cesión do uienosy que es el competente para decidir el 
plinto, declara que el caso es du recorte comercial, remitirá al 
Juez respectivo h.s antecedentes, sin que ello altere empero la 
rendición relativa de las accünes contra el concursado: no lia 
lugar i lu oposición deducida en el escrito de foja ¡151 v cúm- 
plase lo mandado ,. n ta providencia !'..ja IÍTiO viteítft, previa re- 
posición de sellos. 

Vii'ffilía \f. Tedtíi, 



l »llo di- In Mii|iP4-iim 1 orí»* 

KÜfl Vin v Julio W lie JN!U. 

\ isi-k: pyr sus fundamentos, se conlirm.i con costas el auto 
apelado de foja I rescfcittos cjucotmta y ocho, Uopuestos fos se» 
Ho> devui'lvause, 

RES J A MI > l*AZ. — I.L IS V. VWIlt> 
I A. AIJEt RAZAN,— ■ OnTAYiO 
ItlNliE, Jl A> H.TOItftfcST. 
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fontal 'A/// / twfck*to>. Fnmm -/<• /v,.v.,. koM« mfm^m tfc tus 



pena aun cuan lo h iyu hubMe omisión | .,r parí- <fc la Aduana, 

-i se ha ti- «•!«" (lesj !»• -\í>t i r un principio tíe v i ¡fteaeioii del 

despacho. 



Í.V« Lo indica la s^uii-nt- 



Señor .hirz f nirrui: 

fratici&co Vwsotúú* Pedro, cog domifilio .u la callo 4e « n- 
yo minx-ro :w t a r !ahi¿u .Je u h; , resol Qefq pjU Adu ana, tí V. S. 
• n la mejor forma 'ligo; \ 

• ¿u- *e ha «I- licuar \. K, proveí r . oino I» |ij<i<> J yi*' nV . u> 
escrito, ]"»r consnJi raciones que paso á »*xroncr: 



im mmm y\cioxal 179 

I" 1.a resolución de qué récnrró no puede subsistir, pues co- 
i«ü íe diMjiiü« f leIexiíw e ii dd mismo- sumario oue aeompuáo, se 
declara en ella un exceso do pavone en realidad no existe- 
ai-ari,. dHu , r, „¡ (lc i 0u tie,, tí por ^ UJ1 ^áiniien. 
ti» nulo jiie invalida !o actuado. 

Kn ff.vi... |i:rúnit í.iin. nt. itM.irari-h r. hti't,,, , um U- 

'"^ ;i *'»' J " «: I-i- «•„„,, l.i'unf Piuría w, ...In.i.-r. i. 
riinnírestiieioii cua encaso bHÍm % mmm depósito y d-clar.' 
"I número 27fl .... cajón y los otroscjrotro «os; al ftacer esta 

•Jf. IaracÍMUhoH 1 w., 1 , ) .M.Ht^ i u t ;i« t -clar i in<iu fuñios, había ttUé 
^daiar ,1 !>-,;.■ hnao ,|, ¡„ s mt . m „ M>11> ,., |í| (r¡i) 4 i( , n 

|'|-im(tiv¡i]tK*ritr o ¡r tl i íi-, 

Kl Vista al pr. ,-, ,!, r ,,i .j^j,,, |, . ftr ,. „.i j ,,„ | f|lh . , ^ |(J- 

eea tas ordenanzas de ídeana funículos Í25.v ÍSüj según los 
• naíes «oncmitraudo dif, faiefr <<n la man »,, nWr^ ú m,v,^ 
deben suspender , 1 despache, y d«-vohv r d don.»»,.»!., .1 V 0llta . 
darla para qr,o ratifique Haciendo caso omiso ,h Mtol 
glss de prtwediiaíentn qilu ],,„ sitio n tableeidas par, - r ,,,»,- 
[dídas* e] Vista |vrosigniñ el de> nacho j ,1 pMte coat0 si „ 
lnibi^, t mauif 1 > ! ,,|« J 5far-Jo !í y alterando hasta el peso dii, 
W resultaba fin exceso de Míos 77. 

Ifel ¡nfonuc ^.I*Cwit«iIuíÍ4íc 8< ,ítaq M e él uvudaut 5 en- 
trada como al número ¿7!í v en cuanto al peso, rp fl tienen 
lu-í tardos es el bigúieKie; 

> uní r«) ti i i 

- J ** 2ÍH 

iu: 



t ü» 

• m 2II _ 

nuil 

U maniatado fu¿ MK rc-ulUria un me-o dn 72 kiT* v 

Ji i de t i roilm i| i J Vi 5 Ij. 
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Pero como la manifestación del peso fui licclia englobada por 
los cinco bultos kilos 989, si el Vista cumpliéndolas disposicio- 
nes citadas tic las Ordenanzas, hubiese devuelto el manifiesto 
á Contaduría, al reetitícar el cavas? di' cajún ó fardo del nú- 
mero 2711. tamliieu se habría rectificado el p< s-> 'i.- thíNkilos ma- 
nifestado peso neto por el de ti il kikis que th-ur el fardo; dife- 
rencia en mas. |3 kilos, los que agregados á tos 989 kilos de- 
clarados dan un total de 1002 kilos. 

Ll artíeulu l2Xde I i- Ordenanzas com-ede una tolerancia de 
6 % por diferencia depeso. Agregada ésta á los f 002 kilo*, 

resulta un total de kilos U$'& y los fardos en mi totalidad 
no tienen más que I OCí 1 kilos según la Alcaidía, 

MI minino ivMiltado se desprende de la- entregas parciales he- 
chas por v] Vista en el misjii > parcial, foja 12 vuelta, .1- dmide 
resulta: 

Primer recibo, tres laidos (277 , 27ti, 278) con kilos 0ÜB. 

Segin.dn recibo, mi fardo (27 tj mn kilos 215. 

Agregando "1 número 27!l que falta i-rihir c«n kilos ¿11, 
resulta mi total de kilos fOtíá, ó sea i-l juUum re>ultado antes 
espumado. Kl cajón número 27!) es el que queda pendiente, se- 
gún consta de la ñuta puesta en los parciales cíe despacho adjun- 
to, fija \"1 vuelta. 

De lo expuesto resulta; i Que so ha seguido un proce- 
dimiento vicioso, en oposición con ]<> que pn seriheu los artten- 
h>< 125 y lÜJde la- ordenanzas y así debe V. S, declararlo. 

2" (Jue en definitiva el exceso de peso no del/e tomar-e en 
cuenta, pur hallarse dentro déla tolerancia concedida por las 
Ordenanzas, 

Por iodo lo eapnesto dígnese V. s. revocar la resolución del 
Administrador de Aduana de que recurro, declarando al mis- 
mo tiempo la nulidad deque lie he¡ lio mefttiofl . Es justicia. 



Francisco Fustmi Je Pedro. 



I litio Juez frVili i«J 



Üynjios ijm*. Mario 17 <!■• I*»! 

Vistos y considerando: Qu, el rmpiwid.» autor del parte de 
luja i nú ha observólo ln .Impuesto en el artículo ¡:!(i fie las Ur- 
dcnaiizasde Aduana y procedió :i abrir -1 Imito 4110 aparecía 
con envasa diferent. del expresado en el maiii!i«stu. 

Que si se hubiese cumplí lu t© nue manda el citado artículo, 
cJ interesado ni salvar la diferencia de envase hnbira podido 
modilicar tamban las enumeraciones del matufieste relativo al 
peso . 

«Jüe, aun «utuidouüí uo fuese, los procedimiento contrarios 
á las di*|i..-iri.j]i. - -i,.. I.i ¡,.y no |<n -d,.,, mantenido-:, 

tanto más cuanto que la inobservancia de I.i lev en est -> casos, 
por parte de los empleados, tendrá por resultado suprimir en 
pr.»\ relio p,irl i< ular de estos, vcntaj.is ó -irajitíai ijrii la- orde- 
nanzas ucuerdau á los comerciantes. 

l'or estos fundamentos se rev- a la r L -Mdu< ion del Adminis- 
trador de Reñías, de foja 3. 

V.u oportunidad devuélvase á la Aduana á su* efectos, nrevia 
reposición di- sellos, 

./. I. Ln latine. 



VISTA UKl. sKMMS Ni OCL il U)t Hi i.KMUU. 

WlíWH \if->- Julio lÜ ,|- 

Según lade-laracion del ínteres lo, corriente á foja 12, corro- 



18^2 
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horada por informe de la Alcaidía de Aduana di* foja !), aquel 
pidió despacho directo oVS bnítos, cuntnuiondo 9Híí kilos gí- 
ueros de algodi n; esa declaración fué ampliada por d imposición 
de la ( unta daría, expresándose que el envase de los 5 bult ^, 
era un cajón y cuatro fardos; inda se r* cttticu, entonces, respec- 
ta del peso qin- quedó como fin ia t»s*ttl>lt»CÍdo en 1 1 primeia pe- 
tición di' despacho, 

Al ivrihVarse el despacho, Segnu los partoa de foja i é infir- 
me de foja 10, resultaron 5 Tatúo* y al turnar >e el peso un exce- 
so sabré lo maiiíft atado * gnu el guarda, á foja I . de"" kilos, 
según elaloaide, ,i foja 1¿ vu-lta, de :i7 kilos; en uno ú oír., caso 
el esoeso sóbFeiiasa á la fcolrrniin» d-d a prescrita en las 
Ordi lianzas de Aduana (articulo I28i. 

Kl internado lia reconocido su error y explii ¡ido su catísa ñ 
foja i vin-lta. L'ern esa causa no U- jnstiliea ¡inte la inflexí* 
bilidad de las leyes de aduana, pues como I» observan los infor- 
mes de autos, tía debido informarse personalmente de tos enra* 
ses y reeiitor el peso. 

IV parte del guarda liüUo omisión fie lo dispnesio eo losar- 
tíctilos I2ñ y hJli du < hdenunzas pero ello no estíWSael oxi 
so del peso encontrado* -su rtetlHeacion no hubiera sido yapn- 
cedeule si efecto de evitur las responsabilidades Ip iles, cuando 
pfteesistía un principio de verificación del despacho « artículo Í)N| 
de la* Ordenanzas. 

Resultando entonces de lo-, cómputos de la Aduana, consig- 
nados en el informe de Ja Alcaidía de foja O, que el exceso en- 
contrado es de 7,'ikilus y que excede al tolerad , legalmente, no 
habiendo la aduana encontrado causis bastantemente justili- 
calivas para ejercerla atribución que le ámenla el artículo 1087, 
de absolver de las consecuencias de un error endenté é imponi- 
ble de pasar desapercibido, pienso q«e es rigurusamenlr aplicar 
ble al ca*u la disposición d.l artículo 930 de la* Ordenanzas y 
por ello pido a V. I!, se sirva revocar la sentencia apelada po- 
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el Procurador Fisc.il ti foja 28 vuelta, y declarar subsistente la 
administrativa de foja 8, 

SaOintüiio Kier. 



I itllo ilf I» *ii|ir<-mit 4 iipIi 



¡tu - \w - lülio J^i <b- 

Visto-: Por los fundamentos; ríe la vi -ta >lel señor Procurador 
Cieneral de f"j;i sesoiita, ^ considerando además: que el recu- 
rrente al hacer l;i rectificación 4e los ipsiiufiostu.* «no* oomn ñ 
luja treinta y ciwtr»" y tivuiia y finco, no bisso la rectificación 
tendente á salvar la diferencia líe jn'áo producida pur la diferen- 
cia de enrase, lo que '-I BíiíúiO feeenoce -i foja 'ios w haberlo 
fti-clio p«tr divido, se r* -vixm la sentencia apelada de foja v.-i iu«.' y 
o.-ho; y su continua la de la Aduana corriente á foja tn->. lle- 
puestos (os sellos, devuélvan-c, 

ISINJAMIN PAZ.— IXIS V. VA~ 
UH.A - - Altfcl KAZAN. 
OCTAVlU (JLM.K. II AN K . 
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C AI KA <« YAIII 



¡i. Itenito Martínez Hamos, mntm Mcnlm Mihaanrich; m* 

hrr n\tn>iftt i/f un h>tnt 



Su aniño.— No puede obligar*- 1 ¡i entrojar un bulto de equi- 
paje, que nu consta que haya sido recibido por el demandad". 



Caso, — Lo i x plica el 



Ful tu rirl Juez *>dernl 

t 

Buenos Aires. Abril 21 d« Ihíh . 

Vistos estos autos seguidos por 1>. lienito Martin liamos cou- 
tra 1). Nicolás Mitianovich, sobre entrega de u» baúl de v^ui- 
poje que dice el actor habí* sido extraviado por .1 demandado al 
hacer el desembarque de los inmigrantes venidos en el vu- 
porGiavay de sus equipagus, como contratista omíiél de eso 
ramo. 

Resulta; 1° Que el demandante embarcó en el referido vapor 
en el puerto de Barcelona, con fecha 29 de Mayo de 1889, dos 
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bultos tic equipajes con destino al puerto de Buenos Aires, dán- 
dole la Compañía de Navegación general Italiana, á que perte- 
necía i-I buque, los certi iieudos<-orrc*pondientes agregados á fojas 
i y 2 para que la Agencia del mismo en t">tti puerlu, *e los en- 
tregase, según el mismo llamos lo expresa en el escrito de 
foja -í. 

¿ l r ' Que el hecho de w> haber recibido á su llegada sino un 
solo baúl en el Aliñaren de las Catalinas, teguillo asevera el ¡i^ir, 
ha deducido la demanda judicial di- t'nj.i 2!) contra Mihanovich, 
c mtratista para el desembaro de los inmigrantes y sus equi- 
i J.--, Imjii ■ I *íipu i'^í«» ib 1 j u- '.sti i"í'jl.,u del vapor en sus lan- 
chas bis dos baúles pertenecientes á Hunos junto con los equi- 
pajes de los demu* inmigrantes llegados al país en el mismo 
buque, biqur niega el demandado, desconoeiéndole toda acción 
pi.ra reclamarlo el pago del bulto extraviado mientras no s>'jus- 
liiique <iue id vapor se lo entrenó á ¿I. 

3 o Que en vista de tos términos de la contestación á ta de- 
manda |e recibió la cansa á prueba puraque el actor justiliqae 
que el bulto cuyo importe reclama, fué entregado A las lauchas 
del empresario del desembarque de los ininigantes, su contenido 
y el importe de él, habiéndose producido la que expresa el ver- 
tí licad o de foja 101 . 

V considerando: i" Que de la prueba testifical y documentos 
presentados por el actor sOlo resulta justificado el hecho de ha- 
ber embarcado los bultos ú han lea como equipaje en el vapor 
«íiiava», del cual era pasajero de 3' clase, circunstancia que 
sólo le daría acción para reclamarlas al Capitán del buque ó 
sus representantes en esta, atento lo prescrito en el artículo 
1 1 líí del Código de Comercio y concordantes de su referencia, 
como lo ha reconocido el mismo demandante en el escrito de 




á foja G por mandato del referido Comisario, lo misino que en 
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su <li-cl¡ir.K-¡Di] ile f'oji 12, sólo alirma que tolo loque ninv,- 
ponde á lo* inmigrantes se le entrega á la Kmprcsa encargada 
de su desembarfai, habiéndose prui-u*! ii|*r así ett eí ims ( . del « G ¡ u - 
va», lo que no Wta ¡>r;i ftrnbar la efectiva entoga de un bullo 
determinado, siendo t wto meiius admisible á este respecto di- 
cho testimonio* manto que el agente está interesado en d>— 
carga rao de tuda responsabilidad por la [urdida del bulto. 

3" Que- el eqnirato ot-íebraílo cutre el Departaaiento de Irum- 
graemn y Mili.iuovieh pa i el d.-vinbarqtie de inmigrantes lia 
establecido cu sü .«rlu nlo a- letra a (íéaso la tupia de foja 7üj la 
furnia en que se han de ¡miivjdiiuliz;ir los bultos de equípale 
to^oniéndo al contratista la bb%ae¡oii de lijar en Dad i uno ■■] 
rótnh qut-id tÍMt:i'ÍMi- <l r|i-si'Hiit;ircn tU-hy . - ii t r i ■ *; ¡ir I c » " atando 
implicado que éste Llevara la üOTrespoaUtete tiota emitrot, para 
qneteaga algún objeto práctico esa medida, no constando que 
se haya procedido así con ios, bultos del demandante* 

4" Que sj bien el mi-iiun con trato impone, al i-aitotista el *i 
ber de reclamar y entregar todos tos bultos que se quedasen 
á bordo etc. piafen. .. :r. letra es evidente queestadteposieimi 
sólo puede referirse a los bültyí rotulado» con arreglo ¡i la 
ctá;usttknñ|erior, poiqoe de esa itumru no le iridividuulirú y 
eonalat'i sa rxUeucfa ú bordo, ó ¡i lus bultos que los mismos 
inmigrantes presentaron á borde al contratista, no siendo ad- 
misible que se baya <*ut< ndido imponer á este la obügaciun tic 
regUrar el buque para eun.-statar los Imlt *s que huyan quedado 
en él. 

te resulta que el bttl"u extraviado un vino en las bodegas del bu- 
que, entre lo* equipajes 4« Í ú * inmigrante-, que el vapor entre- 
ga cu conjunto al omtratUtu del desembarco, si nú en su propio 
camarote y por consiguiente bajo su inmediato cuidado y vigt- 
'aneia, |n que explica satisi'ji-tnriam-nte por qué no fué entr - 
gado junto cu» lo?, otros equipajes á las laneu is del demudado, 
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siemlo muy verosímil 411-- por «sa circunstancia el bulto fuese 
girado ;i la Aduana. 

Por est©s fondameittos, fallo: absolviendo de la demanda do 
f<ija ¿il á l). Nimias Mihanovi.'Ii t Lm]nitiiendü á mi re jtecl-i si- 
lencio al ;ictor. iiepéng&nse las f^ju-s y nottfíquese con «I 

■»rij;ii.;i1. 

\iOfith, 1/. Tedia. 



Titltu de I» *ii|iri*ni:i t orlr 

hiietitKt Ahí.-?, julio 99 du 

V'Hi m: Por iis fundamento* se confirma mn cu-Las la sen- 
ten» ii\ apelada de fuj.i ciento úu z y siete, lí* ¡»n --to- lo-, sellos, 
devuélvanse. 

lth\JAM)> IMZ, — I I |x \ \ \ 
tlfii.A. U'.EI, LIAZAS. — 
OCi.lVlo III Mil . 
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f 'vtitnt el Presbítero thetnr ¡too Jacinta CürrenXum pürmrn del 

departamento déla Panilla, m la provincia de Córdoba, por 
inf raerían del articulo //s de ta ley de Molrimoma Civil de 
i J di' \otiembre de tSSé 1 lié de la /(','/ de dr fc'oviet ibr$ 
do fSS&M sübmitieomtilucianalidad de sus préserijmauM. 



Sumaria. — Lo dispuesto por el artículo 118 de la ley de ma- 
triinunio civil ile 12 de Noviembre de 188K (1 10 de ta ley le 12 
de Noviembre d*- 18811^ no inconstitucional. 



fitsit. — Lo indica la 



SK.YfESClA DELJÜEZ de 1 ISSTaHCIA 

Córdoba, Slny* 8 de l«í»>. 

1* vistos: Fistos autos seguidos de oficio ¡it Presbítero O. Ja- 
cinto A. Correa, cura-párroco del departamento P imilla de 
esla Provincia, por infracción ala ley de matrimonio civil y de 
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los que resulta: Que habiendo los Jueces de Pa?. D. Manuel A, 
Olmos y 1). líamon Gómez, de lae pedanías Dolores y Cosquin 
respectivamente del departamento expresado, dado euenta :'i 
su se íi orín e| >ei¡"r Ministro d-> íinhiei n«>, Justicia y Culto que 
el cura señor Correa estaba practicando mal milenios con abso- 
luta prescindenída de la ley civil, el Poder Ejecutivo pasó esos 
antee ude n les al señor Agente Fiscal, quien se presentó al señor 
Juez de Instrucción, pidiéndole levantara el sumario correspon- 
diente á objeto de constatar en forma los hechos denunciados, 
para proceder en su consecuencia st-gun derecho, y en virtud de 
cuya petición se levantó el sumario que corre de fuju 10 á ,VJ de 
estos autos; venidos estos á esto Tribunal, el Agente Fiscal, ex- 
pidiéndose en la vista que se le eumunñ-.'t, lli^a ¡í t;is siguientes 
cnnel'tsiunos. 

1 " Que i-n los autos están perfectamente demostradas las si- 
guientes iufiMcrtoues cometidas yr *■] párroco señor (Yrrca: el 
matrimonio dé Mercedes (Yb.il los con Aurora Cornejo, el de 
Kslebaii I.Hpez con Petrona Pal anco, el de Adicto Furias con 
Rosario López, el de llamón Oftbállóa coa Clara Monto va, el do 
(íabriel Martínez nm Antonia Anita, y <■] de ''andido Pelliza 
con Cruz Rodríguez; 

2' Que cada uno de estos matrimonios importa una infracción 
al artículo 1 18 de la ley de Matrimonio Civil, y que por Jo tan- 
to hay reiteración de delitos; 

3" Que en su consecuencia pide se castigue al procesado Cor- 
rea, coinoaut ir voluntario de esns infracciones, y de acuerdo 
con lo dispuesto por el artículo 1 17 riel Código Penal á sufrir la 
pena de un año de arresto con computación del tiempo de deten- 
clon preventiva c.ue sufra. 

ta defensa por su parte dice en el escrito de foja 81»; «líi co- 
nociendo los lim bos que lian motivado el sumario y en tos rúa- 
los se funda la acusación, me limitaré á alegar las siguientes 
excepciones en defensa del señor Correa: \ falta de jurisdic- 
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ci<m en su señoría; 2" Calta ¡lo personalidad cu el acusador; y 
3' 1 falta de accionen el mismo. 

\ cimsideruiniti: [ ' Mué como se vé por lo relacionado en 
el eapitulo procedente, una tle hiM-xeepri -nes nm carácter 
de perentoria ha opuesto lu defensa, - s la ti.- falta ile jurisdic- 
ción en el Juez para entender en esta causa y sobre la cual debo 
pronunciariuecn prim'* término, dada la naturaleza 'lela i xcep- 
c i 011 y lo -lis]Mn >tu pur el artínilo i08 >h ] Código ñu Procedí* 
miflttfio&en lo Criminal, Da defensa interpone la excepción por 
razón dele persona y de la materia, y lo funda en el canon Iti 
de la sección 34 y capítulo 20 de la beccitin 25 I i i'nneilm d* 
Trento, en la sección !>* del de LeLrár., .-n r] Rrere «!<■ Tí" \ I. 
de 17 d. Setiembre de ITXKy en ¡as proposiciones MO, >\ y Ti 
del Sylíabus, 

2" Excepción nttiwe ¡wrmmv* No hay ley alguna de b lít- pú- 
blica qae consagre el principio del fuero par. !<>s oléríg'os, tra- 
tándose de la aplíeauiep de las leyes de la Nación ú de su infrac- 
ción. 

La Nación Argentina no admite prerrogativa* d- sangre ni 
di- naeMento. Nu hay cr. ella fueros personales ni títulos de 
nobleza, Tod.i* >us habitante- -ou iguale* atjite la l<>y. INt is 
deelaraeioues hechas por la earta fundamental de la. Nación, 
que es la ley suprema de los argentinos, mi pueden ser que- 
brantadas en favor de persona ó gremio alguno y eualqniera de 
esas declaraciones, basta por 'í sola pira convencer d<- que el 
fuero 5 inmunidad personal de ios clérigos, no esiste. 

I "si. fuero personal importa mi privilegio, y por lo tanto, s«p0* 
liando fjti" no li ti hiera di-posieiotie^ t-Tinitiant-'s ó que ellas 
fueran de dmlosa interpreta-ion, para consagrarlo y declarar su 
existencia, tendríamos que violentar el principio de que los pri- 
vilegios se interpretan siempre restriet ¡Tápente, El CSdiga 
Civil en mi artículo I", estatuye que las leyes obligan ¡í todo-, 
los que habitan el territorio de la liepública, sean ciodManos 
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6 extranjeros, domiciliados ó transeúntes, <iu distinguir cnndi- 
cio nos per señales ni el carácter que esas personas pucdin in- 
v o t i r , pne- liy^ta el lucho sólo «te ha'larM- «■» el í'-rr it«»vio il«' la 
l^'púldíea para qu 1 - se enenentnni sometidas á tudas las ley 63 
positivas, sin que haya nadu que pueda pnm*r fuera tlel alcance 
deesas leyes á las ^i-riona^que se encuentren en el territorio 
jitrjítíl tccional de las mininas, ile manera íjtíe, aunque el pro. i - 
sado Cofrea abdicara de la ciudadanía << renegara de su patria, 
las leve* de !u Xaidon te alcanzarían siempre, mientra- perina- 
m-ciera en e) territorio de la llejuiblic;. y nadie podrá jurídica- 
mente sostener <pe los clérigos no pacten ser j uzgados por tos 
Tribunales del Crimen, ai rj u t* • >ltiu*xeui«sde la* di-poairioiies 
del Código IVn¡il por los delitos de homic¡di«\ legiones, hftrtos, 
etc., que desgraciad;! mente pudn-r.m llegar ;i cometer, ni tam- 
poco que no hayan de responder, de acuerda enn las disposiciones 
del Código Civil, p'ir ta evicfioitdeln cos a vi adida, que no seles 
pin-«la demandar por sumas de dinero i'j prestaciones debidas, 
ijne no estén obligados cuando aceptan una herencia >in Vencíi— 
fio de inventarié-, que no deban reuuir cuenta «le la administra- 
ción de la tutela y en una palabra, que htiío contrato acto de 
Ks elérig"s rio ha de e.%tar subordinado á las prescrip iones y for- 
malidades con que la ley sustantiva las ha rodeado. Kl texto mis- 
Uto del artículo 147 del Código Penal establece también clara- 
mente que et fuero eel-.-iiistieo u« cxi*te d. -m!-' el momento en 
que se díte: * Kl eclesiástico que ¡i subiendas autorice un niati i- 
monio ilegal sufrirá la pena de aifesto de tres imses á un ano * 
habiéndose legislado, eomn sin ningún esfuerzo se nota, para el 
caso 'mi que un mcfinlule (eclesiástico) viole U U\\ pues pió el 
artículo no tendría aplicación no siendo eclesiástica la persona 
HUtor de la infracción, La iumunid id eclesiástica no existe. 

■ 

pues, por las leyes de la Uepúblieu. queseo la> que los .1 i:e----s de- 
ben aplicar. 

3" Excepción rtttitme muU'vitv. Por lo que respecta á la excep- 




cion interpuesta por razón de la materia, basta transcribir lo 
que dice el doctor Pacheco comentando el artículo 403 del Có- 
digo Español, que es coneordimle con el \M del Código Penal 
Argentino: t La autorización especial que ¡iquí se pena, dice el 
doctor Pacheco, es la coman, la voluntaria. Si el eclesiástico 
ha sido engañado, sorprendido, forzado, no puede incurrir en 
castigo alguno. Cae en él cuando ha concurrido ádesobedeecr 
tas leyes, ora sea que su acto, el matrimonio, produzca rebultado, 
nrnsea que como nulo no ¡os produzca. Siempre lia habido 
desobediencia, iufruciion de sus deberes delito». 

En su consecuencia, la inmunidad no existe tampoco por ra- 
zón déla materia, porque no se trata de juzgar el acto puramen- 
te espiritual, sittó la contravención á una ley nacional, como su- 
cedería en el caso en que un sacerdote violara un domicilio con 
el grande y íni^encordixso objeto de confesar un moribundo, en 
cuyo easo sería responsable del delito de violación de domicilio, 
por haber infringido la ley y no por el acto de la ennfesiou. El 
doctor Pacheco lo dice bien claro, importa poco que su acto, el 
matrimonio, haya ó no prudueidu efectos, porque ello no va á 
ser materia de decisión, sino única y exclusivamente la desobe- 
diencia á la ley, con cualquier motivo ó propósito que so la haya 
violado. El fin no justitica los medios. Y este fundamento so 
hace más extensivo á la excepción opuesta en último término por 
la defensa. La ley que se impugna no legisla el acto puramen- 
te religiosodel matrimonio. Legisla sobre las formalidades que 
deben observar las personas que se casan y nadie puede negar 
al Estado esta facultad que túlo se refiere y tiene electos en la 
capacidad civil de las personas . Para terminar haremos men- 
ción del concordato celebrad) por Pío Vil con el Roy de las 
dos Sieilias on Enero de 1818 y la convención de 183i en- 
tre Gregorio XVI y el Hoy F ruando II, en los que se establece 
qu? los Jueces seculares puedan entender en las canato civiles y 
criminales de les clérigos, con excepción de aquellas ¡unamente 
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espirituales, que os precisamente lo que venimos tn sostener. 

4- Queda únienmen^ ]mr r^olver la exección fie /Wfíi fifi 
ppfltQHeria enrlacMmhr, funfíinia en que «d doctor José U. 
Bravo no es Agente Fiscal, p«r haber sido nombrado en reem- 
pl,,7.o del doctor Moscoso* que fué destituido pof el Poder Ejecu- 
tivo, quien toree* de facultados oara hacer esas remociones; 

Esta excepción puede deeirse que está ya resuelta de ante- 
mano i»ir ol Tribunal Superior de Justicia, desde el momento 
en que ese alto cuerpo Ion*» el juramento de ley al doctor Bravo 
poniéndolo m pensión del earfa, lieehao, u? denraestra induda- 
blemente que ftm Trihnnul eonceptu •'. constitucional «' nombra- 
miento, pues que incorporó al nombrado al l'oder Judicial, sin 
observar ni rechazar dicho nombrauiiento cuando para ello tie- 
ne facultades y estaba por otra parte en el estricto deber de 
hacerlo, porque no podía de ninguna manera permitir ó coad- 
yuvar á que una persona que ih rcime h»* requisitos legales 
ejerza funciones públicas produciendo actos cuya nulidad seria 
tnsanahte. 

IVro para mayor abundamiento agregaremos una considera- 
ción más para fundar la personalidad del señor Agente Fiscal, 
impugnada por la defensa. 

No es exacto que el Poá« Ejecutivo carezca de facultades pa- 
ra dfstitnií ¡irse funcionario sin previ- ptonjtnciamieiito de los 
Tribunales y nótese que la defensa misma reconoce esa fa- 
cultad, cuando se hace la destitución como en el caso .v u 6-; ov/ reo 
p.,r ineptitud ó mala e.mducta, y sólo la limita poniendo como 
condición la declaración de los Tribunales sobre la verdadera 
existencia de la mala eóndueta ó la ineptitud, á lo que debemos 
observar qu- tal declaración de los Tribunales no la exígela 
Constitución y que no ha podido exijrirln, pues que hay actos 
cuya repetición un la vida del funcionario público, impartan una 
verdadera mala couduct:! y que sin embargo no dan lugar auna 
acción civil ni criminal, tales como serian la beodez, el juego, 
i. ni 



101 



KAI.LOS DE LA SUPIl&BlA COUTE 



etc., aparte de que esos mismos actos como igualmente la inep- 
titud serían como siempre de muy difícil d imposible prm-ba, so- 
bre todo esta última caudal. 

Por consiguiente la restricción con que se Umita !a facultad 
de remover esos funcionarios, es infundada é impracticable en 
algunos ca^os. 

Ks, pues, el mismo Poder Ijeculivo que hace el munljraruien- 
to el que tiene la facultad dé n preciar ta causal d«- mala con- 
ducta ó ineptitud en q 11 •.- funde l;i remoción, 

o" Considerando aliara por lo que respeta al hecho que lia 
motivado este proceso, tenemos que, por las di-cla raciones de 
los testigos, corriente, \ f ja..., consta plenamente que el cura 
Correii practicólos seis rtiatriinoiiios de que si- baee noneicn 
en !<>s resultandos, violando*) articulo i 1K dv la ley de Matri- 
moniu* '¡vil y 1 j 11*- -1 proi c-.idn e>t;i convicto y confeso por de- 
claración de la defensa de haber llevad» ú cabo e>a infracción de 
la ley; hecho que según esas mismas declaraciones y confesión 
referida ha sido practicado con entero conocimiento, diseerni- 
miento y voluntad y con v.-rdadera intención dolosa que extra- 
ña te personas que han alcanzado ,i la alta investidura de la con - 
migración sacerdotal, porque el procesado Correa, según consta de 
las declaraciones del sumario, hi libado hasta á amenazar ú sus 
feligreses si cumplían «... ta ley. y otras veces a instruirlas 
falsamente asegurándoles que según la ley tenían odio días de 
término para hacer la inscripción en el registro civil, después de 
celebrado el mal ri moni o religioso, y lo que es más grave aún, 
su confesión hecha en una audiencia ante este Tribunal de que 
había cometido muchísimas unís infracciones que las constatadas 
cu el sumario, que en el mismo recinto de la prisión había ca- 
sado con prescindeucia dula ley civil, que ¡illí, en la misma pre- 
sencia del Ju« f rasaría si se le presentaran personas á 
pedírselo y iue cuan 'lo recibiese mi libertad seguiría casando en 
la misma forma. 
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Kstos hechos y estas declaraciones ponen de manifiesto que no 
es el celo mesurado y juicioso de] sacerdote honrado por el ejer- 
cicio de su ministerio oí que lo lleva ¡i violar la [ m pues que 
lince venir personas hasta su pristo» para casarlas sin muí razón ó 
necesidad por lo menos apientfqiic justifique eseproeed. r, euel 
quedebe mirarse sólo el placer de violar la \*$ 9 sinóqnc una ín- 
dole perversa v una corrupción total de la lignificación perso- 
nal producen uuuvihmtad inquebrantable y bien consciente de 
llevar á cabo uu acto, cualquiera que sean los medios á emplear- 
se, porque sólo así so explica la reiteración de las infracciones, 
las amenazas y falsedades á sus feligreses, las declaraciones 
irrespetuosas hechas al Tribunal, la falla de obediencia y acá- 
tamiento a las irntruccinnes del Blmo. señor Obispo que corren 
publicadas, y por |n, el heelo de que en Córdoba, donde el clero 
goza de un justo buen nombre, se produzcan estas clases de jui- 
cios. 

Por estos fundamentos, ios de la ilustrada acusación fiscal 
de foja.,,, las disposiciones légala citadas y giros que se omiten 
juzgando en definitiva, Ufo: declarando que el cunde Puuílla 
Presbítero Ü, Jacinto A. Correa, es autor voluntario de reite- 
radas infracciones á la ley dn matrimonio civil, habiéndose he- 
cho por lo tanto acreedor al mémmUtydé arresto que establece 
el urticulo 147 del Código Penal, el cual su dupor compurgado 
con los seis meses de prisión preventiva sufrida, con costas, y 
hágase saber, remitiéndose copia de la presente al Poder Ejecu- 
tivo y ul Ilustrísimo señor Obispo a las fines que pudiera baber 
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SI MfcNCIA M. I.MIAUAHA l»E APELACIONES EN LO CRIMINAL 

Kn la riodad de Córdoba á 8 de Julio do 18!1i , reunidos lus 
señores Ministros de la Kxma. ('amara en lo Criminal y traída 
para conocer la causa seguida contra el Cura Párroco del depar- 
tamento Panilla déosla provincia, 1». Jacinto A. Corma, ñor in- 
fracción á la ley de matrimonio civil, se practicó le insaculación 
de estilo para establecer el orden ele la votarían. de la que resul- 
tó que los señores Miniaros deben rotar en la forma siguiente: 
Doctores Flores, llu-tos iiodriguez. 

IVí/u M viral tlticfrr More*. Kn i de Julio de 1889 el Mi- 
nisterio de Gobierno recibió un despacho telegráfico d-l Juez de 
Paz di- ta Panilla, en el cual gé denunciaba %m < 1 Cura Párroco 
de aquel lugar, Presbítero Jacinto A. Correa, había violado la 
ley de matrimonio civil, en virtud del cual .se manda dar cuen- 
ta al Agente Fiscal a lox luios consiguientes por decreto de 5 de 
Julio del mismo ano. Kl Agente Fhcal, á foja 3, pide la ins^ 
truccion de este, resulta efectivo que i l procesado ha celebrado 
varios matrimonios violando el urtínilu 118 de la ley de matri- 
monio civil, según consta do las numerosas decía raciones de 
foja... á foja. . , y la confesión del misino procesado. 

Terminado el sumario y pasado en vista al señor Agente Fiscal, 
esle produce la acusación de foj.i,.,, pidiendo para el procesado 
el máximum de la pena establecida por el artículo 147 del Códi- 
go Penal en virtud de tratarse de un delito reiterado, 

Curri-lo el traslado c-irn-.-pondientc al acusado éste al con- 
testar confirma la confesión y alega tres excepciones que son: 
falta de jurisdii ei. n en el Juez, falta de personalidad en el 
acusador, £ inconstitucionalidad de la ley de matrimonio civil. 

La primera excepción comprende el fuero de la persona y de 
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)a materia y se funda en lo depuesto en los cánones i% 
x 25 dt las sesiones 2 i y 25 del Concilio de Trento } en la sec- 
cion 1 1 il-- 1 de L<?ttá», i>n el Hrevede Pío VI de 17 de Setiembre 
de 1888 y ea las proposiciones 30, 31 y 7-1 del Syítabus . La 
segunda on que el Agente l'iscal Ductor Hravu, que ha entendido 
en esta causa, no os tal Fiscal, pues su nombramiento se produjo 
con motivo de haber el Poder Kjeeutivo destituido al anterior sin 
tener facúltales para ello, según lo dispuesto por los artículos 
í)3, 11*1 r l:i()d< i la Constitución. 1.a tercera <m que ia !'">' 
matrimonio obril y eii especial el artículo 118, está en abierta 
oposición con el espíritu que informa ea general á la Constitu- 
ción Arg-ntina, ¡irliculos 12, 17, im-iso 18 y 7Gy con la libertad 
do cultos que ella consagra esplíeitameiite en sus atículos I i, 
19y 20. 

V considerando en cuanto al primer punto: que todas las dis- 
posiciones de ta C mcilios Breves y Syllabus, pueden ser muy 
buenas, muy morales; pero ellas im *-n ni pueden -r apUflflp 
bles al territorio de la República en cuanto rigen asunto del or- 
den temporal; que tatito los unos como los otros sólo pueden re- 
ferirse á asuntos del orden religioso ó espiritual, que lo contrario 
sería atentatorio á la soberanía é independencia de la Nación 
Argentina; que no hay tratado ó concordato alguno que haga 
Obligatorio para los habitantes del país las disposiciones conte- 
nidas en los Concilios, líreves ó Letras poutilidai, en lo que se 
rctiere al fuero eclesiástico; que en el espíritu y letra do la Cuns- 
lituuion Nacional están abolidos los Tueros, títulos de nobleza, 
etc., estableciendo claramente el órden de prelaen.il de las leyes 
y la extensión que debo tener cu cuanto á su fuerza obligatoria 
(artículos 07 y 31); qu< corroboran estas declaraciones gene- 
rales las contenidas en el artículo i" del Código Civil y i 17 del 
Código Penal. 

<¿ue si la Constitución hubiese querido poner á los religiosos 
fuera del alcance Je b jurisdicción ordinaria por Ies delitos 
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comunes, habrfü establecida excepciones, enumerándolas, pues 
que (Je otra manera pueden suplirse. 

Que en cuanto al segundo punto y m el supuesto de que fuc- 
re efectivo tu alegado por el anisado, pues no hay obstancia 
al g "na en autos, hay «me Icn.r présenle que el articulo U8 de 
la ley ile matrimonio civil a! imponer la obligación al minis- 
terio fiscal de acusar los iMitns qm- d-termina, no ha rcstríugi- 
do el deber de toda persona bJbil para denunciar lo.s que afec- 
tan el orden público. 

Que en e*te concepto, si la acusación que ha dado tiriten ,i 
cate juicio fuera objetable de! punto da vista del carácter plí* 
bUcixiel que la ha producido, valdría como denuncia y acción de 
un miembro cualquiera de la sociedad en ¡tú de la vindicta pú- 
blica. 

Que résped.» del último punto, con>¡dera que la ley V matri- 
monio civil no sólo está perfecta mente de acuerdo c.*n ol espíritu 
y letra de la Constitución Nac¡mal, sinó tambb u con los princi- 
pios universales que rigen la existencia y desarrollo délas nacio- 
nes civilizadas. Lo primer», porque el artículo segundóse reí] re 
únicjm. nte al sostenimiento del culto católica, apostólico, roma- 
no y no á establecer una religión obligada en contra del pri - 
eipio de la libertad de conciencia aceptado en el mundo < ivtl> 
zndo y en rfisj^oaicrbaea esplíeitasde nuestra carta fundamental, 
tales como la declaración del preámbulo en la parte que din-; 
aSMfttrar hs henefinm de ta libertad para todos ins hombres 
del mundo tfuetfiu'eran habitar id meto artjmiiitu. Ahora bien» 
¿ cómo podría concillarse esta declaración amplia y franca con 
lo dispuesto en el artículi 2'\ si se pretende que pur éste se ha 
querido violentar las conciencia* u> sólo d>> muchos argentinos 
sinóde los extranjeros que no profesan la religión católica, apo- 
lla, romana? 

Que lo dispuesto por los artículos 07, inciso 15, y 70 de la \vj 
fundamental, no es stnó una consecuencia de aquella disposición 



I1E JUSTICIA SAÍHOSAL 199 

411^ no choca tampoco con el principio de libertad de conrieueia 
en «-iianto comprenda la religí'm y el culto. I'roitutrer la con- 
versión de los indios (ti cufnhctsmti no quiere decir otra cosa 
que lus constituyentes consideraron que la religión católica 
era la mejor y por tanto id ( í cjl>it?ruo debía en -su afán de reducir 
á los salvajes ttroi/itnwr in nnirrrstnn di* estas al catolicismo. 
Es decir, preft ri'- inclinar y hacer todo lo posible porque aque- 
llos desgraciados ad j piasen la religión que consideraban la ver- 
dadera, jiero de ninguna manara forzarlos ¡i que creyesen en lo 
que no pedían u no querían ereer. Los antecedentes llistúricos 
explican esta disposición, la conquista de la mayor parte do la 
América, y *mi especial de nuestro t'*rr i t*»r io, se había hecho con 
la espada y culi la cruz, m la prinn-ra jugó mi mi importante, 
grandes v \ ni i< ><n< benelie.ios preslú la segunda; y romo al cons- 
tituirse el país qnedahaffincnc por hacer en < I sentido de la re- 
düecion de los indios, surgió la conveniencia de seguir con las 
miomas práctica* qm- baldan dado excelentes resultados. Ésta 
v ioi otra es la e\p1 icaeion que tiene !a disposición citada. <>be- 
dece puramente á un i m-cesida l hi*t úrica, >in choco; con el prin- 
cipio de la libertad de eolios, 

t¿ue el Presidente de la Jicpública pertenezca á la comu- 
nión catúSi.-a aperóle» romana, es otra eonseetn-n da del artí- 
culo 2' di- la Constitución, porque sería una anomalía exigirle 
aun hombre quo no pertenezca á esa religión el que sostenga 
un eiiitn que no profesa. Luego, pues, no si- desprende de esto 
que la Constitución ha querido obligar á los habitantes did sue- 
lo argentino que profesen tal ó cual religión. 

Miie siendo esto así. el Congreso ha podido fi nalmente legislar 
sobre una materia que es una de las bases de conservación y de- 
sarrollo d<* la Nación, sin tener en cuenta lo qm- di>ponen los 
i 'oiii ilios y letras pontificias. 

Que siendo el mutrimoniu la base de la familia y esta de la 
sociedad, es un punto que afecta é interesa i n primer término 
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al orden temporal para el desenvolvimiento regular Je sus ins- 
titucion.-s y la consecución de sus ti ñus. 

Que el matrimonio es mu institución social, un cuanto :Í que 
lub derechos, las obligaciones y Ioü deberes de los esposos no son 
reglados por la voluntad de estos, sino qu>' son materia de la ley 
civil, la cual no puede sur altura-la por ui£ii«*H:is ni mucho me- 
nos por la Iglesia, que debe limitarse á objeten puramente espi- 
rituales para cumplir con los preceptos de su divino fundador 
quien no le dióal inatnm»um , | eatfctef de sacramento. 

(¿ue la lev di? matrimonio civil no excluye las ceremonias re- 
ligiosas sino que. por el contra r¡> «Jeja amplia libertad para que 
los contrayentes lui-elebreu con arreglo ;í sus respectivas Creen- 
cias. 

Qlie el Código Penal en su artículo 147 estableo- h puna de 
tres á doee meses de arresto para los eclesiásticos que á sal ion- 
das autoricen un matrimonio ilegal, 

Pore>tas consideraciones, las que se aducen por el seto* 
Agente Fiscal y por el señor Jaez a ouo, voto porque su eun- 
iinnu la sentencia recurrida en todas sus partes. 

Voto (/<■/ vocal éicfur Ilusión. En esta causa criminal se- 
guida de olicio contra i-I ex-cura de la PunÜlu, don Jacinto 
A. Correa, por delito de velación üc l.i ley de matrimonio civil 

vigente. > siduraudo en .-ñamo ¡i la e X * cprion opuesta de falta 

de personería y acción del acusidor ó del Agen tu Fiscal Doctor 
llamón líravo; 1 1 Que según el i snediciite existunte en la se- 
cretaria del Superior Tribunal d<* Justi'-iii y de conformidad á 
lo expuesto por el abogadode! procesado ¡i foja 50 de su infor- 
me in roce, es exactoque en íocha lOde Julio de 188!), el Apeale 
Fiscal doctor don Juan de Dios Moscou fué exonerado de su 
empleo por resolución del Gobierne, á consecuemia du la negati- 
va de aquel para acusar al expresado cura, fundado en la íncons- 
titucionalidad de dicha ley; jugada así por el referido Fiscal 
doctor Moscoso. 
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2" Que entonces éstf se limitó ú hacer presente tal ¡múdente 
a! Superior Tribunal «le Justicia para que adoptase las medidas 
que ere\ era cnrrespon'ler al caso ocurrido. 

3" Que el Tribunal expresado, mu previa audiencia fiscal, re- 
solvió con fucila .'ÍO de Julio di- I8HG, que no era llegado el caso 
de pnmuiiriavsc subre vi fondo del incidente mencionado, por no 
- xistir una cudI i ación furnia) al respecto 

4" Que este caso eludido presenta ahora á nuestra resolu- 
ción con las formalidades legales. 

3" Que el 1'üder Ejecutivo no ha podido dar válidamente la 
resolución enunciada, destituyendo de su cargo público al Agen- 
ta Fiscal do<|or Mom-oso -in contravenir la- disposiciones cons- 
titucionales ó inmiscuirse en asuntos de Competencia del Poder 
Judicial o de otro poder designado por la Constitución y *¡n 
herir también ia independencia de ios funcionarios del Peder 
Judicial, garantida por la misma Constitución, que es la ley de 
preferente aplicación iuiií«-ul"S 1 s hiíi, l:iü, Í:i:t, 1 ií* y 117, 
inciso t>\ ("onslitueion de la provincia), pues era indispensable 
que precedí ra eü el presente caso un juicio y sentencia que de- 
clarase la separación del doctor Hoscoso. 

tí" Que en el caso presente no ha sucedido un abandono del 
empleo público, por ausencia voluntaria ú forzada que podría 
motivar la aplicación de otros principios. 

7" Que en consecuencia de esto el nombramiento del doctor 
líruvo t reemplazante del doctor Muscoso, aunque revestido de 
furnias legales, adolece en mi origen de un vicio ó ilegalidad 
mauiJic-ta y sus actos deben c'asilicarse nulos desde que han 
sido impugnados oportunamente p «v tal motivo y somotídosá la 
decisión judicial . 

8" Que la intervención del Agente Fiscal en e?,ta clase de jui- 
cio es esencial; porque en representación de la suciedad ejerce 
una acción pena! pública sobre hecho i que afectan directa- 
mente el orden público (artículo Gil, inciso, I y 2, Ley orgáni- 
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ca; 4i5, 416 y i!7, Código de Procedimientos en lo Criminal). 

9" Que esta intervención indebida del doctor Ilraro es una 
tiiu. i s ion que afecta h forma substancial del procedimiento 
establecida por la ley. según se deduce de las disposiciones cí- 
tada¡-, 

10' ijnu u slus virios en el proL'<*d i m : t'ii tr> constituyen una 
nulidad en ti juicio y debe éste rehacerse, desde la actuación 
que i-an-M la ju-lii-aila nulidad, s"gun pre scripción del nflfcttío 
íü'i'l* ''ódtgo tíe Procedimiento (Vi ni i uní. 

Ku COuseeii encía, picnsu 4 1 - l i * debe declararle nulo el presente 
juicio desde l.t primera nduacion en que turnó participación el 
doctor liravo y volver los autos al Juez a i/itfi para que, subsa- 
nado el rlcio en el procedimiento mencionado, falle uuevamen- 
te cun arreglo ¡i derecho, con las cu -tus Rurresprnidientes. 

I oto (leí VOCitl doctor Hoid tífiu'z. Se ha proejado al cura 
párroco del ilepartamenlu de PnuilU don .Jacinto A. Correa por 
haber verilieado varios easamientos prescindiendo y en enntra- 
veueion á la prescripción del articulo US de la ley de 12 de 
Noviembre de 188!*. I\¡ hecho está plenamente con probad o til 
autos y ha sido paladinamente confesado por el mismo cura fo- 
rrea; resultando cu tMii'-eeneuci» que las únicas cue.stionc>. á re- 
.-ulveren este caso se reducen á las excepciones alegadas por el 
reenretue, á -aber: falta de jurisdicción en el Juez de la causa, 
falta de jm rsonahdad en el Agente Fiscal . c iji'-onstitu-'ionalida'I 
de la ley de matrimonio civil. VA hecho criminal qut< en la can- 
sa del díase persigue, la pena que corresponde aplicar y la au- 
toridad que debe juzgarlo < si Ti n hieu determinados en la citada 
ley, quino ha -ido derogada ni modificad». No puede por lo 
tant" negarse jurisdicción a) Juez Civil que ha conocido y resuel- 
to la causa sinó bajo el supuesta de que esa ley, á la cual se ha 
sujetado el Juez estrictamente, fuese nulo Como lo pretende el 
proejado, y que a lemas así se hubiese antes declarado por au- 
toridad competente, lo que ahora no lia tenido lugar. La falta 
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tic personalidad en el Agente riscal doctor Bravo, se finida en 
la inganable nulidad di su nombramiento y esta nulidad en la 
ilegal remoción d» i doctor Mostoso, á quien aquel sucedió. Sin 
embargo, enalquii-ra ijii • sea la clasificación del procedimiento 
referente al rx presado ductor Moseoso. lo cierto es que no fue 
r-'l'iK'stii en t i 1 1 1 - í : 3 h i , \ ijii' la i tuciuii quedó crnis niñada y 
vacante ili 1 li-'clnM . si; <!cst mo; y i\i i ste easo su pr-tvi-iuu era 
urgentemente lamada. tanto por la conveniencia, por la nece- 
sidad de nu paralizar la administración de justicia, tanlo y»r no 
comprometer á !o> más vitales dereehos del ciudadano, como 
por intd adióles raz-nes de interés y 'le óiden pi'iljlico. Ahora 
bien. i*u el uoinbrauneul" del doetor Ilravo. para llenar la va- 
cante, se procedió según lo prescrito por ja Constitución Pro- 
vincial en id íucímiK del artículo 117. VA ductor Bravo fué 
nombrado por el Poder Kjeeutivo y el Señad" prestó su anierdo 
á e-e unió Itraiuii-ut'»; *egnn *1 ¡iri ículu t¿ de la < 'nnstilucítiu Na- 
cional, el Gobierno -o -tiene el culto católico, apostólico roma- 
no y t'Ji esta disposición >e funda la tacha d»* iueonstitucionftli" 
dad alegada centra la lc\ de matrimonio civil, IVlu en usl" 
ca^o la obligación u*cl gobierno su limitaba á costear ese culto, 
interiormente la Iglesia se sostenía con id producto de los diez- 
mo.* y primitas que percibía de | p> lieb*; nía* una \vz abolidos 
esos impmstus por la ley civil, correspondía que la misma ley 
llenara cat- vacío y en consecuencia el listado se e<iii*t¡luyó res- 
ponsable. I\>r otra parte, cualquiera que -ea la protciri^n que 
^ a ÍVnstitncioii Naeimul baya querido dispensar al culto cató- 
lico, ella no implica la obligación de hacer prevalecer todas las 
disposiciones canónica?-, teológica"*, poutilieias establecidas y 
que pueda establecerla Iglesia sobre las instituciones y leyes 
dictadas y que se dicten para ¡a seguridad, conservación y el 
b«cn de la sociedad. La ley de matrimonio civil responde á una 
de las neci sidades sor iu les; e'la es la b\w de las relaciones ju- 
rídica-, déla familia y de la garantía de su porvenir, y puraque 
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la que no puede tomar siquiera en cuenta ta manera cómo se 
han producido los hechos, puesto que estos escapan á su juris- 
dicción. Siendo sólo el artículo ciento ^iiez y ocho de la ley do 
matrimonio civil el que ha sido aplicado en el caso sub judtee 
cualquiera que sea el alcance délas demás prescripciones di* esa 
ley, ta defensa no puede someterlas al juicio de este Triounal, 
niel puede pronunciarse sobre ellas sin ultrapasar sus faculta- 
des en el caso. 

Habiéndose dado por nuestras instituciones, al Pjder Judi- 
cial la iui-ion de aplicar la ley, esto tlebe. ¡inte Ledo, exiimiiinr 
su cunstituci.iiiulidad, cuando esta ha sido impugnada durante 
el proceso, como sucede en el caso ocurrente; teniendo, por tati- 
to, esta Suprema Corte, el deber de averiguar si la disposición 
especial que le ha sido aplicada al Cura Doctor Corren, es 6 no 
contraria ¡i los derechos y garantías que, c mío á* ciudadano y á 
Sacerdote católicu, le lia acordado la Constitución Nacional. 

Cou tal motivo, el caso sult judice, reducido á sus términos 
mínimos y pertinentes, debe eoucretarsi á esta fúrmuta pre- 
cisa: 

¿Pueden los Ministros de la Iglesia Católica, Apostólica, 
Romana administrar libremente el Sacramento del matrimonio 
con arreglo á las leyes canónicas, sin incurrir en las penas de 
la ley civil, cuando lo h icen sin que s« les presente el certiiiea- 
du de haberse efectuado previamente el matrimonio civil? O, 
en otros términos. ¿ ampara la Constitución Nacional ese de- 
recho ? 

Cualquiera que sea el alcance jurídico que quiera darse ü" las 
clausulas de nuestra Carta fundamental, cuando ésta se ha 
ocupado de la Religión Católica, es indudalile que nadie pudrid, 
llegar hasta sostener que. con arreglo á la Cniü-tituciou y den- 
tro de sus prescripciones, cabe la prohibición de las prácticas 
del culto católico, bajo una sanción penal cualquiera. 

Sin que sea menester remontarse al origen de nuestro pueblo 
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y de nuestra sociabilidad para presentar sus creencias protegi- 
das siempre por el poder civil, basta sólo abrir la Constitución 
Federal Argentina para convencerse de que, en ella, preside sus 
disposiciones un espíritu religioso de que se encuentran impreg- 
nadas sus páginas. 

En et preámbulo de esa Constitución, antes de que Ins re- 
presentantes del pueblo Argentino constituyan el organismo 
político de la Nación, y le den sus instituciones, se invoca á ¡Hqs 
como fuente de toda razón J de toda justicia, y, ese Dios invo- 
cado, según se desprende de las cláusulas dispositivas que siguen 
al preámbulo, no siuóel Dios único que veneran los católi- 
cos. 

Y es por esto, que, inmediatamente despuo del artículo pri- 
mero, en que se organiza 1& Xuciou. adoptando la forma políti- 
ca de su gobierno, está aquel en que se declara, que ese mismo 
c Gobierno l ederal sostiene el culto Católico, Apostólico. Uo- 
mano », viniendo ;i evidenciarse, con esta declaración, que la 
protección invocada en el preámbulo, es la del Dios de esa reli- 
gión. 

No tiene pertinencia, para los objetos de este fallo, estudiar, 
en toda sti amplitud el alcance jurídico que tenga el texto de 
ese artículo segundo de la Constitución Federal; pero basta 
anunciarlo para pnder afirmar, sin temer de equivocarse, que, 
aute la latitud de su declaración no puede sostenerse que el 
ejercicio del culto católico, puede ser reglamentado, limitado ó 
prohibido en sus prácticas dogmáticas ó sacramentales, |mr dis- 
posición dn la ley civil, porque la Iglesia católica, eu su culto 
ven sus doctrinas, tiene sus leyes y sus ritus propios indepen- 
dientes de toda potestad política , 

Lejos de ello, todos los poderes que forman esc Gobierno Fe- 
deral encargado de sostener el culto Católico, Apostólico, lío- 
mano, lian comprendido su misión imperativa, dentro de la 
Constitución con respecto á ese culto. 
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El P r es ¡do nte y v ice-Presidente de la República, tienen qeu 
ser Católicos, Apostólicos, Romanos, para poder desempeñar au 
elevado encargo, viniendo así á quedar involucrada la fé reli- 
giosa de ese culto, entre las condiciones políticas de elegibilidad 
que detien tener nuestros altos mandatarios. 

El juramento de fidelidad y de lealtad que ellos prestan ante 
el Congreso, debe hacerse, por prescripción de la Constitución, 
jurando «por Dios Nuestro Señor y los Santos Evangelios»; y 
las disposiciones reglamentarias que han prescrito el jura- 
mento de los Senadores y Diputados y de los Ministros de esta 
Suprema Corte de Justicia Fed ral, han reproducido aquella 
fórmula sacramental, incorporando así á la austeridad de la 
promesa empeñada, el nombre de Dios y el libro de los Pantos 
Evangelios . 

latín hay más. Cuando la «'un-tii ucimi preocupa de que 
sean reducidas las tribus salvajes, al determinar específicamen- 
te los medios de civilización que han de emplearse para ello, 
dn-u que debe pm ararse su conversión al catolicismo, lo 
que demuestra que es ese el sentimiento religioso que domina 
las prescripciones de ese código político. 

Todas estasdisposiciom-s sucesivas de la Constitución Argen- 
tina, obedecen al propósito francamente declarado del Congre- 
so Nacional Constituyente, de imprimir ¡i sus disposiciones el 
espíritu religioso de que se bailaban poseídos sus miembros. 

Kilos se fijaron eu el culto católico, apostólico, romano, por 
ser el de la mayoría del pueblo argentino, y por esta razón tiin- 
pusieronal Gobierno Federal la obligación de sostenerlo á cos- 
ta del tesoro nacional con toda majestad, pompa y decoro ». Y 
esta declaración, e n el sentir de sus propios autores « compren- 
día también la creencia del Congreso Constituyente, sobre la 
verdal déla Religión Católica, Apostólica, Komana, pues seria 
un absurdo obligar al Gobierno Fedérala' sostenimiento de un 
culto que simbolizase una quimera ■ (Diario <lci Congreso 
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Nacional Constituyente, página ciento treinta y uno, columna 
segunda, ni fin). 

Mas, romo en ül porvenir pudiese dudarse fiel alcance que los 
constituyentes (khan á su declaración, y acaso con inspiración 
profótiea para las cuestiones surgida* en estos tiempos, la Co- 
misión redactora del proyecto de Constitución, explicando el ar- 
ticulo segundo por los labios de uno de nuestros más eminentes 
estadistas, agregaba: «So ha dicho con raznii que la religión ó 
nuestras obligaciones con el Creador, h husmo r/wc lú manera 
de ruiuittirtaa, no pueden ser dictadas siuó por la razón y la 
conciencia, y no por la fuerza y la violencia. Los derechos de 
la conciencia están fuera del alcance! de todo poder humano: 
ellos [uní sido dados por Dios, y la autoridad que quisiese tocar- 
los, violaría los primeros preceptos de la religión natural y de 
la religión revelada * (Mario de Sesionen del Cuntjrexo Nacio- 
nal Cons{ituyrnU\ Discurso del Doctor José II. (¡ornstiaga, 
página ciento treinta, columna segunda, al lint. 

Teniendo presento todas estas conclusiones, rs forzoso dar por 
establecido que eualquieni disposición legislativa qu" importe 
prohibir, estorbar «'» castigar una práctica del culto cató- 
lico, es contraria á las recordadas prescripciones do la Consti- 
tución . 

Kl íiobierno Federal, no sostendría el culto católico, si pena- 
se la práctica de sus sacramentos, que son la base de su doctri- 
na; ni se explicaría esta preferencia dada por la ( onstitncion :í 
l¡i Iglesia Católica, Apostólica, Humana, sobre todos los demás 
cultos, si pudiese Ja lev venir á prohibir y penar algunos de esos 
actos religiosos que el catolicismo coloca entre las prácticas sa- 
cramentales de su credo. 

La ley que tal pena establece es entóneos contraría á la Cons- 
titución, porque sin violencia de los términos, del lenguaje y 
del espíritu que preside á todo el texto del instrumento, no pue- 
de pretenderse que sean conciliables el sosteni miento del culto 



290 FALLOS DE LA SlTIltM l CORTE 

y la propagación del catolicismo, con la penalidad impuesta á 
la práctica fie uno de sus sacramentos. 

Admitida nomo una atribución del legislador esta pretendida 
reglamentación dr las funciones del culto.su practica no sería 
libre. 

Así cómi hoy se trata del sacramento del matrimonio, para 
cuya celebración se establece la necesidad deque los contrayentes 
lo hagan, previamente, celebrado por ante la autoridad civil, 
mañana pudría la ley pretender reglamentar también Informa y 
la época en que los i-atúlicuft difieran practicar losutro< sicra- 
mentos del culto, lijándose prescripciones especiales para la mi- 
sa, para el bautismo, parala continuación, la confesión, la euca- 
ristía y el orden, y determinándose penas para aquellos que, 
>ar-erdot<'s ■*. creyentes, procedieran de una m mera contraria á 
lo que estatim se ta ley civil, 

V no se pretenda que es en nombre del orden público, que se 
adoptan tales disposiciones prohibitivas y penal- 1 -; porque no 
es admisible que, en caso alguno, puedan considerarse contra- 
rias ¡i la moral ó ai órden público las practicas del catolicismo, 
desde que los constituyentes del país mandaron que se sostuvie- 
se el culto católico, y cuando buscaron fuentes de moral y de ci- 
vilización para la reducción de los i mi ios, fué precisamente del 
catolicismo del que recordaron, como elemento supremo de cate- 
quismo dentro do la moral y deS úrden. Si, pues, uno de sus 
sacramentos, el nritrimouio religioso, no es inmoral ni subver- 
sivo del úrd 'o, no puede tampoco ser susceptible de pena. 

En este caso, precisamente, se encuentra el artículo ciento 
diez y ocho de la ley de matrimonio civil, que ataca, no sólo las 
practicas iti) -mito que el Uubieriiu Federal sostiene, sino que 
vulnera también los den-cbos de los católicos de la República, 
á quienes impide el libre ejercicio de su religimi, señalando pe- 
nas al sacerdote que administre uno de sus sacramentos en el 
momento en que la conciencia, ó acaso la proximidad misma de 
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la muerte de un creyente, reclame ese acto de su creencia reli- 
giosa. 

Y un se pretenda que la prohibición no existe, porque la ley 
pcrmta que el sacerdote católico ejerza su ministerio, después 
que el matrimonio civil se haya practicado. Basta el hecho só- 
lo de que, la administración regular de un sacramento del culto 
católico, sea susceptible de convertirse en un delito de La ley ci- 
vil, para que la libertad de la conciencia J U H*«*!|tf ll e 1« 
prácticas del culto, so encuentren coartadas y cohibidas; y 
tratándose rio actos religiosos, que, por su naturaleza íntima per- 
tenecen al fuero interno, la cohibición, bajo laameyaza de cas- 
tigo, es la negación de la libertad misma. 

Resumiendo lo alegado en autos y 'o expuesto en las prece- 
dentes consideraciones, Tesnlta, que el único delito imputado 
al Cura Párroco do la Pttnillft, Doctor Correa, es la administra- 
ción del Sacramento del matrimonio á diversos feligre ses de la 
comunión católica; que ese acto religioso perfectamente lícito y 
moral, ha sido convertido en delito por el articulo cieutu diez y 
ocho deialey de matrimonio civil, cuando él se practica sin la 
previ.; constancia de haberse efectuado el prescrito ante el ofi- 
cial civil; que tal disposición es contraria á la Constitución Fe- 
deral por cuanto una ley del Congreso Nacional no puede decla- 
rar punible aquello que, expresamente se ha declarado incorpo- 
rado ¡i la Constitución misma pnr el pueblo de la Nación, al cons- 
tituirse su gobierno, tal como lo es la práctica libre y sostenida 
del culto católico, apostólico, romano; estnudo. linalmente, re- 
conocido, nemine discrepante, que el Cura Doctor Correa, al 
celebrarlos matrimonios religiosos porque se le procesa, a<» ha 
pretendido ejercer función civil alguna, sinó simplemente ad- 
ministrar un sacramento déla Iglesia de que es Ministro. 

Por estos fundamentos: se declara que el artículo ciento dies 
y ocho de la ley de doce de Noviembre de mil ochocicnto* ochen- 
ta y odio, es contrario á la Constitución Nacional, y que, en 
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consecuencia, no ha debido aplicarse su prescripción ni Cura 
Párroco de la Puní lia, Doctor Don Jacinto A. Correa, quedan- 
do en consecuencia siü efecto la sentencia recurrido. Nolifí- 
quese con el original y devuélvase. 

LUISV. VARELA. — ABEL BAZA». 



( AUNA << \\V 



IKJ. J. ttuytji'roiii fíftitm t'í Muevo Raneo Italiano, por danos 
v perjuicios; sobre prueba Je testigos 



Sumario, — Cuando no si* lia pedido la citación de testigos, y 
esto* no comparocen á declarar el día señalado, no puede pedir- 
se ya, si en dicho día estaba vencido el término probatorio. 



Casa.— Kl rlía señalado para el exiimen de los testigos pre- 
sentido- por ttuggeron¡ t ésLc se presentó diciendo que no podía 

conseguir t, ht hns testigos compareciesen a* declarar y pidió 

se les citi' ^n forma, 

EiSi.ui> = ariu certificó que el término probatorio estaba ya 
vencido ;iiit- s de ese día. 
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Ráenos Aires. Agosto líí de lt$?2. 

ia del precedente certilicado, que el término do prue- 
ba venció el día tres del corriente, y teniendo en consideración 
que sí los testigos no han sido examinados en la audiencia seña- 
lada en Cl auto de foja 19, es porque esta parte no los presentó 
en dicha audiencia, ni pidió en tiempo oportuno que se les citara 
por Secretaría no ha lugar á lo Hid- en el escrito de foji 
la foja. 



Tedin. 



tallo de la Suprema Corte 

Human Aires, Agosto 1* do 1893. 

Vistos: Por sus fundamentos se continua con costas el auto 
apelado de foja veintidós, liepuestos los sellos, devuélvanse. 

BKSJAJHIN PAZ. — LUIS V. VA- 



OCTAVIO BliNCE. — Jl'AJÍ E. 
TOMIENT. 
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IK yitatm Itihanotirh nattm H. Santiago I.atnttrusrhtni, por 
cobro de ftesi>s t ¡trun denle dé liquidación de itna sociedad 
de lanchaje: mére cumpetencia. 



Sumario*— No corresponde al fuero federal por razón de la 
materia lo relativo á una seriedad de lañe lia je, cuyas embarca- 
ciones han operado dentro do un pufrío d© la República. 



Caso. Lo indica el 



FhIIo del Juez Frdrrul 

Huimos Aires, Abril de lHfk*. 

Observando el Juzgado que il Procurador Li brero ha acompa- 
ñado el p-ider que acredita su personalidad en este juicio, se le 
tiene por parte y por constituido el domicilio legal que indica. 

Y considerando respecto á la ejecución que entabla en el es- 
crito de foja 75: que para que ella proceda es necesario que se 
presente un título que traiga aparejada ejecución, es decir, que 
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se encuentro comprendido en alguno de lo- incisos del artículo 
240 del Código 'le Procedimientos. 

í¿ne el título ii que hace reí? poicia la parte, ú sea la cuenta 
de liquidación de la sociedad l.ambruschini Lavarellu Hermanos, 
practicada por el liquidador nombrado de común acuerdo, señor 
Pauletii, si bien puede -er comprendida -oí el inciso 7 " del artí- 
culo citado, un llena todos requisitos exigidos por él, pues ni 
lia sido aprimada ni reconocida anl* 1 el Juez. 

(Jue ni siquiera-iicha liquidan. ni ha sido consentida como l'j 
asegura el recurrente, ¡mes según lo establees el artículo til 
del Código de Comercio el icio que no aprobare La liquidación ó 
la forma déla división, está obligado ¡i reclamar dentro de itiez 
dias despue* de haberle <ddo comunicada, sopeña de no ser oído 
v deques<> telina por buena l.i liqu ¡dación y partición. 

i>uc dentro de dicho término el señor Lantbru.-chini ha iin- 
pugnado la liquidación, considerando que ella no <■* arreglada ú 
la verdad, rn el escrito da foja 7!. 

Que **l hecbo de lia Imi" sido numbrado el seiVr Paul* tti liqui- 
d uíor con el carácter de único, dando por uriñe y válido cuanto 
dicho «señor hiciere, como lo establece el dneunieiitoqu. ■ -e acom- 
paña ¡il escrito de fojaliü. no importa establecer qiu 1 la cuenta 
presentada por él, quede fuera del alcance de la reclamación de 
los interesados sino el de nombrar una sola persona pura qfte 
arreglara el estado de la sociedad, evitando los gastos consi- 
guientes que agregarían el nombramieuto de otro liquidador, 
procediendo en este caso de perfecto acuerdo con lo establecido 
por el artículo 4JU del Código de Comercio, 

Que no habiendo dicha cuenta de liquidación sido aproba- 
da, reconocida ó consentida por las partes, condiciones indispen- 
sables para que revista el carácter de autenticidad que autorice 
la vía ejecutiva, pites, cnino observa f'aravautes «si las cuentas sü 
aprueban y reconocen judicialmente con la solemnidad legal y 

aquel contra quien resulta alcance la consiente, trae aparejóla 
r. ii r i-"» 
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ejecución; pero no faltándole este requisito, aun cuando el rjue las 
formó por orden df los interesados sea hombre timorato, inteli- 
gente y fidedigno, y aunque juren que están exactas y arregladas 
ala verdad, por !o que han do liquidar examinar y deshacer 
primero los agravios que contengan hasta quedar justificadas» 
{Ley de EnjutctaiHtento, tomo -4°, página 183 ; por todo lo cual 
y de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 2b2 de la ley de 
Procedimientos no ha lugar p->r abura á la vía ejecutiva iniciada 
en el escrito uV foja 7~». 

En cnanto al emburro taino arraigo que se pide ¡í foja G9, no 
existiendo escritura pública ni otra pru< ha fehaciente, ni pudien- 
do servir al Juzgado de narmft de criterio para establecer el ca- 
rácter de acreedor ó deudor déla- partes, la liquidación presen- 
tada, á causa déla impugnación que á ella haré ul señor Lani- 
bruschiní, no ha lugar. Repóngase la foja. 

Virgilio )/. ituiin. 



VISTA l»KL SESon l-ltOCrtlAtliMt CKNEIIAL 

Buenos Aires, IVhn-ro :i <¡e lfftt;l. 

Suprema Cortea 

V. E. se lia servido pasar estos antecedentes á mi dictamen, 
najo el punto de vista de la competencia de. la Justicia federa), 
para conocer y resol wr. 

Esa uomp» teueia fué reconocida por el seíiur Juez de Sección 
de la Capital, <n auto corriente á fu ja I itf vuelta. 

Para apreciar la procedencia de ■ ¡se reconocimiento, ocurro á 
las constancias de auto- y á las declaraciones de los mismos in- 
teresados ¿ De qué si* trata en la causa suft jitthce? De la liqui- 
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dauiou de un» sociedad, que fué formada pura el lanchaje en el 
puertode Unenos Aires entre los señores Mihanovieh y Lambrus- 
cluui y que fué disuelta de común acuerdo. 

El objeto «le esa suciedad, era hacer la descarga Je los buques 
arribado»; practican io sus operaciones de descarga, ¡kntm del 
mismo puerto, pues sus lanchas conducían pasajeros, inmigran- 
tes y cargas, desde los buque surtos en el puerto, hasta el Mué. 
11 1* y depósitos. 

No es este el comercio marítimo que autoriza el ejercicio 
de la jurisdicción Federal, según el inciso lOdel artículo 2 U de ta 
ley d. 18t>3, pues según V. K. lu tiene declarado la causa 
inserta en la página 4U(I, tomo (>', séric i* de sus fallos, esc in- 
ciso sobro compelen cía de los Tribunal''* Nacionales se refiere á 
buques que viajan do un puerto de la líepública á por los 
ríos interioras, y á lanchas que se ocupan dentro de un puerto, 
en la descarga de mercaderías. 

Si el caso actual es, por sus antecedentes, de completa seme- 
janza con el resuelto en aquel fallu, juzgo aplicable Ja misma 
ri'gla jurídica, y fia regla no se contradice por los fallos cita- 
dos cu 'l r>er¡!o de. luja 115. porque estuoso refieren á cues- 
tiones sobre pa-^os de lanchajes practicados por urden de los 
consignatarios y cardadores de ultramar, en cuyo caso el lan- 
chaje Insta el puerto, importa la continuación del porte, desde 
él I rto extranjero de salida basta el muelle de desembarco. 

Además, esta sociedad ha quedado d ¡suelta, según declaración 
de lo* interesados; su liquidación sin relación ala propiedad de 
lus buques ú otro objeto de carácter marítimo, sjijó simplemrn- 
te al pago de saldos adeudados en moneda de curso legal, ha 
sillo practicada por un comisionado especialmente autorizado 
pur las partes. 

La nulidad ó validez de e-a liquidación de una sociedad co- 
mercial, constituye la base única del juicio actual y después de 
las declaraciones de V. 11 mi opinión es que ella no está regida 
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por el artículo 2", inciso 10, de la ley de competencia di* los 
Tribunales Federales, y por consiguiente que su conocimiento 
no corresponde á m jurisdicción, 

Stihtiiinft'i hirr. 



Titilo «Ii^ la Mii|irpiiin l't»rl«* 

■ 

Entonos Aires, Agosto 1 de tjBtfflL 

Vistos y considerando: l'ritttcroi ijuc la pres- nte causa versa 
sobre liquidación de una soci"dad de lanchaje, > uyas embarca- 
ciones han estado destinadas á operar y lian operada deutrudel 
Puerto de la capital. 

Segundo: Qne operaciones de ese gvnero im eontituyen acto> 
de comercio marítimo, de modo ^ue -u conocimiento no se Italia 
comprendido en la di>posícioii del inciso décimo, artículo según- 
do de la ley de jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Federales. 

Tercero: Que así lo tiene resuelto esta Suprema Corte en 
sus fallos (tomo sexto, serie primera, página cuatrocientos 
dos; tamo tercero, serie segunda, página doscientas treinta y 
ocho). 

Par estu ; fundamentas y de acuerda con hexpuesl o y pedido 
'iorel señor Procurador 'it neral, se declara (Jue pur razan de la 
materia, el cuuocinneuto de esta caus;i no corresponde á la jus- 
ticia federal, líepuestos los sellu*, devuélvanse. 

BENJAMIN l'A/, — LL'IS W VA- 
RELA. — AllKL KAZAN. - OC~ 
TA VIO BtINGE. 
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Ihn Wttrfaué \*><jtt. rtmfni Itnñft Khiw Careiso; ¡por catiro c/c- 

miit'inh ficsm: s<*hn> Mctwwiuiii'titn th> finn/t. 



Su nutre*. -Los documentos lirmailos ;í ruego, no son cíe los 
que deban set n-conocidosa) objeto de preparar la vía rjecu- 
tiva, 



Caso. - Lo indica ■ 1 



FMllli «Ifl Juez I >llfr»l 

atam.iKn. Agostó 10 de I*!»! 

V vista la solicitud b<'i-h:i pur rUeÑur Carlos J. Castillo, en re- 
presentación (Jel señor Miximo Vega, en Indiligencias iniciadas 
para prepar.tr el juicio ejecutivo < onira la señora Eloísa Carri- 
zo, pidiendo q¡ u virtud de haber sido citada la deudora 

por el Juez Partidario correspondiente, en 11* de Mayo próximo 
pasado, á reconocer las iinnas de los documentos de fojas -i y 5, 
se le tenga por reconocidas dichas íinuas (artículo \\ 2. Código 
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«le Procediiuient »s Provincial), por no haber cum pa recibo hasta 
la fecha, y en consecuencia se dicte el titilo uV solvenilo, de 
acuerdo con lo dispuesto por el artículo 2.V2, Ley de Procedi- 
mientos nacionales. 

Y considerando: Que uno de los documentos presentados (el 
de foja 5i. cuyo reconocimiento solicita, es nna carta dirigida, 
al p¡< -cer, por la señora ('arrizo al señor l'ega, en la que se re- 
conoce deber id importe de una cuenta adjunta, sin decir el ini- 
porte de la misma, ni indicar base de ningún gúnero para pren- 
sar su valor, no se puede sabor si se relien? al documento de fo- 
ja -í , 

Que dicho dueuniento aunque estuviese recon.icido, ao tendría 
fuerza ejecutiva ó no pudría servir de base para entablar di- 
cho juicio, según la terminante deposición del articulo 2t8, 
Ley de Procedimientos nacional-a. 

Que en cuanto al documento de foja -t no e>ti firmado por la 
señora (arrizo v que, por consiguiente, no puede ser citado de 
comparendo al objeto de reconocer la fmuaque ella no ba sus- 
crito. 

(Jue ta citación de la sonora Carrizo, en el caso presente, se- 
ria únicamente pira que manifieste ó declare si autorizó á su 
hija Lucila Carrizo, firmara el referido documento por ella, lo 
cual importaría pedir que absolviera posiciones autos de haber- 
se iniciado el juicio correspondiente. | ( , pugna eou lo.s prin- 
cipios más rudimentarios del procedimiento. 

Que si se admitiese que puede prepararse e! juicio ejecutivo, 
pidiendo la declaración del deudor sobre la deuda, rm habría jui- 
cio que no pudiera iniciarse como ejecutivo, lo cual es contra- 
río ;i la doctrina establecida olí nuestra Ley de Procedimien- 
tos. 

Que cuan d o id a r t fe u 1 o "ITiú, I ey c i t a r I a . a u t o r i z a p re pa r a r I a 
acción ejecutiva, pidiendo el reconocimiento de documentes, se 
refiere única y exclusiuamente á los documentos y cuentas lir- 
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madas 6 coa la firma del deudor, tuya interpretación se corr ti- 
bor * con la disposición del articulo 251 de la misma ley y de 
acuerdo con la jurisprudencia establecida por la Suprema Cor- 
te (série I", tomoíl, página 344). 

Que esta doctrina os también la establecida por los artículos 
4U!I. -ill), -til y i 1*2, Ley de Procedí tu ¡vnt«s Provinciales. 

Que siendo esto así y no estando, como se ha dicho, lirmado 
por la señora 'arriza, el ducumctil" de foja i, no puede ser re- 
conocido cu la forma prescrita por el artículo 251, ley ¿a 
Procedimientos nacionales, ni menos darlo por reconocido por 
uu haber comparecido al reconocimiento en virtud de la eitu- 
eimi practicada. 

Por las consideraejnnes que anteceden y <<tra- que »e amiteu 
y de acuerdo con el artículo 252. ley de Procedimientos na- 
cionales, se rcsiadvi- no hacev lugar alo -^licitado por el apo- 
derado CastUlOí en el escrito precedí*, i: haciéndose lugar 
en consecuencia al auío dv nvtuoutv pedido. Hágase saber y 
repónganse los sellos . 

./ove )f. \níd*'Z. 



A uto del Jury. I'rilprnl 

efftaapfúvai Agosto IT de lsy-.\ 

\ vistos: los r- i ur-os de revocatoria y apelación cu subsidio 
interpuestos por el sentir 'arlos .1. Castillo, en representación 
de Don Maiímo Vega, del auto de fecha 20 del corriente, tu 
cuanto no se hace lugar al au(t> i/c sotvemtti solicitado contra 
la señora Eloísa Carrizo, 

Y considerando: ijue sc^un la> disposiciones contenidas en los 
artículos 219,250 y 251, i'üdigo de Procedimientos uacio- 
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nales, sólo se admite preparar la vía ejecutiva pidiendo el reco- 
nocimiento de documentos privados que por sí no tra»n ejecu- 
ción, cuya doctrina se corrobora y está de acuerdo con los pre- 
ceptos condigna 1 los «mi los artículos 55, .Vi y 108, Código citado. 

(¿ue el documento ó escrito de foja -i, cuyo reconocimiento ha 
>ido pedida, no está lirmadu por ta señora < 'arrizo sinú por su 
bija y á su ruego, lo que importa decir que dicho doeuuenlo 
rio &e puede atribuir á la demandada cuino propio, porque no 
time su tirina, condición do absoluta necesidad y oseueial para 
su validi ¡ (artículo lili!. Código ('i vil; Zaehariie, página 590, 
nota 3 -t ; S**gn via . nota al artículo citado). 

Que tío siendo el referido escrito o ti docuttieuto privado cu el 
sentido íe^al, -t ^ini lo que ><■ .i' .ili i '!<■ *-xpiiner y en especial 
Zacliurhe cu el párrafo citado, los artículos antes referidos ÍW, 
— ~iU y -."»!, rio pueden ni deben tener aplicación en el presente 
caso, pues ellos se refieren pura y excjii'4v:inifute ú Jos instru- 
mentos privados ó cuenta- que Ib- van la firma del deudor, s. gun 
la resolución de la Suprema Corte invocada en «u favor por el 
recurrente. 

Que si puré] articulo 101 -i del Cúdigo Civil, ninguna perso- 
na está obligada ¡i reconocer un instrumento firmado con sólo 
signos ó iniciales, a foHÍQ¡n no loestaí'ú Ci ando el documento 
no está firmado 

Que aplieando esta doctrina al maustibjittlire, la señora Can i- 
zo no estaba obligada á reconocer un instrumeutoque no lle- 
vaba su propia tirina y que el hecho de n<* haber comparecido 
no es una omisión que coiitravieii" ¡i niuguu.i ley, siendo por 
esta razón que es improcedente la solicitud del demandante pi- 
diendo i-tí dé por reeonoeido < l documento de qnv se trata. 

Que la objeción que <-¡ recurrente hace, fundándola en el de- 
creto del Juez citando á la señora Carrizo, para el reconoci- 
miento de la tirina, carece de ba^e. parque por el hecho de ha- 
berse errado en este proveído no se puede imponer la obligación 
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de contrariar las disposiciones légalos, mucho más en el presen- 
te raso, en que recién Ira llegado la oportunidad de declarar so- 
bro la eficacia del título, como fundamento de la ejecución 
(articulo 252, Ley de Procedimientos nacionales), 

tjue la doctrina española que se cita por el recurrente como 
fundamento é apnyn de su recurso, no ti«'ne aplicación, por 
cuanto la Ley de Procedimientos Españolad" 1 NNI . » s distinta 
ile la nuestra; pues en aquella se jm rmite por los artículos 1 VIO 
y preparar la vía ejecutiva ú bien pidiendo el reconoci- 

miento de la tirina de !o> documentas privados, ó bien confesión 
sobre la certeza de la deuda, loque no se permite por nuestra 
leí: i>lai'ii*n vi^-nt--, trat .ind->-e <\ ■ jui* ¡ ■ ejecutivo larticulós 
citados 55, 5(iy IOS). 

Por las cousíd'*raeiones ijiie anteceden y las del auto recurri- 
do de foja 1 1 vuelta á 17, nose hace tugara! recurso de reposi- 
ción interpuesto; y en cuanto al de apelación, concédese en re- 
lación para ante el .Superior, donde deberá comparecer el intere- 
sado en el término do diez días, llágase saber y repónganse. 



■•'tillo <1«- lit Niiprriitii l urte 

HuettOS Air.:-, AgOstü 1* de 1N!M 

Vistos: Considerando: que el documento de foja cuatro no es- 
ti firmado pur Dona Mloisa ('arrizo. 

<,}ue no es, por consiguiente, de los documento^ privados que 
deban ser reconocidos con arreglo á los artículos doscientos ein- 
ruenta y doscientos cincuenta y uno de la Ley de Procedimien- 
to.;, álos objetos do preparar la vía ejecutiva. 
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Por esto y |98 fundamentos concordantes: se confirma con 
costas el auto apelado tlu foja catorce vuelta. Heñir, stos los se- 
llos, devuélvanse. 

MKNJ YMI> 1*47..- LUS Y. VARELA.— 
AREL RAZ4N. — OCTAVIO MjMGE, 
— JL'AS E. TORREM. 



• AINA ((XXVIII 



\h*rjn jfcniitjtuütft fnitim fhit,r(»r <{tm Itt'Hit'ti» S. farol: W/re 
noíifimcfún </<• una emiten dp crédito 

Sumarnt. — No es apelable la sentencia dictada sobre notiti- 
eaciou de cesión de un crédito, cuyo importe no alcanza á la su- 
ma de 2ÓO pesos. 



í'fi.tíi, -Lo indica el 

rallo ili'l Jmpx t'nleml 

Y vistos: I). Eusebio Edolmim (¡arcía, en representación de 
la razón social de N. Muya y compañía, de esta plaza* se pre- 
senta exponiendo: Que en 6 de Junio de 1878 U. Hemigio K, 
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r.jN,; ürmü t'I d. -cu mentó que cu una foja útil acompaña, por 
el que declara que debe y pagará ú 1). Enrique fheck ]a suma 
dr2<'Üt.l p'-sos, mom-da corriente de Iluenos Aires, los que al tipo 
de 1(10 que lioy tiene t'I oro equivalente á l(¡8 pesos con 25 cen- 
tavos y que cargándose el tnteré- de 1 " „ estipulado verbal Dien- 
te, asciende á 57 -i pesos 11 centavos moneda nacional de curso 
legal, 

t¿ ue el señor Clieel le lia transfor j<lo su crédito contra et ilcic- 
Ut farol, por medio de un endoso que no mo lido valedero como 
endoso [f>r no »ur la oM ilación a ¡a órd«-n, vale romo cesión de 
crédito^ que es e^ta cesión la que pide al .luzyadn haga notificar 
al doi tnr < arul para preparar la acción que le corresponde. VA 
Juzgado proveyó de conformidad con U pedido y con fecha £15 
d'- Abril último se hizo saher al doctor '*arol lo expuesto y so- 
licitado por Mu<:ay coiupañíi. como consta ¡i Tuja... de. estos 
autos, 

fon fe' ha de Mayo próximo pasado m? presentó 1), Nicanor 
SaJv;it ii.-ira, C"ni" apoderado du' doctor ií emitió '"a rol, manif* , s~ 
tundo qi¡u interponía excepción de previo y especial pronuncia- 
miento sobre falta ele personaría de Muga para pedir lo que so- 
lict T a!ia y exponiendo que consideraba insólita la pretensión de 
aluga, puT cuanto, en SU concepto, un podía haber cesión de 
crédito en id caso suft jntltre, desde que para que ella se vorili- 
e ira huhicia sid<i necesaria que lo hiciera en la forma prescri- 
ta por el artículo l i'iidcl Código Civil» por escrito, bajo pena de 
utilidad. Aduce en pródesu tési* las disposiciones de los artí- 
culos 1138 del Código Civil , un filio tle la Suprema forte de 
Justici i Keil i-ral que corre en el tomo 7, série 2\ página 485, en 
el cual declaró aquel Tribunal que las disposiciones del título de 
la ' esion de créditos del Cúdi¿ro fivil sólo eran aplicables á los 
créditos no^ndosables. lo mi-moque dice el articulo 1 ÍÍ8. Cita 
además la disposición del artículo 1 15ÍI del referido Código así 
como ios artículos 2390 y S$l del mismo, ¡¡egun lus cuales en 
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su entender, no procedía la aceptación de la cesión como tal, 
en el sentido que pretendía Mui^a. Agrega que colocándose 
en el caso más favorable á Muga y teniendo i*u vista que cuan 
do la «T^i'Hi fn-s* lieciia p 11 r instruía u o particular, puede te- 
ner la forma de un endoso, mas uo tundra tus efectos especiales 
designados en id Código de ''omerrio. si los. títulos de crédito no 
fuesen pagaderos á la úrden (artículo 1 Í.*iíi del Código Civil), 

<¿ue con arreglo al artículo 1157, la propiedad un crédito, 
pasa al festonarlo por el efecto de la cesión, con ta entrega del 
título si existiere. 

* ¿ u*' un endosa en blanco admitido en las transacciones mer- 
cantiles, por ¡a naturaleza de las operaciones de ese caráet-r, no 
pudú ser admitido en ningún caso i on la- consecuencias publi- 
cas que !e atribuye el Heredio Comercial en la transmisión itu 
títulos dr crédito no ''üdosanles. 

(Jue aceptado, equivaldría a una verdadera novación, la nuces 
inadmisible, por no llenar la- formas establecidas por *l mencio- 
nado Código Civil para que se produzca i artículo 817 p. Bl Juz- 
gado decretó traslado y autos. 

Km su mérito dijeron Muga y cerní afija: Que ta táctica 
del contrario, estribaba en L-?jar la ext-ti te ja y vatidiz de la 
cesión del crédito d 1 señor Clieck á f.ivor suyo, porque según <-l 
contrario ta Jimia d ■! cedenle puesta al dorso d<d documento 
repn gentil un endoso y el documento mi es endosablc Agrega 
que precisamente en la disposición del artículo 1 iítSdel Código 
Civil, que cita el contrario, se baila fundada la cesión «Jet-rédito 
del doí-inm-nto ríe que *-e trata, porque éste en so constitución, 
ni por su naturaleza no tiene designad» un modo especial do 
transmisión, porque en efecto, si fuese un pagaré endosa ble no 
babria cesión de crédito; pero orno nulo es esta forma de trans- 
misión es la única procedente; que por tanto la cita del fallo 
de la Suprema Corte de Justicia Federal qu> hace el contrario 
es rigurosamente aplicable á ese documento. <¿ue según <u 

■ 
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sentir el doctor farol no es un tercero respecto de la cesión y 
por tanto no es del caso aplicar el artículo Í í3í* del Código Ci- 
vil. 

Que los artículos 2;íí)0y 2391 citados por el contrario en pró 
de su tú?»is no le abonan, sin*'* al contrario afianzan til suya, 
pues i's precisamente esa transmisión que se notifica al deudor, 
i-oniu lo ha pedido en id caso presente, (¿ue luí hiendo .sido he- 
día !a n¡>t jjuaeiuii ;il deudor queda verilicada la cesión de 
crédito en la forma que la ley proscribe, baatandu la uotiliraeioi', 
sin necesidad de la aceptación ó ésta en defacto de aqiieU.j. 

Que el atttoulb le fuvonw, así como t i articulo liot 
cmtinua la v¡ilid<'Z di' la t- moii del '-rédito á mi favor, pues que 
ha sido lieeha por escrito ea forma de **ud o-«. Que por lio, el 
artí< ulo I i.">l¡ «'s el que más hace ;í su derecho por ser de inás 
;ipliim*i">fi ¡il caso *af» fH'lirt\ pues no pretende darbal endoso 
de que se trata los efectos especiales que le reconocen el 000100 
de i'nmerei'i >nn*' !*'S pie Ir da la l- L y civil, paraniyo tiu ha pe- 
dido la notilicacion del deudor, Que p jt lodo lo expt:eMu pide 
que el Jugado no haga lugar á la excepción opuesta y qm dé 
por ootUieuda la cesión de crédito con condenación en las costas 
del incidente, declarándolo c¡ u personería bastante. El Juzga- 
do teniendo en vi>t;i que se trataba d" una cuestión de puro (le- 
reelu» y con ealidad de para niej. ir proveer mandó eomr un 
nuevo l ra -dado p'<r su órdeñ. 

La parte de { 'arul expuso replicando: Que era nula la ceeii u 
en <d caso presente, por no luiber>e oh-ervado la forma prescrita 
por i l arlíeul" 1154 del Código Civil. 

Que el endoso, para ser váhd o, debe contener todas las circuns- 
tancia-; que exige el Código de Comercio, cosa que no sucedo en 
cj raso snh jutlw. Qw» si se admitiera el endono en blanco, se 
oper:iria una wnlmlvvn nm-n/-inn t la qptse no puede efectuarse 
sin consentimiento expreso del deudor (articulo X17 iKd'Vidigu 
rivih. Que existen fallos de la Suprema Corte de Justicia Na- 
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cierna! como los que corran cu el tumo 2", série i*, página iOO y 
tomo 12. serie 2*. página 85, declarando en el último que el en- 
doso ile un documento que no está extendido ú la orden, no pue- 
de viciarlo importando cu ese caso una cesión; pero, agrega la 
parte de í'arol> ese fallo se reüere al endoso en debida forma 
y no al en blanco, porque éste noticue valor alguno como endoso 
ni como cesión porque no se índica la persona del cesionario ni 
la [celia de la estipulación. Soaiiene Salvatierra que el doctor 
Carol es tercero á Us efectos del artículo 1459, porque lomado 
esto de los señores Aubry y líuu, estos comentándolo, dicen 
se entiende por terceros en esta materia « todos aquellos que 
tienen un interés legítimo en cf-ute^tar la cesión para mante- 
ner deri'ctn'* ó ventajas adquiridas despu s de ellas t agregando 
que ei deudor ccdiilo es también considerado tercero a los efec- 
tos de la ce.- ion. 

Que SegOTia citando á Zacbar i a 1 dice que est' 1 último autor 
considera también tercero á Ioí efectos de la cesión at deudor 
cedido. 

La parte de Muga duplicando expone: i}iu> en efecto el artí- 
culo Í4íí8del ('údigo Civil es aplicable al caso $ub juttta\ por 
cuanto el documento de que se trata, no tbme una forma espe- 
cial di 1 constitución y no siendo endosable, le son aplicables las 
disposiciones del Código Civil sobro la i es n ni de enditos. Que 
la eesioii M sido hecha en la forma prescrita por el artieulo 
U5i del CódignCivil, [mes se ha verificado poi c-crit+i en la for- 
ma de endoso, estáñelo este autorizado por el artículo \\7\\\ que 
amplía y conplemeritaen su sentir la deposición del artieulo 
!ÍRí. Y como el artículo 1157 no hace distinciones baldando 
sólo d i endono t'X' lntr el que se haga en blanca, no es facul- 
tativo de las partes ni deí .Ju-z hacer distinciones no hechas por 
Ja ley, tjui* no es tampoco caso de novación, pues existiendo 
ésta eu .su forma y condiciones especiales, no habría necesidad 
de notificación ul deudor y el artículo 817, citado por !a parte de 
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Carol, le favorece **n st* opinión en elcasostíí» judicc, porque ese 
artículo dice en «o último tíldaos « Si el contrato fuese liecuo sin 
el consentimiento (previo se entiende} del deudor, no bahrá no- 
vación sinó cestón de crédito, derechos». Que en consecuencia 
el fallo á que atilde de la Suprema Corte, que eorre en la página 
HTt del tomo 12, séri- 2 a , le us más luetl favorable. 

*¿uc en su eoucepto el artículo 13ÍM le ea favorable también 
por cuanto él dispone qué «la tr;idicíou de un instrumento de 
crédito sólo se juzgará heeha cuando fin-se uoti tienda al deudor 
ó aceptada p^rél», lo «¡m* equivale á decir que l i ley que rige 
la materia establreu la dicaeia y validez di? la cesión de crédito, 
ron el solo requisito de la notificación . 

Qu< en mérito lie las consideraciones aducidas, pide al Juz- 
gado se provea como lo liene ya solicitado. 

Y considerando : i" l¿ue las disposiciones del Código '¡vil 
en su título destinado á la cestón de créditos, son sólo aplicables 
á los títulos no i- tolos. ibl*'>. 

2 tjue el dot nrnt-nto de foja... acompañado por Muga, no 
siendo coiiC'diido á la ■'rd'-u.no t'S eudosable y por tatito cae bajo 
las disposiciones del título citado d< l Código Civil, 

;j * ,i 1 1 . i- vi-r-i .i i i| w ■ I ij; i<'ulo 1454 estatuye que toda ce- 
stón debe h¡ieer>e p¡r ''serilo b a ¡o pena "I" nulidad, cuitto es t; u* 
bien exacto que id artículo 1 ÍW(i estableen que pu»*de hacer o 
por i'ndo-o ruando la cestón fue*.-- hecha por iust: omento partí— 
cular. 

•i" t¿uo para ivsnlver en l caso suh jmbcfi si se debe dar por 
lincha la n-'Utiraeion, e- decir si \¡a habido e.s:on y daresl i por 
ttotiiicada al deudor cedido, la cuestión que corresponde resol- 
ver e-: si por el artuul.. 1 i5ftcStá ó no excluido el endoso ■.■n 
Man o. 

5 U *¿ne l ral lindos" de hacer distinciones aplicables á casos di- 
versos - i t j qu«- la ley I.js haga, es un principio inconcuso de 
der> cho en materia de interpretación de leyes, que no deben 
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hacerse distinciones cuando la ley no las hace, como sucede en el 
caso presente, en que el Código Civil ivo distingue Lis diversas 
chista de endoso, sin excluir ninguna, lo que pudo y debió hacer 
si esa hubiese sido la mente del legislador, como lo hace en otras 
materias, estableciendo, jiOT ejemplo, formas especiales para 
ciertos caxis jurídicos con exclusión de cualquiera otra no auto- 
rizadas y bajo pena de nulidad. 

Que en nuestro entender la forma escrita prescrita por el 
articulo 1454, ha sido llenada, por cuanto la cesión se ha hecho 
por escrito por medio del endoso (artículo 1450). IJuc no es del 
caso entrar á tratar del fondo del asunto, es deur, sobre el ca- 
rácter de la deuda, porque ello no es pertinente, desde que sólo 
se trata de declarar si lia habido ú no cesión de crédito en el ca- 
so sub judieé. 

8 ljneel fallo déla Stipremi Coi te que corre en la página 
87 del tomo 12. serie 2\ corrobora la interpretación que damos 
á los artículo- pertinentes del Código < "iví 1, desde que, como en 
él se dice, i[iie el endoso do ellos (los pagarés) no pueden v¡~ 
ciarlos porque si bien es cierto que pur no ser pagaderos ú la 
órden . dicho ondoso no tiene los efectos especiales designados en 
el Código de Comercio, también loes que según el artículo 1 150 
(equivalente al citado i él importa una cesión, pues ésta, según 
dicho artículo, puede haberse en furnia de endoso. 

9' tjuc ante la prescripción del artículo 1-150, no puede sos- 
tenerse en nuestro concepto que sea una condición smt' ifiui non 
parala validez de la cesión de un crédito, la existencia de un 
contrato separado c independiente del instrumento mismo cedi- 
do, porque á ser a^í no autorizaría ■ l legislador la forma de en- 
doso páralos elictosdela cesión como io hace expresamente 
en el artículo citado. 

10" <jue no se pretende por part** de Jlutra y compañía que 
haya en el caso presente novación, la que en verdad no podría 
existir, con arreglo al articuhiSI 7 c* -1 Código Civil, -iuo simple- 
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mente cesión de derechos y tota» lo diré el mismo artículo eu su 
último inciso. 

II" Que la iM i ti cu-ion en la forma prescrita p^r el Cíélgo 
f*ÍTÍl ¡'¡ira l.i cesión, es sin perjuicio del derecho fcngfe el 
deudor n-dido pura ron o] nuevo acreedor. 

12* í'onsi.lerantln fe$**tn de la conducta observada por las 
[«artes en este juicio, que á pesar do liaberseleS apercibido, lian 
reincidido m la falta de resp-to dolad- atTntm nal. 

Por estos fundamento* \ lo> cmir>irdante« d<- o-criio* de 
de fcija... ¡í foja. . . y u> foja... ¡í foj t. . . r d. Unitivamente juz- 
gando, declaro: I* Qfjtf no hago lugar á la •>xeepci m opuesta de 
falta de personería: 2* ijuedny por natiUVad i la oosion de eré- 
dita que lia efectuado en ln forma que queda expresada: .'I* 
hejiindo ;i ^¿tlvo sus der.'.-hits ¡i ainlüis partes y condenando á 
éstos á pa^ar una umita d.* cuaivnta posos nacionales cada una 
en mi'i ilo di I último rou^id.-randii, la qiio será oblada eu Se- 
cretaría con destino á los menesterosos del Hospital . v do la Cár- 
■ -ul pabiieade »*ta «-iudad articulo IDdela W de jurisdicción y 
competencia rtu ios Tr ibunales Nacionales de i i de Setiembre de 
INÜJi; 4* Ordeno, además, que se testen las palabras que lie sub- 
rayado etl los autos riebfendo pagarse las rostas en el órden en 
qué hayan sido causadas. 

Así lo pronuncio, mando y tirmo eu rafee mi despacho del Juz- 
gado Nacional de esta Sección, ü doce do Junio de ISHÍt. líe- 
puertos que sean los sellos notifiquese original y at chívese esto 
expediente ca*o de no ser recurrida esta sentencia. 

l'. Útmehm y Akorúi, 

V sta esta ciu-a etl SI -le Julio de 1801 , so otando acreditar 

la jurisdicción por razón de la persona do l>. Knríque t'Ueék 4 

y producida la enn.-spondi'-ute informa» ion, que jnstilioó que 

él era extranjero, se turo por establecida Ja compet-neia de la 
». or Ití 
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justicia federal. Por haberse modificado e-i personal de la 
Suprema Corte, vió»c nuevamente la causa en Julio 2á de I8Í13. 



rallo «le I» «uprfmi € orle 

buenas Aires, \ gasto 1' il* 1 1**h;í. 

Visto»)' considerando: Que la ene*t ion resuella por la senten- 
cia dr foja cuarenta y dót, se reliere únicamente á la notiiiea- 
cion de la cesión d»d documento di' foja tres. 

Que el «-rédito expresado va dicho documento no alcanza á la 
>uma de doscientos pesos, >**guu la reducción hecha pur «d de- 
mandante, cu cuyo caso la apelación <s hnproeedent> por razón 
de la ( omitía, con arresto a lo depuesto por el articulo cuarto 
de la l»-y a >ure jurisdicción y competencia de los Tribunales Fe- 
derales. 

Por esto: se declara mal concedido el recurso y repuestas los 
selíoáj devuélvanse. 

UUiJAKIK PAZ,— LtlS V. VA' 
HELA — ABEL RAZAN. -OU- 
I AVIO BLMiE.— JLAS E- TO- 
ItttENT. 
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« u ní rr\ii\ 



El ¡lauro Mariuiint. contra don iieuito Hnmuynn, ftor defrau- 
dación, sobre sustitución de cmhartjo. 



Sumario. — l'ara "Menor mía sustitución dé embargo, el pro- 
cesndo debe manifestar log bíi^ic* qne ofrece; y en cuso de dis- 
co nfurmitl."l por parte del acusador, dtd>e ^rcj^ctl-Ts.' a su ava- 
luación pur peritas, de acuerdo con id artículo 3:H> del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, 



Caso. — Lo indica el 



Fnlhtilel Jtir* l>d«-rrtl 

Ghtícil1i-m, M.irí » :J de I>*í:i. 

Vistos: Un cuanto el i-jiiUaryo de Ins bienes d-d seíiar Valor y 
la sustitución de i mbargo ijue se sidieita p"r id prot-esadn 11a- 
mayon, se proveerá opoitunami-nt" «ii.ind<i di'-tn «d auto ca- 
iiüemidu Ja suficiencia del valor de tos bíi-n -s á i m barbarse, y 
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en cuanto á los bienes que debe señalar á embargo Don Juan 
Cisacciu, quien dice ser su representante en Santa-Té, exhórte- 
se al seftorjtttzdfl Crínten de allí p ira que reciba esa denuncia 
y haga tasar pericialmente los bienes ofrecidos, debiendo el pro- 
cesado Üamayou presentar en la secretaría Je esle.Juzyado, los 
títulos que acrediten su propiedad á lus bienes que ofreciese mi 
representante Casm'cia, así como los certiüeadüs de la olkina de 
llegistrode la propiedad, embargos, etc.. á los efectos de ser 
examinados, 

/ ummhw. 



.1 ll 141 ilfl Jllfit l>«l«*rnl 

* ! i « r ri i -n I . Jimio 8 'I- WW®. 

VUt mi urimemmenle el uiinsi del pree,deni.- e-eriio, en el 
que *e pid<- [ñu- el querellante se^uspeuua la tramitación de es- 
te incidente de suítitueioude embargo pruiuovido ¡.nr el proce- 
sado llt-nrto 1.. Iiamnyon, fu ¿lidíese cu pe opuestas por id 
;o>us;ido excepciones de ¡m'vioy especial pronunciamiento, laju- 
Ti-died*.* Je este J u/gado queda suspendida y qu* 1 por lo lauto 
nada puede hacerse eu este juicio,, 

Y considerando: que, efectivamente, el artículo 4!Mi d> -t í ódi- 
go de Procedimientos en lo crimina!, dispone que opuestas las 
excepciones de-pues de concluido el sumarie como en el ea>'< 
nub ¡telicr. se mt«f endertí la substanciación de ¡a causa principal; 
que. comu se vé. esa disposición se re:iere sóloá la causa princi- 
pal, es decir al proceso formado para investigar la culpabilidad ó 
inocencia del acudido y cuando más á aquellos incidentes de na- 
tura ;ez,i ¡i serví* de cargo ó de>carg«» para la acusación y la de- 
fensa y que tengan la virtud de nacer ^vidente o verosímil ya 
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sea la culpabilidad ú la inocencia del acusado, poro de ninguna 
miniara puede referirse á los que tengan pur objeto asegnrar la 
responsabilidad civil, lo- eoales pueden no s^tu tramitarse, no 
obstante la oposición de excepciones, sin-"», lo |iic es más. ini- 
ciarse, eomo seria < l c.íso en <[ue esa responsabilidad lio e-tu- 
viese asegurada, ya sea porque el aeusidono presentó bienes :i 
embargo » no se 1c eouuciemn par.i denunciarlos atile* fie U 
oposición de excepciones, puefc ile lo erntrariu podrían sur burhi- 
di^iic derechos del qin ri'il.iittc ¡i ¡m-ur del ^onncimienlo poste- 
rior f perfeeio de que id acusado posee bienes suficientes para 
asegurar esa responsabilidad, 

¡mu- , r.]i- lL [ii i-ut-- n snlisiann.ii'H'i] >i< 1 i ih-j U' ra i \<- \-\ 
referenria debe seuuir .nielan!''; y euuxidi-r.indu en roiis"i urroia 
sobre te principal del escrito en que se pide la rep^n-iro « i * - 1 
aillo de foja 25:1 vuelta: 

<¿ne liahrend" i I Juzgado ' "-taldeeido 1 1 responsahilidad del 
I' r -;eli > Uenito L . l¡amavon en i t cantidad di .)wo /jrvix í//m- 
»eí/(( u*irtntt(il y tratándose cu .-i- presenté caso de garantirla 
sum ¡, teniendo en cuenta las propiedades hipotecadas al Han- 
co p ir.lo-tWj. Valor, sustituto de líainaynn, y las ofrecidas por 
éste á cinljiirjío, fie conformidad á lo resuelto p<>r la Supr«ma 
Corte, con fecha ií de Diciembre de 18U.1, es evidente que pro- 
cedía la estimación de estos ónicamente desdo que los hipoteca- 
dos balitan sido ya estimarlos para que el proveyente pudiese 
conocer aproximadamente, si el valor de to los ellos cubrían la 
cantidad expresada de jtifto pcsos\ 

l >ue para i-si' ciinm'i un" -i m ■ ciaci'm , .-ra le-ec-ario " ¡ 
nombramiento de peritos que conociesen Jas propiedades ofreci- 
das; por eso es que el nombramiento se cometió al Juez de <*rí- 
men de Santa- l e, que es donde las propiedades están ubicadas, y 
esa facultad concedida al JueJt por el artículo 383 del CiVlijro de 
Procedimientos en lo 'limiual, no está sometida como lo pr<- 
t-nde el querellante, á las tramitaciones de un verdadero reo- 
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nocimicnto pericial, cuando ella se pj ere i ta sólo á los efecto* 
del artículo 411 del mismo í odigo, según el cual ni al alguacil 

le u-tringe la amplitud do criterio en la agregación de la 
suficiencia de lo< bienes á embargarse sometiéndolo previamen- 
te á tin verdadero juicio pericial, 

Por e^os fundamentos no ha lugar á la reposición del auto 
de foja 25.') vuelta, con costas, debiendo seguir adelante este 
incidente en so estado. V m at.-neion ú ia ¡ipelacion deducida, 
concéde-e en el efecto devolutivo. Y.n consecuencia saqúese 
testimonio d-sde el escrito de foja 2H¡ basta el presente uuC «• 
y remítase, dentro de tercero día, á la Suprema l'ort" con <d 
oficio de estiio y á costa del allante. Repónganse las fojas. 

E I . l.tijtt mitin. 



■ alto de i» Suprem» iortr 



Ihtenos Aire*, Agosto -I \U* l&tí 

Vistos y considerando.* Que la sústitudion del embargo solí* i- 
t ida por td d» fens-T .leí procesado lí amaron, en el escrita en co- 
pia testimoniada d. foja primera, af.-eta indudablemente b*s 
intereses del Canco Nacional, por cuya razón y para proveer 
con audiencia de su representante, se le comunicó traslado de 
dieba petición. 

l¿ue pudiendi. la parte del Hunco haber accedido á esa peli- 
cion, si los bienes que se quería ofrecer para ta stistituciou del 
embargo, fuen-n realmente suficientes para cubrir, por su va- 
lor venal, ta respetabilidad del procesado en la suma ya deter- 
minada por el Juzgado, es evidente que debía hacerse individual 
y prc -N i manif. staciou de ellos ante et Inferior, en la misma 
solicitud déla referencia, para que el querellante haciese po- 



DE JUSTICIA N\CIOHAL 



247 



dido apreciar su importancia para la sustitución fiel embargo y 
prestar su aquiescencia, ev itan Jo asi proceder al avalúo por me» 
dio de una pericia, que no tendría en la hipótesis expresada, 
razón de ser . 

Que hechaesa manifestación, si el representante del Banco, 
do hubiese estad" ennfoniie en el valor atribuido á dichos bie- 
nes nada más natural y arralado á «torcho quo pro^der, eu- 
tónces, á su avalúo en 1 1 furnia que establee- el artículo 'SM\ 
d.-l Código d- Procedimientos en lo Crimina!, por medio de lm 
perito- nombrados por él Juez y la< parte-i, 

*lu*\ tratándole de una diligencia p- ricial, como el avalú-i do 
bienes^l electo solamente de garantizar, por medio did embargo, 
las responsabilidades civil*'- del profii sad<», no se opone á ella la 
f;i. ult.ul a.-ordada ¡i la- t<ai t> - c-r • ! artículo • uatroeii BtOS ca- 
torce del mismo ( udjgu de Prneedirniontos porque, -i bien por 
este articulóse faculta al algual.il ó funcionario encargado del 
embargo, para apreciar b>s bienes que sean suiiei entes para la 
ejecución de éíte, no su desprende de su t.-xto. que tal apreciaron 
no puede uiodiíicarse, en caso de disconformidad de alguna de 
las parte-, ni que deba dejante acudírse, en el mismo caso, á »ña 
pericia, que i-urropou.ii> practicarse, de conformidad con lo dis- 
puesto cu el artículo ;i:íO; el cual, como se vé por su claro tes- 
to, faculta á las partes para el n -lubraiuienlo de peritos siem- 
pre <yie ta diligencia del reconocimiento baya de hacerse una 
sola vez, como sucede en el caso stttt jüdtce. 

Que el hecho de ordenarse por el Ju"/. que la avaluación de 
loa bienes que ofrezca á embargo el procesado, se haga por pe- 
ritos, implica establecer que las funciones atribuidas por el ar- 
ticulo cuatrocientos catorce al alguacil, ó encargad o de trabar e| 
.■inliarg'», no llevai, en sí la facilitad do decidir definitivamente, 
ásus efectos, sobre la suii>'ienc,Ía de los biecs embargados. 

I'or estas consideraciones: se reroca el auto que corre en tes- 
timonio á foja cinco vuelta, en la parte apelada, declarándose 
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procesado debe hacer unte ti Juez, déla causa la manifes- 
tación dolos bienes qao quiere dar en sustitución del embargo ya 
trabado: que debí- procederse, en caso do disconformidad, á ha- 
cerse la avaluación de esos bienes como la de I s demás que hu- 
bieran ilu quedar garantizando las resulta del juicio, por neri- 
ta nombrados, de conformidad con el artículo trescientos trein- 
ta v .^t'i*flel i'úiiij.Mlr l'ruc.-dimitmiv* t -u lo Criminal, sin per- 
juicio de que . I .Juez de la causa, rulo qnetí 01 lo concierne, 
pueda cometer la diligencia aIJue/ Federal de la Secéion en 
<]iie estén situados ios bienes ojie - hayan miar: y <l- vuél- 
vanse, debiendo repuliera- los -ellos ante el Inferior. 

IIEMAMiN l>.\/,. - i ris V. \\V.l l.\ - 
AUEI. HAZAS. — OCTAVIO lilM.K 
Jl AN E. HUlliEM. 



4 %l NA « < WY 



/./ íf«fiío Nmimiaf, wiim lum $lm / i. t i>m- ¡ t <u 

defraudación; safaru cmfiitrtfti. 



$Uitiartti. — YA acusador f{ tic nu c>tá * <mí<.rme con los bienes 
ofrendo.^ á embargo, tiene derecho de nombrar perito por su 
parte, para que los avalúe. 



DE JUSTICIA \AI H»AI. 



f'dso.—htí illiiica t'l 



fililí llfl Jtlf ü I VtlfFltl 

r »tii.-ni« - llni'ro •!■> de ÍÍIH&. 

N*Minbr;ise á los inores .Juan P. < •unilulfo y Zacarías Samrhrz, 
para que bagan ta tasación que se solicita de fa$ inmuebles 
s<- enumeran; dcljii mío aceptar el cargo t-u forma auto el S<rcre- 
tarin. 

Kl procesado ¡Muí Iráá disposíeion de aquellos, ú los efectos de 
su cometido, los til «los de dichas propiedades. 

t.i'l<tm(>n>. 



V|>J\ l»M SI ÑIJH I IHM.IHADOII l.K>KH\l. 

ÍUifiios Hw* Mflrjwi dü i^:t. 

Sitpmttta Varíe: 

Según el articulo ¡II del íudigo de Procedimientos en lo 
l'iirninal, el Ju<-7. debe decretare] embargo de bienes sulicien- 
tes para garantir los rustí liado* cM juicio; v >i lo creyese con- 
veniente ordenar el examen pericial ií quü sé refiere el articulo 
322 del mismo Código. 

Bstó diligencias no causan gravamen irreparable, pues se li- 
mitan á la mera substanciación del articulo promovido. 

No l< s es aplicable por ello el artículo 336> que autoriza fi 
las partes á nombrar peritos á su costa, porque cHe artículo se 
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refiere ¡i los actos, mismos del juicio principal, que no tslá com- 
prometido ea el incidente y porque, como lo expiesu el Juez 
afjuo ¡|1 final de su taito, es recién euandu se resuelva ese inci- 
dente que podrán aprceiur los partes» m existe fundamento pur;i 
un r-':urso. Opino eu eon-ecuuncia por la c<m Urinación del 
unto recurrid.» . 

Sfihittuttin htpr. 



l ui lo dr In Suprema t'ort* 

Un*-»"* Vires* Agoslo i de 

Vistió: Siendo facultativo del querellante. «>l nombramiento 
de perito en el caso tul) jud\rt\ do conformidad ;i lo dispuesto 
en el articula trecientos treintíi y neis del í'ódi^o de l'rueetli- 
mientos en lo Criminal. 

Por esto y di* acurrdocon lotesui lto en la fe< Ha en caso aná- 
logo, incidente líenito líamaynii. - n esto> mismos autos, se 
retoca el auto apelado de foja cuatro en ta parte apelada, deela- 
rándoáe quu deW pr>>rediTsc>«'gtiii el citado artículo. Devuél- 
vanse, debiendo reponerse los sello* ante el Inferior. 

ILOJAHIN l-AZ- — M-I-. V. VAN EL. Y. 
ABEL BAZAK.— OCTAVIO BUNGE. 
— JIAN E. TORRKM . 



DE JUSTICIA SACIOISAL 



251 



« U SA << Y V\I 



t'fif/ffnmi Cnmrr? »' /tifos, rontm H. Jtiati /¡. /nomo; sobro ro- 
bra ¡io j/renu tirona y //We.v 



Sttttum».- VA cunforme ú inua cuenta de fletes pue-lo por 
persona no autorizaba, no e> prueba siíficíejítü para rlej.tr com- 
probado el contrato de llcluuirnto. 



t'itsti, - - l.a indica t*l 



I Hilo dft Juez Frdfrwl 

(hit-no- Air. -. IVIin-m sfO ik« 

Vistos estos autos promovidos por los señon-s i'amér* 1 hij.*s 
contra don Juan lí. Zumnu, por cobro de la suma de 835:1 pesos 
con 22 centavo;» procedente Jet saldo de líeles du piedra y are- 
na en la furnia detallada en I¡i cuenta acompañada ú fojas 1 v 2. 
con el conforme de It, Autoitii» Torelti en representación de Zu- 
ñí no. 

Y euijsjderaselu: I Qne el único jusüücntivo presentado por 
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el actor en apoyo de su demanda os la cuenta mencionada, no 
habiendo producido durante el término de prueba ningian 
otro. 

2 o Que el demandado en su contestación ha TPi'onocidn la 
exactitud de díchi cuenta ha*ta la techa ti* "> d«' Abril de INKil 
por razones personales que lia ereidn conveniente reservar, ne- 
gando empero babor concedido autonzaeeu á " L~ ■ > r * ■ 1 1 i para p< - 
liarlo conforme, pues éste había ^ i.i** un simple dependiente pu- 
ra desempeñar ililigoneiascouierciale* que h ' encomendaba bajo 
sus instrucciones, sien *o d« i -p-'dido en los primeros días de 
Abril d»d mismo año 1K,XÜ, de modo que Moa la tniestiop «ira 
sobre i ! nurito ■> « l valor l*«i»aí que puedo tener e-e conforme dt 
Torelli, en ausencia de otros elementos de convicción | itfl com- 
probar hs partidas no recunuci"ta- de la cuenta,, que el acUnk- 
ti ió presentar di- acuerdo fon lo n-Mu llu en el auto do tuja \*2. 

ÍV Qíip Camérí É feljosiM lían jiistilt^iido quc ToteHi hubie- 

tenido otro ro! ó función en lo* negocios de Zuniuo, que "1 de 
simple dependiente que éste le atribuye en la contestación 
menos aAri que haya procedido en virtud do poder ú autorización 
formal para lirmar «m -«i nombre documentos de ubicación, co- 
mo era de rigor pin obligar á su principal, eoufonii" á to di-- 
piloto en los artículos i Kí y I i7 del Código dé Comercio; no 
t nii'ndo importancia alguna en esto -cutido el testimonio del 
mismo Torelli, tanto por tratarse de un acto que lia debido -or 
registrado en el Registro Público de Comercio para surtir efec- 
to y suministraren <n caso ta prueba necesaria de su existen- 
cia, cnanto por el tnteíéi que puede tener él donendiOrttó efl ac- 
tos realizados fuera de sus atribuciones ó facultades. 

-i" <¿uc por lo demás el acto* tampoco ha jnstílíeado, por los 

n-j tivn> . fiulrati- -\>- fl- t iimmtoy - n último ea^o p.ir los i -- 

cibos d. la entrega de la carga que deben obrar en su poder, el 
transporte por cu-uta de ú para /.unino de los materiales á qu<- 
se refieren las partidas desconocidas de la cuenta de foja t . 
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5» Que si bien no so lia probad» de un mudo concluyante que 
Tonlli dejó di ser dependiente de Zunino antes del 20 de Abril 
de 188!». los testimonios de Farotfy, foja SO, y IChu n, foja 51. 
contra quienes no se ha producido ninguna taifa legal, cunstl- 
tuven fuertes prcsiiiudom-s que autori/un a admitir la reídat! 
del bicho; resultaado por COttá%uieutc que el conforme de la 
ruenta de foja i Tu-'- inicio cuando aquel ya nu era ni depen- 
diente, <■ i reluctancia que hace más sospechosa >n conducta v la 
legitimidad de las partidas ob¿ei*ada&. 

l»ur estos fluidamente y encordantes d< I escrito de i-ja..., 
f allo, declarando dekgíttnió abono Jas partidas d* la cuenta de 
foja t basta la fecha 20 de Abril de IKHlt dé losíuales deben de- 
ducirse la cantidad de WQO pesos moneda nacional que tas de- 
mandantes eonfiésan haber recibido a rumia, y en c-mso ■uencia 
i-ondi-nu a H. .1. \>. Zunino, al pago de la -ama d.- ;il'lU pe¿»> 
con 71 centavos edil süs intereses moratorios desde (a interne* 
iaeioo judicial, en el tétjüino de 10 día», absolviéndote de lo de- 
liiá-, que expn-u la demanda. 
Notiliquese con el original y repónganse las tojas. 

1 irtfilfo U. Tetiin. 

liten. •* Vire* Agosto ü de 1888 

tfístosy considerando; Que el informe de foja veintiséis no es 
una prueba \é$a\ -nuciente, para dejar comprobado el contrato 
tta llet miento que sirve de ba.se ú la presente cuestión, 

[•i.r e<to y sus fundamentos: se coulirma *'Oii cosías la sen- 
tencia apelada de foja setenta y m-hu. líeptóeatOM los sellos, 
devuélvanse. 

nt>J.\>ii> paz.- -ins v. va 

llKl.A . AUKI HAZAS. 
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CAUSA CC.WAIl 



fntttitmt contra í'. SnliecitQ MUvfmt^ ¡>or homicidió; mbre 

competencia 



Sumario. — Kl ser de ta Nación las obras en cuyo paraje se 
comete un ik'litn euinini. no produce el fuero f -leral para so- 
meter üu conocimiento ú los Tribunales d« la Nación. 



Caso, — Lo ¡uHicu el 



Fallo drl Jurx i <-ii< i-ni 

Salla. Jumo 1 L ile IísHJ. 

Y victos: resulta ^ik- D. Félix Sullecito AUaqua pide se so- 
¡tüüe la inhibitoria del Juzgadu del Crínitn di- la Provincia, en 
la causa que sigue a instancia Fiscal contra el recurrente, por 
muerte á li. Antutii j l'iotderl, funda icio en que el herlio suce- 
dió en la vía del Kerrucarril ' "utral Norte, que es territorio 
Nacional y con motivo de servicios que Allaqua prestaba al Gu- 
uiüruo Na iyu.il, como Ingeniero encardado de inspeccionar la 
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i onstruicion (lelas obras de arte en la referida vía. Que del 
auto cabeza del proceso puesto á foja 7 por el Comisario de Po- 
licía de la estación General Uüemes y en b<s dornas instrumen- 
tos del sumario original, remitid.» por el señor Juez de la cau- 
sa, consta ojie 1>. Antonio HoedeTl fué muerto por dos tiros de 
escopeta dirigidos por el acusado desde subir la vía del expresa- 
do Ferrocarril en la alcantarilla número 81, entredicha lita- 
ción y la de Palomitas. 

f «moderando: <>ue para decidir -i el jo^ainientode nn delito 
común compete á lo- .lu/jiado" Federales, aplicando con acer- 
tado criterio la ley sobre jurisdicción, no basta saber que el te- 
rr-nn donde se perpetró en de propiedad de ta Nación y sujeto 
romo tal á la administración exclusiva del r.jeeulivo Nacional, 
que puede cesar por enajenación ó arrendamiento, sinú que 
esencialmente esté sumetido al poder político especial y exclu- 
sivo del «iobiern» Nacional, como los fortines de frontera, adua- 
nas, oficinas y establecimiento* nacionales que no se enajenan, 
porque es principio elemental que la jurisdicción deriva de la so- 
beranía del Kstado y no del dominio que como persona jurídica 
teñirá la Nación, en el lugar ó entable iniient ■ donde el locho 
aa bubiese concuñado . 

Que las vías de los ferroearriles nacional"-, no lian sido se- 
gregada:; de las jurisdicciones locales p«.r las cuales atravie^in 
y sometidas á la soberanía especial del Gobierno Nacional, el 
cual pur tanto no ejerce i>n ellos jurisdicción absoluta y <-\clu- 
siva: pero ni convendría lo contrario, porque sería trabar la 
pronta administración de justicia criminal que en tales casos 
di be considerar-e lar» garantida en los trioutial-'s ordinarios 
i orno en los nacionales. 

Finalmente, que tratándose de un delito comiin, el eará> ter 
de empleados ú comisionados por el Gobierno Sacio lal, no puede 
fundar una excepción á la regla general que rige, la jurisdiccioní 
según lo lia declarado la Suprema <'orte en repetidos fallos. 
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Por i^las rr*zonr-<. ile a'-tiiTrlo i'n» ln pn.-s*- r í r n en el raso<Í 
del artículo 23 del Código de Precedim: ntos «>n lo Criminal, 
no olistant* la opinión del señor Fiscal, declarándose incompe- 
tente este Juzgado, no so hace lugar ú la inhÜHlnria solicitada. 
Iíppún<;an!*e los sellos y ejecutoriado irne sea vi ¡ircsr'íit <■ auii> T 
devui'dvuse H proceso quiMd si^or Jm-/ del ('rimen de la Pro- 
vincia tuvo la <Ief rmeia «le; remitir , N«>t jrf'i tn-se eon el ori- 
ginal. 

ttnriJ /.umhrmm, 



vhn J)KJ M;\ni; Cl;ur i i;\huii u M MI 

Rilfiio» Vire*, Jtih<> 1 1 <l 

Si'firt'mti t'nt'tr; 

VA hecho «riminil resultante en esta < au-a e* un delito eo- 
imtii . 

Sti perpetración ha tenido lugar Diiunn wa férrea que se cons- 
truye por órden ii * H ¡obierno Nacional; pero el heelio en sí mismo 
no afecta la autoridad nacional, ni la jurisdicción que le atribuye 
la ley >obre f'-rrne;trrilr< nacionales, porque no se refiere ni al 
ejercicio de esas atribuciones, ni de netos ejecutados eon motivo 
de su administración . 

Auncuaiido las coras e« construcción pertenezcan á la Admi- 
nistración Nacional, no pede deducirse do ello que la Nación 
t#aa i la absoluta y exclusiva jurivlieeion, -obre tos lugares que 
el errocarril recorre. 

1. 1 jurisdicción territorial es d* la Provincia de Salta, cayos 
jueces ejercen la suya sobre aquel lugar en todo Jo que nuro-n- 
prenda la propiedad y administración del ferrocarril. 
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Siendo el bee.ho criminal extraño al ejercicio de estos dere- 
chos caí*, en SU caraeter de delito común, bajo la jurisdicción de 
tos Tribunales Provincnles, no pareciendo por ello aplica t e al 
• aso ej inci>u 4" del artículo ¡t" de la ley de competencia de la 
J usticia Nacional, que, mino explícitamente lo expresa, se refiere 
á t m delitos de toda e*|>-eie que. se cometan un locares donde el 
(iobict no Nacional tetina la absoluta y exclusiva jurisdicción; lo 
que confirma "1 artículo 2; i de la Ley de Procedimientos en ko 
Criminal. Pido i V.K. la confirmación del auto del señor 
.fue?. Federal de Salta corriente á foja 108. 

Sftittninna Kier. 



Fnllo df I» *M|irrmu Cctrlf 

llm-ii'i'- Ahí-. Aguato 3 de [803. 

Vistor en el acuerdo: Resultando de las constancias de aotos, 
que Ú incidente que produjo la muerte de don Antonio Ploer- 
derl, tuvo lugar en territorio de la provincia de Salta; que aun 
cuando el procesado desempeñase funcione, nacionales en aque- 
llos parajes, no puede invocarse su carácter de empleado d«- la 
Nación para radicar la jurisdicción nacional, siendo solo la ua- 
toraleza de los delitos ó el lugar en que se cometen, tus que se 
ñalan la jurisdicción respectiva de la Nación ó déla Provincia; 
que un obstante pertenecerá la Nación las obras que >e practi- 
can en el paraje donde >e produjo la muerte de Ploerderl, e*to 
no basta para dar at Gobierno Federal la jurisdicción absoluta j 
(A elusiva que requiere el artículo tercero, inciso cuarto, de la 
ley de jurisdicción y competencia de la justicia federal. 

Por esíoñ fundamentos, los concordan t« s riel Juez a fftto y de 
acuerdo cou lo expuesto y pedido por el s^ñor Procurador fiene- 

r. ni r. 
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ral se confirma el auto arlado de foja ciento ocho, ron declara- 
ción de que el conocimiento de esta causa no corresponde ¡i la 
Justicia Federal. líe pónganse tos sellos y devuélvanse. 

HESJAMIN Í>A7,. — MIS V. VA- 
HKI.A . — -ABEL BAZAS.— OC- 
TAVIO Bisa:. — jl'ak e. 

TOUUECT. 



€ ALNA a ,i\*in 

Ctmtrtt CAndidú fctteat/aíWO, )m¡ homtcitiio: snhrr t'.rtrwltn»u 
pedida por rl tiofawiu d*> h f ¡iepn/dtni Oriental del i ru- 

guay. ) 

Suman». -D.-bt; Itíicur?* 1 logará ta i'slradieion pedida con 
arregla ;i los balados, y á la lej de la materia. 

íVíso. — Lo indica el 

l'iillo del Jv» I rdrral 

BueQQ9 Aiíes, Judío 3* ib- 1893. 

Y vÍato>: estüí auto* seguidos á solicitud de la le-.'aci >n de la 
1't núbHca Oriental dtd l'roguay, para la extradición del itidm- 
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m 



dúo Cándido Lucadamo. acusado de homicidio alevo>o; oidasu 
declaración, la defensa presentada por su defensor Doctor (1ra- 
uel y la Opinión fiscal, y om.siderando: 

í ü ()ue la identidad del requerido está plenamente comprobada. 

2" Q-* la solicitud de extradición ha sido introducida por ta 
ría diplomática con los recaudos necesarius. 

3» Que el crimen de que es acusado el requerido Cándido Ln- 
eadauio, se encuentra éntrelos comprendidos en el arlieuh; I ' 
del tratado con la U< publica Onentul del l/ruguáj . 

4* Que el delito que ha motivado la extradición no esti pres- 
crito, ni tiene una penamen-r m la Uenúblíca. 

5* Qoela *-xeepciou opuesta por su defensor, apoyada en el 
articulo Ü7*2 del Código de Procedimientos, no es aplicable en 
este caso, pues no se trata de uu ¡isunto provisorio, si nú de una 
solicitud de extradición á la que vienen acompañados los recau- 
dos necesarias. 

IV e.-tos fundamentos y de eonformidad ron lo expuesto y 
pedido por el Procurador riscal, se resueive aerdar la extra- 
dición de Cándido Lucadamo solicitada por la República Orien- 
tal del Cruzar , U-mitase en la debida oportunidad el expe- 
diente original al Ministerio de Relaciones interiores, deján- 
dose constancia suiieicnte, y notifí-iuesc con el original. 

V, l.nlanne. 

VISTA f)KLSE>OU 1'HOCCBAÜÜIUiENtBAL 

Ituvntis Aire*. Juliu i4 de 

Suprema f V/e; 

Ninguna observación legal resulta procedente contra los fun- 
damentos, bien apoyados en las con3lan< í:is de autos, de la sea- 
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tencía recurrida á f. ja 30: me basta invocarlos, para pedir Á 
V. B* su confirmación. 

* 

Sabia ¡ano hirr. 



I u lio «le In üuprMHR l'orlr 

HiiPNOí Aires, Aposto "> di» ISffií. 

Vistos: De conformidad ¡i lo pedido por el señor Procurador 
General, se confirma por sus fundamentos ta sentencia apelada 
de foja veíate y ocho vuelta, y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ.— LUIS V. VARE- 
LA. Alifcl. I! IZAN. — OCTAVIO 
IUNCE.— JIAN E. TOKHETH . 



(AINA ÍÍ \X\IV 



tiuvuí iWpetfo yV\ contra J>«h Crt'SfiO y por fnktfcaciui, 
demarra de fal'riat: suhrr ¡micha rír tcstuj»*. 

Sumario. — Ku lo criminal, la prueba de testigos debe ofre- 
cer^ con la li-ita é interrogatorios correspondientes, dentro de 
los primeros diez días del ¿Ormino prouat rio. 
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Caso. — Lo inU loa. el 



I »llo ilrl Jurz fr>tlrr»l 

liueooa Aires, ííeiübtQ l'i ití 

.'or li (| ut> resulta de la nota de foja III vuelLa y manifestan- 
do el actuario en este acto que el término de prueba lia vencido 
el til del corriente, no lia lugar. 

t.tílamu: 



Auto ilrl Jttr* r**dcri*l 

liufinos Airt-í, Octubre ¿9 de 18JW. 

V vistos: para resolví r sobre -1 recurso d'j reposición mtcr- 
puesto contra el auto de foja 30, 

Y eonsidcrando: que según resulta Je la nota del actuario 
do foja 31 vuelta, el día señalada para el examen de lo* testigos 
presentados por la parte delíepetto, no tuvo lugar esta diligen- 
cia por no haber concurrido ni los testig « tú la partí- que lo< 
presentó. 

t¿ue el pedido hecho por esta parte, de que se señalara nuevo 
día para el examen de lo* mismos testigos, se lia producido dos 
días antes de vencer el término de prueba. 

Que no habiendo solicitado la citación de los testigos, la par- 
fe ha debido presentarlos el día señalado, siéndole imputable la 
no asistencia de ellos. 



2Ü2 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Por estas consideraciones y las concordantes de los fallos de 
la Sumvma Curte, série 2\ tomo M, página ótO y *éne tu- 
mo i, página 212, y de conformidad á lo dispuesto por el articu- 
lo 120 de ia ley de Procedimientos, resuelvo mantener el auto 
de foja 30. Y concédese en relación el recurso de ab lación in- 
terpuesto en subsidio, debien!-. d<var-e los autos en la forma 
di> estilo. R< póngase la foja. 



I nllo «Ir la Mi|ir* mik t «ríe 



ftt&nos Xtri% Agosloádi' 1 wn:i. 

Vistos y considerando: Que con arreglo al artíeuju cuatro- 
cientos cincuenta y tres del Código do Procedimientos en lo 
Criminal, ta prueba de testigos debo ser ofrecida necesaria- 
mente dentro do los diez primereadlas ilel término de prueba. 

(¿ue la parte du Kepetto no se ha arreglado á esa prescripción 
legal al ofrecer lapruHa testimonial, «orno sr demuestra por fo 
fecha de la presentación do su escrito de foja treinta. 

Que por consiguiente, du dicha parte lia depeudidu qu<- no 
haya podido producirla prueba dentro del término, cumo ora de 
su deber hacerlo, con arreglo al articulo cuatrocientos setenta y 
siete del citado Código. 

Por estos fundamentos, se cunlirmacon costas el autu apelado 
do foja treinta y nueve. Repuestos los nidios, devuélvanse. 

RE\J IML\ PAZ. — LUIS V. YARK- 
LA . - ARF.I. RAZAN. Oí. I AVIO 
MNUE. H AN K. inniiEM. 
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Ktfhrtñv tton ¿úrge KctoNtrrí** eontm H t^eiar Úm florenti- 
no \onix, fin,- ruhru t jmtiim hmmmrias limwwtmtfii 
t„s mUw del último con *hn ftmtikiin V m¡mm &»ke íií- 
ímbitntnd 4cHtnla y mtmptímicmu. 

Siurtariii, — l ' <" u la anmneiy y ratificación «leí interinadla et 
abogado puede '¡"brar directamente á la eontr abarte los Uouo- 
t arios tm cuyo pago lia sido condenado 

"2. Sin documento igualmente ejecutivo, no pued* oponer »e á 
La ejecución la excepción de compensación. 

Dtsíí.- -Lo indica 



I Hilo «leí Jwex I rdfrul 

|hh-i¡.i- Aiti-, tllierO i'H 'Ir ¡Níi.i. 

V ri*to^ Por los fundamentos aducidos ->n vi escrito de foja 
101 y considerando alemas: rjuela pn^entaoou del miímuo 1¡— 
pues con el escrito de fuja Jui ^ue importa una ratilicaeion de 
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la ejecución, hace desaparecer toda objeción ú la personería del 
ejecutante; que según resulta del instrumento Á que se reliare 
el certificado de foja 4 vuelta y délo dispuesto ni el i «riso .V 
del decreto de fecha i' de Febrero de los cobros que ini- 

ciara el l'octor Vocos v\\ representación del Fisco, debía 
efectuarlos á su costa, asignándosele por eso una remuneración, 
loque destruye su objeción cu cuanto a mi pmpia personería 
para responder en el presente juicio. 

*}tw la excepción de compensación, admisible ei, el juicio eje- 
cutivo, es la que resulta de d-> ■'jíueiii-i ■ 1 1 c « ■ tenga igualmente 
fuerza ejecutiva, ademas de ser jnir crédito liquide, con I orine al 
articulo 270 d<j la ley nacional de Fnjuici :imi>*i:to, caractcre> 
que seguramente no reum- el que menciona el demandad.!, pues 
su existencia depende de un juicio y sentencia que lo declan ■: 
no ha tugar a las excepciones opuesta* en el escrito Ú@ foja ÍÍS 
y llévese adelante la ejecución basta ou» quede íntegramente cu- 
bierto el acreedor ejecutante del capital, interese*)' rustas, qm 
se declaran por ley á eargodfl e.ccutado. Repóngase la foja 

I iriftft" W. folia 



Hiienos Aires. Agosto .'. iwt.í. 

\ tstos: Pi r jus fundamentos so coi. firma, con costas, el auto 
apelado de foja ciento seis, Repuestos los sellos, devuélvanse, 

nt>jAsimuz. — lusv. \u\r. 
( A. ABEL BAZAS.— OCTA- 
VIO RLTiliE. -JUAS r. 1<>- 
KttfóiT. 
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ti, Ftaimact) t'ahuu nmtnt IK l¡nfit l ri'> líoutrr. stfhri* ftntcki ffo 

Sumario. — Los documento^ que Hi-bcn ;iC"inpn fiarse :í la di- 
manda, son que fundan d derecbu del actor y unios que sir- 
ven á comprobarlo; estos pueden «<t producidos durante el 
término probatorio. 



( nao, -Lo indica e 

t-'iUlo lii *npremu t orfr 

Un.'iiií,- A ir»»?*. A^;«t-i.t .J.- iKU 

Vistos: No siendo los documentos presentados de arjucltos á 
que se n-fiere el artículo diez de la lev de l/ríic diinientos, p->r 
esto y por los fundamentos d-l auto de foja veinticuatro, se con- 
firma con cusías el de foja diez, en la partí- apelada. Üepuesto- 
tos los selloá, devuélvanse. 

ItENJAUl!* PAZ. -MIS V. VA~ 
HEI.A >• — A RE I. BAZA* - OC- 
TAVIO M MíE. — JUAN E Tí>- 
WtEVT. 
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fttrker ¡j (¡mifcil finirá >h*tt iliátfünes I WfmSQ // O/ms, fint' Cn- 
ttro de ¡tema; stúrr vnmfnUenriu *j mtttil<t<( 



Suttttiriú.—\* II 11 tas ,.ccionos personales procede ates ih< ta 
misma f;iti-,É contra varios rn-obti^ados, que residen c» fl i i n t^j.-- 
lugares, el Juez competente <«s u! drl <l<>micili.i de lo* demanda- 
do*, que lia [ireTenidn en el conocimiento de l¡i musa. 

2" Kl defecto de iiitervenck-n del Ministerio de menores que 
pueda subsanarse, no causa nulidad . 



fíisch Lo indica el 



titilo ilel Jura Friler»! 

PoeatíA, Jumo :'í de lü'M. 

Y vistos: Efie) infidente solire declinatoria de jurisdicción 
promovido por I>. Mariano G. Montano, en representación de 
doña Dolores l.'osta.te l'rquiza, doña Justa l eniza de ( ampos, 
don Cayetano y i u Juan Jo=é Urquiza, demandados por d-oi 
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Augusto Parker y «Ion Alfredo G re ufo II y resultando: Que l'ar- 
ker y Wrenfell demandan á los henderos del general don Justo 
José tíe i'rqüwa, entre los iiuese comprenden los excepcionantes 
y además don Iliciones, don Ju^to, don Teólilo, doña Concep* 
non, doña Clodomira, dolía Mem-des, doña Norberta Cro/uza y 
utros, versando dieha demanda sobre devolución del precio de 
mil Diento veintiséis y fíes fimirtos cuadra de campo que re- 
sultan de menos eu el campo que el ^fiiei'al Crqui/a vendió el 
añii 1SÜ5 al causante de los au lores, don Juan de Hi<>s Fí*e55,en 
< -¡ta provincia, y sati- facción de daños y perjuicios, todo !ocu il 
asciende ;i 'JtUH) pesos. 

Citados al juicio doña licores Costa., viuda del general Ur- 
quizu por sí y por su hijo menor don Carmelo, doña Ju-la Ur- 
niiizade Campos, don Cayetano y duri Juan J"sé f se presentan 
por med'io de mi representante don Mariano i¡. Montano, dedu- 

('!■ h ii* r \ -'< -prinii di inrnIU]iílh-||! I.i J i- j i ¡ r , - I I ■ ■ í' . ■ il , fundando»" 

en qu-' >i bien compete á los Tribunales de la Nación couo-'er en 
la causa por ser extranjeros lo< demandantes, y argentinos l is 
demudados, ellos no pneden -er demandados ante el Jii**k de 
i -ta sección eñ razón de tener mi domicilio en la CapiU»! I'ed»- 
ral y -er un principio de La legislación i-n materia de proced i- 
inu-iiius, que el actur debe seguir el f m r< > ib 1 reo r vt end ¡endo- 
se por es lo la jurisdicción dt I domicilio del deniandad&. 

ijiic vu A presente taso es de perfecta aplicación este prin, 
ripio, por tratarse de una acción personal y no estar comprendi- 
da en ninguna de las excepciones introducidas por la ley, pues 
aunque i-I contrato de que deriva la acción intensada se celebró 
en esta provincia, para ojie él surtiese fuer * era nece-ariu ade- 
más que )>i> obligado* tuviesen su domicilio '-n la misma pro- 
vincia. 

Kl representante de Parker y «¡Teiifcll contesta: Que la cues* 
tion versa sobre cumplimienln de un contrato Lecho en esta pro- 
vincia pnv el causante de los demandado-, en donde todos tienen 
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la mayor parte de sus bienes y varios también su domicilio 
Que por !o tanto debe aplicarse la rccda do qne surto fuero el 
lugar del contrato, pues no basta que algunos de los herederos 
bajan cambiado de domicilio, para hacer de peor condición a tos 
. que ban permanecido en et lugar del contrató. 

Que en todas los códigos modernos se establece que cuando 
1 i demanda se dirija contra dos ó más personas que residan en 
pueblos diferentes no habiendo lugar destinado para »*1 cumplí- 
miento de la obligación, será Juez competente el del domicilio 
u> cualquiera de los demandada d elección del damindauic. 

Quede no hacerlo asi, habrían tantos juicios cuantos fuesen 
Ims herederos del General Urquiza con diverso domicilio, 

Abierto á prueba el incidente, id exeepcionante product la que 
corre de foja. . , á foja. . . y el demandante la de foja. . . 

\ considerando: Que os doctrina sostenida por numeroso* 
autore* de rtfitay&onsagrada por la jurisprudencia. n.ue no debe 
dividirse' ta mutne neta iJe la causa. 

Que el ejercicio de una arción procedente do la misma causa 
por dos ú más perdonas contra varios coubligudos, no pudría te- 
ner lugar sin romper la unidad del juicio y por consiguiente sin 
dividir la continencia de la causa, si unos fuesen demandados 
ante un Tribunal y los demás auto ot ro, pues habría "I riesgo dé 
que se pronunciasen sentencias contradictorias, causando id de?,- 
prestigiode la magistratura judicial, aparte de queso impondría 
irn recargo do gastos, innecesario á los litigantes. 

Q*'i- este es precisamente t i caso discutido, cu que Parker y 
O reufell demandan á lo* herederos del tiene ral l'rquiza, pordo- 
^oltK'ion «te parte del precio de un campo vondido por este al 
causante de aquellos, don Juan de lüos Perrz, por ser lo¿ mis- 
mos actores, una misma la acción y causa de que procede , aun- 
que los codeudores sean varios. 

Que de los. informe- de foja... y declaraciones de foja... 
resulta probado que algunos de los herederos demandados tienen 
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su domicilio en esta provincia t en la que conservan valiosas pru- 
piedades aun los domíeiliadosen la Capital Federal. 

Qtji-tio podiendo, cuino se lia dicho, seguirse el juicio ala vez 
ante el Juez de esta sección y ante el de la Capital Federal, 
corresponde la acumulación de acciones para mantener su uni- 
dad . 

Que dicha acumulación debe hacerse en este Tribunal, porque 
siendo competente respecto de Tari os de los demandados, h¡i pre- 
venido en el conocimiento de la caitan y es el que se encuentra 
wi mejores rondicionta para hacer electiva su i <- ,« 1 1 u < i. ■ n . en r,i - 
von de que todos los demandados tienen propiedades dentro «V 
su jurisdicción. 

Forestas consideraciones no se hace lugar á la excepción pro- 
puesta por el proeurad-ir MMit.r. dt-hi»-!, U c - - - 1 1 1 - -Mar denvlin- 
mente la de mu rula. 

V. de t Piafo. 



vista DEL sesoh ritoci luium <;knul\i. 

muTin- Air»'*. Marzo í de l&ti. 

Supretiia Corte: 

Y. E. se ha servido disponer la audiencia del Procurador, so- 
ore ta cuestión de competencia; sin perjuicio de proveer ¡o qi.e 
corresponda respecto a la nuliilad pedida por el defensor de in- 
capaces. 

Ninguna disposición expresa existe en nuestros códigos que 
prescriba la jurisdicción etí el caso en que hay que responder ú 
una acción conjunta, por la diversidad de herederos domiciliados 
unos en Entre-Ríos, otros en la Capital de la República. 
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^debiendo dividirse la continencia de la causa, encuentro 
justificada la resolución del Juez Nacional de Entre-lüo* de 
foja 178. 

Porque si bien una parte de los demandados tiene su domi- 
cilio permanente en la Capital, todos, unos permanente y otros 
accidentalmente, lo tienen en la provincia do Kntrc-Itios por 
estar en ella radicados bienes mices valiosos. 

Si á ello se agrégala circunstancia do haberse producido en 
eaa jurisdicción el acto que motiva ül ejercicio de la acción del 
demsindunte, la de emanar ese acto de la testamentaría del 0.- 
neral Urquüa y de estar ella radicadajen aquella jurisdicción, 
opiso que tal reunión de circunstancias constituye un mayor 
número de cansas determinantes de la jurisdicción declarada en 
el auto recurrido. 

Por ello no encuentro qm: *c oponga la doctrina de los f.illns 
deV. I!, que se relieren al domicilio del demandado; pero que 
no han juzgado hada ahora, según mi entender el caso sub-ju- 
itieedo ser machos los demandados y residir en jurisdicción 
dirersa. 

Sabinütrm AVer. 



rnllo de I» Buprt- mu Corle 



Bueno* A iros, Agosto 5 fie 1893. 

Vistor: de conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos, se confirma con cos- 
tas la sentencia apelada de foja ciento setenta y ocho, no lu- 
ciéndose luyar al recurso de nulidad interpuesto en esta instancia 
por el defensor de Menores, en atención á que en el estado de la 
causa, el defecto á que él aludej supuesta su existencia, puede 
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subsanarse dándose oportunamente intervención en primera 
instancia al ministerio respecU-o, como lo tiene resuelto esta 
Suprema Corte (tomo treinta y cuatro, página doscientos se- 
tenta) (i). Repónganse los sellos y devuélvanse. 



BRIJAN.* l'AZ, - LUIS V. VA* 
HELA. —OCTAVIO PUNGE, 



VAtHA ÍCXXXVHI 



¡ion César IK (hliz, contra don Luis Massari; sobre desaloja 



Suma rio.— Vencido el termino Jijadit ai contrato de locación, 
procede el desalojo inmediato de la linca, aunque el inquilino 
haya continuado ocupándola en las mismas condiciones estable- 
cidas en el contrato. 



i l; S¿rie 3', tomo 1% página 270, 
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Ca$0.— Lo indica el 



Fallo <lr 1 Juez l-edera! 

S.m Juan, Junio 2:1 do 18í<í 

Vistos y resultando: Que don Juan Y, Mutua, en'representa- 
i-íhjii *l« don César 1>. Ortiz, según el podt-r de foja 1", doman* 
da á don Luis Massari por desalojo de una (inca y expone: 

Que su poderdante arrendó á Don liicardn Candriani, por el 
término tic Sanos, un fundo en Sania Lucía, calle San Martín, 
según el contrato de foja 2 del expediente acompañado; que di- 
oho fundo fué subarrendado á don Luía Massari, con su con- 
sentimiento; qoe habiéndole vencido el término del contrato, 
demandaba al expre.-ado Maniría la restitución del fundo qu« 
le detenta indebidamente por haber caducado eí err.trato de lo- 
cación y á pagarle el eánon devengado y que devengase hasta la 
entrega, á razón de 1000 pesos anuales, intereses y costas, da- 
nos y prejuicios á juicio de peritos. Acreditado que el caso es 
ile jur sdiccion nacional, si' corrió traslado de la demanda, 

YA demandado contestó; Que el contrato presentado fué con- 
venido tn continuarlo drspues de relindo, bajo las mismas 
bases, aunque no se fijó el tiempo por el que debía durar; que 
siempre lia exigido se lijfí el término del nuevo arrendamiento, 
manifestando que continuase sin dificultad, y por eso ha pagado 
las pensiones fiscales y municipales que corresponden ú la pro- 
piedad locada y hacer gastos en adelantos le olla, que alcanzan 
a 8000 pesos; 

Que no estando determinado el plazo en que dicho arrenda- 
miento debí i concluir, el plazo es i míe terminado, sujeto á las 
reglas del artí-ulo ICIO del Código Civil; 
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Que teniendo presente esa disposición y habitad ose notifica- 
do en Diciembre del año pagado la demanda, debe desde esa fe- 
cha c-imputarse el término de no ano, en que concluyen por la 
ley los arrendamiento de fondos; y concluye pidiendo la abso- 
lución, con costar. La causa s« abrió á prueba, 

V rnnsiderando: i' Que el contrato de foja 2 ce icbrad o en- 
tre don César Ortiz y don Ricardo Candrhni , traspasado á don 
Luis Mftssarí con consentimiento del señor Ur ti/, según e) es- 
cri tu de foja 3 de loa autos agregados y el de foja 3r», ante este 
Juzgado, reproduciendo aqu. I, fué por el término de dos años que 
vmmú el í». ¿i Marzo d>> I SI M . 

2" Que afirmando el demandado la continuación del contrato 
primitivo, después determinado, bajo las mismas bases, negado 
por id actor eu.su demanda, U* incumbo á aquel probarlo y así 
está ordenado en el auto de prueba de foja 50, 

S" Que el señor Mascar i no ha producid u prueba alguna para 
justificar la retención ilel fundo subarn ndado, por ninguno do 
los medios autorizados por la ley, estando por consiguiente en 
el taso dí>l artículo iCOi, inciso 1% Código Civil. 

•I* Que por la confesión del demandado Massari, á foja 50 
vuelta, contestando las posiciones de foja l¡(), confiesa no haber 
pagado h»s alquileres desde Marzo de insta la fecha, ni 

las mejoras que dice haber hecho han sido con auturizacioii de! 
señor Ortix, y las hizo para sacarle mejor provecho á la vina y 
conservar la casa, lo que está romprendido en id artículo ."i ■ del 
contrato de foja 2. 

Por estas censideracione-s y fundamentos legales, fallo decla- 
rando: queel contrato d*> arriendojde foja 2, ha terminado el I" 
de Marzo de i89i „ debiendo mu consecuencia don Luis Mazarí 
entregar la linca subarrendada á don César D.fJrtiz en el térmi- 
no ile tercero día y pagar ¡os arrendamientos que adeuda conformo 
al contrato referido, enn costas, dejando los derechos del deman- 
dante á salvo para reclamar los danos y perjuicios por cuerda 
r. mi \* 
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separada. Hágase saber con el original, repónganse les sellos 
y archívese oportunamente. 

Kv/irtjttray. 

FmIIo de la Kuiircmn Corl* 

I)m>ao» Airps. Agosto 5 <k* 18í»3, 

Vistosa Por sus f» udameutoá, .se con Crina con costas la sen- 
tencia apelada de foja sesenta y cuatro. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

ltfcNJAMIN l'AZ. — LL'IS V» VARE- 
LA.— ABEL ÜAZAN. — OCTAVIO 
BDHCE,— JLAPÍ E. TOIlREXT. 
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4 Al S i «CXXXIX 



Don fus i miro Gómez, ron t ra la Empresa del Ferrocarril itc 
liueitas Aires y Eisenada, sobre cobro de pesos procedente de 
contrato de transporte. 



Sumario. — 1» La responsabilidsd áé) acarreador no acaba 
sinü inundo se lia hecho entrega de las mercaderías al de¿tii.a- 
tario. 

2" La prescripción se rige por la lev miera sOJo cuando, ú 
partir de su iroperiu, se ha llenado el tiempo exigido por ella 
para su confinación. 

Cas».— h>} indica el 

Fallo del Juez redernl 

liui'nos Aiivs. Julio 31 úv lml. 

Viaioü oitits autos promovidos por Don Casimiro Gómez, re- 
presentado por el Procurador Don Enrique Anuya, contra la 
Empresa del Ferrocarril de Hítenos Aires y Ensenada por co- 
bro de pesos. 
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Los antecedentes de esta causa, respecto do los cuales están 
conformes ambns partes son los siguientes: 

El demandante entregó en la estación de la Hoco, de la Com- 
pañía demandada, el a de Noviembre de Í889, 300 rollos de 
alambre galvanizado para ser transportados hasta la estación 
Villa de Mercedes de la provincia de San Luis, abonando la 
suma de 320 pesos moneda nacional con 10 centavos jior ilete 
hasta dicha estación, todo lo cual se halla juslíücudo por la 
carta de porte acompañada á foja i f cuya autenticidad no ha 
sido desfonoeida. Transcurrido el tiempo prudencial p;vra que 
la carga llegara á su destín.., la reclamó allí el cargador, resul- 
tando que no so encontraba en sus depósitos, lo que se hizo 
constar en la misma carta de porte, por certificado expedido con 
techa 31 de Mayo de 18ÍK), por el jefe de la estación, después 
de practicadas las averiguaciones necesarias en todas 
ciones de tránsito según así lo ha alinnado el actor sin 
dicción de parte del demandado. En vista del resultado negn- 
tivo de esas investigaciones y de las gestiones entabladas ante 
la Empresa, demandóse ¡i ésta por el imperto de los 300 rollos 
de alambre, avaluados á razón de íl pesos cada rollo, por de- 
volución del lleíe pagado, los daños y perjuicios resultantes de 
la falta de entrega, avaluados en 000 pesos y el pago de las 
cestas del juicio. 

La compañía demandada, después de exponer que el extravío 
déla carga nu es imputableáella, sinó á la del Ferrocarril dn 
Buenos Aires al Rosario, ¡i la que de acuerdo con su pedido, se le 
hadado intervención en el juicio, opone como única defensa la 
prescripción liberatoria do que trata el artículo 855 del Código 
de Comercio, por haber transcurrido más de 6 meses desde la 
fecha de la entrega de la carga basta el día en que se presentó 
la demanda de foja 3, 

No hay por lo tanto hechos controvertidos que hagan necesa- 
rio el trámite de la prueba, estando habilitado el Juzg ulo para 
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pronunciarse sobre Indefensa opuesta con los elementos de jui- 
cio que obran en mitos. 

Y considerando: i 1 * Que según el artículo 102 del Código de 
Comercio las empresas de ferrocarriles encargadas del trans- 
porte de mercaderías mediante una comisión, porte ú Hete, de- 
ben efectuar la entrega en el tiempo y lugar convenido, siendo 
responsables, no obstante cualquier convención en Contrario, 
por las pérdidas ó daños que resultaren. 

2" Que esa responsabilidad subsiste siempre para la ¡Impresa 
con quien el cargador contrató primitivamente el transporte, 
aun cuando no lo haya efectuado por sí misma, si nú por medio 
de otras líneas férrea* ó empresas de transportas en virtud de 
lo dispuesto en los artículos 103 y 178 del (.«digo de Comercio, 
sin perjuicio de sus acciones contra el subsiguiente porteador, 
respecto del cual la primera asume el carácter de verdadero car- 
gador, en cuyo ca* o se llalla el Ferrocarril al Rosario, que re- 
cibiólos efectos del de la Ensenada y no de (rotnez, 

3" Que el inciso 1" del artículo 855 del Código de Comercio 
en que la compañía demandada funda la prescripción, se refiere 
únicamente ú los transportes marítimos y fluviales realizados 
de cabos adentro y dentro de los ríos interiores de ta Repúbli- 
ca, no pudiendo por su naturaleza especial hacerse extensiva á 
otros casos no enumerados en la ley por aparente analogía. La 
prescripción, en efecto, es un modo legal de extinguir las obliga- 
ciones, nacido do la necesidad de lijar las relaciones inciertas 
de derecho susceptible de duda y de controversia, encerrando di- 
cha incerlidun.bre dentro de un plazo determinado, siendo tam- 
bién uno de sus motivos y fundamentos jurídicos, la presunción 
de la extinción de la obligación en alguna forma, y la sanción en 
cierto modo penal A la negligencia del acreedor, que en el caso 
*ub jiuli 'ce no existe, pues consta que el cargador hizo recla- 
maciones ¿investigaciones, dándosele después la constancia de 
la inexistencia de la carga. 
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4* Que el mismo artículo en su segundo inciso exige el lapso 
de un año para la prescripción de las acciones derivadas del con- 
trato de transporte en expediciones dirigidas á cualquier otro lu- 
gar, armonizándose con lo dispuesto en el artículo 853, quecs el 
mismo artículo 1005 del antiguo Código, el cual establecía el 
término de un año para la prescripción de la acción, por en- 
trega del cargamento, sin hacer distinción entre el transporte 
del exterior ó de puertos argentinos, no viéndosela razón fun- 
mental para dar preferencia á una disposición sobre la otra, 
puesto que nuestra ley, á diferencia de la ley comercial france- 
sa, no distingue entre transportes dentro del territorio argenti- 
no y transportes fuera de) país. 

5* Que aun admitiendo que esta acción se prescriba por el tér- 
mino de sus meses, consta por la manifestación hecha por el ac- 
tor, no contestada por la compañía demandada, lo que autoriza 
á estimar como reconocida ¿>u exactitud, en conformidad al ar- 
tículo 86 de la ley nacional do enjuiciamiento, que desde que 
transcurrió el tiempo necesario para el transporte, reclamó la 
entrega de su carga y entabló las correspondientes reclamacio- 
nes contra la empresa, practicando averiguaciones en las esta- 
ciones del tríínaito, hasta llegar nuevamente á Villa Mercedes, 
donde >e le expidió el certificado que obra en la carta de porte, 
lo que confirma la verdad do su afirmación, constituyendo esas 
circunstancias una verdadera interrupción de la prescripción, de 
acuerdo al artículo 3987 del Código Civil; de modo que los seis 
meses podrían contarse dtsde la fecha del referido certificado si 
el precepto legal invocado hubiese estado en vigencia entonces, 
no habiendo transeurridodiclios seis meses desde la promulgación 
del Código, hasta el día en que se inició ¡a demanda. 

Que tampoco se ha objetado en la contestación á la de- 
manda el precio asignado al cargamento á razón de 11 pesos 
por rollo, ni lus perjuicios sufridos por el actor por la falta de 
entrega, estimados en 600 pesos, debiendo por lo tanto tenerse 
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por reconocida su exactitud en conformidad al artículo antes ci- 
tado de la ley do Procedimientos nacionales, estando por otra 
parte legitimado su cobro por el artículo 188 del Código de Co- 

Por estos fundamentos y concordantes del precedente escrito 
fallo condenando á la Kmpresa demandada ;il pago do la suma 
de 3900 pesos, y devolución dul líete pagado, declarando a su 
cargo las costas del juicio. Notifíqucso con el original y repón- 
ganse los sellos, 

l injilio Jf, Tedin. 



Fallo dp ln*uprei»a Corte 



tiwuos Aires, Agosto X ik* 185)3, 

Vistos y considerando: Que confirme al artículo ciento se- 
senta y tres del Código de Comercio en vigor al tiempo de la 
celebración del contrato de transporte que ha motivado este 
juicio, el acarreador debe hacer la mtrega de las cosas de cuya 
conducción se encargó, en el tiempo y lugar convenido. 

i Hm la responsabilidad del acarreador, que empieza desde que 
recíbelas mercaderías, no acaba sinó cuando se ha hecho su en- 
trega al destinatario (artículo ciento sesenta y siete del citado 

Código). 

Que, aun en la hipótesis de que el inciso primero del artí- 
culo ochocientos cincuenta y cinco del Código de Comercio 
actual, fuese aplicable á los transportes terrestres, no obstante 
i^ue según sus términos esplícitos, 01 se reliere á transportes ma- 
rítimos ó fluviales, las constancias de autos demuestran que la 
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demanda se ha intentado dentro de los seis meses expresados en 
ese inciso, á contar desde la fecha de la vigencia del menciona- 
do Código, 

Que en consecuencia, el término de La prescripción, en la hi- 
pótesis indicada, no se habría cumplido, desde que conforme al 
ar tirulo cuatro mil cincuenta y uno del Código Civil, la pres- 
cripción ae rige por la ley une va sólo citando á partir de so im- 
perto, se ha llenado ol tiempo exigido por ella para su consuma- 
ción. 

Por estos, y los fundamentos concordantes de la sentencia 
apelada de foja treinta, se continua ella con cosías; y repues- 
tos los sellos, devuélvase. 

UKNJ AMIN PAZ.- I.LIS V. VAUH- 
LA. — ARt.L IIAZAN-— OCIA Vil t 

I1VSGE.— JCAS K. Tountvr. 



> 
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* AUNA CCXJL 



[). (¡n'junn Echmiaue, ñutirá f-Wtittwhz, Franco y compañía, 
par cobra de pesos, desaloja y dnñas y per juinas; mbrv in- 
fmeeiün de ta ley de seffcau 

Sumario.— Por la ley de la materia de las años de 1886 y 
Í8S7, el impuesto do sellos no comprendía las obligaciones del 
fuero federal por razón de personas. 



Vasa.— Lo indica la 

VISTA DEL SüSflIt I'ltOCLHAftOIl GENEIIAL 

Buunos Airt-t;. Julio ¿l dé 1893 

Suprema forte: 

Los contratos uV foja 1 y Ü di'l expediente corriente por al- 
quileres, que suben en el primero a la suma de 960 peso-; yene! 
segundo á 030 pesos, han debido otorgarse en el sollo corres- 
pondiente según la ley vigente para los años 1880 y 1887. 



"5"'' ■; ■ !.•■".''"■■" **■ « 

282 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Se trata de documentos que otorgados entre personas de di- 
versa nacionalidad» caen baje la jurisdicción nacional. 

El artículo í° de la ley citada, prescribe el uso del sello Ra- 
cional, para los actos, contratos 7 obligaciones que se refieran 
á asuntos sujetos á la jurisdicción nacional, por razón del lugar 
del acto ó de las personas. Y el artículo 33 de la misma, impo- 
ne la multa del décuplo á tos que los otorguen, admitan, presen- 
ten ó tramitan en papel común. ¡Sírvase V. E. disponer que 
practicada la liquidación del monto por secretaría, se verifique 
el pago cou sellos como corresponde. 

En cuanto a las firmas del apoderado Caeiro, debe ponerle 
una estampilla de 20 centavos que expresa el artículo 8 de la 
ley de sellos de 1891, con la niulta^del décuplo prescrita en el 
artículo 36. Deben reponerse también sin mis tramite los se- 
llos de actuaciones que aún falten, y en cuanto á las reposi- 
ciones con tiras, recomendarse aí Juez a i¡nu prescriba al Secre- 
tario la observancia de las disposiciones legales. 

Sabiniaiw Kter. 



Falla de la Suprema Corte 

Buenos Airtü, Agosto H de 1893. 

Vistos en el acuerdo: considerando: que con arreglo ¡i la ley 
de la materia de lósanos mil ochocientos ochenta y seis y mil 
ochocientos ochenta y siete, el impuesto de sellos no estaba 
establecido para las obligaciones del fuero federal por mon de 
las personas sinó cuando procediese por el lugar ó la naturaleza 
del acto (artículo primero de las mencionadas leyes). Que en 
consecuencia, los otorgantes de los contratos de foja una y dos 
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celebrados respectivamente en los mencionados años, no estaban 
obligados á extenderlos en papel sellado nacional, no siendo 
por tanto aplicable ú esos actos la dispocision penal contenida 
en el artículo treinta y tres do dichas leyes. 

Por esto, se declara no haber lugar á la imposición de multa 
por ios contatos de fojas una y dos, y repuestas las estampillas 
correspondientes á los escritos de foja diez y ocho, veintidós, 
veinticinco y cuarenta y tres y satisfecha la multa por la falta 
de estampilla en el escrito de foja cincuenta y dos, prévia li- 
quidación por secretaría, de conformidad al artículo treinta y 
seis de la ley de sellos de mil ochocientos noventa y dos, concor- 
dante con el cuarenta y ocho de la vigente, vuelvan los autos 
al acuerdo para proveer en oportunidad lo relativo á la forma 
de reposición de sellos á ojie alude la última parte de la vista 
del señor Procurador General, Repóngase el paprJ.. 



BENJAMIN PAZ. — ABEL KA- 
ZAN. — OCTAVIO DLNGE. 
— JUAN E. TOFlRENT. 
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• 'AUNA «CALI 



IK Bédfé .1. linvUamí, contra ct ¡tunco Hipotecario \urional: 
sobre nafiftin/t lento de un contrata *te renta 



Sumario. — i' El mor sobre la calidad su batí ricial de la cosa, 
anula el contrato do venta. 

2 o Existe eso error, cuando dado el hecho de haberse hipote- 
cado al Banco Hipotecario Nacional un torre no baldío y de ha- 
ber construido cun posterioridad un edificio industrial de im- 
portancia, ignorándolo elllanco, éste ha hecho anunciar en ven- 
ta y ha vendido el terreno baldío. 



Caso. — D. Juan Parpaglioni vendió á los señores López y Ve- 
nasta un terreno baldío que reconocía á favor del Banco Hipote- 
cario Nacional una hipoteca por vabir de 8500 pesos en cédulas 
série A t aceptándose por el directorio la sustitución. No habien- 
do cumplido los deudores con sus obligaciones, se mandó vender 
en remate el terreno que fue adjudicado por eí precio de 10.000 
pesos al señor Vareta, píen transfirió sus derechos ¿ D. Pedro 
A. Gartland* 

Aprobado el remate, y estando por otorgarse la escritura, se 
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presentó al Banco 1). Francisco de Aiberti, en su calidad de 
Presidenta de la «Heladora Cooperativa» á laque losSres. López 
y Ve n asta habían transferido el terreno, manifestando, que en 
dicho terreno, que rt-cien sabia haber sido puesto en venia, se 
había levantado y existía un edilicio industrial de un valor ma- 
yor de 150.000 pesos y que estaba dispuesto á cbaneelar la hi- 
poteca. 

Cotí CL-te motivo, y comprendiendo el Hunco que había habido 
error en la venta mandada hacer de un simple terreno baldío, se 
negó á otorgar la escritura solicitada por Gartlaml, quien por 
lal razm enlabióla demanda resuella p.<r el siguiente 



Fallo ilt-l Juez Federal 



Bacines Air.*s, Hnyod de Ititii. 

Vistos paradietar sentencia en los promovidos por I>. Pedro 
A. Gartland contra el Banco Hipotecario Xrcional sobre escri- 
turación de un terreno vendido en remate público purórden do 
dicho establecimiento. 

Visto lo alegado por ambas partea en los escritos de deman- 
da y contestación. 

Y considerando: 1" Que según resulta del boleto de venta 
acompañado ¡1 foja 2 y de los avisos de remate insertos en los 
diarios agregados á foja 14 y foja 16, lo quevendieron los marti- 
lieros Calvo y compañía por úrden del Hinco, fué un terreno 
inmediato á la calle Avenida Alvcar, de forma irregular, con la 
extensión y linderos que en dít! os avisos se determinan sin la 
menor indicación relativa á construcciones que no existían 
cuando fué hipotecado al Banco, por la suma de 8500 pesos en 
cédulas de la série A. 
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2° Que entre tanto, de la exposición hecha por el presidente 
del Banco Hipotecario, cuya exactitud ha sido aceptada por el 
demandante, resulta que con posterioridad á la hipoteca se ha- 
bían efectuado en el mismo terreno, por cuenta de la fabrica 
iudustrial denominada «Heladora Cooperativa., construcciones 
por valor de más de 150.000 pesos moneda nacional, cuya exis- 
tencia era desconocida para el Banco, cuando ordenó el remate, 
de modo que él entendió vender un terreno completamente bal- 
dío como se deduce délos aviso» publicados por los martilieros. 

3 o Que consistiendo el error en tesis general en la oposición, 
discordancia ó no conformidad de la idea que se tiene de una cosa 
con la naturaliza de día, lo que puede recaer entre otras cosas 
sobre el cuerpo de lo que es objeto de la convención, como lo 
enseña Kscrich, v° Error, es evidente que ha habido un error 
substancial en todos los actos practicadas por el Hanco, relati- 
vos á dicha enajenación, que se explka perfectamente por la 
calidad particular del vendedor, que ha obrado como agente de 
los hipotecantes y por tas circunstancias especíales de haberse 
efectuado las construcciones por un tercer adquirentedel terreno 
y no haberse veriücado la venta sobre el terreno mismo. 

4" Que según el artículo 926 del Código Civil, el error sobre 
la causa principal del acto 6 sobre la calidad de la cosa que se ha 
tenido en mira, vicia la manifestación de la voluntad y deja sin 
efecto lo que en el acto se hubiese dispuesto, y según el artículo 
927 anula también el acto, el error respecto del objeto sobre 
que versare, habiéndose contratado una cosa individualmente 
diversa de aquella sobre la cual se quería contratar ó sobre una 
cosa de diversa especie, etc., etc. 

5 o Que no se trata en e! presente caso de un error de aprecia- 
ción sobre el valor de la cosa vendida en el que se invoca el error 
para evitar la lesiou sufrida y que tudo el mundo reconoce ca- 
rece de eficacia para invalidar el contrato, sinóde un error subs- 
tancial sobre calidad igualmente substancial de la cosa, pues no 
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es lo mismo un terreno baldío, que un inmueble edificado, yes- 
te error está tan plenamente evidenciado que el mismo rema- 
tador encargado de la renta riendo las construcciones de la 
«Heladora Cooperativa - creyó que lo que le había encargado 
vender era uno de lo* terreno* linderos y el comprador no ba 
podido de Uñona fé, creer que compraba un edificio de más de 
150,000 pesos moneda nacional de valor, cuando en los avisos 
públicos sólo se anunciaba un terreno con valor aproximada- 
mente de 10.000. 

0" Que además, aun suponiendo que no exista el vicio alegado 
por el líanco, habiéndose dado seña en el ¡icto de la venta para 
asegurar el cumplimiento del contrato, aquel ha podido y pue- 
de dejar de cumplir devolviendo 1ü st/ña con otro tanto, en con- 
formidad ;i lo dispuesto en et artículo 1202 del Código Civil. 

Por estos fundamentos y desechando las excepciones opues- 
tas por el lianco, en mérito de las consideraciones aducidas por 
el actor al respecto, fallo: absolviendo al expresado Estableci- 
miento de la demanda de foja 7 debiendo pagarse las costas 
en el órden causado. Repónganselas fojas y notifíquese con el 
original. 

Virgilio U, Teiiin. 



Fallo ile In Suprema Corte 

Buenos* Aires, Aposto 10 de 1893, 

Vistos: Por los fundamentos consignados en los cinco prime- 
ros considerandos de ia sentencia apelada, y teniendo presente 
además que el argumento del recurrente fundado en el artículo 
tres mil eumtAdicz del Código Civil, no desvirtúa la excepción 
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do error opuesta por el Banco, por cuanto ta cirtuustimcia de 
t-xtenderse el derecho hipotecario sobre l*s construcciones eje- 
cutadas con posterioridad a la constitución de la hipoteca, no 
implica en el caso sub-judicc que dicho establecimiento hubiera 
tenido la intención de incluirlos en la venta del inmueble, se 
confirma con cortas la sentencia apelada corriente ú foja cua- 
renta y dos, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

AI! EL ÜAZiN. — OCTAVIO 
BIWGB. — JLAN E. TOH- 
HEXT. 



lamtiíthtw) Mttitlum i*tr lhm$a£édito* Andrea // Úrm t contra 
¡km Fernando Campafjnoni, p®e falsificación de marca de fá- 
brica, y excepciones ftrévias; sobre condenación en cosías. 



Sumario, — Cuando de dos excepciones opuestas cuno pre- 
vias en juicio criminal, una es aceptada, y otra rechazada, no 
procede la condenación en co.-tas del artículo. 



DE JUSTIC'A NACIONAL 

.—Lo indica el 



Fnlle «leí Juez federal 

Buenos xké&i 3 de 1kí*:í. 

Y vistor: Para resolver sobre las excepciones tío falta do per- 
sonería en el representante del acosador y de oscuro libelo 
opuesta por el acusado. 

V considerando; Que esta última no procede en los juicios cri- 
minales como lo es el presente: pm-s no se encuentra entre las 
que determina el artículo <ii3del Código de Procedimientos en 
materia penal, ias únales son las i'inieas que pueden oponerse 
como ¡irtículo de prtWio y especial pronunciamiento. 

Que respecto de la primi-ra, rcsuliaque el poder que se indi- 
ca en la escritura de sustitución no ha sido otorgado en el re- 
gistro del escribano autorizante ni ee bulla transcripto en la 
misma, como lo manda el artículo ÍQ03 del fYidigo Civil, siendo 
por disposición ex presa del artíeulo iíXIídel mismo Código, nu- 
la la escritura que no contiene las procuraeiunes ó documentos 
habilitante* i Fallos de la Suprema Corte, serie 2% tomo 17, pá- 
gina 260). 

Por estos fundamentas, resuelvo no hacer lagar á la excep- 
ción de oscuro libelo y admitir la otr.t, declarando que don (ia- 
bino Maldura carece de personalidad, como representante de 
don Salvador And r en, para entablar H presente juicio. Nutifí- 
quese con el original y repóngase la foja. 

l f . Laíéaiiiei 



t. ni 
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Fallo de ln Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 10 de 18ÍW. 

Vistos: Resultando que la parte de Campagnoni ha sido ven- 
oída '.'O una do las dos excepciones opuestas en el escrito de foja 
diez y ocho, en cuyo caso no procede la condenación en costas, 
se confirma con coatas el auto de foja veinte y siete en la parte 
apelada. Hepuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ. — LL'IS V. VARE- 
LA — AftKL KAZAN. — OCTAVIO 
RÜNCE.— JUAN E, TOMIEKT. 



« Al fiA ( < \MII 



Kf rnftitan de ta barca «Poshich» contra i'í capitán del eapor 
« Feliz Amistad», pnr ejecución de sentencia; .tabre levanta- 
miento de embarga. 



Sumaria, — Vendido un buque para ejecutar la sentencia so- 
bre pago de averías, es legitimo el embargo que se traba sobre 
parte de supreciu, para garantir lis co>tas de salvataje del 
mismo buque. 



Oistu— Ejecutándose la sentencia que i 
averías al capitán del vapor * Feliz Amistad», se mandó vender 
éste en remate púb!iu> ( adjudicándose a Ü. Angel Gardéüa, 
quien deposita en el Hauco Nacional i-I precio respectivo, al dor- 
so de cuyo recibo aparece una nota del actuario que dice: por 
mandato del señor Juez doctor Virgilio M. Tedin, en los autos 
seguidos por la Italo-Argentina contrata sociedad «La Remol- 
cadora > ; sobre devolución y pago de cantidades adelantadas, 
queda embargada la suma de seis mil pesos moneda nacional, 

I). Elias Lavarello, por I>, N, Tominich, se presentó al Juz- 
gado pidiendo se levantara sin más trámite ese embaryo t raba- 
do sobrocl producido del vapor f Feliz Amistad*, destinado úni- 
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camente á satisfacer los gastos correspondientes al arbitraje á 
quedió lugar el juicio y el crédito que cobra su representado, 
ti cual es privilegiado y responde exclusivamente á aquel vapor, 
no siendo lógico se trabe un embargo preventivo sobre el im- 
porte de la renta, por las resultas de un juicio dudoso y que no 
tiene privilegio alguno, como es el seguido por « La Veloz » 
contra * La Italo-Argentin i >. siendo la primera una compañía 
radicada en el país y con responsabilidad suficiente para las 
resultas. 

Agregó que ese juicio es completamente distinto y no guarda 
atingencia alguna eun el seguido para cumplirse la si-ntencia 
arbitral. 

Conferido traslado de este escrito á la parte de <> La Italn- 
Argentiua», lo evacuó don Alfonso Sprandí, Gerente de ésta, 
solicitando no se haga lugar con costas al levantamiento del 
embargo, por cuanto ¡as rostas de sa1v¿itaje de un buque aun 
privilegiados [>or la ley y pur tanto no corresponde mezclar en 
este asunto la responsabilidad de < La Veloz* . 



tullo «leí Juez l>drrAl 

BuOttOS AÍroa, Oe luhre ±2 tle ]m¡. 

Y vistos: considerando que el embargo éuyo levantamiento se 
solicita ha sido decretado sobre la cantidad de 0000 pesos, parte 
det producto déla venta del vapor t Feliz Amistad», y ú solicitud 
del señor Alfonso Spandrí, comn representante de la sociedad 
de seguros cLa Italo-Argentina» toJu lo cual consta en el ex- 
pediente pedido ud rf'fvrfum r idead i . Que en el mismo "X pe- 
diente consta igualmente que o) embargo lia sido decretado bajo 
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la responsabilidad del solicitante y con el objeto de responder á 
los gastos efectúalos por acuella compañía para el salvamento 
del < Feliz Amistad ». Que á su Tez el señor Elias I.avarcllo, 
como representante del capitán de la barca t Poshich *, ü. N. 
Tominich, solicita el levantamiento del expresado embargo, 
alegando que esa cantidad debe responder á los gastos que le 
hza sido ocasionados con motivo del choque entre el « Feliz 
Amistad » y la «Posliieh 

(¿no tal embargo, mientras tanto, ha sido decretado legíti- 
mamente con el objeto de responder á créditos que la compa- 
ñía Italo-Argentina afirma tener por razón dt-1 salvataje del 
buque «Feliz Amistad* y átos cuales esK afectado éste, pudten- 
do objetarse únicamente por la parte que solicita el levanta- 
miento del embargo, que en caso de llegarse al abono délos cré- 
ditos de una y otra parte, lo cual aún nn ha sucedido, los perte- 
necientes a la parte deLavarello tendrían preferencia sobre los 
de la ltalo-Argcntinu. 

Que aun en este caso, la cuestión esta re suelta por el artículo 
1377 del Código de Comercio, el cual establece que los gastos 
de justicia tendrán prelaeton sobre los del salvamento, siempre 
que aquellos fueran practicados en el interés común de los acree- 
dores, circunstancia que no concurre en el presente caso, pues 
los gastos judiciales ocasionados al capitán del i Poshich > lo 
han sido en su solo interés y con el objeto de perseguir el cobro 
de las sumas que dice adeudársele al capitán de la expresada 
barca, por el choque ocurrido. 

Que en tal caso, es evidente que los gastos de salvamento 
tienen prelacion sobre los otros y estando afectado á ellos el 
buque es procedente el embargo decretado, sobre una parte del 
precio de la venta del mismo, con tanta mis razón cua.ito que, 
sin el salvamento, habría desaparecido el objeto común sobre el 
cual pudiera hacerse efectiva cualquier responsabilidad pecu- 
niaria. 
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Por estas consideraciones, no se hace lugar al levantamiento 
del embargo pedido por la parte de Lavarello y una vez ejecu- 
toriada esta resolución, devuélvase este espediente con el pedido 
ad effectum uidendi al Juzgado remitente. Xotifíquese ori- 
ginal y repónganse las fojas. 

r. latanne. 



Fallo ile Ir tfuprem» Corle 



Bueno* Aires, Agosto 17 úu 1803, 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja doscientos cuarenta y nueve. Kepuestos los 
sellos devuélvanse, remitiéndose al Juzgado de su procedencia 
el espediente traido ad effectum ridrmti. 

UEMAMI3 PAZ, — LUIS V. VARE- 
LA. — AltEL UAZAK. — OCTA- 
VIO fH'Xit, — 'JUAN E. TOft- 
HEKT, 
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CAUSA CCXIiIV 



¡fon Mcomedes Albornoz contra la ¡impresa -/<:/ ferrocarril 
del Norte de Buenos Aires, sabré daños y perjuicios 



Sumar iu. — La falta de barrera sobre un paso á nitel de la 
vía férrea, constituye una negligencia culpable en ta Empresa, 
que la responsabiliza por los daños ocurridos íi consecuencia de 
dicha falta. 



Caso. — Lo indica el 

Fallo del Jan Peder»! 

Buenos Aire?. Sovii-mbrc 25 de 1S9U. 

Y vistos : estos autos seguidos por Don Valerio Bondesio, en 
representación de Don Nicumedes Albornoz, contra Don Arturo 
0. Brown como Gerente de la Empresa del Ferrocarril del 
Norte, por indemnización de daños y perjuicios, de los cuales 
resultan los siguientes hechos: 

El demandante manifiesta que el dia i" de Marzo de 1838, 
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entre las diez y las doce de la mañana, un tren de carga de 
aquella Empresa se llevó por delante en el Paseo de Julio, frente 
al edificio llamado de ¡as Catalinas, un carro de propiedad del 
declarante, conducido por el carrero Antonio Villanueva; como 
consecuencia del accidente el carro quedó destrozado y heridos 
ambos caballos, de cuyas resultas murieron pocos días después, 
salvándose casualmente el carrero. 

Agrega que como el accidente es imputable á negligencia de 
la Empresa, pues la barrera que debe haber en todo paso á nivel 
no estaba cernida, el guardu-vía no estaba en su puesto y la 
maquina no Jiú sitbuto alguno anunciando la aproximación del 
tren, demanda al señor Brown cobrándole mil pesos en que ava- 
lúa los daños y perjuicios causados. 

£1 demandado contestó negando la exactitud de los hechos 
acusados por Albornoz para demostrar la negligencia de la Em- 
presa, y en cuanto á si estaba 6 no cerrada la bnrrera, manifes- 
tando que no podía estarlo porque barrera no existe ninguna en 
aquel paraje ú causa de no haberlo exigido la Dirección de Fe- 
rrocarriles, y acusando al conductor del carro como culpable del 
accidente producido. El Juzgado en vista de esta divergencia 
recibió la causa á prneba en los términos del auto de foja..., 
habiéndose producido por ambas partes la que corre de foja... á 
foja... y el expediente agregado á solicitud de la Empresa de- 
mandada. 

Considerando: Que existe completa divergencia éntrelas de- 
claraciones de los testigos Gerónimo Maire, foja 30, Juan Ga- 
biola, foja 06, y Francisco Bustamante, foja 78, por una parte, 
todos los testigos presentados por la Empresa demandada, y los 
presentados por el demandante, Florencio Lupis, foja 38. Slarti- 
niano Prado, roja76,;voé Almagro, foja 79, Juan Gobel la, foja..., 
Mauro Arellano, Santiago Polin,foja4i, y Arístídes Sayo, sobre 
si el guarda-víase encontraba en su puesto y sobre si la máqui- 
na hizo señal de su aproximación, el Juzgado debe apreciarlas 
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en si mismas á fin de establecer cuál es la verdad de los hechos 
controvertidos. 

Los tres primeros testigos han declarado cu términos pre- 
ciso* y concordantes dundo ra^on de sus dichos, que vieron que 
el guarda-vía se encontraba en su puesto y oyeron los silbatos 
de la máquina. Kstas mismas declaraciones hicieron en la Co- 
misaría de la Sección 13 a , ante laque se instruyó el sumario del 
hecho, según resulta del expediente agregado y fueron luego ra- 
tificadas ante el Juzgado, cuya circunstancia da especial auto- 
ridad á sus aseveraciones, pues demuestra que fuerun los testi- 
gos presenciales desde el momento que fueron requeridos por la 
autoridad policial que intervino en el momento de producirse 
el choque para exponer sobre lo sucedido, no aconteciendo igual 
cosa respecto de lo* testigos presentados por la parte de Albor- 
noz, que no figuran en el sumario instruido por la Comisaría. 

Por otra parte, los testigos Juan Gobella, Arístides Sayos, 
Marti ii ¡ano Prado, declaran que se encontraban como á media 
cuadra del lugar del accidente, y Hayos dice que iba junto con el 
otro testigo Polino, lo que disminuye considerablemente la auto- 
ridad de lo declarado por estos cuatro testigos, pues á esa dis- 
tancia no pudieron fijarse bien ea las circunstancias en que el 
accidente se produjo, como seconfir.ua por el hecho de que de- 
claran no haberse fijado si era tren de pasajeros 6 de carga el 
que originó el choque, 

Por otra parte, los testigos Martiniano Prado y Noé Almagro 
declaran que algunas personas le dieron voces al carrero Villa- 
nueva, las que probablemente á causa do ser bastante sordo, 
según ha podido comprobar el Juzgado en el acto de tomarte 
declaración, no oyó, por cuyo motivo avanzó con su carro, ha- 
biéndose empacado los caballos en medio de la vía, cuya cir- 
cunstancio dió tiempo á que lo alcanzara el tren antes de ha- 
berla podido atravesar. 

Por todas estas consideraciones, ti Juzgado debe aceptar por 
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verídicas ka declaraciones de los testigos Mauro, Bustamante 
y Gabiola, declarando no culpable á la Empresa demandada de 
negligencia por falta de guarda-ría y por no haber silbado la 
locomotora, 

Poro considerando haber confesado no existir barrera alguna 
en el sitio donde tuvo lugar el choque, hecho confirmado por el 
informo del Secretario do foja..., á pesar de ser un paso á nivel en 
la desembocadura de las calles de la ciudad y precisamente sobre 
un paraje muy frecuentado por vehículos y personas ¡í pié, esta 
confesión importa una negligencia de la Empresa de no ejecutar 
unn medida elemental de seguridad, cual es la colocación de 
barreras en los parajes que se encuentran en las condiciones 
mencionadas, y además una violación de lo dispuesto por el 
artículo 2", inciso 8" de la ley nacional de Ferrocarriles. Es cierto 
que la K ni presa alega no haberla colocado por no habérselo exi- 
gido el Departamento de Ingenieros; pero esta circunstancia 
que no ha sido comprobada en juicio, aún suponiendo que real- 
mente exista, no es justificativo suficiente, pues la ley mencio- 
nada establece categóricamente la obligaciou de colocar barre- 
ras sobre los pasos á nivel, y por otra parte es una precaución 
indicada ó indispensable de tal manera que su falta denuncia 
un descuido ó negligencia culpable en quien e¡>ti obligado i eje- 
cutar las medidas necesarias de seguridad y precaución, so pena 
de responder por los perjuicios que la ausencia de aquellos pu- 
diera originar. 

La negligencia del Departamento de Ingenieros en no exigir 
el cumplimiento de una disposición legal, no puede excusar la 
negligencia de la Empresa demandada, pues se trata de omisio- 
nes de que es directamente responsable el que las ha cometido. 

Por estos fundamentos el Juzgado resuelve declarar debe im- 
putarse á negligencia de la Empresa demandada, el accidente 
ocurrido y de que hace mérito la demanda, siendo por lo tanto el 
demandado señor Arturo C. Brov.-u, responsable de los daños y 



DE JUSTICIA NACIONAL 



perjuicios causados, y debiendo en consecuencia abonar la can- 
tidad de mil pesos que cobra el demandante y que ei Juzgado 
encuentra equitativo como precio de aquellos. Hágase saber, 
notifíquese original y repóngase la foja. 

Andrés it ¡arriza. 



ful lo de la ftuprem» Corte 



íluf.'uos Aires, Agosto 19 ili> 189.1. 

Vistos: por los fundamentos de la sentencia apelada referentes 
á la falta de barrera en el paso á nivel donde se produjo el cho- 
que, y teniendo ademas en consideración la doctrina que surge 
del artículo nuevecientos dos del Código Civil y lo dispuesto 
por el artículo mil ciento nueve del mismo Código» se confirma 
con costas la citada sentencia corriente d foja noventa y cuatro. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

UENJAMIN PAZ.— LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAN, — OCTAVIO BUSGE.— 
JUAN E. TORItENT. 
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« ALNA <X\\I/V 



El i ir. i ion Xenón ttiiiz Mol ¿na contra el th\ Ihm Florentino 
Vacos, por cobro ejecutivo de deudo hipotecaria: sobre com- 
petencia tj costas. 



Sumario. — 1" Aceptada la competencia del Juzgado para lo 
principa), no puede ser contestada en lo relativo á sus inciden- 
cias; y por lo tanto el Juez competente para la ejecución, lo 
es para mantener en calidad de preventivo, un embargo man- 
dado trabar \m otro Juez. 

2 Ü No procede la c:ondenanon en costas, cuando ha habido 
pretensiones aceptadas y rechazadas respecto del demandante y 
demandado. 



Caso. — El Dr. Yocos fué ejecutado por una deuda hipoteca- 
ria ante el Juez local de Córdoba, quien mandó trabar em- 
bargo. 

Kn la citación oportuna el Dr. Vocos alegando ser vecino de 
la Capital, opuso y obtuvo la declaración de incompetencia de 
la justicia local. 

El demandante Dr. Ortiz Molina ocurrió al Juez Federal de 
Córdoba, y pidió so citara de remate al deudor. 
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El Juez dictó auto de soliendo; pero A petición del Dr. Vocos, 
quien observó que no era ese el petitum del actor, y solicitó á la 
vez se remitieran los autos al Juez local para que ordenara el 
desembargo de bienes en mérito de haberse declarado incompe- 
tente, pronunció ei siguiente 



Auto del Jutx Federal 

Córdoba. Julio i de \m. 

Y visto el recurso de reposición solicitado y á mérito de que al 
copiarse el auto de foja. . . se ha incurrido en un error dando tres 
días para el solvendo, en vez de darlos para oponer excepciones 
tomo procedía y como se había solicitado, se resuelve: revocar de 
contraria Imperio dicho auto que cita de remate al deudor, ha- 
ciéndole saber que puede dentro de tercero día oponer excepcio- 
nes legales á la ejecución, so pena de seguir el juicio adelante; y 
á mérito de lo pedido en la segunda parte del misino escrito de 
foja... y no habiendo sido incompetente para decretar el em- 
bargo el Juez que lo ba hecho, entre otras razones porque ú su 
fecha el demandado aún no había pedido ser juzgado por el 
Juez Federal t lo que el Juez Provincial no tenía por qué pronun- 
ciarlo, porque la jurisdicción es proirogable, no ha lugur á lo 
solicitado; debiendo mantenerse dicho embargo. Hágale saber. 

t\ Sioyano Gacitüa. 

El Dr. Vocos opuso la excepción de incompetencia del Juez 
y nulidad del procedimiento. 
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ralla del J n «i Federal 

Córdoba, Agosto 13 de 1893. 

Autos y vistos : Las excepciones de incompetencia y nulidad 
deducidos por el Dr. Justino César en representación deD. Flo- 
rentino Vocos, enlaejecucion que contra éste sigue el Dr. Zenon 
Ortiz Molina. 

Y considerando: I o Las excepciones de incompetencia y nu- 
lidad son procedentes aun en juicio ejecutivo; ambas pueden 
deducirse en cualquiera clase de juicio, pues son generales á 
todos desde que ningún procedimiento puede establecerse por 
Juez incompetente ni tener por base actos nulos y que no pro- 
duzcan efecto (Caravantes, libro 3° f título 10, página 348). 

2" Que entrando al fondo de las excepciones y empezando por 
la de incompetencia, este Tribunal y no el de la Capital de la 
República es el competente para conocer de este juicio no obs- 
tante estar el ejecutado domiciliado en ella. 

3' Las cuestiones de competencia esencialmente objetivas, 
deben estudiarse antes que en otra parte en las leyes de esta 
naturaleza ó su jurisprudencia respectivo, y no preferentemente 
en el Código Civil, ley de fondo, que sólo determina el lugarde 
hacer los pagos ó cumplir los contratos, lo cual es distinto del 
que determina la competmicia de las autoridades (Segovia, 
nota 24, art. 747). 

4* La ley 32, Ututo 2% partida 3\ que ante eí fuero federal 
rige el caso en cuestión, determina la competencia para estos 
casos el Juez del contrato y la jurisprudencia de Ja Suprema 
Corte, confirmando esta interpntaeion, tiene declarado en repe- 
tidos fallos que no es exclusivamente ante el Juez del domicilio 
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sino lambían al del contrato que pneJe ocurrirse en acciones 
personales de estn naturaleza, siendo cualqniera de ellos, á 
elección del demandante, el competente para conocerlos. 
Además, en un caso idéntico al actual, de una deuda garan- 
tida con hipoteca se puede demandar ante el Juez de la situación 
del bien hipotecado ó ante el del domicilio (série l ft , tomo 3*. 
página 31; tomo 9\ página 102). 

5* Que aun aceptando la ley sustantiva como base de juicio, 
tampoco resulta ciertuqueen este caso deba recurrirso al Juez 
del domicilio. El artículo 61 8 dice expresa mentequetratándosede 
dar sumas de dinero, el lugar en que debe hacerse el pago es el 
del contrato, creyendo el Dr. Segoria que la frase < en cualquier 
otro caso», que enuncia, se refiere al caso de las obligaciones 
legales. 

Este es el artículo que realmente rige ta materia, pues es una 
disposición especial para las obligaciones de sumas de dinero 
como la actual ; los otrosartículos de < El Pago y de los « Con- 
tratos en general » son disposiciones generales que se modifican 
por las especiales. 

En mérito de estas razones, este Juzgado es competente para 
el conocí ni tentó de esta causa. 

G" Declarada la competencia del Tribunal, veamos si hay nu- 
lidad en lo actuado. 

El infranscripto cree que la hay: auto los procedimientos na- 
cionales no se puede citaT de remate sin citar primero de solven- 
do, para cuyo acto la ley federal fija tres días de término; y este 
término implica un derecho : el de pagar dentro de él, y de cuyo 
derecho resultaría despojado el ejecutado si se confirmara lo 
hecho. 

Es cierto que & foja... aparece un auto de sotvendo, pero él 
ha sido declarado nulo como practicado por error. 

Es, pues, indispensable que este procedimiento se inicie ante 
este Juzgado desde el principio, no porque sea nulo lo hecho 
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ante la autoridad provincial por incompetencia, pues ella no era 
tal citando lo ha tramitado ; sinó porque ante ella no uay el trá- 
mite que ante el Juez de Sección, trámite que importa en et 
caso actual, un derecho para et ejecutado, j el origen de esta* 
nulidades está en la solicitud de foja... pidiendo, y en el decreta 
conci-díéndolo, improcedente en lo último por error de hecho. 

En cuanto ¡il embargo debe mantenerse por las razonen indi- 
cadas de foja... y también porque no habiéndose recurrido, ¿1 
es firme. Y omitiendo otras consideraciones, se resuelve decla- 
rarle competente eliufranscriptopara el conocimiento di- la pre- 
sente causa y declarar nula la citación de remate hecha al deu- 
dor, conservándose sülu el embaTgo hecho y quedando la causa 
en su principio, debiendo el ejecutante solicitar lo que corres- 
ponda dentro de tres días bajo apercibimiento de levantar dicho 
embargu. con c^sta* al ejecutante. 

f. Moya no (¡ttcitúu. 

* 

El Dr. Vocos apeló por no haberse ordenado el levantamiento 
del embargo, para mantener el cual el Juez Federal no era com- 
petente, y el Dr. Orliz .Molina apeló porque se le condenaba en 
costas. 

VISTA l>U. SESOII PIlOCLIUDÜIt GENE II Al. 

míenos .Mres, Ooliihr- :>í .1p IHU¿, 

Suprema Corte: 

Kesulta de conformidad de pirte* la competencia de) Juez 
Federal, por tratarse ue una ejecución iniciada por el señor Mo- 
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Una Ortiz, vecino de Córdoba, contra el I>r, Yoeo.% vecino de la 
capital federal. Se dictó ii foja 37 pl auto de solvendo. Pero ese 
auto fué" convertido en el de citación de remate por el auto re- 
vocatorio de aquel, corriente ;í foja -t2. 

Opuestas las excepciones de incompetencia de jurisdicción y 
nulidad de procedimientos, el Juez no hizo tugar ala primera y 
aceptó la segunda, con sujeción á los fundamentos del unto de 
foja Ui, dicta u< Jo de nuevo auto (le sol ven do ¡i foja 52 vuelta. 
( unirá esos autos se lian interpuesto los recursos concedidos para 
unte V. K. 

Tratándose de un crédito garantido con especial hipoteca, el 
crédito como la acción participan de ¡a naturaleza real y perso- 
nal; pueden, porcontiignimte. Miitir el fuero perennal d>d deman- 
dado *'» el real de los bienes hipotecados á elección del deman- 
dante, según el principio de la ley ;I2 titulo I , partida 'A" y el 
artículo til 8 del Código Civil. 

Toda duda desaparece al respecto, ante la decisión en caso 
idéntico dictada pur Y. K. y r- gi>trada en la pagina Íl3, serie 
1", tomo 3" de sus fallos. 

La extensión del embargo á otros bienes no comprendidos en 
la hipoteca no desvirtúa aijuelh jurisdicción, pues e-a amplia- 
ciones un simple accidente, un efecto necesario de Ja insuficiencia 
de bienes embargados, un incidente del juicio principal. l)e otro 
modo, la misma acción estaría conjunta mente sujeta ú dos juris- 
dicciones, lo ijue es inconcebible. Por ello, concretándome al 
punto de la competencia, una vez que no creo investir personería 
legal respecto de la revocación del embargo y costas del proce- 
dimiento anulado, que son puntos de mero interés privado, 
pido á V. K. la confirmación del auto recurrido en cuanto deter- 
mina la competencia del Juez Federal de < 'órdoba. Respectó 
las infracciones de la ley de sellos quo ntfttoa la nota de 
Secretaria de foja 01. V. K. se lia de sen ir disponer al 
devolver los autos que ti Juez ordene la reposivion de se- 
r oí >u 
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líos, suprimiendo tiras y estampillas que no son íegolmenle 
admisibles. 

Sabimano kior. 



titilo dV la !Sii|irrHia Corle 

lílietlOa Aires, AgOílO Sí UV ]HU:i t 

Vistos 3- consid erando: Primero: Que s< gun lo expresa el re- 
currente ei) SU escrito do apelación de foja cincuenta y tres, el 
recurro no se dirige á desconocer en absoluto la jurisdicción del 
Juca de la causa, !o que se acepta al contririo parala ejecución 
referente al bien hipotecado. 

Segundo; tjue esa limitación linee lirmo lit sentencia en la parte 
consentida y la pune, en esa parte, fuera de controversia. 

Tercero: Que aceptada la competencia del Juez de Sección de 
Córdoba para el conocimiento d< l a-unto en lo principal, m* 
puede ser contestada en lo relativo á las incidencias del juicio. 

Cuarto: Que la parte dispositiva de la s< nteuda api lada de- 
muestra que el 'iiiuargo por ella mantenido es de euráefer 
puraaiente preventivo y tiene pur fundamento el nulo consen- 
tido de foja cuarenta y dos. 

Quinto: Que habiendo sitio ambos litigantes vencedores y ven- 
cidos recíproi íiiiii-íite, el uno sobre la competencia y el embargo, 
y el otro sobre la nulidad de proeedimiculns, no hay mérito 
para la condenación especial en costas. 

Por esto y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General, se continua en la parte apelada la sentencia corriente 
de foja cuarenta y ocho á cincuenta y una en lu referente A la 
competencia y mantenimiento deí eiubarg y se revoca en 
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cuanto condena en costas al ejecutante, declarándose que las de 
ambas instancias deben pagarse rn el órden causado. Repuestos 
loa sellos ifyuélvanse, Humándose la atención del Juez de Sec- 
ción sobre la última parte de la vista del señor Procurador Ge- 
neral de foja sesenta y siete y sobre la falta de estampilla en el 
escrito de fuja cuarenta y tres. 



UKNJAUIS PAZ, —I US V. VARELA.— 
AtlEL HAZAS.— OCTAVIO BLSGE. — 
JITAS E. TOIlllKM - 



( USA i i XI. \ I 



IK UMjé M \imfn, cútttm ÍK Jt,st : finstuMi; sobre muí icion 

de cuentas 



Sumario, — Kl convenio por el cual demandante y demandado 
se unen rara practicar actos de comercio, con ánimo de partir 
el lucro y las pérdidas, es un contrato de sociedad. 



308 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Caso. — Lo indica la 



Hcnienein del Juex Letrado 



lícHsU-iu'ia, IVInvro H ilu lm¿. 

Y vístala demanda formulada por D. Angel de Meóla para 
obtener que 1). José Gastaldi le rinda cuenta de las negociacio- 
nes hechas en común. 

Resulta: Que el demandado manifiesta eatar listo á rendirlas 
cuentas pedidas, pero pretende que debe rendirlas en carácter 
de socio del demandante y ao de mero administrador retribuido 
con tina parte alícuota de los beuelicios de la negociación ^5 
por ciento), 

A reconocerle tal carácter se opone el demandante. 

Abierta la cansa á prueba, el actor presenta el contrato de 
foja 137 y la carta del señor GastaMi de Mayo 30 de 1891, 
traducida á foja Ü8, fechado aquel en Enero 25 de 18ÍJÍ. 

Este exhibe numerosas cartas del señor de Xicola, entre 
ellas, principalmente, la de Mayo 21 de 1891, que traducida co- 
rre A f.ija Í81 . 

En el contrato de Enero se con vi en t* entre ambos que el se- 
ñor Qastaldi será el administrador, con todas Jas facultades de 
un armador y el 25 * „ de las utilidades. 

En la carta de Mayo, el señor de NtCOlfl la ofrece hacer el ne- 
gocio á medias, recibiendo él, además, el 8 */, de interés anual, 
por el capital que tiene empleado; y una vez reembolsado se 
dividirán enteramente por mitad las utilidades (foja 1Ü2 vuelta,, 

Tidc que sobre ello le conteste ú vuelta de correo, para quedar 
así consumado el cunvenio sin mayores formalidades (f.ija 192, 
últimos renglones). 



DE JUSTICIA NACIONAL 



300 



El señor Gastaldi, en Mayo 30, contesta, categóricamente, 
aceptando en un todo las condiciones ofrecidas (foja 150 vuelta 
¡1151), 

En su alegato el actor sostiene que esc convenio ¡sólo debía 
comenzar á surtir efecto una xez reintegrado en su capital, lo 
que aún no ha ocurrido. 

É demandado sost ¡encoque la oferta do Mayo 21 aceptada en 
Mayo 30 modificó las respectivas relaciones, 

Y considerando: Que se trata aquí de un negocio común co- 
menzado en su carácter y modificado éste, de acuerdo departes, 
durante el curso dela> operaciones. 

Primeramente, según el contrato de Enero, so celebró un 
mandato; y lu^'O, en virtud de las cartas de Mayo 21 y 30 se 
convirtió en sociedad. 

Esta se halla precisamente dentro de los términos de los ar- 
tículos 395 y siguientes del Código de Comercio. 

Según el artículo 397, tal sociedad, para su existcncia.no re- 
quiere formalidad alguna. 

Ella lia sido ofrecida, por carta, en Mayo 21; y ae ha acep- 
tado, sin discrepancia, en Mayo 30. 

Su existencia queda, pues, comprobada, sin lugará duda: y 
ella data, según el artículo H5+ del Código Civil, del 30 de 
Mayo. 

En su consecuencia declaro: 

<¿ue lia habido mandato hasta Mayo 30 y sociedad en ade- 
lantedebiendo procederse ú la rendición de cuentas, en uno y 
otro carácter, conforme ft derecho. 

Alfredo Parodié, 

Ante mí: 

.hsr ¡i. \(iriur<>. 



310 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



rallo de la Sii|trema f orte 



Vistos y considerando: Primero; Que en estos autos la Su- 
prema Corte sólo está llamada á decidir el carácter de las re 
laclónos comerciales existentes en. re don Angel de Xicola y 
don José Gastaldi, á la época de la demanda de foja primera, 
por cuanto éste ha manifestado estar dispuesto ¡i rendir las men- 
tas que el primero le exige. 

Segundo : Que en todo lo referente á las operaciones ante- 
riores al treinta de Mayo «le mil ochocientos noventa y uno, 
en que se ha declarado que Gastaldi lia obrado como man- 
datario de Nicola, la sentencia ha sido consentida por aquel, 
no debiendo por tanto, pronunciarse esta Suprema Crte :i mi 
respecto» 

raicero; Qua según el texto de la caria de veinticinco de 
Mayo de mil ucho cientos noventa y uno, dirigida por Nicola a 
í I asta I di y la del treinta del mismo mes y ano dirigida por 
este a aquel , resulta que demandante y demandado se unie- 
ron para practicar actos de comercio, con ánimo de partir 
por mitad el lucro que pudiera resultar de las especulaciones 
que hacían y dividírse las pérdidas en igual proporción, cons- 
tando asimismo que el demandado aportaba, comu capital, su 
industria. 

Cuarta: Que en tales condiciones, la naturaleza del contrato 
se halla definida como de sociedad por el artículo doscientos 
ochenta y dos del Cúdigo de Comercio. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apela- 
da de foja doscientos cuarenta y tres: se confirma esta con 
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costas en la parte recurrida. Repuestos los sellos, devuél- 



vanse. 



IIENJaMIN PAZ.— 1.1 ÍS V. VAItE- 
I A — AlíKL BAZAS. — OCTA- 
VIO ISLNíiE. - Jl*AN E. TOIl- 



t usa ínnn 



% Matmet i'ijtcz, contra it. Leonardo t'crcym; sohre interdicto 

tU> retener la posesión 



Samario.— Ante la prueba de la posesión tenida por otro, no 
puede admitirse la que pretenda habiT tenido el actor sobre la 
misma cosa, y debe por lo tanto recbazar»e el interdicto funda- 
do ¡.obre dicha posesión. 



Cuso,— Lo indica el 
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F«l|« del Juez Federal 



Buetio» Aires, Agoslo G de 1H9J. 

Y vistos: rn el interdicto den tener la pensión promovido 
porD. Manuel López, vecino de la provincia de Buenos Aires, 
contra D. Leonardo Pereyra, vecino do esta capital. 

Resulta de autos: i" Que con fecha veintidós de Setiembre 
del año prúxUno pasado se presentó al Juzgado D. Domingo V. 
de Uro, en representación de 1). Manuel López, exponiendo que su 
mandante era dueño de una manzana de terreno, situado en 
esta ciudad deslindada por las eallis General Lavalle, Tucumun, 
Larrea y Passo, que había estado desde muchos años antes bajo 
la posesión del Coronel }). Manuel Fernandez Oro primero, de 
D. Juan A. Lop?z hermana del demandante después, y actual- 
mente bajo la de este último á título de único y universal here- 
dero de aquél; que mucho tiempo después de haber adquirido IL 
Juan A. López la propiedad de la referida manzana de terreno, 
D. Leonardo Pereyra promovió .sobre ella un pleito de reivin- 
dicación euntru el doctor Luis M. Sarmiento, su propietario an- 
terior, del cual jamás había ten ¡.lo la mas remota not icia y ha- 
biendo obtenido sentencia favorable contra el doctor Sarmiento, 
preteudía apoderarse en virtud Je ella, del terreno que había 
sido materi;: del litigio, hecho que constituía una am-naza de 
despojo bajo pretesto de ejecutarse una sentencia, porque venía 
á recaer sobre un tercero que había sido completamente extraño 
áella y al juicio en que se dictó, loque le autoriza!- \ á promo- 
ver eliaterdictode retener, de acuerdo con la jurisprudencia es- 
tablecida por los Tribunales de la capital, antes de que el des- 
pojo quede consumado, pues la perturbación existe realmente 
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en el hecho de lu sentencia mandando poner en posesión á Pe- 
rcyra, para lo que tendría que ser quitada a López. 

S° Que en el juicio verbal á que las partes fueron convocadas y 
que tuvo lugar el 8 de Octubre, el demarcado expuso substan- 
cialmente lo siguiente: que en el laborioso juicio de reivindi- 
cación seguido contra el doctor Sarmiento como poieedor del 
terreno, fué éste condenaron la restitución, habiéndose cumplido 
la sentencia que así Jo disponía, lo que bastaría para demostrar 
que el ¡nterdie.todediuido no procede, puesto que el demandan- 
te no tiene la posición actual y la turbación no existe, desde que 
no ncrjudiea una posesión que tampoco existía; que era falso 
que la poícsiou invocada haya sillo ejercida desde el año 1878 
hasta el día en que le fué dada al señor Pereyni, por otra per- 
sona que el doctor Luis M. Sarmiento, de quien deriva origi- 
nalmente el derecho que alega el actor según resulta de los si- 
quientes nncedentes: a) el nño 1878 el señor *Perey ra inició 
ante el juzgado del doctor liustos un juicio sobre suspensión de 
un remate ele los terrenos en litigio, consiguiendo la SUSpensíoii 
de la venta, que se hacía por orden del doctor Sarmiento, lo que 
stí notilicóal martiliero y se hizo saber al público por edictos en 
los periódicos, iuicianílo después ante el Juzgado del ductor Ro- 
sa interdicto do despojo contra el mismo doctor Sarmiento, el 
que fué resuelto, mandando dar la posesión n I'ereyra, juicio 
que quedó anulado á consecuencia de una contienda de compe- 
tencia; bi eu 22 de Abril de 1880, inició un nuevo interdicto 
contra Sarmiento que quedó sin efecto por no estar en forma le- 
gal, siendo reproducido en Junio de 1882. v resuelto en ambas 
instancias desfavorablemente al actor I'ereyra reconociéndose 
la posesión al demandado Sarmiento; c i i'omoconsecuenciade ello 
dedujo con fecha 10 de Julio de 1880 acción reivindicatoría 
contra el mismo Sarmienta quien al contestar la demanda reco- 
noció la posesión; d) al deducir la demanda de reivindicación, 
se embargaron Jos alquileres de la propiedad cuestionada, que- 
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dando usí desde el 21 de Agosto de i 886 hasta el 20 de Noviem- 
bre, en que se decretó el levantamiento del embargo, habiendo 
presentado e! doctor Sarmiento en el juicio, los recibos de de- 
pósito hecho por los inquilinos y entregádmete al mismo las 
sumas que expresaban, como poseedor y propietario; c) en Mayo 
de (888 el doctor Sarmiento fué demandado por 1). Kd nardo 
Cha pean rouge, porcobro de los alirmados correspondientes i los 
terrenos en litigio, reconociendo D. Horacio Sarmiento, en vir- 
tud de poder en forma, de su herman D. LnN, los heclios en 
que dicha demanda se fundaba:/) que el hecho de ser D. Manuel 
Lope?, sucesor universal de I). Juan .Y. Lqiez, hl» es bastante 
para ejer-cr acciones posesorias sobre bienes raíces situados 
en distin ta jurisdicción de aquella en que se otorgó la declara- 
toria de herederos. 

V considerando: 1" Que ya se i'niwdere la necio» deducida, 
como interdicto de retener, conforme ha sido formulada prime- 
ramente, ó como de recobrar la posesión, en virtud de los hechos 
producidos con posterioridad á la demanda, el actor ha debido 
justificar que >c hallaba en actual posesión de la rosa cuandu se 
produjeron los actos de turbación 6 despojo, de acuerdo cmi lo 
dispuesto en los artículos 327 y 328 de la ley nacional de en- 
juiciamiento. 

2* Qhíí pura probar este punto capital de la demanda, el 
actor ha producido la declaración de cinco testigos al tenor 
de las preguntas contenida-i en el interrogatorio corriente ¡í fo- 
ja -ti, quo arrojan el siguiente resultado: dolía Klisa N, de l'or- 
lalupí 'foja i i vuelta ) dice que es ¡aquilina de López y que desde 
¡■'obrero de iS8f¡ cu que lo conoció, lo rió en posesión del ♦erre- 
noy lo reconoció como dueño J que era cierto que muerto aquel 
había seguido en la posesión 1). Manuel López á título de here- 
dero único y universal; pero no da la razón de su dicho sobre 
este punto; U, lVdro Merlini (á foja 411) dice que desdo seis 
anos atrás, época en que es inquilino de López, siempre lo ha 
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tenido por dueño, pagándole los alquileres, y le consta que D. 
Manuel López continuó la posesión de aquel, porque un día se 
le presentí! con el cobrador y el seuor Oro, y le manifestó el 
iniiiuo U. Manuel el hecho á que se refiere: l>. Human Aberas- 
tain Uro (foja 47 vuelta) dice que le c-jiista la posesión de D, 
Juan López, por haber >ido inquilino del mismo de una casa de 
la maiuana di- enfrente, sabiendo además que era du»ño porque 
lo autorizó para tener una vaca en el terreno en cuestión, afir- 
mando la verdad de la tercera pregunta pero sin dar razón algu- 
na de su dicho; los testigos Aldani (roja 40) y C a labro (foja 50,., 
alirman igualmente los hechos mencionados, pero tampoco dan 
ninguna razón de sus dichos. 

Analizando estos testimonios á ta luz de la sana crítica y con 
sujeción á los preceptor legales que rigen la prueba testi lical, 
muy poco ó nada substancialmente queda de ella. 

Desde luego carecen d* valor con arreglo á la ley 29, titulo 14, 
partida tercera, las declaraciones de la señora Portal upi, Albani, 
Calabroy Aberastain Oro, respecto al hecho déla posesión do 
D. .Manuel López, porque no dan la razón del conocimiento de 
ese hecho, y la de Merlini porque so refiere ú manifestación del 
misino López. 

Por otra parte, estos testigos lian afirmado reliriéndose a! 
punto en cuestión un hecho que legalmente no lia existido. En 
efecto, tratándose de la sucesión entre colaterales, no hasta ser 
llamado á la herencia por la ley ni basta tampoco la declaración 
judicial del derecho sucesorio, para entrar en posesión de los 
bienes que componen la herencia; sin» que debe ser pedida á 
la jueces, pues el heredero no puede temarla por sí, atento lo dis- 
puesto en el artículo 311 tí del Código Civil, lo que ni el misino 
demandante pretende haber obtenido. 

Suponiendo, pues, en la mejor hipótesis, que esos testigos 
hubiesen conocido el parentesco de 1>. Manuel López con su 
causante y que era llamado á la herencia por falta de ascendien- 
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tes ó descendientes, habrían confundido el derecho ó poseer 
con el hecho mismo de la posesión, lo que ja desvirtúa y quita 
valor á sus testimonios, porque revela la inconsciencia de sus 
aseveraciones. 

La señora Porta lupi y Herlini declaran que D. Juan A. Ló- 
pez era tenido por dueño de! terruño en litigio y que a él le pa- 
gaban los alquileres; pero reconocen que el año tKK(¡ fueron im- 
tiíieadosde un embargo de esos alquileres en juicio seguido por 
Pereyra contra Sarmiento. La razón del dicho do estos testi- 
gos no es de tal naturaleza que conduzca lógicamente á la pose- 
sión que autoriza el ejercicio de las acciones posesorias porque 
se puede cobrar alquileres como mandatario, como locatario 
principal, etc. Igual observación cabe hacerse respecto ¡i la de- 
claración de Aberastain Oro, ¡i quien le consta la posesión de 
I*. Juan A, López, porque le alquilaba una casa en la manzana 
de enfrent" y que era dm- fio porque le perniitiú tener una vaca 
en el terreno en cues i ion: pero este testigo va dem isiado tejos, 
pues hace remontarla posesión de 1>. Juan A. López al año 1880, 
lo qu.- el mismo actor no pretende. 

Sin embargo, no es imposible que sean ciertos los hechos a 
*ue este testigo se reitere y esto no sería sino" una confirmación 
de que aquél pro-edia como encargado ó mandatario del doctor 
Sarmiento, á cuyo nombre estaban en esa fecha los títulos de 
propiedad del terreno, hechos que han inducido á los testigos ¡i 
creerlo dueño del mencionado terreno. Por otra parte, á la tes- 
tigo Portalupi sólo le consta la titulada posesión de López desde 
Febrero de 1886. á Nicolini desde Octubre de 1835, Albíni y 
Catabro no determinan la época, y en cuanto A Aberastain Uro, 
ya se ha visto que la hace datar desde 188u. Casi todos, sin 
embargo, reconocen que en el año I88G fueron notificados del 
embargo de alquileres en el juicio seguido contra Sarmiento. 

3 o Que la circunstancia de haberse efectuado las transmisiones 
de djminio, que indican los títulos á que se reliereel certificado 
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del Banco Hipotecario Nacional corriente á foja 6, no basta por 
sí solo para establecei que se transmití" también la posesión, la 
cual sólo pueda adquirirle por hechos materiales de) que entre- 
gala cosa con asentimiento del que la recibe, ó por actos mate- 
rialesde éste con asentimiento del que U entrega, conforme al 
artículo 2307 del Código Civil, ú bies desistiendo él poseedor 
da la peses ion que tenia y ejerciendo el adq aírente actos poseso- 
rios en i'l inmueble en presencia de él y sin oposición alguna, 
de acuerdo al articulo 2380 del mismo Código, pues es >abido 
que un título válido no da sinú un derecho á ta posesión de la 
cosa y no la po>esiuu misma, mino lo prescribe el artículo 2i88 
del Código citado. 

A Quelus testimonios feli:u ¡entes presentados por el deman- 
dado, de actuaciones obradas en los diversos juieios sostenidos 
por 01 con Sarmiento, sobre posesión did terreno de que se trata 
y loa documentos privados di; fojas 02 ;i 70, cuya autenticidad 
no se ha desconocido, demuestran ronelnyentemente que con 
posterioridad á la fecha déla escritura á que se reliere el certi- 
licado del liam o Hipotecario, Sarmiento estaba en posesión Teal 
y efectiva del terreno que era objeto de la acción, lo que quiere 
decir que no la transmitió ni desistió de ella al pasar el dominio 
á su suci-ser el coro mi Manuel Fernandez Uro, quien por con- 
siguiente tampoco ha podido transmitirla á favor de López, pues 
nadie puede transmitir á otro sobre un objeto un mreWio mejor 
ó más extenso que el que gozaba, según lo preceptúa el artículo 

3270 del Código Civil. 

Por estos fundamentos y concordantes alegados en la audien- 
cia por el representante del demandado, consignados en el acta 
de foja... fallo, no haciendo lugar á los interdictos deducidos 
por 1». Manuel López á quien condeno al pago de las costas cau- 
sadas. Notifiquen con el original. 
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rallo *W ln *ii|trrmn Cortv 

(invine Aire*. Agosto 23 tb< Itm. 

\l+íú$ y coi) s ¡de mudo: Primevo: Que tanto el demandante 
como el demandado están conformes en reconocer ijne el doctor 
Jaiis M. Sarmiento lia tuniiJo la posesión del terreno objeto de 
la cuestión. 

Segundo: (»ne el actor, cuyo derecho según )o expresa deriva 
ti el cita do Sarmiento, no ha pro hado ni pretendido probar que 
éste se haya desapoderado de 'a cosa, haciendo de i lla la t ra— 
dji'ion requerida por los artículos dos míl trescientos setenta v 
niievt' y dos mil trescientos oche tita del Código Civil, tii que don 
Manuel Fernandez Oro, que, se afirma, compró eí inmueble ó 
Sarmiento en primero de Julio de mil ochocientos ochenta y nno 
se li a liara en el casa previsto por id artículo d>>s mil trescientos 
ochenta y siete del mismo Código. 

'ferrem; *¿ue It'jos de estar averiguado que Sarmiento hubie- 
ra obrado en forma alguna en el sentido de transu .tir la pose- 
-vm ú Fernandez i>ro en t/j. eucinn del aludido contrato, cons- 
ta, al contrario, qne con posterioridad al primero de Julio de 
mil ochocientos ochenta y nno, continuó ejerciendo los derechos 
de po-enlor qm- tenía y di' propietario qne se atribuía, co- 
mo lo había venido hacn-ndo con anterioridad ;i isa fecha. 

t'tntrf'i; ¡isí resuKa ue l>s cerificados de referencia á 
los re&p- etivos autos judk-iaks qne corren de. foja eineuenla y 
una á foja cincuenta y nueve, '-nya veracidad no ha sido puesta 
en duda. 

Qhíüíú: Qué según esos certiíicado-, no tan sólo Sarmiento 
ha intervenido en lis juicio* po-es.-rio--, def emiten Jo victoriosa- 
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mentí 1 su posesión, y en el petitorio sustentando su dominio ron 
éx$tb contrario, sinó que se han embargado los alquileres pro- 
ducidos por el arrendamiento del inmueble y li echóse de ellos 
entrega al referido Sarmiento, una vez levantado el embargo, 
lo que demuestra una posesión bien caracterizada (artículo dos 
mil trescientos ochenta y dos del Código Civil). 

Sexto! Que en consecuencia. Sarmiento siguió, después de la 
venta, poseyendo el terreno, así porque no se había desapodera- 
do de él y ent recadólo ;í un tercero, como porque no cesó de 
ejecutar actos posesorios jurídicos y materiales hasta el momen- 
toen que, u-ncid.i en el juicio de reivindicaran, se ejeeutó ta 
sentencia, talándose entrega de la cosa al reivindicante, á 
quien paso el inmueble sin solución de rohtinuidad. 

Séptimo: «Jue cu ese antecedente, y aun admitiendo la - fi- 
caeia de la prueba producida por Lope? á objeto de acreditar 
que él y su causante don Juan A. López habían ejercido actos 
posesorios, siempre sería cierto que la posesión de Sarmiento 
del» ría primar por razón de su antigüedad, su principio ineon- 
lestado y lo caracterizado de l<»s hechos que fundan su i¿onfcÍ- 
nnaeio'i, d<sdeque dos posesiones iguales y de la misma natura- 
leza no pueden ronetirrir -Mu-e U misma COSA (artículo dos mil 
cuatrocientos uno del Código Gívi I) , y puesto que siendo dudoso 
el última otado de la posesión. <e Jnz-a que la tiene el aje 
probare una posesión más antigua (artículo dos mil cuatro- 
cientos setenta V UliO, ibideiu). 

hir e»fu y los fundamentos de la smlencia apelada de foja 
noventa y uno, se continua ésta ron cestas. Notittqtiese con el 
original y repttesi s los sellos. de v tachante. 

UENJAMIN V\7., — I I IS V. VAHE- 
l.A. — ARE!. RAZAN. — OCTA- 
VIO tlLMlE.- 4CA?i E. TOU- 
I.EM- 
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< AINA 4 4 X1,* III 



Dtm Faustino IMri<ju?z contra fu*» Handolfo Meller, mhn 

tlañ'is t/ perjuicios 



Sumaria. — Xo probatla la falta de cumplintientíj del con- 
trato por parte del demandado, dote rechazarse la demanda por 
M«9 J purj uit-iri^ fundada en dicha falta. 



Vas».— Lo indita ti 



i Mito tlrl Jiif/ t'edrrHl 

YLtos: La demanda entablada por parte de Don Faustino 
Rodríguez contra Doij Eaadolfo Mellcr, administrador genera! 
de la Compañía Central Argentina Kxploradora (Carpa Valle) 
Limitada, sobre indemnización de daños $ perjuicios ñor ineje- 
cución de un contrato. 

Y considerando: que el documento de foja una, fúndame»- 
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tn I de la acción interpuesta, expresa la locación de servicios he- 
cha entre los señores Rodiiguezy Meller, y determina las oblí- 
paciones que respectivamente se impusieron los interesados al 
Celebrarla, 

Que estando este contrato reconocido y aceptado por ambas 
partes y no conteniendo tampoco cláusula alguna repugnante á 
la ley, dube ser valedero y elicaz en juicio. Que la obligación 
contraída por el demandado, de proveer de herramientas, racio- 
namiento d los peones y de pagar al fin de cada mes tiocc pesos 
nacionales por metro, mientras estuviera pendiente el trabajo 
del socavón ó túnel convenido de cien metros de largo, aparece 
cumplida, desde que el mtsmi demandante asevera que ejidos 
meses y siete día* ha construido 28 metros en tas condiciones 
del contrato— sosteniendo empero qne se ha visto precisado á 
suspender la obra, con perjuicio de sus intereses, por no haberle 
entregado en tiempo el señor Meller las herramientas necesa- 
rias y la pólvora ó dinamita, á pesar de habérselo requerido re- 
petida* veces. En cuanto á l.i pólvora ó dinamita del contrato, 
que el señor Meller se hubiera obligado á suministrarla; y res- 
pecto de las herramientas, cuyas reparaciones, sigun lo pactado, 
eran á ear¿o del señor liodriguez, éste hac mfesado que para los 
metros concluidos, el señor Meller le propoicionú desde la 
dinamita hasta la barreta ( interrogatorios de foja 17 ), corrobo- 
rándolo también las declaraciones de fojas 21 y 22; lo que sig- 
uí tica que r] locatario entregó no súlo las herramientas que le 
obligaba el contrato, sinó también la dinamita que no era de su 
deber, y que hien pudo h toarte por cuenta del lo ador, para 
imputarle ó cargarle duspuossu costo. 

Existiendo un convenio escrito y fehaciente, en el que están 
bien especificadas las obligaciones recíprocas de ?os contratan- 
tes, la prueba de testigos rendida por el actor, siendo supleto- 
ria, no puede tomarse en consideración para explicar ni menos 

para dar mayor latitud á sus cláusulas, claramente expresadas, 
r ni ifi 
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Délo expuesto y de las constancias de autos resulta, que el señor 
Rodríguez no ba probado su demanda en las bases con que la 
entabló, no habiéndolo hecho tampoco el señor Meller, en cuanto 
le competía en virtud de la reconvención deducida por él, ale- 
gando que aquel lia realizado el trabajo en las condiciones esti- 
puladas, siendo imperfecta la obra parcial enunciada (28 me- 
tros), por no tener las dimensiones convenidas. 

P^r estas consideraciones, y de conformidad con la ley In- 
titulo 34, partida 3', no ha lugar á la demanda interpuesta, sin 
especial condenación en costas. Hslgase saber con el original y 
repóngase los sellos 1 . 

/'. E, Migtiez, 



Falla de la Suprema Carie 

Unenos Aires, Agosto á-1 de 

Vistos : Considerando: que según rosulta de la prueba testi- 
monia 1 producida, el demandado suministró las herramientas 
necesarias para la construcción de los veinte y ocho metros de 
túnel concluidos, y que no se ha demostrado que esas herra- 
mientas, cuya reparación tstaba á cargo del empresario, no se 
hallasen en estado para la continuación de la obra contratada, 
l'or estos fundamentos se confirma con costas la sentencia ape- 
lada de foja cuarenta y dos. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

UENJAM1N t>AZ. — LL'lS V. VARELA.— 
AílEI. KAZAN. — OCTAVIO BISGE.— 
Jf AS E- TOtiílEST. 
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Don Antonio Hable tj í\ contra Ifon Juan tie lüos ¡'alma ; 

sobre cobro de pesos 



Sumario. — Debe mandarse pagar la cuenta de trabajos, 
cuya existencia é importe han sido probados. 



Cano, — Lo indica el 

Meado™, Enero lH u> 1891. 

V istos : Don Antonio Balde y C", entabla demanda contra 
Don Juan de Dios Palma por vi pago de la suma de seiscientos 
tres pesos ochenta cenia vos m/u, que dice adeudarlo éste por 
trabajos do mecánica que le tiene hechos y que se detallan en la 
cuenta que acompaña de fojas i / G, 

El demandado, por su parte, observa: que sólo reconoce como 
cierto y es deudor de determinadas partidas de la cuenta presen- 
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tada, á los fines indicados en la misma; y qne en cuanto á los 
anotados bajo los números 24 á 34 inclusive, debe hacerse so es- 
timación por peritos competentes, por no haber precio convelido 
y ser excesivo el que se cobra. 

Que en cuanto ¡V las demás partidas de la misma cuenta no 
reconoce deberías, porque si bien es verdad que alguna vez ha en- 
comendado trabajos á llalde ócomprádole objetos como los que 
en aquella se expresan, lo que no le es posible recordar, su im- 
porte debe haber sido pagado, pues no tiene antecedente alguno 
por el que conste deba. 

Abierta la causa á prueba se ha producido por las partes la 
de posiciones corriente í faja..., y el informe pericial de foja... 
emitido á petición d< 1 actor. 

Y considerando: I o Que en cuanto á las partida* no observa- 
das y que se expresan en la cunti-slucioti ;i la demanda, deben 
declararse de legitimo abono, desde que se recono -e además 
como exacto el precio indicado en las mismas. 

2" Que procede en t/«nccs apreciar el mérito de la prueba ren- 
dida, respecto á las partidas 2Í á 34, sobre las cuales se ha pe- 
dido una estimación pericial como á las demás cuya legitimidad 
se desconoce ;>ara deducir si ella es bastante á establecer la pro- 
cedencia de su cobro. 

3 o Que respecto A las primeras se ha comprobado con el infor- 
me pericial de foja,,, que los precios cargadnscu la cuenta pre- 
sentada, son todos ellos equitativos y moderados, y debe entonces 
declararse también de legítimo abuQu |¡»s partidas enunciadas, 
desde que sobre ellas no se ha hecho otra observación que. la de 
exorbitancia en los precios fijados de las mismas. 

4 o Que en cuanto ú las secundas, el demandado al absolver las 
posiciones de foja... conlic.ia, contestando á tu primera pre- 
gunta de estas, que se habían practicado todos los trabajos ex- 
presados en la referida cuenta, en las fechas que en ellas se ex- 
presan poniéndose además por el demandante el material y obra 
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de mano; observando empero en relación ií la pregunta: 1 que 
algunos de los trabajos efectuadas en la máquina ú que dicha 
cuenta se reitere, lian sido innecesarios; 2" que una pieza car- 
gada en 20 y t;vn tos pesos, la rompió aquel á martillazos ha- 
biendo estado sana; y 3 o que el salario da un aprendiz que sólo 
se ocupó dos días en limpiar la máquina y el resto en mirar el 
trabajo que ejecutaba el mecánico, no lo reconoce de legítimo 
abono. 

5" Que comprobada la existencia de los trabajos aludidos, por 
la propia confesión del demandado, correspondía áéste acreditar 
las observaciones hechas en relación á los mismos, sobre lo cual, 
sin embargo» no ha producido prueba alguna fuera de las posi- 
ciones deferidas al demandante á foja 37 y con referencia única- 
mente á las rotura* de unas piezas de la máquina y de un nuevo 
cernidor, que éste dice ocurrió despuesde entregárselo corriente. 

ti " <Juc, por el contrario, aparece también del citado informe 
pericial, que practicado un prolijo exámen en las máquinas ob- 
jeto de esa diligencio, con una copia de las listas de las obras y 
trabajos hechos que se desconocen en la contestación á la de- 
manda» se constató la existenciude todos ellos, estimándose á la 
vez como módico el valor cargado á los mismos, con excepción 
de la partida del número 15 que aparece cargada en 70 pesos y 
cuyo valor se avalúa en 100, la de! número 20 cargada en 2 pesos 
y estimada en 4 y la del número 37 que se reduce de 9 pesos i 0. 

7" Que eu cuanto á las partidas 41 y 42, referentes al jornal de 
operarios, objetadas también por el demandado, resulta igual- 
mente del citado informe que ellas están arregladas á un precio 
justo y equitativo, agregándose en corroboración de la estima- 
ción hecha, que un oficial mecánico no podría ganar por día un 
precio menor del asignado eu trabajos delicados, como son los 
que se han efectuado en las máquinas del Sr. Palma. 

8 o Que por loque hace á las observaciones hechas por el de- 
mandado al citado informe en su escrito final, fundadas en que 
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la prueba pericial sólo procedía respecto á las partidas 24 á 34, 
y al objeto únicamente de estimar el precio de los trabajos á que 
estas se refieren, ellas no son en manera alguna atendibles, 
desde que tal diligencia se ha practicado en conformidad ¡i Jo so- 
licitado por el demandante i foja 30, en cuya petición se ex- 
presa claramente que en ella se pretende acreditar no sólo el 
precio de aquellas sinó también el precio de los trabajos á que 
se refieren los demás, que habían sido negados por el deman- 
dado, y valor de los mismos, ante la imposibilidad de justüi- 
carlos por medio de una prueba testimonial. 

9 o (¿ue, además, el decreto que autorizó la prueba ofrecida, 
en la estación que se solicita la, fué consentido por el demandado 
sin hacerse á su respecto observación alguna en la oportunidad 
debida; estando por otra parte la diligencia pedida dentro de 
los términos del auto de prueba. 

tO' Que en consecuencia y acreditados por el demandante 
los extremos exigidos en el citado auto, respecto á todas las par- 
tidas que constituyen la cuenta objeto de la demanda, con la 
sola excepción de la iusigniücante diferencia de tres posos entre 
el valor de la del número 37, y e! asignado por el perito, pro- 
cede declarar su procedencia y ordenar el pago de la misma en 
los términos que se solícita en la demanda. 

Por tanto: Fallo definitivamente declarando que Don Juan 
de Dios Palma debe abonar á Don Antonio Balde y O, La can- 
tidad de seiscientos tres posos ochenta centavos moneda nacio- 
nal á que su relicrc la cuenta presentada, deduciéndose ti* é*ta 
la suma de tres pesos de la misma moneda por la diferencia indi- 
cada en el último considerando, con más las costas del juicio. 

Hágase saber original, y repóngase el papel. 



Juan (H Carnal ti*,. 
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I nli© tle ln Mti|trrtnft Cor** 

BllOnps Airús, Agoslo ¿1 tic 1H9¿. 

Yistus: Por sus fundamentos se continua con costas la sen- 
tencia apelada Je foja cuarenta y su-le. Hi-puestos los sellos, 
devuélvanse. 

It EN JAMO l»AZ.— I.US V. VAItELA.— 
Al! EL HAZAS.— OCTAVIO Ill'NGK — 
JUAN E, TORNEN!. 



Varona ;/ Laso contra ¡ton ¡toman I mera t sobre cumplimiento 
tic contrato, daños y perjuicios y devolución tie pesos 



Sumario. — Declarábala insubsistuucía do un contrato bila- 
teral, dele devolverse lo pagado por razón de dicho contrato. 
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Caso.— Lo indica la 



Mrntenri. del Juee Le ir mi o 

Y vistos: Kstas autos seguidos por Don Bernardo Varona y 
Don José Laso, miembros de la razón social Varona y L;iso, esta- 
blecida en Funii (provincia de Buenos Aires> contra Don Konian 
Dhers, por falta lie cumplimiento de un contrato do compra- 
venta de lanas, ile los que resulta: 

Queá foja 3 se ha presentado Don Mariano C. Beron en re- 
presentación de los actores, exponiendo : 

Que según consta del boleto de foja Ü, suy representador eom- 
praron al indicado señor Dhers, la lana de las ovejas de propie- 
dad del vendedor, correspondiente á la esquila del año de la ven- 
ta, calculada en *j00 kilos Jibre de la ^e borrega y demás vicios, 
obtigándose los compradores a" recibirla á fines del mes de Di- 
ciembre de 1890 ppdo,, y entregando í cuenta de esa compra y 
en calidad de seña la cantidad de 400 pesos moneda nacional. 

Que como el vendtdor no hubiese terminado la esquila de las 
ovejas dentro del termino del convenio, los compradores tuvie- 
ron la tolerancia de esperar basta el dia 30 de Enero en que 
fueron requeridos particular y amistosamente por el mismo ven- 
dedor con quien arreglaron que la lana fuese cargada en unas 
carretas que habían salido de Puan. 

Que llegado el momento de hacer efectivo este arreglo, pre- 
sentándose la tropa de carros que debía recibir la lana, el ven- 
dedor resistió su entrega por haber vencido el plazo estipulado y 
pretendió formalizar nuevo contrato, por ser el primero nulo» ú 
devolver los 100 pesos recibidos en seña. 

Que á pesar de la irregularidad de este proceder, pretendieron 
losdemandantes Varona y Laso, abandonando toda gestión, re 
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coger los fondos dados en seña, á cuja devolución neg¿se tam- 
bién el demandado Dhers, hecho que lia provocado el presente 
juicio en ol que piden los actores se intime al demandado el cum- 
plimiento de la obligación contraída ó en su defecto el pago de 
U diferencia de precio que \ juicio de peritos se hubieran podido 
obtener en la reventa, masía devolución de la uña, con impo- 
sición de costas y derais condenaciones legales. 

A foja se corrió traslado de la demanda que fué notificada 
oportunamente, según consta de la diligencia extendida á fojas 7 
y 8, habiéndose dictado á petición del actor la providencia de 
foja Í i por la que se la d¡ú por contestada en rebeldía del deman- 
dado. 

líecibida la causa ú prueba por auto de foja 12 vuelta, se pro- 
dujo por parte del actor la que expresa ol certificado del actuario 
corriente á foja 41 vuelta, habiéndose presentado los alegatos de 
fojas 43 y 41, y el de fojas 45 á 40. Y considerando : 

Que el documento de foja % determina la existencia de un 
contrato de compra-venta de lanas especificadas, estando en él 
establecido el precio y la época de su entrega. Condiciones que 
además del anticipo de 400 pesos que por vía de sena y por 
cuenta de la compra hicieron les compradores, no han sido im- 
pugnadas ni discutidas, siendo por tal razón admitido y recono- 
cido por las prrtesel mencionado documento de foja 2. 

Que partiendo de las estipulaciones (ijadas en ese boleto ó do- 
cumento, el caso sub-jutlicc queda reducido al cumplimiento de 
ellas ó á la indemnización consiguiente á la inobservancia de sus 
prescripciones, por lo que, y fundándose en esa inobservancia li 
parte actoru reclama en el presente juicio la entrega de las ta- 
nas compradas o la diferencia del valor que se hubiera podido 
obtener en la reventa. 

Que la inobservancia de las estipulaciones las hace consistir la 
misma parte actora en la no entrega de las lanas en la fecha 
establecida y en la enajenación le ellas á otra persona, disjo- 
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niendo contrae! tenor expresodol artículo f329del Código Civil 
de esos frutos ya enajenados. 

Respecto del primero de estos hechos se hu rendido la prueba 
testimonial que corre de fojas 38 á H, de la que se desprende 
que la tana no poilía ser entregada, desde que la opt ación fie la 
esquila no había terminado en la fecha en que ese acto debió Te- 
ndearse. N*o habiendo respecto del segundo, otra razón que 
autorice la afirmación hecha por el actor que el silencio del de- 
mandado, que importa reconocer la existencia de esa enajenu- 
cion de lo ajeno á favor de otra persona. 

i considerarse violado el contrato en presencia d.> 
js del demandante, que manifiesta no haberse pre- 
sentado á recibir los frutos comprados en la fecha contenida V 

EJ artículo 570 del mismo Código ya mencionado, resuelve 
laxativamente la controversia sobre este punto, porque el plazo 
puesto en las obligaciones ó contratos, se presume establecido 
para ambas partes, <te manera que si los compradores no se pre- 
sentaron A recibir lo comprado el día del vencimiento del plazo 
y si el vendedor tampoco gestionó su entrega en la misma fecha, 
desaparece et derecho para reclamar el cumplimiento de lo esti- 
pulado, y carecen legalmente tanto el vendedor como los com- 
pradores de la facultad de hacerlo, máxime cuando como en el 
presente caso en que hay obligaciones recíprocas de entregar y 
recibir, no se han cumplido respectivamente esas obligaciones, 
ni han incurrido en mora los obligados, estando al precepto del 
artículo 510 del Código citado. 

<¿ue es de ningún valor la prueba rendida por el demandante, 
para demostrar que el vendedor se encontraba impedido de ha- 
cer entrega de la lana el día señalado en el boleto de fnja 2, 
porque se ha violado la disposición de los artículos 100 y lili del 
Código de Procedimientos en lo civil al examinar los testigos 
prest ntadrs, cayendo este hecho bajo el alcance preceptivo del 
artículo 203 del mismo Código. 
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Que en ausencia de esta prueba, única presentada en este 
juicio, la demanda no tiene fundamento alguno y en tal caso 
debe ser rechazada con arreglo á lo dispuesto en la ley 1", título 
I i, partida 3\ que manda dar por ffttiío al demandado, cuando 
negados por él los hechos, no se hubiesen probado por el actor. 

Que no es legítima ni admisible la resistencia del demandado 
á la devolución de la cantidad de 400 pesos recibidos en seña» 
porque no teniendo derecho al precio no puede tenerlo á una 
partí' de él. La legislación moderna (art. 175 del C. de Co- 
mercio) hace de estos anticipos un signo de ratificación delron- 
irat'i j los col adera como entregados ñ rúenla del precio con- 
renido, lo que importa establecer que no existiendo el contrato 
ni habiendo precio que satisfacer, esos anticipos deben resti- 
tuirse. 

Por estos fundamentos, y definitivamente juzgando, fallo: 
absolviendo de la presente demanda á Don Román Dhers é im- 
poniendo á éste ta obligación de restituir en el acto la suma de 
400 pesos que declara haber recibido en seña, sin especial con- 
denación en costas, porque á junio del Juzgado no ha existido 
mala fé por parte de los demandantes. Levántese el embargo 
j líbrese despacho. 

Previa reposición de sellus y ejecutoriada, archívese; así lo 
pronuncio marido y firmo en General Aclia, capital de la Pampa 
Central, á 24 de Marzo de 1891 . 
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Fulla de I* Suprema Corle 

llucno* Virus, Agosto 31 de imi. 

Vistos y considerando : humero: Que la sentencia apelada 
declara insubsistentes lu ; obligar iones del demandado IJhers. 

Segundo: Que en los contratos bilaterales, la obligación de 
una de las partes es la causado la obligiiCiun <!•• la otra. 

Tercero: Que conforme al artículo setecientos noventa y dos 
del Código Civil, el pago hecho sin causa, da lugar a la repetición 
de ¡o pagado. 

?>>r estos fundamento*, se confirma con costas la sentencia du 
foja incuenta y do> vuelta en la parte apelada, Kepuestos los 
sellos, devuélvanse. 

HENJAMIN PAZ.. — LUIS V. VARELA.— 
AREL RAZAN.— OCTAVIO 11UXGE — 
Jl AS E. TORRES!. 
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i ALNA t C XI 



¡i. José RewwitL contra h 
aenfina » y ff. K, lava i /tor 

tCHCiU. 



seguros >* 
robí n de ¡tesua ; s>ére com¡te- 



Sumario. —No es caso regido especialmente por la Consti- 
tución, el fundado en el derecho de propiedad garantido por a u 
articulo 17 , 



Oiso.-D. Guillermo Armstrong por 1). José líemiutd entablé 
demanda por cobro de 37, ">00 pesos, contra la compañía la Hi- 
puno Argentina y L, K. Laval, fundado en que ésto, por encar- 
go de dicha sociedad, había hecho una edición de on mapa de 
ios ferrocarriles de la República, ¿S que su representado es 
autor. 

Para fundar el derecho expuso: que ti de *ü representado se 
encuentra garantizado por el articulo 17 de la Constitución Na- 
cional; según ella todo autor ó inventor es propietario exclu- 
sivo de su obra, invento ó descubrimiento. Y respecto de la 
competencia, dijo: que por el artículo 100 de ía Constitución y 
por el artículo 2\ inciso I», de la ley sobre jurisdicción y campe- 
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Fallo del Juez Federal 

Huimos Aires, Mayo 3 de líttW. 

Acredítese previ amen te en forma la "uiiipeteucia del Juzgado 
y se proveerá. 

Ijilunne. 



VISTA UKU SfcSOK l'HOCt'HAhOlt CERfiHAt 



HuiMid- Aires. Julio 13 du UX93. 

Suprema Corte: 

VA auto de foja 5 vuelta, nuda d side, limitándose á disponer, 
se acredite previ uniente en fórmala competen mi del Juzgado. 

No siendo definitivo ni causando gravamen irreparable, no 
"s apelable con sujeción al arlículo 20(3 de la k j de procedi- 
mientos, y pido á V. E. se sirva así declararlo. 

Sabiníano Kier. 



■ 



Vistos y considerando: Que el caso traído ñor el recurrente, 
no es délos especialmente regidos por la Constitución, como lo 
requiere el inciso primer» del artículo segundo de la ley de ju- 
risdicción y competencia, para fundar por tal causa el fuero fe- 
deral, como fe tiene resuelto esta Suprema Corte en diversos 
fallos. 

Por esto viudo el señor Procurador r.eneral, se confirma con 
costas el auto apelado de foja cinco vuelu. Repuestos los se- 
llo*, devuélvanse. 
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Jiurno- Aires, A$ü*iv 24 úv 



|1E>JaMIN l»AZ. — I.UIS. V, VAHE- 
LA.— A ÜEI, HAZAS. — OCTA- 
VIO LllSf.E. — JlAS E. TOIl- 



ftEBT. 
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■ 

<\4USA exxn 



El fi'Uiro \nri*ontl en íitftti'ítu-ími, contra loti cónyuges l>, Al- 
berto Vhumkwi y doña Isabel Se un-, por coéro ejecutivo fie 
¡u sos; sobre espera , 

Sumario,— Por ¡a tfitj numero 2HU de 2 i de Hetnbrede ISOI , 
sobre liqui ilación ñfií Manco Nacional, los intereses devengados 
con anterioridad, tlebetí acumularse á l.i tienda : pero, si ha ha- 
bido coimuiciun especial rrspcrlo de la t] ít ¡sioti en cuotas de 
cada tino de los vencimientos, ese convenio <¡uoda subsistente, 
y Lo adeudado según la ley puede cobrarse por cuotas en los pla- 
zos estipulados. 



(«.«>.— Lo indica el 

t ullo ilel Jii^ t erirrnl 

Corninks, Abril 9d.' 18! '2 

Vistos: La excepción decapara deducida en esta ejecución por 
el representante de los demandados y lo es puesto á su respecto 
por el ejecutante. 
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Y considerando: i' J Que la ley que eruó el líanco de la Na- 
ción Argentina y mandó liquidar el Banco Nacional, dispone en 
su artículo 42, que este último podrá exigir de sus deudores el 
afianzamiento de sus crédito», pero no podrá exigir el pago do 
estos con amortizaciones mayores que las que se expresan en 
seguida: el primer año solamente los intereses; el segundo año 
los intereses y una amortización del diez por ciento; el tercer 
ano los intereses y una amortización del 10 por ciento; el cuarto 
año los intereses y tma amortización del 20 por ciento; el quinto 
año los intereses y una amortización del 23 por ciento y el sesto 
año los interese.* y una amortización del 35 por ciento. 

2 tt Que los intereses que dichos créditos lian devengado y no 
han sido abonados á la fecha de la ley, quedan implícitamente 
comprendidos en la espera concedida por la misma, esto es, que 
no pueden ser demandados si nú después de las /pocas determi- 
nadas en et considerando anterior; quv esta interpretaciones 
la más correcta y racional, porque la ley al hablar de los crédi- 
tos en dicho artículo 42, no lia exceptuado los interesas deven- 
gados y adeudados y es do suponer entonces que su propósito ha 
sido incluirlos en la espera cimce¿ida, porque en la palabra 
crédito, expresión genérica, se comprende la obligación principal 
y sus Intereses; á que se agrega que las excepciones son de es- 
tricta interpretación, de manera que cuando la ley no las ha< e 
expresa y claramente, ios jueces no pmrden hacerlas y deben por 
tanto ^er comprendidas en la disposición general, niexímecuan- 
do esta es favorable al obligado. 

3* Que estos intereses deben sor acumulados ai capital, con 
arregla .i la tasa convenida y devengar desde la fecha de la ley 
el interés del (i por ciento anual fijado en el articulo 46, cuyo 
cobro no puede demandarse sinó después de vencido el año y no 
por trimestres ó en otra forma, á menos que mediase convenio 
expreso entre acreedor y deudor, lo que no sucede en el presente 
caso. 

r. ni n 



338 



FALLOS DE LA SUPREMA COATE 



4" Que no estando Tencido aún el primer año fijado en el in- 
ciso primero del artículo 42 para demandar el cobro de los in- 
tereses devengados durante el, y uo pudiendo por otra parte 
dividirse esc tiempo en trimestres, como se ha demostrado en el 
considerando S 1 , resulta infundada ú improcedente la deman- 
da instaurada. 

Por estos fundamentos, fallo: no haciendo lugar á la presente 
ejecución, con costas, y repónganse los sellos. 



Vistos; Por sus fundamentos, en cuanto ú la acumulación 
de intereses devengados con anterioridad A la ley número dos 
mil ochocientos cuarenta y uno. 

Y considerando respecto á los plazos en que debe hacerse el 
pago de los vencimientos realizados de conformidad con la ci- 
tada ley, que ésta no puede entenderse tn sentido de alterar Ls 
obligaciones anteriores, sinó en cuanto han sido expresamente 
modificadas por ella, lo que no sucede con relación ú la división 
en cuotas de cada uno de esos vencimientos, á cuyo respecto que- 
dan subsistentes las estipulaciones de los respectivos con- 
tratos. 

Por esto, se confirma la sentencia apelada, corriente á foja 
cuarenta y ocho, i n cuanto no hace lugar á la ejecución de los 
intereses anteriores si la ley, y se revoca respecto á la forma en 
qite debe hacerse el pago de los intereses vencidos dentro del año 




¿\ A. Lujambto, 



Fallo de Ir Huprrmn Corle 
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fijado por la misma, declarándose que su cobro puede efectuar- 
se trinustralniente por el Banco; y repuestos los sellos devuél- 
vanse: debiendo las costas de ambas instancias pagarse en el 
úrdeo causado, 

BENJAMIN PAZ. -LUIS V. VA HE- 
LA, — A HUI. HAZAS.— OCTA- 
VIO BCNGE. — JL'AJÍ E. TOH- 



€AVS\ C«XIII 



titm <hi>tjont> Echminue* contra Fernandez t l'rancn y f\ 
sobre cobro de alquileres y ¡icrjtttctos 

Sumario.— i" No puede ser considerado comu simplemente 
comanditario, el socio capitalista á quien en el contrato de so- 
ciedad se atribuye facultad de administrar. 

2' La sociedad arrendataria de una linca, no se exonera de 
üüs obligación es. á favor del locador por el solo hecho de haber 
transferido á otro el arriendo, aunque e) locador lo baya sabido, 
y recibido de éste sumas de dinero. 
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Vaso.— Lo indica el 

tallo del Ju» Frdrral 

Córdoba, Febrero 18 de 1H!>2. 

Y vistes: loa seguidos por el señor Gregorio Kchünui»c, con- 
tra la sociedad Fernandez, Franco y C\ delosque. resulta: 

í ' Que el señor Echen ¡que demanda á esta sociedad por al- 
quileres atracados de dos lincas que le tiene dadas rm arriendo, 
y por deterioros causados en las mismas; ah-ga que formando 
parte deesa sociedad el señor Caeiro, como socio capitalista, Se 
le debe dar expresa participación en el juicio. 

Se sigue el mismo en rebeldía eontra los >eñorcs Fer- 
nandez? Franco, y el señóf Gaelfü alega, que á el no le tora 
participación alguna, por sor sólo socio comanditario ó iü¡ñtn- 
tisttt t dice. 

Recibida La causa á prueba, se produce la onfesionul de 
foja M, y la ocular de, foja .'JO. 

Considerando: f ' T Fn cuanto á las responsabilidades de la 
sociedad demandada por los alquileres devengados y por los 
deterioros causados, es evidente que dicha responsabilidad exis- 
te, probada que sea la deuda, pues aunque ella no baya sido la 
que contrató originariamente, ella ha sucedido á lo* primitivos 
arrendatarios en >us derechos y obligaciones, como su bloca- 
dores, artículo 1(H)I. Código Civil, que tienen responsabilidad 
en virtud de la ley . 

2" Dicha responsabilidad de la sociedad demandada, subsiste 
también por mis que transmitiera á Fernandez y O el acüvo y 
pasivo de la misma, pues por el artículo 15í)!>, Código Civil, el 
locatario no queda exonerado para con el focado?, por el hecho 
de la cus ion t no mediando pacto expreso. 
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ó a En cuanto á la existencia de los perjuicios por deterioros 
ocasionados, ellos quedaron comprobados en la inspección ocu- 
lar de foja 43, y ratificada posteriormente por la de foja 30, los 
que consisten en lo* puntos sometidos al dictamen pericial de 
foja 47, que fueron implícitamente reconocidos en la sentencia 
de fojaoi y siguientes; por cuya razón deben ser abonados por 
la sociedad según la estimación pericial de foja..., que se juzga 
equitativa. 

4" Que no i s ya procedente ni posible que los socios Fernan- 
dez y Franco repónganlo tsasa al estado en que la recibieron, 
dando así cumplimiento al contrato, pues ambos están declara- 
dos rebeldes y contumaces en estos autos y la finca alquilada 
ha sido aband-mad i, por lo qu«* súlu procede la condenación al 
pago de los perjuicios ocasionados, además de haberse vencido 
yaet término en que las lincas debieron ser entregadas. 

5" En cuanto á la deuda por alquileres, dicha sociedad debe, 
según se comprueba por las diligencias de foja.., 170 pesos de 
alquileres atrazados hasta Julio del t)0, por la casa, y ha& t a 
Agosto del mismo por el corralón. Desde esa fecha, hasta el 
presente, >úlo débelos alquileres A la misma taza anterior, por 
no ronstar <(c ítUiO$ haber sido contratada otra, y ni tampoco 
que baya sido interpelado el deudor, judicial ni extrajudicial- 
mente, al pago do suma mayor; quedando entonces la misma su- 
ma en mérito de una tácita reconducción. 

G° Respecto á las responsabilidades del señor Caeiro por las 
obligaciones de la sociedad, para decidir sobre ella, es menester 
tener en cuenta que dicho señor ('aeiro n» es socio comandita- 
rio como lo pretende, pues por el artículo 4" del contrato, tie- 
nen en esa sociedad facultades de administración tudas ios ao- 
rmv, por el que puede dictar las medidas que crea convenien- 
tes, y por el 10 del mismo contrato, gana utilidades iguales á 
los otros socios, y sin consideración alguna al capital que ba 
puesto; hechos que desnaturalizan su calidad de comandita- 
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rio y le convierten en socio capitalista (artículos 425 y 430, Có- 
digo de Comercio anterior ; artículos 438 y 337, Código vigen- 
te). Sobre todo, el señor Caeira no ha probado que haya llenado 
su capital, por lo que no puede creerse irresponsable, aun en el 
supuesto que fuera socio comanditario, prueba que habría 
sidonecesaria (artículo 42!>J. Kn múrit-- d- estas cuiisidt-ra- 
c iones el señor t.'aeiro está obligado, igualmente con lo> 
otros asociados, á las responsabilidades de la sociedad por las 
deudas de alquileres de la finca en que ella funcionaba y por 
los deterioros causados en la misma, Y omitiendo otras con- 
sideraciones, definitivamente juzgando, Fallo: condenando á la 
sociedad Fernandez, Franco y Ú* al pago de las sumas siguien- 
tes: Por alquileres hasta Julio y Agosto d^i 90, por la casa y cor- 
ralón, 170 pesos nacionales , Por alquileres desde esa fecha 
hasta el presente y a! misma precio del contrato, liquídese por 
la casa desde Julio 24, á 15 pesos al mes; y por el corralón 
desde ágosto 21, á ju pesos al mes. Por deterioros en la finca 
avaluados según dictamen pericial, que se acepta en t.idas sus 
partes, Jfí.r pesas nacionales, cuya suma total deberá ser abo- 
nada por la sociedad Jen el término de W días. Se declara 
igualmente que el señor Caeiro como socio capitalista es soli- 
dariamente responsable por las deudas de esta sociedad. Con 
costas. Hagasesaber con el original y si no fuere apelada, re- 
puestos loa sellos, archívele. 



(\ Moyana tiacitua. 
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Fallo de ln Nu|»rf' in Carie 

Hítenos Aire?, Agosto 24 úú 

Vistos y considerando: Que rt contrato de foja tres demues- 
tra plenamente la existencia de una sociedad de v ap i tal t- indus- 
tria, atenta sus cláusulas J lo dispuesto por el artículo cuatro- 
cientos treinta y cinco del Código de Comercio vigvnto en la 
épucade la celebración del mencionado contrato. 

Que la obligación de Caeiro en su calidad de socio ^pitalista, 
es solidaria y se extiende mas alta del capital aportado á la 
sociedad (artículo cuatrocientos treinta y ocho del citado Có- 
digo). 

Que aún admitiendo que la nueva sociedad Fernandez Her- 
manos hubiese tomado á su cargo el cumplimiento de las obli- 
gaciones contraídas por la sociedad Fernandez, Franco y C\ tal 
estipulación no puede oponerse á terceros, que no lo hubiesen 
expresamente aceptado* conviniendo en exonerar á los socios 
sus deudores o haciendo novación del contrato, según lo esta- 
blecen los principios generales y se desprende de los artículos 
cuatrocientos noventa y seis, Código de Comercio, é inciso ter- 
cero del artículo mil setecientos cuarenta y dos del Código 
Civil. 

Que el heclio alegado de haber el propietario recibido de 
Fernandez Hermanos, sumas de dinero en pago de alquileres, 
así como la circunstancia también expuesta de que el referido 
propietario tenía conocimiento de la ocupación de la casa por 
aquellos, no llenan las condiciones exigidas por los citados 
artículos de los Códigos de Comercio y Civil para liberar á 
Caeiro de la obligación que contrajo. 
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Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia de 
foja cuarenta y ocho, se confirma ésta con costas, en la parte ape- 
lada. Repuestos lo* sellos devuélvanse, llamándose la atención 
del Juez de Sección sobre la última parte de la vista del señor 
Procurador General de foja noventa y dos. 

INSUMIS PAZ.— LUIS V. VARELA.— 
ABEL BAZAS. — OCTAVIO Dt>GE.— 
1L'A>' E. TORRENT. 




< U SA CXMV 



lt. Ferntitoto .Usina ¡>or el Ihmco fricóla Comerciar M Itia ,te 
la Nata, contra B, Alfredo Laffont; sobre cobro ejecutivo de 
¡tesos. 

Sumario.— i» No puede admitirse la excepción de falta de 
personería, cuando ésta resulta de comprobantes auténticos á 
que se ha hecho referencia, y del respectivo instrumento que en 
seguida se ha producido. 

2" La fajta do transcripción del poder de la persona que hace 
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protestar «na letra de cambio á nombre de otro, no causa nuli- 
dad de la escritura do proteto* 



Vaso. — Li» indica el 



Fiillodrl Jurx IVdrral 

0-irn-ij(r<. Junio l:j de lHí»J 

Vistos y considerando: Que. según lo di-puesto en el artículo 
<r"(J del Código de Comercio, no son admisibles más excepciones 
contra laaccíon ejecutiva de las letras de cambio, que tas de fal- 
sedad, pago, compensación de crédito liquido y exigible, pres- 
cripción ó caducidad de la letra y espera ó quita concedida por 
el demandante. 

Que esas excepciones tienen por objeto enervar la acción eje- 
cutiva, sea extinguiéndola ú suspendiéndola m sus efectos. 

Que la excepción de caducidad de la letra que se aleja, fun- 
dada en la nulidad d'-l protesto, por no haberse insertado en la 
escritura respectiva el poder y procuración habilitante uVl protes- 
tante, no es procedente, en este caso, porque ul mero tenedor de 
una letra, puede y debe hacer respecto de * lia, las diligencias 
y protestas necesarias y exigir el depósito de su importe el día 
del vencimiento (artículo Wü8). 

Que, en este >eut¡do, el protesto de foja I no es nulo, porque 
puede valer, como hecho bajo el nombre individual del protes- 
tante, aunque no !o sea bajo el nombre del establecimiento, cu- 
ya representación invoca. 

Que tampoco es una excepción legitima, en la acepción jurí- 
dica del artículo (370. la falta de personería en el procurador 
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Alsina, para deducir la presente acción, porque ese defecto pue- 
de dar lugar, cuando más, á una excepción dilatoria, falta que 
se aa subsanada con la presentación del respectivo iustrumento, 
corriente á foja 20. 

Por estos fundamentos no hago lugar á las excepciones dedu- 
cidas y mando en consecuencia que csla ejecución siga adelante, 
con costas. Repóngase. 

K. A-i. f.uj mutua , 



t ullo de I» Mii|ii-em» Corle 

BuéñbjS Aires, Ag.^S ->H <!*■ \m\ 

\ istos y considerando: ijue la personería del apodurado del 
ejecutante, invocada de-do el prim -r momento, con referencia 
á comprobantes auténticos que registran autos judiciales en tra- 
mitación ante t i misino Juez, se halla justiiicada por la escritu- 
ra de foja veinte. 

Por t-sto y por sus fundamentos: se confirma con costas la 
sentencia apelada de foja treinta y dos, no hadéndose lugar i . 
recurso de nulidad interpuesto, por no haber mentó para ello; 
y devuélvanse, debiendo reponérselos sellos ante el Inferior. 

I1E\JAMI* PAZ. — LUS V. VAllE- 
LA. — ABEL BAZA>.— OCTA- 
VIO HO GE. — RAS E.TOR 
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C AUNA ICLV 



H. Mejitd Itcffu, contra / . Máximo t*m t por cumplimiento de 
contrato; $otm> c.rftihicion de titulo ¡tara mejor proow 



Sumario.— No esapclablc el auto por el cual ol Juez 
la exhibición dV títulos:, para mejor proveer. 



Cíimi. — Lo indica el 

Fallo del Jues Federal 

Bunio* Airrí, Junio 11 de IShí, 

i'ara mejor proveer, presente el actor los títulos de propie- 
dad del campo vendido al demandada, y vuelva. Repóngase la 
foja. 



Virgilio J/. Tedin, 
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RECURSO 

Señor Juez Federal: 

Valentín H, FeráBÜ, por I). Máximo Faz, ni el juicio seguido 
ron Miguel lioffa, sobre cumplimiento de un contrato de 
compra-venta, como mejor proceda digo: 

Que V. S. so ha servido ordenar que para mejor proveer pre- 
sente el vendedor los títulos de la propiedad rendida, cuja pro- 
videncia no me es posible consentir después di? contestada la 
demanda en los términos que lo lie hecho, no sólo porque ella 
contraría y desvirtúa una disposición expresa y terminante de 
la ley, sino porque mi exibicion será tardía para los efectos de 
poder indicar los vicios y deficiencias que han impedido á mi 
representado escriturar con semejantes títulos. 

VA artículo 10 déla ley sobre Procedimientos Nacionales es 
concluyente al estahiccer que todos los documentos justí locati- 
vos del derecho deducido, qu-i no se prest-iitcn conjuntamente con 
la demanda no podrán ser presentados después. 

Yo no desconozco d derochu del Juzgado para decretar las 
diligencias que crea necesarias á la ilustración de su juicio; 
pero si sostengo que no le es permitido valerse de ese medio 
para dejar sin efecto una pena impuesta por la ley, al litigante 
que no cumple los requisitos establecidos por ella. 

Kste mismo Juzgado en resolución conlirmada por la Suprema 
Corte, ha establecido en el pleito análogo que sigue I). Juan 
llossio contra mi representado, lia establecido que el hecho de no 
acompañar tales documentos no es defecto legal en el modo de 
proponer la demanda, porque el que incurre en esa falta queda 
sujeto álas consecuencias del artículo 10 que dejo recordado. 

Pero el efecto de esas consecuencias desaparecería si los J je- 
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ees pudieran subsanar los errores ú las faltas de las partes, pi- 
diendo con el carácter de para mejor proveer la exhibición de 
documentos á los que la ley les señala época determinada y pe- 
rentoria ó formalidades especiales, como el juramento, etc., 
después de pasada esa época. 

Por otra parte, mi contestación á la demanda, está precisa- 
monte basada eu la falta de exhibición délos títulos de propie- 
dad objetados y perderán toda su eficacia los argumentos alega- 
dos, una vez que el título se presenta, desde que V. S. no pue- 
de adivinar cuáles son los vicios y los defectos de ellos, ni á raí 
es favorable indicarlos, salvo el caso de que se me dé nuevo 
traslado, ly que importaría reabrir otra vez el juicio, con- 
trariando los principios más elementales del procedimiento, que 
prohiben ocuparse nuevamente de la demanda después de traba- 
do el pleito con la litis contestación. 

Por estas consideraciones, AV. S. pido se sirva dejar sin efec- 
to el auto dictado, reponiéndolo por contrario imperio ó conce- 
derme en caso omiso ó denegado, eJ recurso de apelación que 
subsidiariamente interpongo; 

Es justicia. 

A. \farthiez. Valentín t. Frmwl 



Negada la reposición y concedida la apelación se dictó el 



350 FALLOS DE LA SUPREMA COtlTE 



Fnlto de I» Suprfmn Corle 

Menas Airo», Agobio dfi de 189ÍÍ. 

Aistos: So siendo apelable el auto do foja cuarenta y siete, 
sededara mal concedido el recurso y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

KKNJAMIN PAZ. — LUÍS V. VARE- 
LA. — AtlEL BAZAS, --OCTA- 
VIO nUSGh.— JUAN E. TOH- 

uest. 



< AI SA n i vi 



¡ton Antonio ih> Uro contra ¡ion Tñfwi Cúrttenas, sobre daños 

tj perjuicio* 

Sumario. — Uebe ser recibido á prueba et hecho conducente ¡i 
declarar la improcedencia de la demanda, opuesta por el dentan- 
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«lado, y la falta de esa formalidad cansa la nulidad de la sen- 
tencia. 



Caso* — I»o indica el 



tallo ilH Jut'j- federal 



Jhunos \uvsi. Mar/o ¿9 de iW*í. ^_ 

Y vistos: Kütos autos seguidos por Don Antonio de Oro con- 
tra Don Trifon Cárd ñas, como sucesor de Don Eduardo de 
dalles, sobre indemnización de daños y perjuicios cansados por 
inejecución de un contrato de compra-venta; y considerando 
que: 

Habiéndose vencido el contrato do compra-venta de la casa 
tallé Montevideo núm. 125 anticuo, celebrado entre Oro y Galles 
y traspasado luego por eusiou á Cárdenas como comprador, y ha- 
biendo sido con llenad o éste ú papar los daños y perjuicios cau- 
sados en virtud do sentencia ejecutoriada, se presentó Oro mani- 
festando que la expresada casa había sido vendida en remate 
público por los martilieros señores .Adolfo Uullrkh y G% por 
órden del mismo Oro. 

Agrega que la diferencia entro el precio obtenido de 23,400 
pesos m n, dol cual debe deducirse el importe de los gastos de 
remate, ó sean G58 pe-os con TAI centavos, y la del convenido con 
Oaliesquc era 30,000 pes^s, son el importe de los daños y per- 
juicios causados y que debe resarcir Cárdenas con más el interés 
de los mismos á estilo le llanco. 

El demandado, por >u parto, iiie-a i-tar obleado á satisfacer 
dicha cantidad, pues sostiene serle- imputable al demandante la 
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demoraocasinnada en la escrituración, por haber apelado de re- 
soluciones de este Juzgad.» ni cuto tiempo el valor de la pro- 
piedad ha descendido, Mundo pnr lo tanto imputable al mismo 
señor Oro el hecl*^ de ijiiu el precio retenido en remate fuera hov 
inferior al convenido con íialles. 

IVro eü evidente |tté la obligación d satisfacer daños é inte- 
rese:- importa la de colocar al acreedor en la misma silitueun en 
<jue se ti tibiera encentrado si el contrato hubiera sido ejecutado 
por el deudor, y tratándose cu este caso de pagar una suma <!<■ 
diñen», c* evidente «aie la diferencia entre el precio obtenido por 
la propiedad en remate público y el ofrecido por « ¡altes consti- 
tuye la indemnización necesaria p ira que el acreedor se encuen- 
tre en la niMiu condición nju- si el contrato hubiera sido cum- 
plido porCilles ó ?u suee-oT. no Pernio botante á desvirtuar 
e>ta consideración el hecho alegado pnr ("árd-nas ric que la dis- 
uiimiciuncn el valor de la prdjtedad, delw atribuirse al tiempo 
empleado en la apelación deducida por Uro, pue< al apelar t st^ 
se limitó á ejercer uu de recito, el «nal no puede causarle da ñu 
alguno, M-gun expresamente lo ha declarado la i 'orle («&ie$, 
tomo 10. página 13), 

Que >i bien el demandante cobra, ad<más. el imperte de los 
intereses devengados durante ese tiempo, es evidente fjue estos 
no proceden , desde «1 momento qtij- habiéndole mantenido en 
posesión de la casa ha podido disfrutar del bien raíz enajenado, 
debiendo entenderse | ■ » r lo tanto, compensados el importe de 
esos intereses con '-1 uso ó goce de la propiedad vendida, hasta la 
feehade ta enajenación de la misma. 

Por estas consideraciones: se declara que l»on Antonio de Oro. 
ha probado su acción y en consecuencia se condena ti l»on TrJfofl 
Cárdenas sí pagarla cantidad representada por la diferencia mire 
el precio de venta del bob io de f.-ja 1 y - 1 4A v bí cuido en re- 
titále público, del cual se deducirá el importe del remate con 
más los inten ses de esta cantidad A es tilo lie Naneo desde la 



DE JUSTICIA NACIONAL 353 

fecba del remate, siendo á cargo del demandado tas costas del 
juicio. 

Notifique original. 

Awtrrs i "y arriza. 



BQOtlOs Aires, Agosto Stó d*- 1893. 

Victos: bs recursos de apelación y de nulidad deducidos por 
Don Trifon Cárdenas contra la sentencia defoja d^fieniu- di' /.. 

Considerando en cuanto al recurso do nulidad: 

Primero; i.Jue la parte de Cardonas funda este r-curso en qu 1 
el inferior uo ha recibido la causa á prueba, omitiendo así uua 
formalidad substancial del juicio. 

Segundo: <¿ue alegándose ñor el a' tor haber recibido los per- 
juicios expresados en ¡»u demanda de foja ciento cuarenta y ocho 
[*jt la falta de escrituración á su drbido tiempo de la linca ven- 
dida, la parte de Cárdenas hu negado la demanda, alegando á 
su ve*/- el hecho de que ningún perjuicio se le había seguido al 
vendedor, por cuanto la linea valía a la fecba en que debió es- 
enturarse el precio estipulado. 

Terrero; Que sobre este hecho conducente para declarar ó no 
la procedcnc.it de la demanda, no se ha recibido la causa i prue- 
ba como correspondía. 

Tur estas consideraciones se deja sin efecto la sentencia ape- 
lada, corriente á foja doscientos diez, y devuélvanse para que, 
de conformidad con el artículo doscientos treinta y siete de la 
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ley de Procedimientos sq reciba la causa 11 prueba y se resuelva 
con aTreglo & derecho. 

RKMAMI3 PAZ. — LL'fS V. V A HELA.— 
AilEL BAZAS, — OCTAVIO BU.NGB.— 
JLAS E, TORIIENT. 



* USA << IVIl 



Í7 litit-tnr Han Miguel J. Malaria, mitra t*<m Sebastian Triaca; 
subre interdicto de despajo. 



Sumario.— So procede y di- be ser rechazado el interdicto de 
despojo, cuando !a posesión alegada por el aeter, no es contes- 
tada por el demandado, y no se prueba acto alguno de pertur- 
bación verificado por éste. 



Caso.- Lo indica el 
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Fallo Ju<*z Fedentl 

Poraná, Ociubre 7 dé lKíti. 

Y vistos; en el interdicto le despojo, promovido por don Mar- 
ciano K. Torres. con poder dvl Doctor Miguel J. Malarín, 
contra Don Sebastian Triaca, de que resolta: 

Que el actor formula su demanda diciendo: que íil prolongar- 
se la calle Buenos Aires, al Norte, por orden de la Municipali- 
dad, el terreno en cuya posesión estaba el Doctor Malarín, fué 
dividido en Uos partes, una de las cuales quedó al Este de la 
e:ille, la que eoliada con ei terreno poseído por Triaca, median- 
te un alambrado que ante s cerraba el terreno del actor en su 
totalidad, conservándose aún los postes y alambre, 

i.Jue el día 10 de Julio, el Doctor Malar in había ido al ter- 
reno v HB encontró ron que esa fracción del Kste, había sido 
cercada por Triaca, quien había solicitado también del Presi- 
dente de la Municipalidad, que mandase sacar el antiguo alam- 
brado de Malarín que separaba las propiedades de ambos, á lo 
que aquel se negó; que este hecho, constit uía un despojo ñor 
elque demandaba á Triaca, para que restituya el inmueble á 
So mandante, con todos los accesorios y le indemnice las pér- 
d iJa^ (• intereses . 

Convocadas las partes á juicio verbal, Triaca contesta negan- 
do *er él el autor del cerco en que se basa la demanda de des- 
pojo; afirma que fué ejecutado por orden de la Municipalidad, 
para deslindar y establecer una calle, sobre la que .Malarín 
pretnidía ejercer dere-'hos que no tenía, ni podía tener, porque 
la vía pública es i ni prescriptible. 
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Que Maiarín al cerrarla ¡udabida mente había llevado el 
tránsito público A su terreno, causándole grave daiio. 

Que por lo demás, ahí estaba aún el antiguo alambrado del 
demandante, sin que él ni nadie lo haya tocado, y pide en con- 
secuencia, se rechaze la demanda con costas y se cito de eviccion 
á la Municipalidad. 

Sin hacerse lugar á la citación de eviccíon, se recibió la 
prueba ofrecida, 

Y considerando: Que la a<ciou de despojo es per>onnl , y sólo 
seda contra el despojante, sus herederos y cómplices, artículo 
2i!K). Código Civil, .siendo ú cargo del actor la prueba, no sólo 
del lucho qtw constituye el despojo sinó de que el d< mandado es 
s., autor ó cómplice. 

Que de ta pnu-ba rendida, no resulta jnstiiirada la re-pons.i- 
bilidad de Triaca ni el lucho ali gada, pura fundar la acción, á 
saber: la construcción del alambrado sobre ta línea que limita 
la calle Huenos Aires por el K>t*\ eou la fnx-c¡<,ii del terreno 
poseí lu por D-u-tor Malarín. 

En efecto, el Presidente de la Municipalidad informa á foja 
40, que Triaca le pidió lo pusiese en posesión de e-a fracción 
de terreno, ciuno integrante de su título, á lo que se negó: que 
posteriorin^-nt-' solícito que se alambrase el costado del Este de 
Lleulle nieiienuiadu y se manda-e levantar id alambrado que 
separa su ten "no del di l Unetor ital.irín, y tatnpneo aecrdió. 
dicténd'ite que, sí trataba de ahorrar gasto-, 01 le proporciona- 
ría los peone * municipales, pura que él hiciese alambrar la ca- 
lle. Xo consta, sin »'itibarg->, ni del informe, ni de otra prueba, 
que Triaca aceptase la oferta. El je IV de libras Públieas dice, 
¡t roj.j ff3. que cumpliendo órdenes del Préndenle, mandó que 
tos peones se pusiesen ¿disposición de Triaca, para alambrar 
la cali'-. I.eonardelli, empleado municipal, declara á foja 5U t que 
un día fué al lugar de los hechos, y allí Triaca le indicó el 
punto de donde debía arrancar el alambrado y también el mo- 
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jon que determinaba la linea de la callo sobre la barranca; pero 
esta circunstancia, aunque pudiera considerarse cóm^ acto de 
complicidad, no está legalmente probado, ¡porque <--\o Leonar- 
ilelli to afirma de ciencia propia, y el testimonio único es insufi- 
ciente (ley 32, título ti , partida 3*), 

El mismo declara que al día ó días siguientes, fueron los peo- 
nes municipales á ayudar á los de Triaba á hacer el alam- 
brado. uruYriáiidol-s antes de retirarse, que siguiesen las indi- 
caciones de éste en el trabajo. Los peones, fu ja* 6G y G8, decla- 
ran que invitaron á los quinteros, ó arrendatarios de Triaca, 
para hacer el cerco, sin que Triaca les dijese nada al respecto y 
que éstos se negaron, procediendo eiiiVíw-es elb>s solos á cons- 
truirlo con los materiales que ellos mismos tomaron de la 
quinta de Triaca y rasa <!<■ Hernasc-uni. do ¡ufe Triaca los tenía 
depositados, para alambrar en el Bnulevard ISelgrano. según él. 
Verdad es que los Baiberrey, Ezequícl y Doroteo, y también 
(¡iovanelli, declaran, foja..., que el arrendatario ó encargado de 
Triaca, les dijo que había entregado e>os materiales por orden 
de su patrón para el cerco de la calle Buenos Aires, y Giovanelli 
que igualmente les oyó que él los habia, entregado, y Lconardelli 
afirma que Triaca le prometió tenerlos listos allí, mas los tres 
primeros son testigos de oídas que no hacen fé (leyes 28 y 
título partida 3 a \ tu uchú menos ruando Hebilaoua, á 
cuyo testimonio se refieren, los contradice, agregando qte los 
materiales estaban allí antes de alambrarse el Boulevard 
IMgrano (fnja 51) y Leonardelli ya se ha dicho es testigo sin- 
gular. 

Que liquidada así la prueba, se ve claramente que la obra 
que motiva el interdicto fué ejecutada por los peones municipa- 
les, estraliinitando Jas órdenes del presidente y de su jefe inme- 
diato. 

Que Triaca, auuqne solicitó su construcción como obra muni- 
cipal, no quiso deliberadamente producir por sí ni por medio de 
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sus peones ningún acto que significase el ejercicio de Ja pose- 
sión en el terreno poseído par Malaria, ó perturbación de la 
" posesión de éste, pues no causan perturbación ni son actos ilí- 
citos que den origen á una acción judicial la solicitud á la mu- 
nicipalidad de que se le diera posesión de la fracción de terreno 
que quedó al Este déla calle de Buenos Aires y que no se le 
dió, ni la de que se levantase el alambrado que separa esta frac- 
ción del terreno poseído por Triaca; que tampoco se levantó; 
finalmente, la de que se alambrase la calle pública (artículos; 
1000 y 1067, Código diado). 

Por estas consideraciones, declaro que la parte demandante, 
no ha pr bado su acción contra Don Sebastian Triaca y en con- 
secuencia, de acuerdo con lo que dispono la ley primera, título 
14, partida H\ absuelvo á éste de la demanda , con costas. 

M. tfc Té Pinto. 



titilo de I» *ii|irenia l orlr 



Iludios Airfs. Afjii-io'áíi ik 1 iNSl. 

Vistos y considerando; Primero: Que la posesión que pretende 
el demandante sobre el terreno objeto de la cuestión, no es con- 
testada por el demandado, quien reconoce, por el contrario, que 
aquel la ha tenido y conserva. 

Segundo: Que el actor no lia probado, por otra parte, que el 
demandado hubiera ejecutado hechos de despojo, ni aun siquiera 
de perturbación, como lo exige el artículo dos mi) novecientos 
cuarenta y cuatro del Código Civil, para que la acción intentada 
pueda prosperar. 
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Por esto y sus fundamentos concordantes, Be confirma coa 
costas la sentencia apelada de foja sesenta y una. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ.— LUIS V. VA HE- 
LA. — ABEL IUZAN.— OCTAVIO 
BLNCE.— KAN E. TOB.UENT. 



t AI NA C « I-VI1I 



El club s&etai * Suri América», contra Don Mariano ¡ieasco- 
rhea, por violación tic domicilio ¡sol/re recurso ala Suprema 
Corte. 

Sumario. — No procede al recurso ante la Suprema Corte, 
contra sentencias de los Tribunales locales, si las cuestiones 
Tentiladas son regidas puramente por el derecho común. 



Caso. — Lo indica el siguiente 
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í AL LOS I^E LA SUPREMA COR FB 



KECURSO 

Buenos Aires Agosto 14 de iStKl. 

Suprema Corte: 

El Procurador Coronado, en representación del club social 
cSud América 3, en ta causa seguida contra el Comisario de 
Policía, Don Mariano Boascochea, por violación do domicilio y 
demás delitos acusados, ociuricndo á V, I\. en virtud de dene- 
gación del recurso legal que acuerda el artículo ±1 del Cúdigode 
Procedimientos en lo Criminal, digo: 

mará de lo Criminal de la Capital, be sostenidola imprescribtibi- 
Jidad del derecho depedir la pena correspondiente al delito, acor- 
dad a por la ley de fondo que legisla ese derecho, cuando la pres- 
crip^on del derecho no se opera dentro del tiempo y condicio- 
nes que expresamente ha señalado la ley. 

Habiendo la Exma. Cámara decidido en contra de la validez 
del as disposiciones de la ley de fondo, llamada á regir el naso, y 
denegádome el recurso legal que contra dicha decisión inter- 
puse en tiempo para ante V. K., me veo en la necesidad de ocu- 
rrir de hecho al Tribunal, rogándole que, previo examen del pro- 
veso fallado, se sirva declarar mal denegado el recurso legal, 
revocando la docisiou apelada por hallarse en contradicción con 
la ley de fondo puesta en cuestión. 

Sírvase V. K. así proveerlo. 



Juan Coronado. 
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Fallo de la Suprema Corle 



Hílenos Atros, Agosto 2fi dt- 1893. 

Vistos en el acuerdo: So hallándose el presente caso com- 
prendido en ninguno de los enunciado* por el inciso segundo, 
artículo veinte y dos del Código de Procedimientos en lo Crimi- 
nal y catorce de Ja ley sobre jurisdicción y competencia, según 
resulta de la propia exposición del recurrente, por cuanto en la 
causa se han ventilado cuestiones regladas puramente por el de- 
recho común ó las leyes de fondo. Por esto, y de conformidad 
líla última parte del articulo quince de la citada ley, se declara 
no haber lugar al recurso interpuesto, y archívese, 

ISESJAM1N HAZ.- LUIS V. VA HELA.— 
AREL «AZAN.— OCTAVIO BU3GE.— 
JUAN E. TOKKEST. 
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« A ISA (i LH 



Kl lianco Nacional en liquidación contra Iton Manuel i. Fem\ 
por sustitución de embargo; sotffl itlulm de propiedad 



Sumario. — El procesada puede pedir se sustituya el embar- 
go general dt* sus bienes con el particular, de los que ofn-ce, 
siendo bastantes, y presentando títulos que á juicio del Juzgado 
demuestran que son de su propiedad. 



Cus», — Lo i ndicu la siguiente 



PETtdOfi 

Scitor Juez Federal: 

Humillo Amadey, defensor de Don Manuel A. Ferré, en el 
juici» que le sigue por supuesta defraudación el Banco Nacio- 
nal, en los autos sobre embargo de bienes, á V. S. digo: 

Que la suma que se dice defraudada por mi defendido es de 
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pesos 104.000, valor de la letra que había extendido á favor del 
Naneo, de la cual se hizo cargo Don Juan R. de Lara. A foja 
5 vuelta de los autos de embargo, de conformidad con lo pedido 
por el querellante bajo el número 1 , Y. S. lijó en pesos 200.000 
la responsabilidad civil de mi defendido en esta causa. La Su- 
prema Corteen su fallo de loja 173, cuerpo 11, número 13 1, ha 
resuelto « que el embargo debe trabarse sólo por la suma nece- 
saria para integrar con el importe de las hipotecas, Jas canti- 
dades en que en cada caso el Juez estime la n-'sponsabilidad 
n-spectiva >. 

Habiéndose estimado, como he dicho, en 200.000 pesos la res- 
ponsabilidad del señor Ferré, v habiendo bienes hipotecados 
para garantir esa suma, que han sido estimados en pesos 
í 00.378,75 corresponde que se embarguen bienes de mi defen- 
dido sólo por el saldo de pesos 93.022 que resulta. Es de ley y 
de equidad que se embarguen los bienes que indica el procesado 
ó deudor, para evitarle los perjuicios que sin objeto se le cau- 
sarían si así no fuese, desde que los bienes que ofrezca basten 
para garantir su obligación. l*ara evitar siquiera en parte los 
perjuicios causados á mi defendido con el embargo que se ha 
hecho de todos sus bienes, vengo á pedir á V. S , se sirva mandar 
que el embargo recaiga sobre los siguientes bienes : l 1 * un 
campo en Libres con 95.000.000 varas cuadradas; 2 o un ter- 
reno en esta ciudad con i .18.251 varas cuadradas, cuyos títulos 
presentaré; 3* un terreno en Ltvalle con 715.755 varas cua- 
dradas; 1" otro en la estación «Derqui» con 1.196.000 varas 
cuadradas; 5" otro en Lomas con 1. 600.000 varas cuadradas; 
6 o otro en esta ciudad, en ta callo Mendoza entre Junin y Aya- 
cucho, Con 1680 varas cuadradas; 7 o otro en la calle Mendoza, 
esquina A y acudió, con 1300 varas cuadradas. Sírvase V. S. 
nombrar un tasador para que asigne el valor aproximado de esas 
propiedades, embargándose ellas en el órden en que van hasta 
la suma de pesos 93.022, que con el valor di* los bienes hipóte- 
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cados completa la soma de 200.000 pesos, fijada como responsa- 
bilidad del señor Ferré. 

Presentaré al tasador que V. S. nombre los títulos y cuanta 
sea necesario para que llene su cometido. Tratándose de una 
avaluación que no servirá" de base para ta venta ú adjudicación 
(le lo> bienes, bastará nombrar un tasador único, evitándose así 




Si los bienes no llenaren la referida cantidad 



Por tanto: Sírvase V. 8. proveer de conformidad. Es jus- 
ticia, etc, 

/í. ímatíey, 



I Hilo del Juez Federal 



Corricuh'S. Lluro á;> ,\c 

Nómbrase á los señores Juan P. Gaudulfo y Zacarías Sán- 
chez para que hagan la tasación que se solicita, do loa inmue- 
bles que se enumeran; debiendo aceptar el cargo en forma, 
ante el Secretario. El procesado pondrá á disposición de 
aquellos, á los efectos de su cometido, los títulos de dichas 
propiedades, 

tujambio. 



Objetados los títulos por el querellante, y contestadas sus 
observaciones, se dictó el 
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t allo del Juez Federal 

i:orririiiM. \uñ\ n <!•• inai. 

Vistos y considerado*: I" En cuanto al titul del campo 
ubicado en el departamento del Puso de los Libres, que no es 
necesaria la exhibición que pifie el represe ntante dellianco, señor 
Oviedo, desde luego que en el contrato de compra-venta cele- 
brado entre estos, existe esa misma declaración, hecha por el 
apoderado de Oviedo, según el mismo querellante lo anota; y 
siendo ésta la única observación que se hace respecto de ese tí- 
tulo, téngase por aceptado a los efectos solicitados, debiendo el 
procesado presentar á este Juzgado las letras hipotecarias ex- 
pedidas á favor del Gobierno* 

2* Que en cuanto al título del terreno ubicado en el Bañado, 
tampoco es atendible la observación hecha por el querellante, 
desde el momento que se sabe ton exactitud cuál es el área que 
corresponde al título, una vez deducida la extensión de 38.000 
,-aras cuadrada.-; vendidas al señor José Luis CaliraL debe put*s 
aceptarse ese título. 

3" Que por lo que se refiere al de la fracción de tierra en 
el departamento d.- Kmpedrado diben desecharse también las 
observaciones que á su respecto se hacen, fundadas en que 
la partición extra- judicial de la herencia por la que se adju- 
dicó á Abelardo Capara el terreno en cuestión, para pago de ho- 
norarios y costas del juicio sucesorio, debió hacerse en escritura 
pública artículo H8i, inciso 2% Código Civil) y la 2" en que 
importando esa adjudicación una verdadera venta, debió tam- 
bién bacerse en escritura pública, y no revistiendo ta forma 
instrumental exclusivamente exigida por la ley, es nula. Que 
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en cuanto á la primera observación, que si bien es cierto que la 
partición y adjudicación de la herencia fué extra-judicial, ella 
fué aprobada judieialme n te según se ved foja 8du los títulos, 
quedando así consignada en un rerdadero instrumento público, 
y crv cuanto á la adjudicación hecha ;í Capara, debe conside- 
rarse perfectamente válida en su forma, desde que ella tía sido 
aprobada por auto del Juez competente, debiendo equipararse 
psa adjudicación A la subasta pública para lo que la ley un 
e sigo escritura pública, 

4 o En cuanto al título de propiedad de un terreno situado en el 
departamento de Lomas, a cuyo respecto se hace la observación 
de que él pertenece a Don N icolás l erré, y no al procesado, es 
inexacta, porque como se ve en la hijuela presentada por éste, 
i ti el número ti . esa misma propiedad, con su misma exteu- 
siony linderos, le fué adjudicada á Manuel A, Ferré, deben, 
pues, aceptarse esos títulos. 



5" <¿ue en cuanto á los reparos que se hacen al título del 
terreno en la calle Mendoza entre las de Junin y Ayacuclin, ellas 
desaparecen en presenciada lo larga posesión en que ba estado 
el cansante del procesado, que unida ala de ésta hacen más de 
treinta anos, según resulta de los mismos títulos, lo que hace 
presumir la bondad de ellos, pues tendría á su favor l¡i pres- 
cripción treintenaria. 

6" Que por lo que se refiere al capítulo VII de las observa- 
ciones del querellante, consta que el procesado ha presentado el 
título número 7, que es al que se retiere la adjudicación 7 de la 
hijuela, pues los linderos y extensión son los mismos, por lo que 
también debe aceptarse, así cumo el anterior. Kn Consecuencia, 
presente el procesado lo; certificados deque no a. leudan im- 
puestos liscales ni municipales, como está ordenado, así como 
las letras hinotecarias que pesan sobre el título número 1. 
Y hecho se resolverá sobre lo principal, es decir, sobre si los 
bienes hipotecados y los ofrecidos a embargo son suliríoj.tes 
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á cubrir la cantidad de doscientos mil pesos en que se ha fijado 
l;i responsabilidad del procesado Manuel A. Ferré. 

Lujcmibio. 



VISTA DEL BESOfl PROCURADOR GENERAL 

Rueños Aires, Agosto lü di? 1893- 

Suprema l'ortr: 

No encuentro mérito legal que justifique el recurso instau- 
rado contra el auto testimoniado á foja 10. 

Ese auto haanalisado uno á uno los títulos de propiedad ex- 
hibidos, y demostrado la ineficacia de las observaciones hechas 
para impugnarlos. 

Por otra parte, la val id t z ó n til: dad, no puede ser materia del 
incidente actual, en que basta que el título sea personal y reves- 
tido de las turmas requeridas conm presunt ivas del dominio, para 
su aceptación á los efectos legales. 

En el ciuiQsuh-juttice, lo* títulos representan la propiedad del 
procesado; y en cuanto á su valor efectivo, con relación á los 
^iOU.000 pesos en que ha sido lijada la responsabilidad de aquel, 
es punto que aún no ha sido resuelto, ni puede por consiguiente 
influir en la decisión de este recurso. 

Por ello, y fundamento del auto de foja fO, judo íí V. E. su 
confirmación. 



Sabintano Kier. 
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rallo de la fuprtm* Corte 

Ruónos Aires. AgosLo 2l> de 1893. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto f pedido por él se- 
ñor Procurador General se confirma con costas, el auto que tes- 
timoniado corre á foja diez . Devuélvanse, debiendo reponerse 
los sellos ante el Inferior. 

(IENJAMI* PAZ, — LUIS V. VARELA.— 
ABEL DAZAN. — OCTAVIO Bl'SGE.— 
JL'AK E. TORBEOT. 



t USA H f.X 



¡K (¡ortjmuo (h Miguel rtmtra eí Banco Hipotecario riV la Pro- 
vincia de Buenos A ires, por cumplimiento de un contrato; so- 
bre excusación. 

Sit i/tur io. — No existiendo causa legal de reculación, el Juez 
Federal no puede excusarse de conocer en el juicio. 
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CíWü.— D. Felipe A. González, por D. (¡orgonio de Miguel, 
entabló demanda c-mtra el Banco Hipotecario de la provincia para 
que se le roudeuc á ese ri t urar un terreno comprado por su man- 
dante, v se le obligue á recibir el precio de renta en cédulas, 
cu pone ti y en dinero electivo. 

Acreditado el f uero, por ser ei actor vecino de esta Capital, se 
corrió traslado déla demanda. 

Contratada por el representante del Banco, se diú traslado al 
actor do los documentos acompañados, y evacuado éste se lla- 
mó autos. 

Iji e-te est idu se presentó el api dorado del líanco, exponien- 
do: (Jue de los anld-edentcs que obran en el establecimiento, el 
Juez es d«udor moroso por los intereses del capital de XjOÜ ve- 
dillas de la série G y 14000 Sé la serie N, en virtud de la cris- 
pía ludia en Junio de 1880 ante A escribano González déla 
propiedad constituida por et lote número II de la manzana 
WU!. sección t\ sobre el cual e-taban concedidos diebos prúsln- 
mis, aceptados por el Juez en el acto de la escritura y quedando 
;ih¡ subrogado en las obligaciones del deudor. 

(¿ue esta circunstancia es c;ui-:í de recusación, con arreglo á 
lo dispuesto en el inciso A\ artículo 43 de la ley de procedi- 
mientos. 

I'idíó en esta virtud que el Juez se diera por recusado, pres- 
tando para ello el juramento de ley: agregó que la prueba de la 
recusación se encuentra en la escritura pública ret crida. 
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Auto del Juez Friernt 



La Plata, Mayo Ifi ■!•> lSJtf. 

Pui a mejor proveer diríjase oficio al Presidente del llanto 
Hipotecario, para que informe si del expediente a* que se hace 
referencia, que es el caratulado Juan K. Gibelli, número 342. 
trauferencia á Mariano S. de Auiecoechea, número hipotecario 
5525 y número 3GN, La Plata, 18 de Octubre del8ÍW, resulta 
que el infranscrinto sea deudor moroso do dicho Banco, sin más 
trámite. 

Mañana S.de [unecveckea* 

YA representante deliíam o dedujo los recursos de reposición 
y apelación en subsidio contra este auto. 

Dijo: Que con arreglo al artículo 28 de la ley de proci'dimien» 
tos, deducida la recusación, el incidente debí- ser recibido á 
prueba; 

Que ha a ü nnado que el Juez es deudor del Knneo, que ha 
comprado propiedades hipotecadas cargando con el gravamen y 
compromiso de servirlo; que no lia servido la deuda y está atra- 
sado en Í i trimestres, y que ha tenido i ni eres directo en las sen- 
tencias que ha dictado contra el restablecimiento, deseando al 
deducir la recusación, que e*e hecho no se repita; 

Que con arreglo á ley, debe declararse impedido ó recibir á 
prueba el incidente y no dictar previdencias para mejor proveer 
pidiendo informe en un expediente del que puede resultarno ser 
deudor y serlo sin embargo; 
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Que durante el término de prueba justificar! pie n amenté s a 
alinnacion, si no optare por el medio más Hrcve de abandonar 
asuntos en que nunca lia debido entender. 



I «lio del Jmfz Frd**r»l 



La [Mata. Jitnío Ki fti- l«9c¡. 



Victos y considerando: i" Que al decretar el Juez que suscri- 
be el informe del Banco Hipotecario, no tuco en mira ?»i nú ave- 
riguar si había corrido alguna otra tramitación la transferencia 
solicitud a del crédito ó deuda drl íenuedor sfftorfi ibvlli después 
del decreto fecha lOde Huero de 1801, cuyo tenor es el siguien- 
te: «Enero 18 de 18ÍIL Acuérdase á I). Juan K. Gibelü la ve- 
nia para transferir al doctor Mariano 8. do Aurrecoechea los 
préstamos hipotecarios número 5525, serie <¡, y 1 1 .308 serie N 
siempre que el número 11.308 lo reduzca á 12.000 pesesypon- 

y % debiendo reponerse uun es- 

,hmé Toso. » 
2" Que mientras no haya cumplido 
( ¡.las por ese decretóla transferencia 
tuadoy para el Banco no hay otro deudor que «1 que antes tenía, 
ó sea O, Juaultibelli. 

3" Que por loa informes que el insfraoscripto ha tomado per- 
sonalmente del Hancu, resulta que el estado del negocio mencio- 
nado es el mismo en que se encontraba al dictarse el decreto 
referido y que pov lo tanto el infraiHerioto es para el líanco un 
tercero que no es deudor ni acreedor, 

A" Que no existo á su respecto la causal de reculación alegada, 
dadas las premisas establecidas culos precedentes consideran- 
dos, no ba lugar á la recusación deducida. 
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Y notando el Juzgado que en el escrito últimamente presen- 
tado en la causa seguida pot U. Martin Jncobé y otros contra 
el mismo Hunco, se sospecha de su imparcialidad, suponiendo 
móviles indignos, á p-sar de haber conlirmadu con eosta|Sita 
resoluciones su Superior, la- -uprema Corte do Justicia Nacional, 
en las causas que se lian seguido en el Jtizgmlo ¡í su car- 
go, en J«3 que ha sido parte el líaneo lliputec irin. nue '-i 
suposición gratuita consignada en términos pocos decorosos noi 
el Ahoyad ii v Procurador d- 1 flaneo, cuyos procederes uo le es 
permitid" apreciar al iusfrau>t*ript«i, puede dar logará que se le 
crea animado contra sus personas en los juicios pr-udi<-ui<-s, cnu 
perjuicio tli; los intereses del establecimiento á quien n-presi-ulan 
y en nombre de quien hablan, creencia que su delicadeza per- 
sonal le obliga á d>-$vaue»vr, excusase di- seguir eonoeientln en 
ellos, y pásese sin má> trámite esta causa al Con juez en tumo 
doctor don Kjui Lio larra tiza. 



t'Mllo Af I» ^ii|irniiH 1 «ríe 



lim óos Aires, Agosto Jít lKírt, 

Vistos; No basándose la excusación del Juez de Ja eausa en 
causal alguna de las qu*- conforme á derecho, puedan f un lar una 
rcouaaoton, puesto que el uu->mo Juez declara que t-lla no 
existr, se revoca el auto de foja cincuenta y m-ís <>u la parte 
apelada, declarándose que el Inferior debe continuar iutecví- 



DE JUSTICIA NACIONAL 373 

nii-nJo en la causa, según su estado. Kepuestos loa sellos, 
devuélvanse. 

llENJAMCi PAZ. — LUS V. VA- 
llKl.A. — AREL liA/.AN . — 0(> 
TA VIO DOCE.— J CAN E. TO- 
IlHEXT. 



€ Al fi l 4 < I \ I 



i:i fUiwo Sticiomí en h(}uiiiaciw t mílta />. ÜonUen ¡toarte, 
por Ctítim tte pesos; sobre inhibir ion 



$umario.^Kn las causan de menor cuantía, es tuapelable el 
auto <jue re-vae subre el pedido «le inhibición. 



Gmo.— En causa du 18(> pesos 30 centavos, el Banco Nacional 
pidió contra Duarte inhibición general, por no haber ofrecido 

■ 

bienes á embargo. 
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Fallo del Jim»* l>«ler«l 



Corrit-iik*, Aliril ■>:, d L . [w,l. 

Vistos; de conformidad á lo resuelto por ta Suprema Corte 
con fecha 21 de Hayo de 1891, declarando que la inhibición ge- 
neral, como medida preTentiva.no está autorizada por las ley es 
que rigen los procedimientos ante los tribunales federales, no se 
hace lugar á dicha medida solicitada en este caso por el apode- 
rado deílíanco Nacional en liquidación, contra su deudor D t Do* 
ruteo Duarte. 

Lujambio, 




Buenos Aires Agosto 39 de 18)3. 

Vistos y considerando: Que h inhibición se ha pedido como 
una incidencia del juicio principal , y debe por lo tanto ser regi- 
da por iguales reglas de procedimientos en Jo que se refiere á 
la competencia, 

Que la acción intentada y que sirve de base al juicio, tiene 
por objeto el cobro de una suma inferior á doscientos pesos, en 
cuyo caso la apelación no procede para ante esta Suprema Corte, 
conforme á lo dispuesto por el artículo cuarto de la ley sobre 
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Por estos fundamentos: se declara mal concedido el recurso y 
devuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante el Inferior. 



remaní:* paz.— luis v. vaue- 

I.A.— ABEL BAZAX.— OCTA- 
VIO BLKGE,— JUAN E» TO- 
ItltEM. 



Ifoña Ernestina flcutefuhr contra el ¡tanca Hipotecario de la 
provincial Hítenos Aires, por daños y perjuicios; sobre con- 
tinuación del juicio. 

Sumario.— son admisibles las diligencia* pedidas con ei 
objeto de continuar un juicio que s<j bulla definitivamente ter- 
minado. 



Caso.— Doña Ernestina Beutefntir pidió algunas diligencias 
ira justificar su personería, con el objeto de continuar el juicio 
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seguido por su finado esposo contra el Banco Hipotecario, por 
daños y perjuicios. 



f allo d>i J„ rit Fdrrai 



LJ Plafei, Abril 11 da 

tetando definitivamente terminado este espodiente, no ba 
lugar y vuelva el expediente al archivo. 



rallo «le la Suprema Corle 



Buenos Aires, Agosto í& de l£93. 

Vistos: Pursus fundamento*, se conlirma el auto apelado de 
foja ochenta y ocho. Devuélvanse, debiendo reponerse los sellos 
ante el Inferior. 



BENJAMS PAZ.— IXIS V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAS. —OCTAVIO 
BISGE. — JLA> E. TORREHT. 
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«usa <( i \ru 



finita lü'Hi'SÍniit ÜPnti'j Hhr t contra la Uauirtfmlitfüd de S(IU 
Jfflv (U> llores, ¡mr vibro de }n>sus: .Wjiv *oatinnat'ion del 
juicio. 

Sumario >■ — Debe rechazar ¡se el pedido de rmisíon de los 
auto;*, con el objeto de continuaré] juicio, atando estaba ter- 
minado, y el expediente, rehalla archivado. 



Caso,— Lo indica el 

Fallo «Icl «lucz Federal 

ta ríala. Abril 8 de lMíií. 

Por las razonas que motivaron el dot-reto de foja 2G5 vuelta, 
no ha lugar y devuélvase el testimonio acompañado, bajo cons- 
tancia, volviendo el expediente al archivo, 

.1 urrecoechea, 
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£1 decreto aludido dice así: 



Piala, Setiembre ¿O ik> 1889. 



Resultando di* la vista del expedienta que este se halla com- 
pletamente terminado j quy es faJso que se halla paralizado por 
haber sido capitalizado el partido de Flores, \ni 5 ya entóneos 
st? hallaba terminado y archivado. 

Contéstese al icñor Jaez que 110 se puede acceder á su soli- 
citud. 



El decreto anterior fué dictado en un oficio dtd Juez Federal 
de la Capital, pidiendo la remisión de los autos si fuera ciertu 
que se hallaban paralizados á causa de la fedcralizaeion del 
Municipio de Florea. 



Vistos: Por sus fundamentos, se confirma el auto apelado de 
foja doscientas sesenta y ocho. Devuélvanse, debiendo reponer- 
se los sellos ante el Inferior. 



AUtarracin. 




UEMAMIN PAZ.— LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL RAZAN.— OCTAVIO 
ÍÍL'NGE. — JUAN E, TORRENT. 
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Contra Don Cartón (jutrno, por defraudación ; sobre 
c.mtrrciavion bajo fianza. 



Sumario. — No procede la excarcelación pr visoria, cuando el 
delito acusado puede ser ortigado con pena mayor de dos años 
de prisión, 



Caso.— Lo indican las siguientes: 



rETicrosES 

El Doctor Manuel F. Escobar, defensor de don Carlos 
Quirno, en la causa que á éste se le sigue sobre supuesta defrau- 
dación, constituyendo domicilio en la calle San Jiartin número 
121 ,áV.S. digo: 

Que hace seis meses que mi defendido se encuentra sufriendo 
prisión preventiva, sin que de su parte haya hecho otra cosa que 
dar los pasos tendentes á imprimir la mayor actividad á esta 
causa. 



• 
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Estudiando el proceso, no dudo Y.S. hallará antecedentes su- 
ficientes para acceder á la petición que por el presente formulo, 
á fin de que bajo la lianza personal del señor Luía N. TSasai], de 
honr.raljtlidad y responsabilidad reconocidas, obtenga el sefiur 
Quiruo su libertad provisoria. 

Fuera de los antecedentes y constancias que invoco, media 
la circunstancia de que mi defendido está para arreglar do ma- 
nera satisfactoria para el Banco las responsabilidades que pu- 
dieran caberlo, existe en favor de íl, además, sus condiciones 
personales y posición social; todo lo que V.S, debe tener presen- 
te como que importa una garantía do que será satisfecha toda 
responsabilidad penal en el caso inesperado de que V. S, en de- 
finitiva declarara á mi defendido sujeto á castigo. 

Sírvase V. S. por Jo tanto proveer de acuerdo con lo solicita- 
do y mandando en consecuencia que apiut arta s«> estienda la 
fianza ofrecida, prívia aceptación del señor Basaíl, 

Es justicia. 

Otrosi digo: Que el representante del Banco Nacional pre- 
senta conmigo un escrito en prueba de conformidad con mi 
pedido. 

Es también justicia. 



Buenos Aires JuÜo 11 (fe 

Señor Juez Federal: 

Luis Grané, en representación del Banco N acional, en el juicio 
seguido contra don Carlos (¿uirno t por defraudación al Estable- 
cimiento que represento, á V. S. como mejor proceda digo: 

Que be recibido instrucción del Directorio del Banco Nacio- 
nal, para manifestará V. S. que no se opone á la excarcelación 
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bajo lianza que con fecha de hoy ha solicitado Don Car loa Qu ir- 
no, loque hago saber á V. a los fines consiguientes. 
Es justicia etc. 

Luis Grané. 



VISTA flELSfSoil iMtiHUUAlKlH FISCAL 

.S>í7im' Juez: 

Insultando de los esctítoa presentados y especulmeate del 
suscrito por el apoderado del Banco, que están á punto de 
terminarse arreglo* satisfactorios para el ttftógra de las su- 
mas indebida meóle retenidas por Quirno, pienso qm- están mo- 
díflü&dos los fceonOS $W lian tenido tontitos á !a negativa de 
escarcolaeion, y que \ . S, podría acceder ahora a lo solicitad^ 
bajo la lianza ofrenda. 



Fallo Ur I» *M|ire«in Vori* 

Unimos Ain^. Julio -'2 di* lw*3. 

No habiéndose modificado los hechos que sirvieron de funda- 
mento a) auto de foja t28, denegatorio de la excarcelación ante- 
riormente solicitada, se resuelve no hacer lugar ¡ti nuevo pedido 
de libertad provisoria del procesado, 

J, F. I nhume. 
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VISTA DEL SESoil PBOCUBADOn GEWERAL 

Riií-nos A i ros, Agosto 10 d.' 1mTj3, 

Suprema Corle: 

Deapues de la resolución de V. E. do foja 135, no se ba pro- 
(Incida hecho alguno quo modifique la naturaleza del hecho 
porcino se procesa á Don Carlos Qnirito, Siendo ta) fine, 4 ser 
probado, le correspondería pena mayor de dos anos de prisión, 
con sujeción ¡i lo prescrito en los Mticnloa 202 y 208 del Có- 
digo Tunal. Opino qm« no siéndole aplicable el artículo 37íi 
del í ndigo de Procedimientos en lo Criminal, la reKolueiou 
recurrida <le foja 1 i2 debe ser confirmada. 

Sabmiano kier. 

Fallo ü> Ir Nii|»rrmn t'orlf 

[Umnúa Aires, Agosto íftde Í88& 

Vistos; Iieliriéudose Jas razones aducidas por el defensor del 
procesado» noá ta naturaliza riel delito sinú á su existencia 
misma; por esto y de conformidad ¡i lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General y por -us fundamentos, se con tirina 
con costas el auto apelado de foja ciento cuarenta y dos. Devuél- 
vanse, 

HENJAM1N PAZ. — LUS V. VA HE- 
LA. — AHEL HA7.AN- — OI.TaYIO 
IILWfiE. — JCAB E. TOKHEKT. 
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Consulta sobre la lu¡uiduf:iim de la tutamen tnria de iiul- 
1 termo i'. Ihujhes, enetChuhut. 



Sumaria.— Debe aprobarse la liquidación testamentaria, 
cuando aparecen llegadas las formalidades esenciales. 



Cas».— Ld indica la 

VISTA UEL SESoK PKOCL'lUUOil CESEItAl. 

Ruanos Aires, Kobrerti Ifi de 

Suprema Corte: 

La testamentaría de < luilU-nno l\ iluglies ha h(1o liquidada 
por ante el Juez letrado del Territo Nacional del Chubut. 

Se han llenado las formalidades indispensables, haciéndose 
la declaración de herederos en forma, la aprobación de inven- 
tarios del único bim testamentario y su división y adjudica- 
ción ú los herederos ( fojas 33, ¿3 y M) . 
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La pobreza de esta testamentaría exige La supresión de todo 
trámite que no fuera esencial, y a*f se ha hedió, evitando 
gastos gravosos y renunciando los agentea que han intervenido 
en la liquidación, l,.s honorarios que hubieran podido corres- 
pondérles. 

Soy denpinion que Y, K. podría en cuns< cuencia, aprobar 
esta liquidación U-stamenlaria. pn'via ratificación jurada del 
Agente Fiscal, tasadores y contador artículos 170 y fifiO, Có- 
digo de Procedimientos). 

Stthrttmn» Kiér. 



Fulla de 1m Hii|irr»in Corle 

Rúcaos Aires, Agosto ¿!» de 188CJ. 

Vistos: Previas las ratificaciones solicitadas por ■ l señor Pro- 
curador General, y de aciu-rdo dm lo expuesto y pedido jiur 
este funcionario, téngase pnr aprnb.alu el auto consultado de 
foja cuarenta y cuatro. Devuélvanse, debiendo reponerse tus 
sellos ante el inferior, 

liL.NJAMIN PAZ. — LUS V. VAHE- 
LA. — Alifcl. IlAZAPt, — OCTAVIO 
líL'NGE. — HAS E. TOItltEST, 
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ft¡ i mienta tlf sentencia ; whre csrrttnrncion. 



Suntftnn. — lU legítima la autorización para escriturar, acor- 
ilaila en euinpliinii-nn» de un convenio. 



i tw>.— Kn cumplimiento tío un convenid judicial debidamen- 
te aprobado, los señores Devota hermanos y Zamora vendieron 
¡i don -Taroliii >|>;m¿< nilu r^' <>l salidero >l<-n.. minado Gualeguay- 
cliú. 

Los señores Devoto presentando el boleto do venta firmado 
por ellos y por Zamora, pidieron al Juez autorización para es- 
criturar la renta. 

Bíoouocido por Zamora el contenida y firma de dicho boleto 
se dictó el 
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I alio del Juez Federal 

Bueiioí Airo*, Julio 1<> de 18í+á. 

Kstando reconocida la firma del documento fie foja... y previo 
depósito de la suma expresada en ti precedente escrito, con cita- 
ción de Zamora, habilítase ú los señorea Devoto y C" para otor- 
gar la escritura del comprador. 

Virgilñ M, Tedin. 



Fnllo de la Suprema Corle 

Bueno? Aires. Agosto X» <!•■ 1893. 

Vistos y considerando Que la autorización concedida á De- 
voto Hermanos, tiene por objeto llevar á dubido efecto la ena- 
jenación convenida á favor de Spangemberp por el documento 
de foja doscientos cinco, 

Que Zamora no ha demostrado que esa autorización le traiga 
perjuicio, y lo que es más, ni siquiera ha expuesto motivo algu- 
no que pueda servir para fundar et agravio que le cause el auto 
recurrido. 

Por esto y sus fu ti dame titos, ?,e cunlirma con costas el auto 
apelado de foja doscientos, once vuelta. Repuesto* los sellos, 
devuélvanse. 

REMAUIN PAZ. — LUIS V. VA HE- 
LA, — AREL HAZAS. — OCTAVIO 
UL'SGE. — Jl'AN E. TOItHE^T. 
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ta Compañía dt> Turras de \itcra Zelandia y Uto la Plata, 
Limitada, contra íhm Consta ni 'i no (t. Ka/'/o y H' Laisu /.. de 
Haffa. por cabro ejrrutiro de. fié&tm; sobre justificación del 
fuent federa! y costas. 

Swuartn. — No hay mérito para condenaren costa;; en el inci- 
dente sobre justilinacton del fuero federa], por no estimarse snli- 
ci entes las declaraciones testimoniales respecto del carácter de 
sociedad anónima de la parte actora. 



fusil. — Lo indica 1 1 



FmIIo «leí Jufz IXfrriil 

ROínno, s.-ii.-iitlir.' 'i Je 

Visto: El llamamiento de foja 5li referente á la excepción de 
falta de jurisdicción de este Tribunal hüllfli tanto se justifique 
debidamente la distinta nacionalidad de las partes, con lo ale- 
gado por las partes en sus escritos respectivos y corrientes ú 
lejas 53 y 55; y considerando: 

t* *¿"e la excepción interpuesta es de nn cirácter prévio y es- 
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pecial que puede hacerse valer eu cualquier estado ú¿[ juicio. 

2 o Que siendo taxativa 6 improrrogable la jurisdicción nacio- 
nal, ésta debe ser acreditada ante lodo, como lo preceptúan los 
artículos f' y 2* de la ley sobre Procedimientos de 14 de Setiem- 
bre de 18l¡3. 

3- Que en t i caso sitb-jmlice, esa constatación no ha sido ve- 
rificada coalas formalidades requeridas en derecho y ú uue su 
refiérela última parle del ¡neis.. I" dul artículo \-2ft y artículo 
i?7 de la ley nacional invocada. 

4" Que esto así, ti primer otrosí del escrito de foja 27 y las 
dinam ias de fojas 27 y 29 vuelta, adolecen de los defectos le- 
gales que se acusan en el escrito de faja 53. 

5" Que mediante lo- Miitc-edcntes que se dejan consignados 
es deber del Juzgado, ¡i mérito de la observación hecha por la 
parte de los ejecutados, dar por ineficaces los testimonios produ- 
cidos respecto ¡il fuero federal. 

Por tanto: Declárause sin valor legal las aliruviciones de los 
testigos Bualamantey Cantillo, de fuja 2!), y seordenuá la Com- 
pañía dt Tierras di: Nueva Zelandia y Uio de la Plata, Limitada, 
acredite conforma á derecho, que el presente caso cae b.ijo la ju- 
risdicción nacional, sin especial condenación en costas. JIiiga>e 
saber y rcp¿ngan s e los sellos, 

ti. iisnttem y Xm-írín. 



vista mx *TSmi Htouiunon <;enkhu 

Buenos Aires. Junio 17 de VM, 

Suprema Cort?: 

El auto de fojaGO, en su parte fundamental, que s'.Io dispone 
se acredite por la compañía ejecutante que el presente caso cae 
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bajo la jurisdicción nacional no ha sitio apelado, y ha acedado 
consentido. 

TjO que motiva el recurso de f«>ja í¡2 es solamente la expresión 
de aquel auto de «sin especial condenación en costar j. 

Tal declaración, ni es dclhütiva. ni trae gravamen irrepara- 
ble, quedando subordinada ú la decisión final de la sentencia de 
trance y remote, con sujeción ¡í lo dispuesto ni el artículo 277 
de líi ley do Procedimientos Nacionales; y no es tampoco ape- 
lable con sujeción á lo prescrito cu el artículo ¡iOO de la misma, 
<|.ue prescribí 1 tsólo son apelables < n el juicio ejecutivo loa autos 
qu¿ se declaren tales en la presente ley j. 

Por ello pienso que V. K. debería nVeianir m;il * oncedido el 
recurso y devolver los autos al Juez u tftw, 

Sabiniano Kier. 



Fnllu ti' la Nii|ir«*iiii* lorlr 



DuíMiO- Aintí, Agosto 2*» «it< 

Vistos: No habiendo mérito para la condenación en costas, 
39 confirma el auto de foja setenta en la parte apelada, siendo 
las costas del recurso i cargo del apelante. Devuélvanse, de- 
biendo reponerse los sellos ante el Inferior. 



BENJAMIN PAZ.— tOta V. V ABEL A.' — - 
AlJEL DAZAS.— OCTAVIO ÍH'NGE.— - 
JUAN E. TOUDENT. 
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El Hunco Xacionat, contra bou Enrique Crien, por cobro 
ejecutivo tle pesas ; sobre cosías 



Sumario.— No procedí la condenación en costas, donde no 
hay costas devengadas por la parle vie la pide. 



Caso.— Don Manuel J. Molina, por el Banco Nacional, inició 
juicio ejecutivo por cobro de pesos contra el señor Trien, aute 
el Juez de Comercio de la Capital, Doctor Peyrct. 

Por un otrosí pidió inhibición general contra el deudor, en 
virtud de no conocerle bienes. 

Previa ratificación de los, testigos que manifestaban recono- 
cer la firma del deudor, elJucz de Comercio decretó la inhi- 
bición pedida, la que se anotó en el registro de esta Capital y 
en el de La Plata, 

Substan-iada una petición del Banco Hipotecario Nacional á 
lin de que se levante la inhibición al solo efecto de que aquel 
pueda escriturar una propiedad del señor Urien, el represen- 
tante del Banco Nacional solicitó que pasaran los autos al Juz- 
gado Federal á cargo del doctor Tedin. 

El Juzgado proveyó de conformidad. 

Don Federico C. Joñas, porDou Enrique Unen, se presen- 
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tó al Juzgado de Sección pidiendo: se declare nulo todo lo obra- 
do ante el Juez de Comercio, por haber sido incompetente, 
como lo ha reconocido el mismo Banco, se mande levantar la 
inhicion trabada, y se condene al Banco al pago de las costas 
causadas. 



rMIo del Juez Federal ' 

Buenos Aires, Abril 1 de 

l'or presentado en cuanto ha lugar por derecho y constituido 
domicilio legal; téngase por parte al peticionante á mérito del 
poder general acompañado, el que lo será devuelto dejando cons- 
tancia en autos, Siendo nulos por dereclio los procedimientos 
seguidos ante jurisdicción incompetente, sin necesidad de decla- 
ración judicial, y no habiendo esta parte devengado costas en su 
tramitación, uo lia lugar ú la condenación que se pide. 



El apoderado de Trien pidió se mandase levantar la inhibición 
, y se condenara al Banco cu las costas relativas al levantamiento 
de la inhibición. 

El Juez mandó levantar la inhibición y no hizo lugar á la 
condenación en costas. 



t allo «i v. Ib Suprema Corle 

Jlueno* Aires, Sdieiubre ¿ áv 1*93. 
Vistos: Por sus fundamentos se continua cjb costas los autos 
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de fojas veinte y seis y treinta en la parte apelada. Repuestos 
los sellos, devuélvanse, 

RENMJHS PAZ. — AREL HAZAS. 
— OCTAVIO BUKGE. — JUAN 
B. TQKHEST. 



causa mimxm 



ffl Banco \actonai, contra Pon Javier Twtlli; sobre acción 

ejecutiva. 



Sumario,— Eu las obligaciones comprendidas por la ley mí-* 
mero 2841, no queda mod i tienda la tripulación relativa á la 
división en cuotas de cada uno de los vencimitintos; por lo que, 
respecto de dichas cuotas, procede, al vencimiento, la acción eje- 
cutiva por el pago de loa respectivos intereses y amortizacio- 
nes. 



Caso.— Con fecha 29 de Mayo del corriente ano, Don Deside- 
rio D. Danu, por el Banco Nacional, se presentó al Juzgado 
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exponiendo: Que don Javier Tuotti adeuda á dicho Hanco la 
cantidad de 450 pesos moneda nacional, importe de una letra 
vencida en 15 do Febrero de, 1802, protestada en persona, por 
falta de pago, y acompañó la letra y el testimonio de la escritu- 
ra de protesto. 

Que el Banco por ahora no puede exigir sinó el servicio de 
intereses y una amortización dada, por loque practica la si- 
guiente liquidación de lo que adeuda Tuotti hasta el 15 de 
Abril de 1803: 

lntercres al „ hasta Octubre 15 de 1803 31.42 

f lastos de protesto 15.00 

Amortización 5" (p sobTe 450 pesos 22.50 

Total.. IÍH.92 

por cuya suma inicia juicio ejecutivo, de conformidad á los ar- 
tículos 42 y í fl de la ley de liquidación. 

(¿ue hasta el 15 de Abril de 1893 están vencidas dos amor- 
tizaciones trimestrales, que al 10 "j n anual arrojan la cantidad 
22,50 pesos que figura en la precedente liquidación y hasta cu- 
ya fechase calculan también los intereses devengados. / 

Que con arreglo al fallo de la Suprema Corte de fecha 23 de 
JVbrero del presente año, el Manco puede exigir el pago de los 
intereses devengados y amortizaciones vencidas, resolviendo 
asi la cuestión de si el ííanco puede cada tros meses exigirlos in- 
tereses y amortización con arreglo á la tasa de la ley. 

En mérito do lo expuesto deduce demanda ejecutiva por la 
suma de G8.92 pesos y pide que se dicte auto de sol vendo. 

For un otrosí, pidió se intimara al deudor garanta, la deuda, 
bajo apercibimiento de trabarse embargo preventivo en los bie- 
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i «lío del Jiir? Federal 

Corritnli's Mayo 3o <U- \m.i. 

Habiendo l-1 Juzgado resuelto en otros asuntos del mismo 
Uanco, que los plazos consignados en el artículo 42 de la ley so- 
hreliquidacíondel Banco Nacional, no vencen ainó al fin de 
cada año y que no cs susceptible por tanto de divisiou en tri- 
mestres ni bu semestres, y comprendiendo la demanda instaura- 
da el cobro de intereses y amortizaciones hasta el 15 de Abril 
último» que pertenece al segundo año que aún no i^tá vnneido, 
no ba lugar ú la ejecución que se inicia, y eouste <|ue el Juzgado 
no tiene conocimiento formal del fallo de la Suprema Corte que 
se invoca. Al otrosí, pida por separado y en forma, y se provee- 
rá. Agregúese copia del poder que menciona para constancia 
cu estos autos. 

Lujmnhh. 



rnllo de I» Suprema Voriv 

filíenos Aires Srtjeuibn; i Áv 1WH. 

Vistos y considerando: (¿ue la ley número dos mil ocbocien- 
cuarenta y uno no puede entenderse en el sentido de alterarlas 
obligaciones anteriores, sino en cuanto ban sido expresamoutv 
modiíicadas por ella, lo que no sucede con relación á la división 
en cuotas de cada uno de los vencimientos en que debe ser pa- 
gada la deuda, a cuyo respecto quedan subsistentes las estipula- 
ciones de los respectivos contratos. 



9 
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Poi esto t se revoca el auta apelado de foja seis, y declarándose 
que procede la acción ejecutiva intentada, vuelvan alJuez a */uo 
para que dé a la causa el trámite que corresponda, debiendo re- 
ponerse ante él los seílos. 



ILKNMMlN PAZ. — AIlEL DAZAS. 
— OCTAVIO MJSÜE. — JUAN 
E. TURRENT. 



( AUNA MEM* 




contra h Mumcipalidiul 



iva. 



Sumariu. — Los cupones vencidos del « Kniprústito Macadam», 
adeudados por la Municipalidad del líosario, son títulos que 
traen aparejada ejecución. 



Coso.— Habiéndole acreditado el luero por ser extranjeros 
los demandantes, Don Carlos Castilla, con poder de Hambro y 
Son, banqueros, se presentó al Juzgado exponiendo: Que sus re- 
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presentados, tenedores de los bonos del empréstito exterior de 
un millón y medio de pesos oro emitido poT la Municipalidad del 
Rosario, con arreglo al contratado II de Mayo do 1889, cono- 
cido con el nombre de tEmpréstito de Macadam», son poseedo- 
res de dos series íntegras de cupones vencidos en 1" de Noviem- 
bre de 1891 y en I» de Mayo de 1892. 

Que ambas sérius suman la cantidad de 5952 cupones, que al 
valor detrcslibrns esterlinas cada uno, bacon el total de í 7850 
libras, según resulta de un recibo que acompaña, otorgado por 
el Banco de Londres y llio de la Plata, cantidad que al tipo le- 
gal de 5 pesos 4 centavos oro, arroja la suma de 89994 pesos 24 
centavos oro sellado, por cuya cantidad entabla demanda ejecu- 
tiva, pues dichos cupones son documentos públicos de obliga- 
ción, otorgados con arreglo ú las leyes, ordenanzas y contratos 
dt? la Municipalidad deudora. 

Que dada la dificultad de acompañar los 5952 cupones, ha 
preferido depositarlos en un Hanco, donde pueden ser revisados 
ampliamente, pudiend o también el Juzgado ordenar su exhibi- 
ción ad effvctum vidvndi. 

Que las autoridades municipales tienen conocimiento deestas 
gestione?, como resulta de los documentos que acompaña, ha- 
biéndose Tisto en la necesidad de ocurrir i los tribunales en 
mérito de haber fracasado los arreglos privados. 

Terminó pidiendo con arreglo al artículo 252 déla ley de 
procedimientos, se dictara auto desolvendo por la cantidad do 
80994 pesos 21 centavo;?, oro sellado, sus intereses y costas. 

Falla del Jurz Federal 

Rosario. Mayo 23 oV lwtJ. 

No siendo los documentos acompañados y con los que se enta- 
bla esta demanda, de los que se determinan por el artículo 249 
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del Código de Procedimientos nacionales, no revistiendo por lo 
tanto fuerza ejecutiva, no ha lugar á la ejecución. 

Safra. 



Fallo de la Miprenm Corlr 

Buenos Ain*s, Setiembre 2d«- lWfií. 

Vistor y considerando: Que los documentos ron que liain** 
truido la acción. e*tán comprendidos entre los instrumentes pú- 
blicos (artículo setecientos cuarenta y nueve del Código Civil). 

Que, en consecuencia, traen aparejada ejecución con arreglo 
a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo doscientos cua- 
renta y nueve de la ley de procedimientos. 

Que asilo tiene establecido la jurisprudencia de esta Supre- 
ma Corte en casos análogos (tomo treinta y siete (1), página 
veinte y dos de los fallos). 

l'or estos fundamentos : se revoca el auto apelado de foja trein- 
ta vuelta, y devuélvanle al Juez a qtto para que deja la causa el 
trámite que corresponda. Repóngase el papel. 

UESJASHM'AZ. — LLIS V. VA LE HA . 
— ABEL BAZAS. — OCTAVIO 
BUKGK. — JITAK E. TOBREM. 

<1) Tomo sítíp a*. 
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CAI 'NA << rxxi 



ihfjelio ilenm>lo y í_*\ nudra ¡hn Junn Jones. f¡<u* recusación; 

sobre recurso de hecho. 



Siunurnt.^ Es improcedente el recurso de hecho que notíenu 
por base la denegación de la apelación por el inferior. 



■ «tila de In Üiipram» Corte 

K.ipuoí Aires Selí*ml>rc 2 dé l«9:i. 

Vistos en el acuerdo y considerando: Que el auto en qiu; nn se 
hizo lugar :í la recusacinn del Juez a tfito, no ha sido recurrido 
ante éste, según resulta de los autos enriados por vía áe in- 
forme. 

Que el recurso directo ante esta Suprpina Corte debe tener 
por base la denegación de la apelación por el inferior (artículo 
doscientos treinta r cuatro, Código de Procedimientos de los 
tribunales de la Capital.) 

Por esto : se declara improcedente el recurso traído; y repues- 
tos los sellos devuélvanse al Juzgado de su procedencia para su 
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agregación á los autos, y remítase el expediente venido como in- 
forme. 



til Doctor Dttíi f*edm fritados, contra el Doctor Don Miguel 
Jmrez Cetman.pur cobro de pesos: Whví apelación úeneijada 



Sumario. — í" Kl consentimiento prestado al auto citando 4 
un testigo, no inhabilita para apelar del auto en que se de- 
clara la obligación de dicho testigo á prestar declaración. 

2" Los hechos personales pasados entre el abogado y la con- 
traparte, no pertenecen al secreto profesional que exime al abo- 
gado de prestar declaración á requisición de ésta. 



IIHSMMIN PAZ. 



LUIS V. VAHEI.A . 



—AREL RAZAN — OCTAVIO IJL'N- 



CE.— JUAN E. TORREBTj 



CAUSA iíIAXH 




Cam. — Kl l>octor Palacios entabló demanda contra o! doctor 
Juárez ^elman, por cobro de La cantidad de 161,803 peso soro 
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sellado; y entre los recaudos de su demanda presento cartas 
del Doctor Juárez en que le decía que debía entenderse con el 
Doctor Don Salustiano J. Zavalía, á quien había encargado de 
todo lo referente al asunto de que se trata. 

Contestada la demanda, se recibió la causa si prueba para que 
se justificaran tas condu/iunes del contrato de sociedad que se 
decía celebrado entro demandante y demandado, y los demás 
hechos alegados y no consentidos. 

Produciendo su pru ba, la parte del Doctor Palacios presen- 
tó como testigo al Doctor Za valía, para que fuera eliminado al 
tenor de un interrogatorio que presentaría en el acto di- la de- 
claración. 

MI Juez proveyó de conformidad y sumió día pura la declara- 
ción, siendo notificado el Doctor Zavalia. El día señalado no 
compareció este señor, ven consecuencia, ;í pedido del deman- 
dante se señaló nuevo 'lía. siendo también notificado el testigo. 

Llegado el día, la parte del Doctor I 'alacio* presentó un in- 
terrogatorio que contiene Jas siguientes preguntas dirigidas al 
Doctor ¡íavalía: 

I a Diga el Doctor Don Sahi^Uano J. Xa valía e¿ cierto que 
el declaran te escribió al Doctor Pedro Palacios las dos cartas 
que tungo presentadas baje los números y 10, como asimismo 
la que hoy presunto fecha Iti de Febrero de 1891 . 

± Diga .1 mismo sí es cierto que <-i Doctor Palacios envió al 
declarante las que en copia présenla, fecha 31 de Diciembre de 
181)0, Knero 7 de 1891 , Enero 20 de 1801 y Enero 18 de 1802, 

Presente en el Juzgado, el Doctor Za valía se negó ú prestar 
declaración por los motiva de qur iu-truye la siguiente dili- 
gencia. 

En 2M de Knero compareció un testigo á efecto de prestar de- 
claración en esta causa y antes de prestar juramento el testigo, 
que lo era el Doctor Salustiano J. Zavalia, dijo que no estaba 
dispuesto á prestar declaración en esta causa, porque los hecho» 
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que conocía los sabía bajo el secreto profesional. El Doctor 
Palacios pidió que se luyeran las preguntas concernientes al tes- 
tigo, y dada lectura de ellas, éste expuso: que insistía en su 
manifestación anterior. 

El Doctor Palacio* pidió se hiciera constar: Que además de 
que las prego nías se rrf trían á hechos personales del testigo, 
había jurisprudencia esf ¡ibleriendo que el abogado podía ser 
obligado á declarar en causa J@su cliente, habiéndose así proce- 
dido Con él en un asunto cuque fué consultado, aunque no pa- 
trocinó cu el expediente; 

(¿lie el Doctor Zavalía no había tenido ocasión de ejercer sus 
funciones profesionales. ?inó que h;ibía intervenido como un 
amigo y representante del Doctor Juárez en quien éste delega- 
ba tudas sus facultades, cumo eonsta de la earta en que el Doc- 
tor Juárez comunicó al Doctor Palacios la aceptación del Doc- 
tor Zavalía en tal caráeter; que el juicio en que han intervenido 
abogados es muy posterior á las conferencias y á los actos rea- 
lizados por el Doctor Zavalía, á los que se reliero en las ¡>regun- 
ta<. 

Kl Doctor Zavalia observ-'i; duelas preguntas mi -,0 referían 
¡í aetos personales sinó ¡i actos ejecutados co-jio abogado del 
Doctor Juárez; 

Que las funciones del abogado no se limitan á presentar es- 
erítosante los jueces, sinó que coiupreuden también y muy prin- 
cipalmente, ei consejo y la discusión en privado de los asuntos. 

Con lii que el Juzgado diú por terminado a! acto para pro- 
veer en oportunidad lo que corresponda, íirmando con los com- 
parecientes, previa lectura, de la que se ratificaron ante mí, de 
que doy tt t — Tr<(in t —Sati(stiano.J. /avaHa.—Mm Palacios* 
— K Cttstifcawi's,— /. fono.— Anteiní: Juan (\ M mambí. 



t. ni. 
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mito del Juez Federal 

Buenos Aires, Abril 9<i ib- lfttf. 

Autos y vistos: y considerando: Que el Doctor Z a valía al ser 
llamado á declarar manifestó: 

«Que no estaba dispuesto á prestar declaración en esia can- 
sil, porque los hechos que conocía los sabía bajo el secretu pro- 
fesional.» 

Que las preguntas del interrogatorio de foja 233, relativas al 
testigo Doctor Zavalía, i-e limitan á requerir su testimonio so- 
bre si escribió al Doctor Palacios determinadas cartas y sobre 
si recibió de él otras; hechos que no pueden reputarse de aque- 
llos que el secreto profesional impide revelar, ó que en todo G&* 
so habrían dejado de estar comprendidos en esa categoría por 
acción propia y deliberada del mismo testigo que se niega á de- 
poner. 

Por esto, se declara que el Doctor Xavalía está obligado á res- 
ponder á las preguntas del interrogatorio de fuja $33 que le 
conüerneu. Kepi<ugase la foja, 

Jf. Whfihumc. 

La parte del Doctor Juárez apeló y el Juez Federal le negó 
la apelación por estar consentido el auto por el cual se citó ;tl 
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Jlui'tios Aire;. Junio t! uV ItVi.l. 

Visto- en el ámenlo: Habiéndose producido el incidente so- 
bre que versa el auto apelado de foja doscientos citicueuta y 
nueve, ctm motivo de la oposición del testigo Doctur Zavalía á 
prestar la declaración que se lo requería, y no pudiendo decirse 
por lo mismo que el consentimiento prestado por el recurren!., 
¡il ¡mto de foja doscientos sciá vuelta, de fecha anterior, le inha- 
bilita pura reclamur de la resoluriiui dictada con motivo de di- 
cha oposición. 

Pnr elK se declara mal denegado el recurso de apelación in- 
terpuesto, comidiéndose ésto en relación. V estando los autos 
ante i-sta Suprema forte pasm al IMatur, y repuntase el pape!, 

BENJAMIN RAJE*' — 'ABEL RAZAN.— 
OCTAVIO BUNGE,— JCAN K 
TORRKNT. 



twll» df la Mii|irrmn t'orir 

Rm'na» Aires. Setiembres de 1893. 

Vistos y Considerando: Que las preguntas dirigidas al Doc tor 
Zavalía en el interrogatorio de foja doscientos treinta y tros 
con la rectilicacion contenida en el escrito de foja ciento seten- 
ta y nueve, no afectan al secreto profesional, pues que se refie- 
ren á hechos personales pasados entre el citado Doctor Zava* 
lía y el Doctor Palacios, que no estaban destinados á reservar- 
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se por el primero al segundo, encujo caso no caen bajo al im- 
perio de la lev novena, título sexto, partida tercera, y princi- 
pios que regla» la materia. 

Por ésto, y sus fundamentos i encordantes, se conürma con 
costas el auto apando de foja doácientus cincuenta y nueve; y 
repuestos los m-IIos, devuúlvunse. 

IS^JAMISPAZ.— ARK1. II AZI N. 
OCTAVIO JILXiE, — JUAJi E. 
TOllll^T. 



t -U HA 4« I.XVIll 



ÍM Empresa *kl Ferrocarril i/e Sun t'risUtbaL nmtra IK Hftt- 
ílermo Carranza: sobre c^vpropiacion 



Sumario.— Efi las i-apropiaciones debe continuarse la fijación 
de precio é indemnización que, s»-gun el niúriu de lu aulos, ae 
considera equitativa. 



Caso. — Lo indica el 
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Tullo del Wmm trrfrrni 

Tucuman, Noviembre. 8 dé 1893 

\ istos estos ¡tutos i n ¡ciados por el representante, de la compa- 
ñía Francesa délos Ferrocarriles Argentinos, solicitando laex- 
propiaciou Je una área de terreno de propiedad de 1>. Guillermo 
Carranca, necesaria para la colocación de la vía Tur rea de La men- 
cionada compañía; oídas las partes en juicio vur^il, en el que no 
habiendo podido llegar ú un avenimiento, se procedió a nom- 
brar los peritos, de acuerdo con el ¡ir líenlo 6 de la ley de 13 de 
Setiembre de 18G(i; ron lo informado por escrito por dichos 
peritos, quienes se han pronunciado en disidencia; determi- 
nando .■] mimbrado por la parte de Carranza, la suma de diez 
mil quinientos ochenta y cinco pesos con cuarenta y seis centa- 
vos, distribuida en la Turma siguiente: 

Por 3505 metros 9 decímetros cuadrados de terreno ú razón 
de t peso 40 centavos el mitro, 5031 pesos 4U centavos* 

Tur daños y perjuicios, como consecuencia de ¡a expropiación 
sumando lus precios aplicados ¡i cada una de las dos porciones 
en que el perito los divide, 530 i pesos; 

Por doce surcos de cana-azúcar, incluyendo ]¡[ T aiz de la 
mi>ma, HiH pesos; 

Por destrucción de alfalfa inclusive la raí/, Ü5 pe»os. 

Y D. Gustavo Walhbergj nombrado pi>r la compañía expro- 
piante, la de 2494 pe-.os con 64 centavos, descompuesta dicha 
sama como sigue: 

Por 3505 metros con ÍK) decímetros cuadrados de terreno á 
razón de 40 centavos el metro, 1437 pesos con 50 centavos; 

Por destrucción de la caria-azúcar en pie y pérdida déla raíz, 
193 pesos 00 centavos; 
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Por destrucción de la alfalfa existente en el terreno expropia- 
do ( 00 pesos; 

Por daños y perjuicios ocasionados por el fraccionamiento, 
803 pesos 12 centavos. 

Y considerando: Que. en la disidencia do los peritos nombra- 
dos por las partes, corresponde al Tribunal designar cuál sea el 
valor total de la expropiación, <$e acuerdo con el mérito de los 
antecedentes que constan de autos. 

Que en el juicio seguido entre la compañía expropiante y I). 
Lucas Yiaña, también sobre expropiación de una área de terr>-- 
no, con destino ó la vía de que ¡se trata, cuyo expediente se 
encuentra á la vista, se ha lijada ai metro cuadrado de terreno, 
75 centavos, precio que, a^nadn'por el Juzgado, fué confir- 
mado por la Suprema forte. 

Que consta de autos que el terreno del expropiante Carran- 
za está contiguo al de Vi aña y que es de su misma naturaleza y 
calidad, estando eso si, una cuadra más distante de la pla/a 
Independencia, queelde Vjatia. 

Que, en condiciones iguales, los dos terrenos, el de Vjaña y el 
del expropiado señor Carranza, ellos u<> pueden diferir, ;i los 
efectos de la expropiación y pago de su valor, sinó en cuanto á 
que el terreno de este último su encueuira una cuadra más 
afuera del centro de la población, dado que aquí en Tucumun 
los terrenos suburbanos se estiman según se acercan ó se ale- 
jan de dicho centro. 

Que por la circunstancia expresada en el anterior conside- 
rando, es indudable que el terreno de Carranza v>le menos que 
cldcViaña, diferencia q'r la estima el suscrito en lü centavos 
el metro cuadrado, consultando la equidad y la justicia; con lo 
que queda lijado en 05 centavos el precio á lijarse £ Carranza 
por el metro cuadrado de terreno que le toma la vía férrea. 

Que del mismo expediente traído ttd rf/er.titm i'itli'tidi¡ consta 
que á Vjaña se le han avaluado cu 2000 pesos Jos daños y per- 
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juicios provenientes del fraccionamiento dé su terreno; y en- 
contrándose el caso fie Carranza, de que se trata, en idénticas 
condiciones al de Vi aña, no sólo en el modo y forma del fraccio- 
namiento, siuó también en la « xtension de terreno (4110 la ex- 
propiación le toma, no puede ser dudoso que los daños y perjui- 
cios en el caso que se juzga, deben estimarse sin perder d*' 
vivU aquella base; que es principio ile justicia que en caso* 
iguales las resoluciones deben también ser iguales. 

Que, no obstante, habiéndose est ableeido diferencia en el 
valor «le los terrenos, considerando al de Carranza inferior nt 
de Yiaua es justo Hacer una rebaja proporcional en la suma á 
paparse al primero, en razón de e-a diferencia; y considerando 
■ ■1 suscrito equitativo la rebaja de ÍÍOO pesos, quedan así los 
daños y perjuicios por fraccionamiento en el caso que se juz- 
ga lijados en la cantidad de 1700 pesos. 

Que, en cuanto al aumento de la cantidad que la Kmpresa de- 
bu abonar por destrucción de la caña en pié é inutilización de 
su raíz, así como por la alfalfa, las avaluaciones de los peritos, 
difieren en muy poco, estimando el suscrito equitativo la suma 
di' 253 pesos con 99 centavos, en que estima dichos valores el 
perito D. iíustavo Wahlbi-rsj. 

l'nr estos fundamentos, se declara: que el valor del terreno 
t unado por la Compañía expropiante, es el 411c resulte tener i 
razón de ljr> centavos el metro cuadrado; que los daños y per- 
juicios por fraccionamiento, quedan compensados con la suma 
de 1700 pesos, y con la de 253 pesos con 1)0 centavos la destruc- 
ción de las sementeras. Kn su consecuencia, ampliada que sea 
la consignación de foja,. . , extiéndase en oportunidad la corres- 
pondiente escritura de venta á favor de la Compañía expropian- 
te, con declaración de que Las costas causadas, y á las cuales se 
ivliere la ley de la materia, son á cargo de ésta, con más los 
intereses, á estilo de Banco, de la diferencia entre !a cantidad 
mandada pagar y la consignada, desde el día de la ocupación 
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del terreno por la Compañía. Hágate saber con el original y 
repónganse los sello», 

ih'ífm UlitHl. 



I «lio tlr 1h Kiiprrnin C orle 

Buenos .\in-s. Setiembre .">ii.- 1893. 

A ¡si os: atento el mérito que arrojan los auto¡¡ y consideran- 
do equitativo el precio asignado al terreno y la indemnización 
lijada en la sentencia apelada de foja cincuenta y rimo vuelta, 
se coniinna ésta eo:> costas. Kepue-itos los sello*, devuél- 
vanse. 

I1F.MAM1> l'AZ.— I.I IS V. VA- 
RELA.— AllEL KAZAN. — OC 
TA VIO II >(¡K. 
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4 Al Si 4 'f XXXIV 



f.a Eniprfsn (í?t Ferncaml ti?. Sun Cristóbal nwtnt ihm 
Abinfmm \fedfnn, por expropiación: sota? nruiinitwimt ¡t? 
atltOH tj m idenacion en aislas. 

Suumrio. — Í Estando roitivlti la causa sobre expropiación, 
no tiene objeto ta acumulación de un incidente sobre obras pe- 
dida para resolver aquella. 

2' 1» be revócame la Cjudenacíon en costas dictada ni el au- 
to no haciendo tugar ¡i la aenmulaemn, si dicho mito se funda 
eti la in*erpietaeiotk equivocada del escrito i-nquc >e pidió di- 
cha acumulación. 



I'ttxo. — En los autos seguidos por la Empresa riel Ferrocarril 
de San Cristóbal contra Don Abrabuu Medina, sobre expropia- 
ción «i*- varios t erónos, el expropiado s» 1 presentó el i ' de Abril 
de iH{H, dicieDdoqae ií eonseciicn ¡a de los trabajos hechos por 
la Empresa, en un terreno en las quintas del Este se había 
interrumpido el uirso de las aguas de tal manera que uua gran 
partede.su propiedad estaba inunda la y Jos plantíos de caña 
que en ella teníase estaban pudriendo. 

Tidió para evitar mayores perjuicios, y reservándose las ac- 
ciones correspondentes, que la Empresa practicara los trabajos 
necesarios para el desaguo de e¿os terrenos, bajo npereibiinieu- 
to de costas y perjuicios. 

El Juez llamó ¡í comparen io. y la Empresa, en el traslado que 
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se le confirió por un día, dijo: que era falso que á consecuencia 
de los trabajos liecli .s se hubiera interrumpido el curso de las 
aguas, ¡mes a! hacerse los terraplenes se habían practicado taiu~ 
bien las obras de desagüe necesaria», aunque no de una mane- 
ra delinitiva, ]ior cuanto esto sólo podía hacerse cuando ler mi- 
nara la construcción de la línea. $ue recién bacía i días que 
se había empicado sobre el terreno del señor Medina. 

VA Jue,¿ \i\7, i una inspección ocular, y por aulo dé de Abril 
dió por terminado el incidente, en vista de haber convenido la 
Kmpri-sa en hacer cuatro alcantarillas, dos transversales y dos 
directas, j do* paso- á nivel dentro del terreno del señor Metli- 
m, para dejar comunicada» y accf-ibl.-i por im diodo los últimos 
d'is porciones en que el ferrocarril divide el enunciado terre- 
no y por medio «le las primeras para que las aguas que corren 
ile naciente á poniente al dar con dos lerraplene» di* la linea no 
retrocedan é inunden los plantías ó sementeras que están en la 
porción naciente del terreno. 

Kl señor Medina dijo que eran necesarios dos alcantarillas 
más para el curso de las aguas en los pasos á nivel, y manifes- 
tando no estar conforme con lo resuelto por el .lúe?., pidió repo- 
sición en el sentido expuesto, y en caso denegado dijo que ape- 
laba t' iult-rponía el recurro de nulidad por no haberse levanta- 
do acta de la inspección o;uIar. 

Conferido traslado, la Compañía, acompañando un plano, pi- 
dió el rechazo con cortas de los recurso-, 

Dijo: Que la propiedad de Medina tenía sólo dos cuadras Ue 
trente, y que en derecho estricto sólo podía exigirse 2 alcanta- 
rillas y un paso á nivel, obras bastantes para asegurar la libre 
circulación de las aguas, y la comunicación de las dos fracciones 
en qt; <<t ferrocarril dividía el terreno; 

Que consintió sin embargo en hacer cuatro alcantarillas y do- 
pasos a nivel, que dejaban garantida la propiedad de todo per- 
juicio presente y futuro; 
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Que «I recur&o de nulidad no tenía fundamento sirio, pues 
se trata de un juicio sumario, en que no se observan las formas 
da los demás juicios, como ha sucedido con el traslado que se 
le dio, por un día, del pedido de Medina; que tampoco » ra apela- 
ble el auto porser inierlocutorio. y no sabersi trae gravamen, 
pites no habiéndose efectuado todavía la* obras, el mismo Medi- 
na no podía saber que no eran bastantes. 

VA Juez llana > á comparendo y no habiéndose conseguido ave- 
nimiento, mandón uier los ¡uitns al despacho. 

Mu este estado el señor üousquet, por ta Compañía, con fecha 
10 de Marzo de 181)2 presentó escrito en el juicio seguido con 
Medina sobre expropiación, diciendo que existía un incidente 
relativo á la construcción de algunas obras d i artes en las pro- 
piedades donde ¿e encuentran las frareiones á expropiarle, de- 
pendiendo de la re d neion de dicho iueideute el resultado 
Lina! de ese juicio. 

Pidió que dicho incidente se acumulara al juicio principal. 
En otrosí pidió que habiéndose puesto los autos en la olici- 
na para olí servar las tasaciones de los peritos, se dejara sin 
efecto el decreto hasta t* solver ta acumulación pedida y el inci- 
dente expresado. 

Conferido traslado, Medina contestando *en el incidente so- 
bre construcción de obras», pidió el rechazo de lo principal y 
otrosí del anterior escriiu. 

Dijo : t¿ue el contrario al pedir la acumulación sólo podía tener 
por objeto demorar el juicio de expropiación, lo que sucedería, 
si este incidente que debía elevarse á la Suprema Corte por los 
recursos interpuestos se acumulara á aquel; 

Q ue la acumulación era ilegal, porque el juicio de expropia- 
ción no tenía nada que ver con este incidente en que sólo se tra- 
lade s¡ deben hacerse cuatro ó más alcantarillas; 
Que este incidente no puede suspender aquel juicio; 
Que la acumulación sólo tiene lugar por litis pendencia ó p>r 
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razón ffp conflicto en las sentencias ú por razón do juicio uni- 
versal; 

Que el fallo sobre el valor de los terrenos no puede tener in- 
fluencia sobro el asunto de este incidente; 

Qno no habh-udo causa para la acumulación no la hay para 
suspender la tramitación del juicio (le expropiación, tanto mus, 
cuanto que este inetd»>tite no interrumpe la prosecución por Tai- 
ta de relación inmediata y directa, y porque la cosa juzgada en 
aquel ninguna influencia tendría en éste; y que además ese auto 
estaba ejecutoriado. 

En otrosí pidió se mandaran hacer I<js pasqs á nivel, sin 
perjuicio de la resolución pendiente, porque no podía entrar á 
su propiedad y cosechar U cana. 



Fallo tl«*l Juez rcdt'rnl 



Tucmimu. Mar/n íT d<- 

fistos: por las consideraciones aducidas en el precedente 
escrito, que ei Juzgado estima juntas y arregladas, no ha lu- 
gar cotí costas ni á la iicumulacion.ni á la suspensión solicitadas 
en lo principal y otru>i del escrito de foja 19, y los autos á des- 
pacho, como está mandad i á foja IT vuelta, debiendo la \im- 
pr-sa, de acuerdo con lo manif-sta lo y pedido por la parte del 
señor Medina respecto de pasos a* nivel, proceder ú su coiistruc- 
eiun en el más breve tiempo posible; hágase saber. 



tiflftn Oliva. 



l>f; justicia KACIOHAL 



I ii II o de ■« rtHiirrmu Corle 



Vistos: Resultando de laá términos del corito faja diez y 
nueva que ha debido ser agregado á los autos seguidos sobre 
expropiación, se retoca el auto apelado de foja veinte y tres 
en cuanto condena eu costas ¡i la Compañía del ferrocarril; y 
no teniendo ya objet» la acumulación fínese solicita en vista 
de la sentencia recaída en aquellos autu ? , devuélvanse reponién- 
dose el papel 

l.liS V. VAllt.lA, — AUtL BA- 
OtJAVIO IllMit. 



« AINA <4IASÍ 



La Empresa t'vnortirt'il tte San t'risíñfmt, contra Ihm 
Abraftam Mc>(in<i: ¡¡ubre i:rftntfituriuH 

Sumario.— Debe confirmarse la fijación de precio £ indemni- 
zación que resulta equitativa según el mérito de los autos. 
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Coso.— Lo índica el 

Falto ilrl Jufx t>ilrr»l 

Tuntni.ni. Noviembre de 1 H* *- . 

Y vistos: estas actuaciones iniciadas par el representante de 
la compartía del Ferrocarril de Kan Cristóbal, solicitando tre* 
áreas de terreuo de propiedad dr l). .Vbr.ilutm Medina, nece- 
¡■arias pura la colocación de la vía férrea de la mencionada com- 
pañía. 

Y considerando: I o <¿ue los tres peritos que ban sido nombra- 
dos para la avaluación de los terrenos ;í expropiarse y Ioí per- 
juicios ocasionados, se expiden en disconformidad, 

2° Qué, en este caso, es deber del Tribunal designar cual sea 
el valor total de la expropiación. 

3 o Que dada ta ubicación de los terrenos ¡i expropiarse, Ja 
forma en que el Ferrocarril los corta, y los perjuicio!, que este 
porte ocasiona al propietario, las avaluaciones de los peritos 
nombrados por las partes, más ó menos interesados en el au- 
mento o disminución de la suma á abonarse, por el hecho de qui- 
las partes buscan para mimbrarlos, personas que, si en verdad 
no obran con una ¡iarci.ilid.nl absoluta, ¡i lo menos lo veriücan 
con una relativa, hacen dudosa ta justicia de sus apreciacio- 
nes. 

4" (¿ueel perito tercero nombrado de oíic-io no ha sido tacha- 
do por ninguno de los interesados; y por las consideraciones 
que dicho jieritu ¡iduce en su informe al hacer el avalúo del te- 
rreno y el de los perjuicios por fraccionamiento, relativamente 
al primer ¡ote, el Juzgado encuentra equitativo que este lote 
sea pagado á razón de 2 pesos el metro cuadrado y lo* perjui* 
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cios por fraccionamiento, con la suma lipa 4700 pesos en que el 
perito los estima. El precio de 5 pesos 8C centavos asignado 
al metro cuadrado de terreno, por el perito I). Carmen Caste- 
llanos, no tiene en su apoyo ningún caso de venta libre en qui- 
se baya pagado ese precio por terrenos iguales, ni mucho menos 
ti 11 caso de expropiaron verílicada sobre ta bast de dicho precio. 
Los danos y perjuicio* por el fraccionamiento, avaluados por el 
mencionado perito en la suma de 39.801 pesos, faltan por su 
base, desde que aparecen calculados con arreglo al precio lija- 
do al terreno que» como queda expuesto, es de todo punto inad- 
misible. 

5 o Que, en cuanto ;i la segunda fracción, de las tres que 
comí onrn la presente expropiación, es jurisprudencia sentada 
por la Suprema Corte, que, á falla de precios lijados en ventas 
análogas, tiene que estarse al quj se determine por la demanda 
y por la oferta, ó al que hayan lijado personas competentes (fa- 
llos de aquel Tribunal, página i T 2l imin 17. srri ■ 2 } y en -I 
vaso de expropiación de esta mi-mu Compañía contra lo* seño- 
res Robles, se ha estimado por este Juzgado que el terreno d 
estos debe ser apreciado en 75 centavos el metro; no pudiendo 
desconocerse sin embargo que el terreno de Medina á pesar de 
su contigüidad al délos Robles, segun el plano de foja US, es 
inferior al de estos, y, por lo tanto, el precio debe ser estable- 
cido con la correspondiente disminución, presentándose así 
equitativo el de 50 centavos en que el perito tercero lo aprecia. 

o Que, en cuanto al precio que da el perito tercero á los per- 
juicios por fraccionamiento, como el de destrucciones, se encuen- 
tra corroborado por el informe del perito Casenuve, con una 
misma diferencia, loque hace en este sentido meritoria la tasa- 
ción de aquel, en lo referente á la fracción de que se trata. 

7 M Que, viniendo á la tercera y última fracción Ja mayoría de 
k>s peritos está conteste en apreciar los perjuicios por fraccio- 
namiento en 800 pesos y el de destrucción de plantaciones, en 



418 FALLOS DE LA bUPREMA CORTE 

675 pesos, y el Juez no puedo separarse de ese dictamen, según 
sana crílicay jurisprudencia universal, como puede verse en l\s- 
criehe, palabra perito. 

8 rt Que el precio de 25 centavos lijado por el perito tercero 
al metro cuadrado detern no de e>ta tercera f ración, no es exce- 
sivo, eon>iderando que el pentodo la narie expropiada lo estima 
en i peso y que no se separa mucho del lijado t ,or el perito de la 
Kmpresa. 

l*or est>s fu nd, mientas, *¡e declara: en cuanto ;í la primera 
fracción, que el valor del t rreno, es el qu«- resulto tener, á ra- 
zón de 2 pesos moneda nacional el metro cuadrado subre 25 me- 
tros de ancho, por tudu i-l largo que expresan los títulos de 
propiedad del señor Medina; dan lose por compensados los per- 
juicios p.»r fraccionamiento con la Minia de HüO pesos; eu man- 
to a la segunda fracción, que el terreno debe pujarse ú razón 
de TtW cent irus el 1 1 j ■ tu», nitl n Vt.- inl « i en ,!«■:,■, ■ | f nanquín ■ ^ i j¡ ■ 
queda corlado*' inutilizado, y á que se relieren lus peritos, dán- 
dose pur compensados los perjniejos p>ir fraccionamiento, con 
la Mima de 1000 p. sos, y eon la di- 300 la destrucción de se- 
menteras; y en cuanto á ta tercera y última fracción, que el te- 
rreno se pague cu la proporción de 25 centavos el melro rea» 
drado, los perjuicios p*r fraccionamiento, con la suma d<- H00 
pe-^. y con la de 075 la destrucción de tas sementeras. Kn 
su consecuencia, ampliada que sea la consignación de foja... 
extiéndanse en oportunidad las correspondientes escrituras de 
venta á fav«r de la Compañía expropiante, cm declaración de 
que las cosías eatisadas, y á las cuales se reliere la ley d-* la ma- 
lcría, son á cargo de ésta, con más los intereses de la diferen- 
cia entre la cantidad mandada pa¿ar y la consignada, desde el 
día de la ocupación del terreno por la Compañía, á estilo de 
naneo, llágase saber con el original, y repónganse los ¿ellos. 

Delfín oí i ra. 
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t ullo dr I» Suprema C'orlr 

Omitios Aires. Sdieinlirt; ."> de 18ÍI3. 

Vistos: atento el mérito quo arrojan ¡os autos y consideran- 
do equitativo i"l precio fijado á la i ierra y la cantidad mandada 
pagar por indemnización en la sentencia apelada de foja cin- 
cuenta y devuelta. Se confirma usta. Heniicsto* los sellus, 
«íim «n'-lvati- . 

I.I IS V. VARELA, AHEL HAZAS. 
— OCTAVIO MNCE. 



< u si << rwvi 



0¡£M1 Mi/jitfil Üurttt' amtm linn tieffinu )fnrfjüez¡ pot infracción 

tunes; sobre retardada justicia. 



Sumario. — La queja por retardada justicia, queda termina- 
da por el falln expedido durante su tramitación. 

T. til ■ -Ti 
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Cus».— Lo indica el siguiente escrito de 



QUEJA 



Buenos Aires. Agosto ¿5 de IKH3. 



Suprema Curte: 

El Procurador Coronado, en representación de Don Miguel 
Iturbe y otros, en la acusación promovida contra el Alcalde 
Ikm T.legino Márquez por abusos de autoridad y obstrucciones 
opuestas á un acto electoral, digo: 

ijue como se acredita por el adjunto lestimoniu expedido de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 514 del Código de Pro- 
cedimientos, es la tercera Tez que me he quejado al señor Juet 
de la causa, Doctor Lalanne, por retardación de justicia, sin 
haber sido atendido mi justo redamo en el término que prescri- 
be el artículo 517. Por el artículo 494 se fija á los jueces in- 
feriores el término de 20 días para pronunciar sentencia des- 
pués del llamamiento de autos» ó de practicadas las diligencias 
decretadas para mejor proveer, como sucede en el caso. La di- 
ligencia que el Juzgado ordenó con tal carácter, según su in- 
formc á V. É, en mi queja anterior, está cumplida desde hace 
dos meses largos, y sin embargo el Juez inferior m> ha pro- 
nunciado su sentencia, dando lugar al requerimiento que acre- 
dita el testimonio adjunto, y dejando vencer, ¿pesar de ello los 
días corridos desde su presentación en contravención al artículo 
517. Kn este estado, y siendo indispensable que este jui- 
cio tenga un término en la \* instancia donde se inició en Fe- 
brero de 1892, ocurTO á V. E. en uso del derecho acordado por 
el artículo 514 del recordado Código de Procedimientos, pidién- 
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dolé que sin perjuicio de fijar término al señor Juez Doctor La- 
lanne para que pronuncie la sentencia pendiente, se le decían- 
¡ocurso en la responsabilidad penal que prescribe el artículo 
G95, fijando el (¡mintum de la multa. 
Será justicia. 

Juan Omtmuia. 



INRI II HE 

Suprema Cn h*: 

K vacilando el informe á que la presente nota se rehVre, ten- 
go el honor de manifestar ¡i V, E, que con fecha 2G ile Agosto 
próximo pagado, este Juzgado dictó sentencia definitiva en la 
c.iusa seguida por Don .Migud lturbe contra l>uii Ricino Már- 
quez, en«'ontrátnlo-c expediente en la sr>cret. 'í t respectiva 
para mt notificada aquella. 

1 . Inhume. 



rail» de Ih «upreiu* Corte 

Buenos Amia, Setiembre ó d» 18R1. 

Vistos en el acuerdo; Atento lo inform !o por el Juez de Sec- 
ción, hiise por terminado este incidente y remítanse al inferior 
para su Agregación a los autos de la referencia. 

I'.KS J V MIN PAZ.— UJIS V. V\- 
HELA. —OCTAVIO UUACE. — 
JUAN E TOIlllENT, 
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«AINA (*U\VII 



El ihtvinr ihnJiHHfnm \l. VnUen, ¡,nr rl tlubierna provisorio 
(teta Provincia tic Santu-fv. moten el Ihntor don Habíame- 
ro Uerenn: s»br*> incwntitucionnlidad de ht ley nacional de 
intervención en la Provincia de Santa Fe, *J nulidad de los 
acfOS del Interventor. 



Sumario.— Los actos políticos d** lo*» Poderes Públicos de la 
Nación, dUponiuii'lu su intervención en las Provincias, no fun- 
dan un caso judicial. 



Caso.— Lo indica él dictamen del s-.-ñor Procurador General 
y el Fallo de la Suprema Corte. 



VIST* 1>VA. SESOÜ MUKUtAuOR GEMIRA!. 

Iiu. !ii)> Aire**, Agosto 2Ndü 1843. 

Suprema CoWft? 

VA articulo 100 iic la Constitución Nacional ha declarado, 
eque correspondí! á la Suprema Corte y á los tribunales iufe- 
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riorcs de la Nación, el conocimiento y decisión de todas las 
can sus que versen sobre puntos regirlos por la Constitución». 

El artículo 101 agrega: «que la jurisdicción atribuid» á la 
Suprema Corte, se ejerce ra por apelación, según las reglas y 
excepciones que proscriba el Congreso; pero en b'S apuntos con- 
cernientes á embajadores, ministros y cónsules extranjeros y 
*>u Insidie aUjnna firovittn'a fuese ¡tur ir, la ejercerá originaria y 
exclusivamente». 

La ley orgánica du la justicia nacional, prescribió también 
en su artículo 2" que caúlo ejerce jurisdicción en los casos cun- 
te ociosos, en que es requeridla a instancia de parte» , y en su ur- 
ticnlo 7. i]iic la de la i 'oi'te Supreiiia vi ril nn^in.iri.i v exclu- 
siva, en las causas en que alguna provincia fuese parte»* 

líe estos precedentes legislativos, emana la ley especial sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales nacionale», de 14 
Je Setiembre de IStiM, < uyo articulo 1" consigna en cuatr>i inci- 
sos explícitos. I-es untes casos de procedencia d>- la jurisdicción 
originaria del superior tribunal de la Nación, 

lis notable, un la t \mstitueiou nacional y b-yt.s orgánicas del 
Poder .Judicial, y á hacerlu notar conducen tas transcripciones 
que dejo hechas, la insistencia de requerir como fundamento 
del ejerció de la jurisdicción originaria de V. tfüe aigunn 
pnuunria sea fiarte. 

Ante esa requisición fundamental, necesario es detenerse á 
examinar si la personería invocada para instaurar la actual 
demanda, representa la p< rsona jurídica de una Provincia Ar- 
gentina, y la constituye, por el hecho de esa representación in- 
vocada, parte legítima en este juicio. 

Para ello, no es indispensable estudiar en mi fondo, si la anti- 
gua fór muía internacional * ultima rudo reuts*?* de aplicación 
al supremo esfuerzo de !->s pm-blns que viven dentro del régimen 
de Ja constitución de la nación Argentina. Porque aun admi- 
tiendo esc supremo esfuerzo, como un hecho conducente á la 
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consecución de aspiraciones y tendencias restauradoras del li- 
bre sufragio, y del más amplio imperio de las instituciones pro- 
vinciales, siempre resulta un hecho, un hecho de fuerza, ineficaz 
para demostrar el triunfo de una colectividad de val mitades, ca* 
paz de constituir una mayoría de votos alirmatívos de sus pro- 
pósitos. 

Una revolución puede proclamar los má» grandes idéala; 
puede llegar á realizarlos también. Tero, mientras proceda sú- 
lo de hecho, aun con el esfuerzo de sus armas, aun con e| pres- 
tigio de sus victorias, dentro de la constitución, no es más que 
u ti hecho sin consecuencias inmediatas, en cuanto al régimen 
constitutivo del gobierno republicano. 

La base ineludible de este gobierno está en la elección, por- 
que la elección, por una Jiceion de derecho, aproximada en 
cuanto es posible, á la verdad, es la expresión de la voluntad 
popular, ? para que esa expresión de voluntad pueda constituir 
poderes representativos de la Provincia ó listado, es indispen- 
sable, resulte demostrada por el voto libre de La mayoría. 

Una revolución no puede entonces, representar e>a mayoría 
ni ante los procedimientos de su actividad armada, ni ante las 
exigencias del régimen electoral. Kl número de sus a Aliados, 
cualquiera que lucra, es inferior al de las fuerzas inactivas res- 
pecto de la evolución armada, pero activas por el derecho de Voz 
y voto, en Ins comicios, que únicamente pueden crear la repre- 
sentación de ta persona jurídica, cuyo conjunto de derecbus 
constituye la Provincia ó Estado. 

Por ello, opino que el gobierno de hecho, surgido de la revo- 
lución de Santa Fó, carece de la representación invocada, y no 
puede por tanto constituir a la provincia | arte legítima, para 
provocar el ejercicio de la jurisdicción de V. E. 

Los telegrama* adjuntos délos seíiori-s MinisíroS dét Inte- 
rioryGqerra, no contienen reconocimiento explícito del poder 
surgido de la revolución, tampoco podían v.ilidann nt*' conté- 
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nerlo siendo manifestaciones personales, no emanadas, como era 
necesario rara acto de tal trascendencia, del acuerdo general de 
Ministros coa el Presídante de la República, y nuncuando pro- 
cedieran de esa autoridad, el reconocimiento por parte del P. 
no sería bastante por sí á conferir atribuciones, contra el ré- 
gimen constitucional y legal de la Nación y la Provincia 

He ha invocado la jurisprudencia de la Suprema Corte que se 
consigna en la serie i\ tomo 2 , página 127 «le sus fallos, trans- 
cribiendo partí.' de una sentencia que reconoce que el Goberna- 
dor de Hueno- Aires ejercía provisoriamente tud-is los poderes 
nacionales, después déla batalla de Pavón, con el dercchodela 
revolución triunfante y >entidu por los pueblos, y en virtud de 
los graudes deberes que la victoria te imponía. V ha deducido 
la di manda que por resolución de nuestro más alto tribunal, 
la revolución triunfante y sentida por los pueblos, importa el 
derecho de ejercer todo* los poderes del Gobierno*. 

Nuda más equivocado, ante los propósitos y términos mis- 
inos de la senten^a recoTd;ida, 

Su se discutía en ella, si la revolución representábala Pro- 
vinci v ó Kstado, antela jurisdicción originaria de la Suprema 
Curte di- la Nación. Se trataba simplemente de una cuestión 
entre partes, de cará'-ter esencialmente privado, snbre vttbro 
ejecutivo de ¡tesos, procedentes de ana letra de aduana, letra que 
había sido pagada á la aduana, por disposición administrativa 
del Gobernador de Buenos Aires, y en cuyo pago, el ejecutado 
fundaba contra la nueva ejecución deducida, la excepción de in- 
habilidad del título. Por ello decía el fallo invocado, que en 
el caso de pérdida ó robo de una letra á la órden y con endoso 
en blanco, h;*y lu^ar i la reivindicación y aún al pago á otro, 
que al tenedor de ella por mandato de autoridad competente, y 
agregaba que el gobernador de Unenos Aires y general en jefe 
de su ejército, fué, entóneos, autoridad competente para cono- 
cer y decidir en esa clase, de tóWitoS, por lo que se absolvía 



424 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

á D Manuel Otero de la ejecución nuevamente entablada. 

Entre la guerra que el Estado no incorporado todavía á la 
Nación, hizo á la Confederación argentina, y las revoluciones 
producidas dentro del régimen actual, existen barrera* consti- 
tucionales infranqueables . 

Entre el reconocimiento de la facultad del Ejecutivo uV un 
otado independiente, y la autoridad nacional existente rutón- 
ees para resolver el pago de letras de aduana, que es tu rfasv 
de asuntos á que se relien» el fallo Enrocado, y la de reconocer á 
ana revolución la facultad 'le representar una provincia ligada 
á la nación por los vínculos leí pacto fundamental, existen dis- 
tancias inacei-siM-s. P<>r eso he rreido, que el fallí, citado es 
de rigorosa inaplieabitidad al caso wb-jmlice, 

Prescindiendo de la falla de jurisdicción por no ser parte en 
Ja demanda Instaurarla, la provincia de Santa Fe. y aun admi- 
tiendo que lo fuera. la demanda un caería bajo la jurisdicción 
de V. K. según el artículo I " de la ley d-- competeiirin de I8f¡:¡. 

La Suprema Corte conocerá, según el im iso I" - de ese articu- 
lo, de las causas que versen entredós ú más provincias y algún 
vecino ó vecinos de otra . 

Si la jurisdicción puede ser amplia para conocer de las diver- 
gencias entre dos Provincias, como se deduce del texto di*l ar- 
tículo 1 Oí t de la ( "oii't itueiou Nacional, cuando se tratade una 
provincia y algún vecino ó vecinos de otra, sólo procede en cau- 
sas civiles. 

Ante términos tan expresos, el mandato de V. K. resulta li- 
mitado, á lo estrictamente atribuido en las leyes orgánica-* de 
la Nación. No se extiende á casos, que no estén expresamente 
señalados <-n ella, como ba sido declarado por V. E. en repeti- 
das causas (Faltos, serie l\ tomo i ', página 3tiG; serie 2% huno 
í 2'\ página I;í5, y otro-). 

La demanda traída por los representantes de la revolución 
triunfante en Sama Fe, contra el interventor nacional Doctor 
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Llerena, versa sobre ineonstitu-ionalidud de la ley del Congre- 
so, y decreto del Poder Ejecutivo de la Nación, que le han in- 
vestido eon el cargo y atribuciones de interventor nacional, áfin 
deque se h compela *ú restablecer la situación, existente- antes 
de hi misma ejecución, y 11 tos daños y perjuicios ca.isudos pur 
ejercer tal cargo*. 

¿Es esta la gestión en causa civil, de una provincia contra al- 
gún vecino deotra? ¿He persigue realmente Udeelararimi du un 
derecho civil de la Provincia, contra el individuo, ó de Éste con- 
tra aquella, qio á e traduzca en el heeno material de una da- 
ción ó preftaciun de aquellas --osa- que i'xisten en el comercio 
de los hombres y son materia de las leyes civiles? 

Sin duda que no, S. pide que eldo-:tor Llcrena restablezca 
la situación existente en la provincia de Santa té antes de la 
ejecución de la W. Como ese restablecimiento de los poderes 
ile la u'volueiuu no puede liacer.se por - 1 l>r. I.I. reuu en 
carácter privado, ni con peculio píopio, ¡.¡nú . n e| ib- lut--r- 
veutor Nacional, y de poderes de la intervención, que no 
son suyos, siüó de la Nación Argentina, la demanda aparente- 
mente dirigida contra •■! vecino de otra provincia, se loma 
.-¡i el caso, e.mtra los Pudores Ejecutivo y Legislativo de la 
Nación. 

Las aspiraciones de la demanda, reclaman los poderes noli- 
ticos y nd ministra ti vos de la Prov ia de Santa 1\-, para la 

jauta revolucionaria. Ksos poderes, no siendo de un particular 

pnedeu ser materia de un juii ¡o personal contra el interven- 
tor. Kstando atribuidas al gobierno federal, en el artículo O" 
de la Constituí ion y en posesión de ellas el Poder Ejecutivo se- 
gun la fórmula de la inten -. nciun >ancjonada por e| Honorable 
Congreso, V. M. no podría dictar resolución ;i su respecto, sin 
herir directamente la atribución invocada por el Congreso para 
dictarla y el Poder lvje. utivo para cumplirla. 

No es materia cuestionable que las leyes contrarias i laCuns- 
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titucion pueden ser discutidas ante el |>oder judicial, lo mismo 
úg la Nación quede los Estarlos. 

No sólo la doctrini de Hamilton, Cooley y todos los exposi- 
tores da la Constitución norteamericana lo reconoce. Nuestra 
Constitución, lo prescribe al declarar en su articulo 1 00 «que 
corresponde á la Suprema «orle y á los tribunales inferiores 
de la Nación, el conocimiento y decisión de las causas que ver- 
sen sobre pu»>'"- regidos por la (Vnstituehm y por las leyes de 
la nación», Jo que ha ■orrouorudo también la ley de competen- 
cia de 18(í;í, en su artículo 14 y ha sido reconocido en diversos 
fallos de V. K 

Pero si t^io q< evident", lo es también, que para que el ejer- 
cicio de esa atribución *ea legítimo. ha de olrecerse el e.is.» 
Concreto, del individuo herido ei: sus derechos civiles por la ley 
objetada de inconstitucional. Ks sólo entonces, que puede 
traerse á discusión esa ley, al solo efecto de la declaración al 
caso civil wb-jwhve. 

De otro modo, desaparecería la coordinación de poderes del 
gobierno federal, contrariando el espíritu di* la Constitución, 
que como lo reconoce el mismo Cooley, «reparte» los poderes del 
gobierno, pero no subordina ninguno de los departamentos al 
"tro. en el ejercicio de la misión conferida*'. 

Si el poder judicial pudiera, prescindiendo de las limitacio- 
nes al caso en causa civil, entrar al examen de las leve-, bajo 
su aspecto político, podría también estudiar el origen y forma- 
cion de los otros poderes y sus procedimientos internos, respec- 
to al modo y forma de sanción dj las leyes, lo que e< contra- 
cto á la independencia de los poderes coordinados. La f'o«*ti- 
touion y leyes de competencia, solo le atribuye facultad para 
declarar, sí la ley, tal cual ha sido promulgada, se opone á al- 
guna garantía ó privilegio de la Constitución. 

Y lie repetido en causa civil, portille ese es el texto de ta ley 
y el principio de la jurisprudencia, Kn( re otras cau>as, falla- 
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das por las Cortes norteamericanas, recuerdo á l;i consideración 
de V. E. laque bajo el número 210 i traduce el señor Nicolás 
Cairo, de las compilaciones de Orlando líump y dice textual- 
mente: «La Suprema Corte no tiene jurisdicción sobre cuestio- 
nes que son de carácter pulí tico y que no son de carácter judi- 
cial». 

La ley de competencia de la i'upreiua Corte, que autoriza á 
V. K. para conocer en causa civil dé una provincia, contr;i un 
vecino de oirá, jamás podría enióncea extender jurisdicción tan 
limitada, al eomicimicuto y decisión sobre las atribuciones de 
carácter político conferidas á los poderes públicos, Ejecutivo y 
Legislativo de la nación. Concluyo, por tanto, que ni por cao* 
sa de la personería del demandante ni por razón del objeto fun- 
damental de la demanda, procedo la jurisdicción originaria de 
Y . B* en esta causa; y pido ñ V. E. se sirva así de* durarlo, de- 
ses-í mando, en consecuencia, ü protesta elevada por los miem- 
brosde ta junta revolucionaria de Santa Pé. 

Stt h i tu ano f\u'i\ 



VmUm ln Nuprem» t'arir 

Hin-no-i V*r« Sclii'inbrt" 7 oV ]H!>:i. 

Vistos en el acuerdo: YA doctor Joaquín M. Cullen expone: 
que en nombre del Cobo-nto jiro visorio de la l'ntvincia de Santa 
¥é t se presenta ante esta Suprema forte, demandando justicia 
contra el ductor don Baldomcro Llereua, que lo lia depuesto 
invoca! lo una ley inconstitucional, y pide que ella resuelva la 
d. manda, declarando que la ley de intervención á Santa-l'é. 
promulgada el diez y ocho de Agosto último, es contraria á los 
artículos setenta y uno y cieuto cinco de la Constitución Na- 
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cional; que el doctor Ualdomero Llerena, es responsable para 
con el Gobierno *Ie Santa Vé, de todos los danos y perjuicios 
provenientes de la ejecución de dicha ley. y que. debe restable- 
cer la situación exiatdnte antea de efectuada ta referida ínter- 
TOncion. Kn justificación de su personería, acompaña el poder 
otorgado por don Mari» no Candial!, gobernador provisorio lie la 
provincia de Santa 1'Y, nombrado por la revolución qm derrocó, 
et treinta de Julio del corriente año, eH i obicrnu .'-tableado, 
acompañando seis telegrama* oliciales, uno del Ministro de la 
Guerra, de fecha cinco de dicho mea de A «jos [o y cinco del Mi- 
nistro del Interior, uno Je la misma fecha, do- de lecha c-eho. 
uno de fecha nueve, y uno de feelm diez del mismo mes. 

V.n lo- d*js primeros, dichos iniui-tMs se limitan ú devolver 
SU saludo aMniliemador doctor don Mariano f'midioti; en uno 
de feelia ocho, el señor Ministro del Interior acusa recibo de un 
t- desrama del mi-iim. y » exprés nue vé o«u -alisfaceioii q lie 
lapaeilicaiuou de la l'rovineia so lleva á cabo Jiucb-udo votos 
porque terminen del mismo modo los incidentes de que le da 
«'tienta, pues la Itepúhlira entera está interesada en que >d 
¿rden si- restablezca. 

Kn los ntr--. le transmit" noticia- polítici- r-fen-nle- a la- 
provincias de lindóos \iresy Corriente-, sin qm- en ninguno 
de ellos se invoque autorización ó conocimiento ilel señor Pre- 
sidente de la Itepúhl ira. 

Acompaña también el demandante, un telegrama del Go- 
bernador do la Provincia de Kiurc-Ki os, de feoba cuatro de 
Agosto, acusando recibo del felejjraina que él doctor Candioíi 
Ib dirigió participándole que bahía sido nombrado Gobernador 
provisorio; otro del (Nbernador de i 'orrienle-.de fecha cittfín de 
Agosto etl oí mismo sentido; y otro del Viec-trobernador de la 
misma l'roviu- u, fecha siete* firtKipán l de. qn«« había sido 
puesto en pos-siou del mando por babero ausentado el deber- 

nador. 
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Presenta igualmente el demandante, un ejemplar impreso 
del diaTio de sesiones de la Honorable Cámara de Senadores de 
fecha treinta de Julio del corriente ano, en til cual se contiene 
la sesión celebrada por dicha Cámara y el proyecto de ley de Id- 
terveneion, que fué sancionado por ella, y pasado a la Honora- 
ble Cámara de Diputados atyu tenor es el siguiente: 

€ Artículo primero. — Decláranse intervenidas á los efectuóle 
los artículos quinto y sesto de la Constitución, las Provincia* 
di 1 Unenos Aires» y Santa Fe. 

■ Articula steoirnUo, — Dedáranse cu estado de sitio las Provin- 
cias á que se ritiere el artículo anterior y la de San Luis. 

«Articulo tercero,— Autorízase igual mentí- al Poder Ejecuti- 
vo para movilizar la -juardia nacional de las Provincias refe- 
ridas. 

Irticulti cuarto. — 111 Poder Ejecutivo queda también ¡uito- 
rizado para hacer las gastos que facíame el cumplimiento de la 
presente ley. 

c Artica {o ifuinto.— Comuniqúese, etc.» 

Se agrega del mismo modo un ejemplar impreso de la sesión 
de la Honorable ("unar^ .Je Diputados, -le fecha primero de 
Ago>to, en la cual fué n-.hazado en general el e\ presad.» provec- 
ió, ntro ejemplar impreso he ac uupaña de la sesión celebrada 
por la misma Cámara de Diputados con fecha quince de Agosto, 
en la que se presentó un proyecto do ley de Intervención en las 
provincias di- Santa Fe y San Luis el cual fué sancionado en 
dícba sesión en los siguientes termines: 

«Articulo jjriWru. — Deeláranse intervenidas las provincias 
de Santa Fe y San Luis, á efecto de organizar sus poderes pú- 
blicos, dentro de las prescripeioues de la Constitución nacional 
y de las leyes de la Provincia. 

t Articula segundo.— Autorízase al Poder Ejecutivo para mo- 
vilizar la guardia nacional en cuanto lo considere necesario á la 
ejecución de esta ley. 
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* Articulo ter cero.— A utoríznsele igualmente para hacer los 
gastos que se requiera cou imputación a la presente. 

* Articulo cuarto.— El Poder Ejecutivo dará cuenta oportu- 
namente at Honorable Congreso. 

t Articulo ifuitita.— Comuniqúese, etc.» 

litro ejemplar impreso, que también se adjunta, del diario de 
sesiones de la Honorable Cámara de Senadores, conteniendo la 
sesión del mismo día, hace constar que fué sancionado en ella 
el referido proyecto de lev, en lo*' mismos términos en que fué 
admitido por la Honorable Cánnni d" Diputados, quedando así 
sancionada la ley de Intervención, que es denunciada como in- 
constitucional por el querellante. 

Posteriormente lué presentada La protesta de foja cincuenta 
y nueve contra la Intervención. 

VA representante del Gobierno provisorio de la provincia de 
Santa Fé t reconociendo qu^ éste lia sido constituido por la re- 
volución triunfante, pues no podía ser nombrado por el pueblo, 
cou sujeción ala forma estibleeida por la Constitución y las le- 
yes de la Provincia, fund í implícitamente su personería en el 
reconocimiento de su autoridad por los Ministros del Poder 
Ejecutiva de la Nación, en los telegrama» que acompaña, dedu- 
ciendo la misma consecuencia de los que le fueron dirigidos pol- 
los gobiernos de Ja*, provincias de Kntre-iíios y Corrientes ya 
mencionados; y establece con ese principal fundamento, su de- 
recho á continuar en el desempeño de sus funciones, á no ser 
perturbado eu ellas y ¡i ser amparado eu su ejercicio por esta 
Suprema Corte, por sentencia que declare inconstitucional la 
ley de Intervención, y qu suspenda su Cumplimiento, 

Sostiene la iticonstitueionalidad de dicha It'yJe intervención, 
fundiéndole únicamente en el hecho do haber sido sancionada 
por el proyecto respectivo, que tuvo su origen en la Honor de 
Cámara de Diputados, después de rechazado en general antei tor- 
mente, otro proyecto de inte rvención eu la misma Provincia, que 
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había iniciado y sancionado en ta Honorable Cámara de Senado- 
rea, en virtud de requerimiento del Gobernador de Santa Fé, 
dirigido al Gobierno Nacional antes £<i ser vencido y deirocji la 
por la revolución. 

La parte demandante reconoce explícitamente en el Congre- 
so, la facultad constitucional de sancionar leyes de Intervención 
en las Provincias; lo cual lleva implícito el reconocimiento en 
el Poder Ejecutivo M deber de ejecutar esas lijes, quedando 
por >o tanto legitimada l.i investidura legal dt-1 Interventor que 
representa la autoridad del Presidente de la República en nom- 
bre de la ley . 

Tampoco desconoce ni contesta el carac-U-r esencialmente po- 
lítico de ella, derivando toda su argumentación de la circuns- 
tancia, ya mencionada, de haber sido rechazado en la Cámara de 
Diputados un proyecto de ley de Intervención en la misma 
Provincia, que le había sido remitido en revisión del Senado; 
iniciando ella, quince días después, otro proyecto de interven- 
ción en los términos transcriptos, que re>nltó sancionado pur 
ambas Cámaras del Congreso, y que fué promulgado por el Po- 
der Ejecutivo como ley de la Nación. 

La objeción, pur consiguiente, se Inice á la forma ú'i la san- 
ción, noá la materia de la ley misma, que reconoce ser, en tésia 
general, atribución del poder legislativo el dictarla. 

La Intervención nacional en las provincias, en todo* los casos 
en que la Constitución la permite ó prescribe, es, como queda 
dicho, un acto político por su naturaleza, cuya verificación co- 
rresponde delusivamente á los poderes políticos de la Nación; 
v asi está reconocido en nuestros numerosos precedentes al 
respecto, sin contestación ni oposición de ningún género : to- 
dos los casos de Intervención á las provincias han sido resueltos 
V ejecutados por el poder político, esto es, por el Congreso y el 
Poder Ejecutivo, sin ninguna participación del poder judi- 
cial. 
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Los precedentes de los Estados-Unido* están en un todo con- 
formes con esta doctrina, consagrada rer sus leyes, por ia 
práctica constante tío sus Gobiernos, establecida por las deci- 
siones de sus tribunales, y enseñada per los comentadores de 
su Constitución. 

La semencia do la Corte Supr. ma de aquel país, siempre in- 
vocada en esta materia, y conocida coi) el nombre del Juez Ta- 
ney, en el ea>o de Leither v. liruther y otros, dejó estableci- 
do, confinando otras decisiones, «que las Cortes de justicia, 
sostienen o niformemen te qne corresponde al poder político de- 
clarar si el Gobierno de fa Carta liasido depuesto ó no, y - lian- 
do esta decisi o n haya tenido lugar, deb-ui limitarse á tomar 
nota de ella como la ley suprema del Estado, sin neo-Ha-l de 
informaciones verbales ni exámen de testigos*. 

Ih'cese también en esa sentencia: «con arreglo á este artículo 
déla Constitución (artículo cuarto, "¿eccion euarta) toca al Coft> 
gr<'So determina*- qué clase di' liobierno es el que se baila, ^ta- 
bléenlo en un listado. Contó los Estados-Unidos garanten ú 
rada litado una furnia ri'publicatLa de gobierno, el Congreso 
debe nei-esariitmente decidir qué lTtd)ierno es el que se halla es- 
tablecídocn ese litado, antes de poder determinar si es repu- 
blicano ó no. . . cstádeeisi u es obligatorio para los otros de- 
partamentos del Gobierno, y no puede ser controvertida por un 
tribunal judicial». 

Con n'ferem iaá los casos do conmociones loc ales, violencia 
doméstica, la sentencia citada se expresa en los siguientes tér- 
minos «Corresponde igualmente á laclíusula di' la Constitu- 
ción antes citada, lo referente á proveer ¡i los casos de violencia 
dnnirstica. Toca al Congreso, también en este caso, determi- 
nar resr -'o de los medios que deben adoptarse para hacer efec- 
tiva ta garantía». 

Knel caso de Texas versos Wliite, la Suprema Corte decla- 
ró también tntre otras conclusiones: que la facultad para poner 
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en ejercicio la cláusula Je la garantía, es primariamente un po- 
der legislativo y reside en el Congreso (Watlace, siete, página 
setecientos). 

Kn el 'leí KstaJo de <¡ei>rgia contra Stanton. en que se impug- 
nó la ley del Congreso como inconstitucional» c| fallo de la Su- 
prema Corte contiene una declaración no menos explícita}* ter- 
minante eu el minino mentido: «Que estas materias . tanto como 
i'-tán establecidas **n el cuerpo de la demanda y en la en» testa- 
ción de los demandados, reclaman el fallu de la Corte 
sobre cuestione* políticas, y sobre derechos, nude las per>onas 
ó «le la propiciad, sin-'* de un carácter político, difí ¡luiente po- 
drá ser negado, — Porque los derechos para cuya protección 
nuestra autoridad t-s invocada, son los derechos de Miberanía, 
<!'■ jut -¡-dic. í..ji [Kítít o a. de '¡obienio, dr la tenéis orijauiea 

(corpin'n/i'il) como Estado; con todos los poderes y privilegios 
constitucionales. Ningún caso de derechas privados ú de propie- 
dad privada violados ó en peligro actual, ó amenazada de viola- 
- ion, se ha presentado p#r la demanda, eu una forma judicial, al 
juicio de esta Corte». 

Kl Doctor Callen demanda ante esta Suprema Corte precisa- 
mente una decisión igual á la denegarla en términos tan explí- 
citos m la sentencia precedentemente citada; no trae á discu- 
si.uj una e.t¡.ti-'iid,i ■ ntre parte- por derechos individuales 
de particulares -'«del listado mismo, vulnerados por la ejecución 
de una ley del Congreso, y que se encuentren protegidos por la 
Constitución directamente; no produce un verdadero caso judi- 
cial, en Ja acepción propia de este concepto jurídico; pretende 
expresamente el re-tableciniieiiin if.-l Cmbicrnu provisorio que 
representa el poder político de la Provincia y que mande sus- 
pender la Intervención que se realiza en ella por el Poder Ljc- 
cutivo en cumplimiento de una ley ; reclama una decisión de ca- 
rácter general, que comprenda todo el régimen (le Oobier no de 
Santa Fé; una sentencia de naturaleza política y de efecto pu- 

I. III. JN 
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ramente político, controlando y revocando disposiciones j actos 
del poder legislativo y del Poder Ejecutivo de la Nación, en ma- 
teria de la exclusiva competencia de dichos poderes; lo que se 
encuentra fuera de las atribuciones de esta Corte, como ha sido 
también declarado por los tribunales de los Estados-Unidos. 

Si como queda d '■mostrado, la materia, es decir, la Interven- 
ción, es del resotc* d»k>s poderes políticos, y sus decisiones al 
respecto, no puedan *p; controvertidas p t el departanientojudí- 
eial, no pueden contestarse las facultades de aquellos para di- 
cidir tanto sobre el fondo, como sobre la forma de sus delibera- 
ciones; así cuando se dieta la ley, como cuando se resuelve todo 
asunto comprendido en sus atribuciones constitucionales. Es 
una regla elemental de nuestro dereebo público que cada uno 
de los tres altos poderes que forman el Gobierno de la Nación, 
aplica é interpreta la Constitución por si mismo, cuando ejer- 
cita las facultades que ella les eonliere respectivamente. 

Por esta razón, no compete á esta Suprema Corte, en la pre- 
sente demanda, examinar la interpretación y aplicación que las 
Cámaras del Congreso han d.ido al articulo sesenta y uno de la 
Constitución. 

Por consiguiente esta demanda no lia podido ni debido aer 
presentada ante esta Suprema Corte. 

Pot lo que queda expuesto, so hace innecesario un pronun- 
ciamiento especial sobre el titulo invocado por el Doctor Don 
Mariano Candioti como Gobernador provisorio, y el alcance de 
sus facultades para requerir judicialmente la protección á su 
investidura polític. tampoco se considera preciso estimarla 
eíieacia que se atribuye por el querellante A los telegramas que 
ha presentado de los Ministros del Interior y de la Gu«rra, ni 
traer ajuicio el que posteriormente Le fué dirigido por el Minis- 
tro del Interior, contestando el del expresado Gobernador y su 
Ministro, y que ha sido publicado por los diariob de esta capi- 
tal sinconttadiccion alguna, en el cual, invocándose por primera 
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vez la autoridad del señor Presidente de la Repúblioa, le uotiG- 
ca que éste no reconoce un el Gobierno provisorio de Santa-Fé, 
carácter oficial ni personería para discutir la ley de inter- 
venciones. 

Por las consideraciones precedentes y de conformidad con 
lo con cord ¡internen te expuesto y pedido por el señor Procura- 
dor General, ae resuelve: 

Que esta Supri ma Corte carece de jurisdicción para enten- 
der en la demanda, por razón de la materia sobre que versa; y 
repuestos los sellos, archívese, podiendo notiücarse con el ori- 
ginal. 

BESJAM1N PAZ.— ABEL DAZAS.— 
OCTAVIO ÍICSCE. — JUAS E. 
TOHftEST. - 1.1 IS V. VA HELA 

(en disidencia). 



IHSlUEPiCIA 



Finónos Airi'S, Sciit-mbre 7 Je lfírt. 

Vistos en el acuerdo: Para decidir sobre la competencia de 
esta Suprema Corte, en la di-manda qiu> ha producido el doc- 
tor Joaquín M. Cuiten, á nombre del Gobierno provisorio que 
se organizó en ta provincia de Santa-Fe, después de la revolu- 
ción armada que turo lugar el treinta de Julio próximo pasado, 
es indispensable estudiar y resolver diversos puntos de dere- 
cho Ti deraí. directamente afectados por este asunto* y euya se- 
paración conviene hacerse, para la mayor claridad de la exposi- 
ción y el mejor acierto de la resolución. 

Primero: ¿Tienen los tribunales federales jurisdicción para 
entender en demandas fundadas sobre la validez ú nulidad de 
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leyes políticas, dictadas por el Congreso Nacional y promulga- 
das por el Poder Ejecutivo ? 

Segundo: En caso afirmativo procede, en la demanda instau- 
rada por el Doctor Cullen, la jurisdicción originaria de esta 
Suprema Corte, por razón de las partes que ínter vienen en el 
juicio? 

Para estudiar la primera de estas cuestiones, es menester re- 
montarse á los orígenes de nuestrn Constitución, y buscar los 
propósitos con que se han organizado los poderes públicos en 
la Nación Argentina. 

La base de toda autoridad está en el derecho original del puc~ 
fal0 gara establecer su gobierno, fundado en aquellos principios 
que él creyese convenientes y adecuados á los linos du su pro- 
pia felicidad. 

La Constitución Nacional es la manifestación escrita de 
aquella voluntad del pueblo. Por ella, al reconocerse el hecho 
histórico de la existencia de la Nación y de las Provincias, se 
determinaron las facultades respectivas de cada uno de sus go- 
biernos, señalándose límites insalvables á la autoridad del uno 
y del otro, de mauera que, en el funcionamiento coordinado de 
ambos, pudieran girar dentro do la misma esfera, *un chocar en 
sus evoluciones respectivas. 

Al crearse, por esa Constitución, el Gobierno Federal, se asig- 
naran á los diferentes departamentos de su organización, los 
poderes peculiares que en ellos delegaba el pueblo, establecién- 
dose ciertas limitaciones, las cuales no podrían ser transgredi- 
das por esos departamentos. 

Los poderes del Congreso están definidos y limitado-: y, á 
fin de que eso* poderes no fuesen olvidados ni equivocados, están 
ellos eseritos en la Constitución. 

Los poderes del Presidente de la República fueron .-numera- 
dos, y esta enumeración debe suponerse que fué consciente- 
mente hecha por nuestros constituyentes, desde que lo hacían 
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después de los debates que habían tenido lugar sobre la impor- 
tancia de osa enumeración, en el Congreso jen las Cortes de 
los Estados-Unidos, cuya Convención nu hizo la enumeración 
mencionada, á pesar de usurar en las ediciones sucesivas de la 
Constitución (Pascual, Annoted constitution, página cincuen- 
ta y uno). 

Kn cuanto al Poder Judicial, la Constitución no ha hecho 
más que delinear los grandes contornos de sus atribuciones, de- 
jando los detalles al Congreso, á quien se ha confiado, por de- 
libación expresa, la facultad de dictar las leyes lu-ccsarias y 
ademadas para poner en ejercicio á todos los poderes, menos el 
suyo propio <l\ S. C. Wheaton, primero, página trescientos 
veinte y Sttó), 

Sin "inbargo, en cuanto á las atribuciones, que nacen de la 
Constitución misma, expresa y taxativamente determinadas en 
ella, la jurisdicción de lo* Tribunales Federales, procede aun 
cuando el Congreso no las baya reglamentado; porque los tribu- 
nales existen por una concesión directa que el pueblo ha hechy 
en ellos de poder judicial (Petera, doce, página seiscientos 
cincuenta y siete), Así, por ejemplo, se ha rescrito que: *Eu los 
causen que la Corte tien- jurwlimoii originaria, la Turma de 
sus procedimientos no está establecida por ley del Congreso, sino 
ñor las reglas y decretos de la misma Corte» (í'hrtduv. (ieur- 
f/ífí, Iluuard, diez y siete, página cuatrocientos setenta y ocho) 
Kntrc otras atribuciones acordadas á la jurisdicción, especial 
y limitada, ik- los tribunales federales, la Constitución les ha 
dado: «el conocimiento y decisión de todas Jas cansas que versen 
sobre puntos regidos por la Constitución y por lus leyes de la 
Nación». 

Parece natural que, buscando interpretar el alcance de esta 
cláusula constitucional, debiera esto Hacerse tomando las pala- 
bras en ella empleadas, por su significado en el leuguajs y en el 
derecho. 
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Si la Constitución ha empleado los términos i todas las cau- 
sas», no puede racionalmente hacerse exclusiones de algunas 
causas para declarar sobre ellas la incompeteno : a de los 
tribunales federales. 

En la jurisprudencia norte-americana se ha llegado, á este 
respecto, á eitremos mucho más concluientes. \ 

La sección trece de la lev jud ¡ciaría de mil setecientos ochen 
ta y nueve, que organizó el sistema judicial de los Esfcados-L'ni- 
dus, establece que «La Suprema Corle tendrá jurisdicción ex- 
clusiva on toda-> las controversias de una naturaleza civil, en 
que un Estado sea parte». 

El Estado de Khode-lsland demandó al estad.» de Massachn- 
setts por una cuestión de límiles, y, como ta Corte reconociera 
que no se trataba de una cuestión d' naturaleza civil, sinó po- 
lítica, estudió el caso averiguando si, por la Coustilneion, y¡i 
que no por la ley, tenía jurisdict un para entender en la de- 
manda. * 

«La siguiente investigación que debemos hacer, — decía la 
Corte en su fallo,— es averiguar si tenemos jurisdicción sobre 
la materia del pléite para oirlo y fallarlo. Que la controversia 
es entre 'los Estados, no puede negarse; y. aun cuando la Cons- 
titución no extiende, en sus términos, el poder judicial á indas 
las controversias entre dos ó más Estados, sin embargo, en sus 
términos un excluye ninyn ta, cualquiera quesea su naturaleza 
ó motivo. .. Esta Corte, interpretando ta Constitución.* en cuan- 
to á las concesiones de poderes á los Estados-Unidos, y I las 
restricciones sobre los Estados, ha sostenido siempre, que la 
excepción de un cas» particular cualquiera, presupone que tod'ü» 
los demás Casos que nn lian sido exceptuados están comprendi- 
dos en la facultad concedida ó en la prohibición; y ha estable- 
cido como una regla general que donde no se ha hecho una ex- 
cepcion v-r/tresa fin tenm), no //urde hacerse tu tu/una ¡tormera 
implicancia é interpretar ton, < Wwde-hlanáü, Uassathusetfs. 
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Pwtcrs, 12, pág. 7-21 f s\>*. vcaw? también Wallace, 6, pág. 
378; id. 8, pág. 180; id 12. pág. «8; id 9, pág. 206, 207, 2161. 

Lo expreso de esta declaración hace innecesario todo comen- 
to. Si la Constitución Argentina ha dado jurisdiccioa a loa tr¡- 
bo nales federales, en Indas las controversias que Tersen subre 
puntos regidos por la Constitución, ni la ley ni la Corte Su- 
prema pueden hacer exn-pcioues. 

Allí donde la Constitución no ha tu-cho distinciones, no pue- 
de nadie hacerlas. 

Testa jurisdicción que la Constitución acuerda á lus tribu- 
nales Kederaies, nace do ta materia en litigio, y no du las con- 
diciones de las partes que estén en el pleito. 

Vero se objeta que, üp, todas las causas que versan sobre pun- 
tos regidos por la Coustituctoii, pueden producir 'fttftft judicia- 
les, por cuanto hay muchos actos emanados de los poderes po- 
líticos de la Nación que no pueden servir de materia á un juicio 
ante los Tribunales Federales. 

La objeción es perfectamente pertinente y exarta. Las fun- 
ciones [ olíticas privativas los departamentos políticos del 
Estado, no son susceptibles de un juicio ante los tribunales, 
cuando el ejercicio de esas funciones no han puesto la ley ó el 
acto ejecutado en conflicto con la Constitución misma. 

pero cuaud» una ley ó un acto del l'oder Ejecutivo estén en 
conflicto con las disposiciones, derechos? garantías que la Cons- 
titución consagra, siempre surgirá un caso judicial, que podrá 
ser llevado unte los tribunales por la parte agraviada. 

En el celebre caso dtí Mitrbury r. ttadisoti (Cranch, i, pág. 
137), la Corte Suprema de los Estados-Unidos estudió este pun- 
to con luminosa amplitud. Aquella era una demanda promo- 
vida contra James Madison, Min; :ro de Estado, exigiéndosele, 
por los demandantes, la entrega de sus nombramientos de jue- 
ces de paz, que el presidente Adams lia'iía dejado firmados y 
sellados al abandonar el Gobierno. 
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El caso se producía sobre una materia eminentemente políti- 
ca, pues que se discutía la facultad del nuevo Presidente de la 
República para retener los nombramientos liechos por su ante- 
cesor; y después de reconocerse por la Corte la procedencia de 
la acción por razón de la materia y por razón de Ins personas; 
después de reconocerse que los nombramientos luchos habían 
quedado perfeccionados por la aceptación del Senado, la firma 
del Presidente y el sello de los Estados- Cuido*; después do re- 
conocerse que los tribunales tenían derecho para dirigir man- 
tiamus á Ins miembros del Poder Ejecutivo, como ya lo había 
hecho el gran juez Marshall, respecto del Presidente Jefferson; 
la Curte concluyó por declarar que, el caso no caía ante so 
jurisdicción originaria, porque la ley que Je había acordado esa 
jurisdicción, era inconstitucional. 

La importancia de ciertos principios consignados en ese fallo 
notable, y su completa pertinencia respecto del caso ocurrente, 
autorizan su consignación ín eottwm; su extracto sería insuii- 
ciente. 

«Si una ley de la Legislatura— decía el falto— rjue fuese re- 
pugnante á la Constitución, es nula, ¿podría ella, no obstante 
su invalidez, atará los Tribunales y obligarlos ¡i cumplirla? O, 
en otras palabras: aunque ella no sea una ley, ¿constituiría ella 
una diípnsiciun tan efectiva, como si fue>e una ley? 

cKsto sería destruir en el he* lio lo que se había establecido 
en la teoría y parecería, áprimera vista, un absurdo demasiado 
grande para insistir en él... 

iSi, pues, los Tribunales deben atender á la Constitución, y 
la Constitución es superior á cualquiera ley de la Legislatura, 
la Constitución y no la ley ordinaria debe regir el caso al que 
ambas sean aplicables., . 

«Aquellos, pues, que Combaten el principio de que la Consti- 
tución debe ser considerada, en la Corte, como Ea ley suprema, 
[paramaunt latv) están obligados á sostener que ios tribunales 
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deben carrar sus ojos ante la Constitución y ver sólo la ley», 
(Marhurtj i\ Madisott, Cranob. 1, pág. i 77), 

Nada hay más concreto y csplícito respecto de estos deberes 
y estas f;ic tillad es de los tribunales, m los cuses de conflicto en- 
tre la Constitución y las leyes del Congreso; pero, aún aceptán- 
dose esta doctrina, se sostiene que no todas las leyes que pugnen 
con l;i ' institución puteen traerse al juicio de los tribu- 
nales. 

Semejante doctrina no lia tenido sanción en los fallos de esta 
Suprema í'orte, porque, hasta altura, no ha llegado caso algu- 
no á este tribunal que reclamase decisión á ese respecto. 

Sin embargo, recordándose que nuestro Gobierno es adopta- 
do de otro ya existente en el mundo, á la época de nuestra or- 
ganización, se ha invocado la jurisprudencia de esc país, cuyas 
instituciones copiamos, en gran parte, al constituimos. 

Se ha interpretado nial, no obstante, la jurisprudencia de la 
Suprema Corte de Justicia Norte-Americana, cuando se ha afir- 
mado que aquel Tribunal ha declarado que las las leyes politi- 
ata que dicta el Congreso, escapan al juicio de los tribunales 
federales. Ni se ha dicho esto en fallo alguno, ni ha podido 
decirse, porque no hay ley que pueda dejar de ser aplicada ó 
juzgada por los jueces de la Nación, si ocurre un caso judicial 
que la traiga ante el Tiibunal. 

I.uque Beba declarado en los Kstados-lnidus. y que un 
puede desconocerse como jurídicamente exacto, es que los tri- 
bunales de justicia no tienen jurisdicción para . -solver «rues- 
( tunes poli tiras • ; es decir, que no puede traerse ante ellos el fa- 
llo de un punt«» cualquiera nue no forme controversia de inte- 

í'.'omo se comprende, la diferencia es substancial. 
I*em ^cuáles son cmis cuestione^ políticas <|ue escapan aljui- 
cio de los tribunales de la Nación? 

Si se recórrela jurisprudencia norte-americana, desde el pri- 
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mero basta el último de sus faltos, se encontrará que, sin una 
sola excepción, las únicas cuestiones políticas que la Corte ka 
declarado ajenas á su juicio, son aquellas en que los poderes 
políticos del Estado han procedido como representantes abso- 
lutos de la soberanía nacional; es decir, s^nsóto aquellas cues- 
tiones de derecho público, en que la ley internacional, que es lo 
que en el jas gi'tttium se llama *lej política», puede estar afec- 



tada; ó aquellas que, por analogía, se aplican á los litados in- 
dependientes que forman la líi-públieo indenendiente, reunidos 
en confederación , 

En todos los casos en que los tribu nales federales se han ex- 
cusado de conocer en el pleito, fundándose en que se trataba 
salude una cuestión política, la materia en discusión lia sddo la 
existencia ó inexistencia de un Gobierno extranjero ó de Estado, 
los límites internacionales; la soberanía de un país extranjero 
sobre un territorio delerminado; las condiciones de las tribus 
indias dentro de! t or rito rio de la l'nion; las cuestiones sobro 
neutralidad y beligerancia en caso de guerra; las facultades de 
los monarcas extranjeros para tratar con el (¡ubierno de los 
Estados-ruido», y acaso algún "tro puntn, pero siempre suje- 
to h las facultades del soberano en el derecho publico (Wea- 
ton,3,pág. 246 ylílO; id. 4, pág. 52 y 407; id, Í3, pág. 1!)3; 
Feters,2. pág. 25.1; id. 11. pág. M I; id. 13. pág. 415; id. 14, 
pág. 170; Crnnch. 1, pág. 137; id. 4, pág. Mi; id. 9. pág. 38N: 
Howard, 5, p%, 343; id. 1 i. pág. :tS; id. Hi.pág. Ufó; Wallace, 
3, pág. *0íi; id (i. pág. 50j. 

Algunos de esos casos han afectado directamente i la llepúbli- 
ra Argentina, unos, con motivo do la epopeya de líuchardo, i- lian- 
do llegó al mar délas Antillas y á las cusías de Méjico, con el 
pabellón nacional en la popa de «La Argentina», apresando bu- 
ques de guerra y mercantes que llevábanla bandera española, du- 
runte la guerra dt* la Indepe ndencia; y otros á propósito de nues- 
tra soberanía sobre las islas it Urinas, con motivo del apresa- 
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miento del cTheHarriet», buque norte-americano asegurado en 
una compañía también americana. 

En el primer cuso se discutió en los Tribunales nacionales 
de la Union el carácter que tenían, en el derecho internacional, 
las antiguas colonias españolas, en ta guerra con la metrópoli; 
declarándose que, en tanto «ue su carácter de beligerantes ó 
de naciones independientes no hubiese sido reconocido por los 
poderes políticos de los Estados-Unidos, tos tribunales no te- 
nían jurisdicción piradeeidir sobre el carácter qucellas tenían; 
y, en el segundo, se decidió que, nu habiendo los poderes pú- 
blicos de los Estados-Unidos reconocido la soberanía de liue- 
nos- Aires sobre las islas Malvinas, los tribunales federales no 
podían reconocer buena presa a tos eíectos del capitán, la hecha 
por el Gobernador .Ion LuisVernet, del buque americano «The 
Harriet *. 

Como e S tas, son todas las * cuext iotm potttivm* que la Corte 
Americana ha declarado que no caen bajo su jurisdicción; y, 
cuando han aplicado estas reglas del derecho internacional, á 
las relaciones éntrelos gobiernos locales de Estado y los Esta- 
dos-Unidos, han limitado su declaración de incompetencia a 
aquellos artos políticos, en que había un reconocimiento ó uu 
desconocimiento expreso de un Gobitrno de Estado por el Go- 
bierno de los Estados-Unidos. 

Así resultó en el caso de Luther (». Ittmtai (Howard, 7, pág. 
i ) en que ta Corte se limitó á declarar que vi Gobierno de Hhode- 
Island,era el que había reconocido los poderes políticos de la 
Union; en el de los indios lv rokees, que se ha citado en esta 
causa, y, sobre todo, en el de ticonjin i\ Stanton, en que la 
ley que se traía al juicio de la Corte, empezaba por declarar 
que no existía Gobierno alguno, ni legal ni de hecho en ese 
Estado. 

Como se tí, en ningún» de todos los casos en que la Corte Su- 
prema ha declarado su incompetencia, por tratarse, en el caso, 
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¿e una cuestión política, se ha referido á las leyes que, en el 
curse ordinario déla legislación, puede dictar el Congreso. 

Las cuestiones políticas, son sólo cuestiones de soberanía, y, 
si bien la Constitución no ha dado al poder judicial la facultad 
dedirimir conflictos entre el Gobierno Nacional y los gobiernos 
de Provincia, tampoco puede pretenderse que la Constitución 
ha impuesto & ésta.; el deber de acatar, sin recurso, las medi- 
das políticas dei «iobierno Federal quesean contrarias á laCous- 
títucion. 

Pero, lo que es indiscutible, es que, si la Corte Suprema de 
Estados-Taidos lia excluido de su conocimiento las cuestiones 
políticas, ha reconocido siempre su jurisdicción sobre las luye» 
políticas, que afectaban derechos constitucionales. 

El Juez Taney, en una sentencia de esas en que la Corte Su- 
prema de los Estados-Unidos declaró que las cuestiones polí- 
ticas no caían bajóla jurisdicción d^ los tribunales, consagro 
expresamente este mismo principio. 

Se discutía en el caso <!)oe ct ai. v. Haden* Jluvurd, 10, i". 
035) la validez de una concesión de tierra heeha por el Hey de 
España, anexa al tratado por el cual fué eedida la Florida ¡i 
los Estados- 1 nidos. Se argumentó la falta de facultades eons- 
titucíonale, con que el Itej de España había procedido, soste- 
niéndose que sí el poder ejercido por él en tratado, residía en 
algún departamento del Gobieno Español, este serían las 
•"ortes. 

El Juez Taney «lijo entonces* * Estas son cuestione?, políticas 
y no judiciales. Pertenecen exi-lu-ivamente al departamento 
polít ico de Gobierno. 

«Por la Constitución de los Estados-I' nidos, el Presidente 
tiene la facultad, por y con el acuerdo del Senado, para hacer 
tratados, siempre que dos terceras partes de senadores concu- 
rran en ello. . . Y la Constitución declara que todos los trata- 
dos hechos bajo la autoridad de loa Estados-Unidos, serán la 
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ley suprema del país. El tratado es, pues, una ley hecha por 
la autoridad correspondiente, y las Cortes de Justicia no tienen 
facultad alguna para ¡mular ó dejar de tener en consideración, 
cualquiera de sus clausulas, á monos que ellas violen la Cons- 
titución de ios Estados- 1 nidos, » (Howard, 16. pág. G5ti>. 

Como se vé, aquí queda perfectamente deslindada la cuestión 
judicial de la cuestión política. Si lo que está en debate es la 
facultad de los contratantes para hacer un tratado, la cuestión 
es política, como cuestión que afecta á la soberanía, y los tri- 
bunales no tienín acción sobre ella; pero si el pleito se hace so- 
bre la constitucional idad de las cláusulas de ese tratado, la cues- 
tión es judicial, y las Cortes de justicia pueden pronunci.irse 
sobre su validez. 

Esto en cuanto á materias internacionales, En cuanto á la 
legislación interna del Congreso, política ó no en sus objetos, 
la ductrina es más absoluta. 

Las leyes políticas caen bajo el peso de los tribunales de la 
nación, que, sin vetarlas, pueden declararlas inocuas. Las 
cuestiones fiolilic/ts son completamente ajenas ul l'oder Judi- 
cial, y sólo pueden resolverse por el Congreso y el Presidente de 
la República, siendo sus resoluciones obligatorias para todos los 
poderes y habitantes del país. 

Kn el caso de *SeoU el al. r. ./um*» (Howard, 5, j%. 371 ) 
se dijo á este respecto, que «la existencia de dos clases de cues- 
tiones, a saber, judiciales y políticas, se ha reconocido por esta 
Corte, más de una vez, sobre una de las cuales alcanza su ju- 
risdicción, pero no sobre la otra, ht linea que separa estas 
dos clases de cuestiones nunca se ha trazado, sinó que la Cor- 
te, sabiamente, se ha contentado con decidir en eada caso, si 
él quedaba á uno ú otro lado de la línea. Cuando las decisio- 
nes sean más numerosas entonces se podrá tender la línea en 
toda su extensión, y asentar definitivamente una doctrina». 

Y la jurisprudencia se encuentra detenida ahí hasta este mis- 
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mo momento, resolviéndose en unos casos un asunto, como cues- 
tión política, para, en otro>, fallar el mismo caso, como cues- 
tión judicial . 

Basta citarle ueste respecto, como comprobación de use aser- 
to, los dos casos producidos ante la Corte de Um Estados- Unidos, 
por los Estados de deurgia y Mississipi, con motivo de las leyes 
de reconstrucción de los Estados del Sud, después de terminada 
la guerra de secesión. 

Esas leyes hablan suprimido la existencia política de diez 
Estados de la l" ilion, couvirtiéndolos en cinco circunscripcio- 
nes militares, ¿ interviniéndolos hasta tanto que se reorganiza- 
ran con arregb> á las nueras leyes del Congreso. La rebelión 
acababa de ser vencida, y. después de arrojada la representa- 
ción que los Estados rebeldes tenían en el Congreso, la política 
y los vetos de los presidentes Lincoln y Juhnsun, respecto de 
esos Estados, fueron derrotados por esas leyes de reconstruc- 
ción. 

Se trataba, pues, de leyes eminentemente políticas, y los 
Estados de MissUsipi y de (n'nrgi¡* , dirigían su acemn buscan- 
do que elifta no fuesen cumplidas. En el primer caso, Missis>i- 
pi en t aliló su demanda contra Andrew Johnson, presidente de 
la República, y la Corte no xt* th*elttru iiuwnfu'tcnt^ para enten- 
der cu ella, fundándose en que se trataba de una cursilón ¡loti- 
fica, sinóque se limitú á declarar que, el presidente de la Re- 
pública no eradetuandalde ante la justicia ordinaria por el de- 
sempeño de sus fondones políticas ( ífississíjii i\ Jafmwn, 
Wallaee, 4. pág. 500), 

En el segundo caso, Georgia demandó á Stanton, Ministro de 
la ''turrra, pidiendo que >i* orden.ise al general (írant que no 
cumpliese las leyes de reconstrucción, por ser inconstituciona- 
les, y la Corte.se drrftwó iw omjHtentc para entender en el asun- 
to pnr tratarse de una cuestión política f (mityia r. Stunton, 
Wallace, seis, página cincuenta). 
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La diferenciade los fundamentos del fallo de la Corto en en- 
ti» dos casos, en que se impugnaban las mismas leyes, demues- 
tra cuan cierta es la afirmación de que la Ufe» que separa las 
cuestiones políticas de las judiciales aún no está trazada. 

Pero Tale la pena recordar, respecto de estos dos casos, que 
cuando los mencionados Estados ocurrieron ante la Corte Supre- 
ma de los Estados-Unidos, las leyes de reconstrucción no se ha- 
bían comenzado ¿ejecutar, y se pretendía por ellos qm- la Corte 
ejerciese una acción preventiva, declarando que aquellas luyes 
no debían ejecutarse. 

Acaso, si ellas hubiesen estado en vía de ejecución, el fallo 
de la Corte habría sido distinto, por cuanto, en la misma de- 
cisión en que el tribunal se declaraba incompetente pura cohi- 
bir al Presidente de la República en el ejercicio de las funcio- 
nes oliciales, la Corte establecía que: «Kl Congreso es el depar- 
tamento legislativo de gobierno, el Presidente es el departa- 
mento ejecutivo; ninguno de ellos puede ser restringido en su 
acción por el departamento judicial, aunque tos netos de ambos, 
una n>z ejecutadas, están, en fas casos pertinentes, sujetos d 
su conocimiento ( Wullace, cuatro página quinientos). 

tiones, en uno de estos dos casos de la jurisprudencia norte- 
americana. 

Cuando en el caso de tivoryia rersm Stanton, la Corte Suprema 
en mayoría, falló diciendo que; tllabiendo arribado á la conclu- 
sión de que esta Corte. . . no tiene jurisdicción sobre ta materia 
en litiyio, no es necesario examinar la cuestión en cuanto se 
rcüere á la jurisdicción sobre la parto demandada», que era el 
Ministro de la Guerra; el Clnef justice Chase firmó en disi- 
dencia esc fallo, sin dar bis razones de su opinión. *No pu- 
diendo prestar mi asentimiento, dijo: á las conclusiones conte- 
nidas eu la opinión que acaba de leerse para recbazar la de* 
manda del recurrente, coincido por completo en la conclusión 
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de que el caso producido por la demanda es uno de aquellos en 
que esta Corte no tiene jurisdicciont (Wallace, 6, p. 77). 

Aunque podría deducirse, lógicamente, de estas breves pala- 
bras de la disidencia del Juez Chase que, en su concepto, ta 
materia del caso caía baju la jurisdicción de la Corte, esta de- 
ducción sólo sería una mera implicancia, 

Sin embargo, puro tiempu después de ese fallo, el mismo Juez 
Chase, fundando entonces la opinión déla Corte de Estados 
Unidos, cu el caso de * Texas v. White* (Wallace, siete, página 
setecientos), tuvo oportunidad do establecer sus doctrinas j 
hacer triunfar sus teorías, acaso explicando los motivos de su 
disidencia en el caso anterior. 

En ese fallo se estudio la cuestión de competencia, para es- 
tablecer si Tesas, que aparecía en v\ pleito como demandante, 
era ó no un Estado de la Union Americana. 

La notable sentencia de rhaseserú siempre un luminoso faro 
ó los que busquen el significado de Ja palabra •1-statlo* f Pro- 
vincia}, empleada en diferentes artículos de Jas Constitu- 
ciones Americana y Argentina. Pito no es esta la uportunidsd 
de tratar isa parte de la sentencia ¿ alJuez Chase, sinúde aque- 
lla que, teniendo directa relación con las ífye.s políticas, 
- la Corte reconoriú expresamente su facultad para ocuparse de 
ellas. 

A iin de resolver si Texas era ó ao un Estado de la Union, el 
fallo tuvo que traer ;i su consideración los actos del Presidente 
de la República y las leyes del í ongreso, que afectaron á los 
estados rebeldes, durante y después de la guerra civil. 

En el fondo, la Corte declaró que Texas nunca había dejado 
de ser un Estado de la Union Americana, y que lo habían re- 
presentado legalmente tanto el gubernador electo popularmente 
después de la rebelión, como el gobierno militar nombrado por 
el Presidente, y como el uuevo gobernador político, surgido de 
las leyes de reconstrucción dictadas por el Congreso. Pero, co- 
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mo el fallo sólo se refería, en esa parte, á ta personería del es- 
tado de Texas, la cuestión constitucional sobro la validez ó nu- 
lidad de los actos políticos del Congreso y del Presidente A pro- 
pósito de la reorganización de los Estados rebeldes, no tenía 
que ser examinada por el tribunal. 

Esto, no obstante, el Juez Chase, que había disentido del fa- 
llo de la Corte, en el caso di* ifieorffia v. Sf anión en cuanto 
se declaraba incompetente *por razón de la materia», por tra- 
tarse de una cuestión política, parece que hubiera querido, en 
el easo de tTcrm r. W'kite* % dejar establecido quu la Corte no 
trataba la misma cuestión polUtea, súlo por no ser la que estaba 
en discusión en ese caso, pues df otra manera ia habría tratado. 

Así lo consignó expresamente en ríos pasajes de su notable 
sentencia. Tratando de ]v< acto!» ejecutados por el Presidente 
en esa época, el Juez Chase dijo: «Si la acción ejercida entonces, 
estaba ó no, á todos respectos, autorizada por la Constitución, 
no ex necesario determinarlo. El poder ejercido por el presi- 
dente, se stipu>o, indudablemente, que emanaba de sus funcio- 
nes constitucionales como comandante en jefe; y, en tanto que 
la guerra duraba, no puede negarse que podía establecer go- 
biernos temporáneos en los distritos rebeldes, ocupados por 
tuerzas nacionales, (¡ adoptar medidas en cualquier Estado pa- 
ra el establecimiento de un gobierno de Estado liel á la l'mon, 

auentes que estuviesen autorizados por tei/es constitucionales* 
(Wallace, 7, pág. 720 y siguiente). 

Debe de ahí deducirse, lógicamente, qué si los actos del Pre- 
sidente hubiesen estado en discusión ú si estos se hubieran 
ejercido en nombre de leyes que no fueran constitucionales, la 
Corte se habría considerado autorizada para determinar lo ne- 
de esos actos, aunque fuesen puramente poli- 




Y, como si el Juez Chastse hubiera 

T. III. 
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tómente establecido que, en el caso que fallaba, la Corte ha- 
bría reaccionado respecto ú su decisión anterior en el caso 
^Georgia v. Stanton*,y se consideraba ahora competente para 
juzgar de las leves de reconstrucción, si ellas se traían al jui- 
cio U el tribunal, la mencionada sentencia decía á su respecto lo 
siguiente: «Xodahay en el caso pendiente ante nosotros, que re- 
oluiuc de esta Curtí el pronunciamiento de un fallo sóbrela 
constitncitmalidad de nhjuna viánmia vxpcriul de esa leyes». 
(W'allace, 7, pu< n r . l'M\ \ l» que demuestra que, si «en el caso 
pendiente* algo hubiera reclamado una decisión de la Supre- 
ma Corte ssobre la eonstituciunalidad de las leyes de recons- 
!*uccion* t la Corte, presidida por el Juez Chase, se habría pro- 
nunciado á BU respecto, no obstante de tratarse de materias 
puramente políticas, según lo li.ibía declarado un fallo anterior 
del mismo tribunal. 

Importa recordar que el caso de tTe.rasv. While* e< poste- 
rior al de * Georgia t\ Stanion*, y es, portante, el último de la 
serie de los dictado^ con motivo délas leyes de reconstrucción; 
que son las únicas leyes de intervención de la nación en el te- 
rritorio de ¡m Hilados, dictadas después de tas de sedición y 
milicia de mil setecientos noventa y cinco. 

Kncuautu al juiciode la í'orte, sobre las leyes políticas, bas- 
ta abrir los volúmenes de sus fallos para encontrar muchos de 
ellos que las juzgan. 

Conviene ant- todo, dejar establecido que, por el momento, 
no se trata de discutir el carácter de las partes, y la naturaleza 
de la acción que pueda traerse ante la Suprema Corte cuando se 
impugna una ley político. Se trata sólo de averiguar si existe 
ó no jurisdicción en este tribunal, para traer ante su juieio tales 
leyes políticas, y si estas son susceptibles de ser declaradas in- 
constitucionales al ser aplicadas ó ejecutadas. 

A este efecto, sirven para ilustrar la cuestiou algunos casos 
de la misma jurisprudencia norte-americana. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



451 



Entre las medidas que siguieron á las leyes de reconstrucción 
de los Estados-Unidos, despucsde terminada Ja guerra cití), 
el Congreso dictó una ley, con fucila primero de Mayo de mil 
ochocientos setenta y ' ineo, garantiendo á qm- babían sido 
esclavos una igualdad perfecta de derechos con demás habi- 
tantes de los Estados-Unidos, pretendiéndose que esa ley era 
dictada con motivo de las enmiendas XIII y XIV de la Consti- 
tución. Esa ley imponía penas ú los que impidiesen el goce 
completo de esos derechos á los ciudadanos de cualquiera raza ó 
color, y, como algunos propietarios de hoteles? empresarios de 
teatros negasen ]¡i entrada eu sus establecimientos á los negros, 
la Corto tuvo cinco casos en que se discutió la constitucional i- 
dad de esa ley. 

Pueden ellos verse en el tomo ciento nueve, página tren y si- 
guientes de los fallos de la Corle de los Estados- Unidos, y allí 
se verá que la ley fué declarada inconstitucional eocuuDto á su 
aplicación, en los Estajos de la Union; no pronunciándose el 
tribunal, en cuanto á su ehVaciasobrv los territorios federales y 
el distrit i de Columbia. 

En esos casos se estudiaron las facultades del Congreso en lo 
que se refiere á la legislación que éste puede establecer sobre las. 
materias que, egun la Constitución, afectan la soberanía relati- 
va de los Estados que forman la liepública; y allí quedó esta- 
blecido que, el Congreso no tiene autoridad constitucional pa- 
ra dictar leyes tendentes á obligar á los Estados á no practicar 
losados que les están prohibidos por la Constitución, decla- 
rándose que si esos actos prohibidos se ejercían, el remedio no 
está en las leyes del Congreso, sino en los fallos de los tribuna- 
les federales. 

Allí se estudiaron cuestiones eminentemente políticas, pues- 
to que todo el fallo verso sobre el alcance de la enmienda XIV 
de la Constitución, en la que, después de declarar cuáles son 
los ciudadanos de los Estados-Unidos, se consigna la prohibi- 
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cion siguiente: «Ningún Estado podrí dictar 6 cumplir una ley 
por la cual se disminuyan tos privilegios ó las inmunidades de 
los ciudadanos de los Estada-Unidos; ni podrá Estado alguno 
privar ú una persona de su vida, su libertad ó propiedad sin el 
correspondiente juicio en derecho; ni negar á persona alguna 
dentro de su jurisdicción una igual protección de las leyes». 

El Juez líradley, estudiando el alcance de esta cuestión cons- 
titucional, reconocía que la última parte de la enmienda XIV, 
cuando dice: «El Congreso tendrá facultad para poner en ti* 
gencia [en forcé) las disposiciones de este artículo por un* Ic- 
gislacinn adecuada», daba al Congreso facultad para dictar le- 
yes que llegasen al ün que la Constitución se propone; es decir, 
á hacer que sean nulos é inocuos los actos y las leyes de los 
Estados contrarios ú esa prohibición; pero esas leyes no podían 
ser otras que; aquellas qiu- autorizan á los tribunales federales, 
pura declarar nulas tales leyes y tales actos de lo* Estados, sin 
que, en caso alguno, se reconociese el poder de legislación 
del Congreso para intervenir directamente dentrode los territo- 
rios de los Estados, á fin de hacer efectivas aquellas prohibicio- 
nes. 

La soberanía del Estado llega hasta poder dictar, ¡legalmen- 
te, leyes prohibidas por la Constitución; pero la soberanía de 
la Nación, las hará no viables, por medio de la justicia fede- 
ral. 

Del hecho de existir una prohibición sobre los Estados, no 
nace el derecho del Congres.' para dictar leyes que ios afecten 
directamente, interviniéndolos para hacer efectivas aquellas 
prohibiciones 

t fué fundándose en estas doctrinas que la Corte Suprema 
de los Estados-l nidos, declarújnconstitucional la ley de pri- 
mero de Marzo de mil ochocientos setenta y cinco, tendente á 
garantir á los negros los derechos que les acordaba la cláusula 
XIV de la Constitución. 
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Es, sin duda alguna, también una facultad eminentemente po- 
lítica la que tienen el Presidente de la República y el Congre- 
so paTa hacer tratados con las naciones extranjeras; pero de es- 
ta circunstancia no puede deducirse que la validez de las cláu- 
sulas de esos tratados, cuando ellas son contrarias a la Consti- 
tución Nacional, no puedan ser traídas al juicio de los tribunales 
nacionales. 

La Constitución ha declarado que en la República Argentina 
no bay esclavos, agregando que los que lo fuesen en otros paí- 
ses, quedan libres por el mero hecho de pisar el territorio de la 
Nación. 

Supóngase, por ejemplo, que estuviese en vigor el tratado de 
extradición que, en catorce de Diciembre de mil ochocientos 
cincuenta y siete, c< lebro el Cobierno de la Confederación Ar- 
gentina con el Imperio del Brasil, y cuyo artículo sexto decía 

brasileros que, contra la voluntad desús señores, pasasen por 
motivo al territorio de la Confederación Argentina y 
allí >; autorizándose, por otra clausula, á los amo* 
para deducir su re. lainu «ante autoridad competente», cuando 
el dueño del esclavo llegase en seguimiento de él <para sacarlo 
del territorio argentino*. 

Esc tratado no fué canjeado, y por tanto, no está vigente; 
pero él fué heclio por el Presidente de la Confederación Argen- 
tina; fué sancionado por el Congreso Nacional, y se encuentra 
inserto en la pubticarion oficial déla «Colección de tratados 
celebrados por la República Argentina», en el tomo primero, 
página quinientas cuarenta y cuatro. 

Ku frente de esa violación flagrante y expresa del artículo 
quince de laConstitucion Nacional actual, cuyadisposicion exis- 
tía ya en la de mil ochocientos cincuenta y tres, ¿ podría al- 
guien negar á la justicia federal el derecho de amparar al es- 
clavo perseguido, sosteniendo que se trataba de una * cuestión 
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politim*, por ser precisamente un acto internacional «1 que se 
traerínal juicio del tribunal ? 

¿Podría alguien negar qne, aun cuando la materia, — trata- 
dos internar tanates — sea puramente política, las cláusulas de 
caos tratado* sancionados por el Congreso, promulgados y can- 
jeados por el Presidente de la República, pueden ser declara- 
das irritas y nulas por tribunales federales, si ellas son contra- 
rias á la Constitución? 

Seguramente nadie podría defender la validez d 1 tratado 
contra el texto expresa de la Constitución; y así como el poiier 
judicial no podría desconocer a los poderes políticos de la Na- 
ción su facultad indiscutible para celebrar tratados con las na- 
ciones extranjeras, tampoco puede negarse á aquel el derecho de 
examinar y fallar sóbrela validez de sus cláusulas cuando una 
cuestión judicial se produzca A su 





délos poderes políticos y sobre ese punto 
los tribunales federales, 
purque serían mesítoiies ¡tot titeas que no llegan hasta la justí- 
ticia. Lo segundo — la validez de la cláusulas do un tratado, — 
puede ser materia de decisiones del Poder Judicial. 

Aún por razones menos fundamentales que estas, la Su- 
prema Corte de Estados-Unid.,*, declar.i inconstitucional la ley 
que como corolario del tratado celebrado con el Emperador do 
la China, dicto ei Congreso considerando punible, come acto de 
conspiración, el hecho de impedir que cualquier chino, en cual- 
quier Estado gozase de los derechos y franquicias que el tratado 
les reconocía. 

La Corte creyó que esa ley del Congreso invadía en una par- 
te los derechos de los Estados, y aun cuando ella importase el 
cumplimiento de un compromiso internacional, sus artículos 
fueron declarados nulos ( Itahlivin l-'rank, l\ S. C, vol. 120, 
pág. 7G8 . 
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Es también, por ln Constitución Nacional, atribución políti- 
ca del Congreso, la de admitir nuevas provincias en la Union 
Argentina ; poro la Constitución ha prescrito circunstancias 
especiales é indispensables «¡traque uno nueva provincia pueda 
formarse dentro del territorio de otra, ó por la anexión de ter- 
ritorios vecinos, cedidos por dos i» más provincias* actuales. 

La ley que reconociese la existencia de una nueva provincia 
sería, pues, una ley eminentemente política, y el acto por el 
que se declarase Ic^al el gobierno constituido en ese nuevo lis- 
tado argentino, sería» igualmente, un acto político. 

Y, sin embargo, si el Congreso ereasc por sí la nueva provin- 
i ¡a, en territorios que no fueran federales, tomándolos de los 
que actualmente pertenecen á otras provincias, la ley inconsti- 
tucional que eso estatuyera, sería susceptible de ser llevada 
ante la justicia federal; y el gobierno del nuevo listado podría 
ser doclaradoilegal por esta Suprema Corte, aun cuando buMe- 
sesido reconocido como legitimo por los poderes políticos de la 
Nación. 

Supóngase que actualmente, ampliando las últimas leyes de 
intervención dictadas, el Congreso resolviese que, al reorgani- 
zarse las autoridades de lineóos Aires, se fraccionase su terri- 
torio en tres porciones, que serían otras tantán provincias, con 
capitales respectivamente en San Nicolás de los Arroyos, en La 
Plata y en liatiía lílanca. Supóngase que esos tres gobiernos 
se organizasen conforme n las leyes del Congreso, y que luego 
viniesen á seguir ¡inte la Corte los pleitos pendientes éntrela 
provincia de Unenos Aires y particulares, pretendiendo cada 
uno la representación del Estado por la parte del territorio que 
pretendiera corresponderá . 

¿Podría negarse á la Corle la facultad de examinar esa ley del 
Congreso, estudiar su constitucionalidad y validez, y resolver 
por sí cuál era el gobierno que representaba al listado de line- 
aos Aires, para los efectos de los juicios «endientes ante ella? 
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Seguramente, nadie podría pensaren hacerlo. 

Según se afirma en la demanda, el interventor ha asumido el 
gobierno de la Provincia de Santa Fé, y debe suponerse que, 
en su consecuencia, ejerce la administración del Estado. En 
este carácter puede contraer obligaciones; que afecten los inte- 
reses generales de la Provincia ó intereses particulares de sus 
habitantes. 

¿Podría negarse la procedencia de la acción que, una vez 
reorganizada la Provincia de Santa Fé dedujese ante la justi- 
cia federal contra actos administrativos del interventor, ú la 
excendon que ella opusiera A dinamias que contra «lia se di- 
rigieran para exigir el cumplimiento de obligaciones por él con- 
traidas, en ejercicio del gobierno de aquella Provincia, fundán- 
dose, en uno y otro caso, en la nulidad de la ley que lo llevó á 
Santa Fé? 

*Segu ruínente no. 

Podrían citarse otros muchos casos i-n los que la Suprema 
Corte de Justicia de los Estados Cuidos, se ha ocupado de es- 
tudiar y deducir puntos afectados por leyes puramente políti- 
cas; sobre todo aquellas en que se han [tuesto en cuestión las 
enmiendas XIV y XV de la Constitución norte-amerimna, ten- 
dentes á garantir los derechos políticos de los negros, tan com- 
batí Jos por la legislación y por los actos de loe Gobiernos de 
los Estados del SuiJ . 

A <*ate respecto convienen ser consultados el caso tUñitéd 
States o. Beese et en que se declaro inconstitucional una 
ley política del Congreso; y el Aett'nítetl States r. Cnnkshanks 
et al.*, en que se declarú inaplicable la misma ley por no ser 
conforme con la Constitución Nacional. Ambos casos se encuen- 
tran en el tomo noventa y dos (Otto, 2) páginas doscientos ca- 
torce y quinientos cuarenta y dos como también se billa otro 
análogoencltomocieutodiez, página seiscientos cincuenta y una. 

Cor re>p ondea hora, averiguar si la demanda promovida por el 
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doctor Cullen envuelve la solución de upa cuestión política, ó si 
se dirige exclusivamente á impugnar la constitucionalidad de 
una ley, sin tomar en cuenta, al efecto, la materia que le sir? e 
de motivo. 

En la demanda no se niega la facultad del Congreso para dic- 
tar leyes de Intervención; ni se pretende que esta Corte pueda 
ser juez de la oportunidad en que esas leyes deban y puedan 
dictarse, 

El único objeto ostensible de la demanda, es el de pedir la 
declaración de ineonstitueionalidad de la ley por violación de 
los preceptos constitucionales que reglan los precedimíentos 
para la sanción de las leyes. 

Ks á la forttta en que la ley lia sido sancionada, y no al fondo 
mismo de ella, á donde se dirgie la acción. Xose impugna un 
acto político del Congreso, ni se pretende que él ba ultrapasa- 
do los límites desús facultades legislativas, dictando leyes so- 
ore materias ajenas ií sus poderes delegados. Lo que la de- 
manda pretende, es que no hay ley, por haberse violado los pro- 
cedimientos substanciales que la Constitución ha marcado para 
la sanción de las leyes, y esta Corte no podría rechazar de 
plano una acción semejante, fundada en que se trata de una 
cuestión política, sin que su fallo, ¡¡propósito de la jurisdicción, 
importase un prejuzgamiento respe to del fondo. 

Si únasela Cámara del Congreso sancionase un proyecto de ley, 
sobre materias esencialmente políticas, y el Poder Ejecutivo, sin 
esperar la sanción de la otra rama del Poder Legislativo, promul- 
gase ese proyecto como h-y de la Nación, es indudable que á nadie 
se le ocurriría negar al Poder Judicial la facultad de d clarar 
nulo é inocuo un acto en que han intervenido legisladores y Pre- 
sidente, pero que no revestiría los caracteres de una ley, por no 
haberse sancionado en la forma prescrita por la Constitución. 

El pleito eu que esa declaración se hiciese, no resolvería una 
cuestión política, aun cuando fuese política la materia de que 
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trata el pretendido estatuto. Sería sólo uno de aquellos casos 
regidos por la Constitución Nacional, y, en que cualquiera quo 
sea la nacionalidad ó la «ciudad de las partes, cualquiera que 
sea el carácter que i llas revisten y tos derechos quo invoquen, 
caen dentro de la jurisdicción de los tribunales federales (Ja- 
llos de la Suprema Curte de Justicia, serie 2*. tomo \% pAgí- 
ua 500). 

Condensando la argumentación, podría decirse que, en el 
caso pendiente, se busca resolver, no una cuestión política, 
si nó un conflicto entre dos sanciones del Congreso que so rlicen 
en pugna. De las constancias du autos resulta que, según las 
?s unciales acompañadas, hubo primero una sanción 
Congreso, que recbazóen absoluto la Intervención 
á Santa Fé, dejando que los acontecimientos se produjesen y 
desarrollasen dpiitrn de ti órbita y de las instituciones locales; 
y después de esa >am*ion tnu { ntüa se produjo la sanción toa 
ele la ley que lia ordenado que se lleve la inte rvención á San ta- 
le, á lin de quo sus poderes públicos se organicen al amparo 
del Gobierno Federal. 

Es este conllicto, pues, el '|ue se trae al fallo de la Corte, y 
no la materia ó cuestión política que pueda ser afectada por 
estas dos sttncintu-s encontradas. Y orno son los tribunales, f 
no los poderes pulíticos del Gobierno los encargado» de resolver 
estos roullietns, lógicamente se desprendo que esta Corte puede 
tener competencia para resolverlo. 

La Corte de los Estados-Unidos ba dicho: <Un caso ocurre 
dentro del significado de la Constitución siempre que cualquie- 
ra cuestión respecto á la Constitución, leyes ó tratados de bs 
Kstados-Unidos, han asumido tal forma que el Poder Judicial 
es apto para actuar en ella (Osborn ». Vmtetl States Hanli, 
Wheatuu, !), pág. 8IÍ). l- v-parte Michigan, Waüa.re, -i, p. 2H 

Tratándose de la demanda traida por el doctor Cuiten, no puede 
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negarse que ella contiene la resolución de una cuestión respecto 
A la Constitución, puesto que se discute U validez de tina ley que 
se pretende no existente, por no haber sido sancionada cjii los 
requisitos constitucionales, impugnada en la misma forma en que 
podría serlo un acto promulgado por el L'oder Ejecutivo, como 
ley de la Nación, habiendo sido sancionada sin el qmmm cons- 
titucional en una Cámara del Congreso ó en ambas, 

Resolver si tales acto- tienen ó no el carácter de ley, es una 
atribución eminentemente jitiiirial y no política, y, por tanto, 
ella corresponde ¡Uos tribunales federales. 

Haciendo aplicación de estos principios ;i la cuestión sub- 
índice, forzosamente tíciu j (pie deducirse, como consecuencia, 
que la ley que ha declarado intervenida la provincia d-. 1 Santa 
Fe, por más que ella ls una ley política, car bajo el juicio de los 
tribunales federales, una ve?, que promulgada, ha comenzado á 
.ser ejecutada. 

Nadie dudaría de la competencia del juez, do sección de San- 
ta Fé para entender en un recurso de hnbiuis tarpus que lle- 
vase ante el Juzgado cualquier individuo preso por órden del 
Interventor, aun ctmndo el recurso si 1 fundase en la im-ousti- 
tucionalidad del nombramiento; como tampoco nadie podría ne- 
gar la procedencia de una apelación ante esta Suprema Corte, 
con arreglo al articulo catorce de la ley de catorce de Setiem- 
bre del año mil ochocientos sesenta y tres s >bre jurisdicción y 
competencia de los tribunales federales» contra una sentencia 
deíinitiva, dictada por un tribunal d«' Provincia nombrado por 
el Interventor, y argñidode sur inconstitucional, por no reves- 
tir las condiciones de tribunal legal, sitiólas do una simple co- 
misión especial, eontraria al artículo diez y ocho de la Consti- 
tución Federal. 

Y sin embargo, en uno y otro caso, lo que estaría en juicio 
no sería el acto del Interventor, que es sólo un instrumento de 
la ley, sinó la ley misma, lo que viene á demostrar, con toda 
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evidencia, que las leyes políticas caen bajo el juicio de los tribu- 
nales federales, no sólo cuando afectan derechos civiles, sinó 
cuando afectan derechos de cualquiera naturaleza, que la Cons- 
titución Nacional ha garantizado á las Provincias óá los par* 
ticulares. 

Entrando ahora al estudio de la segunda cuestión propuesta, 
es menester ante torio, resolver si procede la jurisdicción ori- 
ginaria de la Suprema Corte en la demanda presentada por el 
doctor Callen. 

Para decidir este punto es indispensable involucrarlo con el 
que se refiere al carácter que tenía el Gobierno Provisorio de 
Santa- Fe, al dictar el decret.» de foja una, porque de la solución 
de esta cuestión resultará si él representaba ó no á Santa-Fe 
al apoderar ai doctor Cullen y, en consiguen ta, si aquella pro- 
vincia es ó no parte en estos autos. 

Ks indiscutible que, entre las facultades de los poderes po- 
líticos del Gobierno Federal, está incluida la de reconocer la le- 
galidad de los gobiernos existentes, tanto en las naciones extran- 
jera-, como en las provincias que furnian la Union Argen- 
tina. 

Soutc psn decisión política no hay recurso legal alguno, pur 
que jamás podría, de t*e eouocimiento, surgir una cuestión 
judicial, emanada de la Constitución ó en pugna con ella. 

Pero, será siempre una cuestión judicial y no política la que 
se promueva para buscar la declaración de los tribunales fede- 
rales, sobre cuál de dos gobiernos de Estado sea el reconoci- 
do por los poderes políticos de la Nación, ó sobre si el Go- 
biernoexistenteeu un país extranjero, ó en una Provincia Argen- 
tina, es ó no reconocido por aquellos poderes políticos (Luther 
v. Burilen, Howard, 7. pág. 1). 

Hay, sin embargo, una cuestión grave á este respecto, que 
es menester teñir en consideración, sobre todo en nuestro país, 
donde estas cuestiones son todavía completamente nuevas. 
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La célebre sentencia del Juez Taney, diotada en el caso de Ln- 
thcr v. Burden, estableció que: 

dtesideen el Congreso la facultad de decidir qué Gobierno 
es el establecido 011 un Estado. 

«Porque como los listados -Unido* garantizan á cada Estado 
un gobierno republicano, el Congreso debe necesariamente de- 
cidir qué gobierno es el establecido en un litado, antes de de- 
terminarse si es republicano ó no. 

«Y cuando los senadores y diputados de un Kstado son ad- 
mitidos ó. los consejos de )& Union, la autoridad del Gobierno 
bajo la cual ellos son nombrados, así como su carácter republi- 
cano, queda reconocidu por la <-ouipotuiite antoridail constitu- 
cional. V esta decisión es obligatoria sobre los demás depar- 
tamentos del Gobierno, y no podría ser discutida en un tribu- 
nal judicial. •> [lloward, 7, pá;;. 42). 

La misma doctrina lia sido repetida en diferentes fallos do 
la Corle Americana, siguiendo las teorías que había estableci- 
do El Federalista, número veintiuno, página ciento ducc. 

Se vé, pues, que según la teoría americana, la decisión déla 
existencia ú inexistencia de una forma republicana de gobierno, 
en un Estado, es previa á todo reconocimiento ó desconocimiento 
de las autoridades políticas en él establecidas. 

Kada queda ála discreción ó arbitrio interpretativo. La de- 
cisión debe ser expresa y el Congreso sólo puede adoptarla al 
aceptar 6 rechazar los miembros de sus Cámaras respectivas, 
porque, en esas oportunidades, el Senado y la Cámara de Di- 
putados no proceden como cuerpos legislativos, sinóoomo verda- 
deros tribunales judiciales. 

En et caso que hoy está pendiente de esta Corte, no hay ley 
ni acto alguno dolos poderes políticos de la Nación que hayan 
declarado que, eu la provincia de Santa-Fe, no existe un Go- 
bierno republicano. 

La lev de intervención y los decretos del Poder Ejecutivo no 
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lo han dicho expresamente, y no sería permitido á la interpre- 
tación ó á la implicancia deducirlo autoritariamente. 

Por ara parte, si la legalidad de los Gobiernos locales de Pro- 
vincia, hubiese de juzgarse por los conclusiones de la sentencia 
del Juez Tnney. entúnees quedaría más caracterizada ¡a compe- 
tencia de los tribunales federales, para deducir si el Gobierno 
existente en una Provincia, ha sido ó no reconocido por los po- 
deres políticos de la Nación. 

Acontecimientos de fecha casi reciente pueden servir de ejem- 
plo decisivo á este respecto . 

La provincia de Santiago del Kstero, después de una revolu- 
ción que derrocó á las autoridad^ que estaban en ella consti- 
tuidas, fué intervenida por el Gobierno Federal, d los efectos de 
los artículos ciue-o y seis de la Constitución Nacional. 

Al amparo de la intervención se reconstituyeron todos sus 
podíres públicos, organizándose con nuevo personal el Poder 
Ejecutivo y la Legislatura, y en cnanto al Poder Judicial se le 
respetó en su compon-ion. 

Dos vacantes á senadores por esa Provincia existían en el Con- 
greso Nacional por esa época. 

La Legislatura derrocada por la revolución eligió 
señor Absalwi Hojas, y la nueva Legislatura, 
los auspicios de la Intervención nacional, designó para senador 
al Congreso Al señor Pablo Lascano. 

Ambos ocurrieron al Senado, después de terminada la Inter- 
vención, y cuando los poderes políticos que hasta hoy existen 
en la provincia de Santiago del Estero, funcionaban regular- 
mente. 

El Senada aceptó los di [domas presentados por el señor Ro- 
jas, y rechazó los presentados por el señor Lascano. 

Según las conclusiones de la sentencia del Juez Taney, el hecho 
de la aceptación del senador Rojas importa el reconocimiento 
como legal de la Legislatura que hizo su nombramiento! así 
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como el rechazo del diploma del señor Lascano, importa el des- 
conocimiento de la Legislatura que le nombró, siendo obliga- 
torias estas sanciones para los demás poderes políticos de la Na- 
ción. Sin embarga, el Poder KjecutivoNacional, ha continua- 
do manteniendo relaciones cenias autoridades de Santiago del 
Estero, que fueron desconocidas por la sencion del Senado al 
rechazar el diploma del señor Lascano, y nadie podría objetar 
el derecho con que, en un caso judicial cualquiera, peitenecicn- 
teal fuero federal, los Tribunales de Justicia de la Nación po- 
drían intervenir en el caso, estudiar los antecedentes y deci- 
dir cual de las dos Legislaturas de Santiago del Estero es la 
que esta constítucionalmente reconocida por los poderes, políti- 

La justicia federal no podría ocuparse de la cuestión política 
que podría surgir entre t i Presidente de la República y el Se- 
nado, por haber el uno continuado reconociendo á la autoridad 

expresamente desconocida por el otro; 
que pudieran surgir con motivo 
de leyes sancionadas por la actual Legislatura, aunque ellas 
Be fundaran en el desconocimiento de la autoridad de ese cuer- 
po, siempre podrían ser traídas ante los tribunales federales. 

Ks este precisamente el punto hoy en debate ante esta Supre- 
ma Corte. 

No se trata de pedir que este Tribunal, en ejercicio de una 
autoridad, de una jurisdicción de que carece, reconozca ta lega- 
lidad del liobiernu provisorio de Santa- Fe, á los efectos políti- 
cos de su autoridad, dentro de los límites de aquella Provin- 
cia. Se trata únicamente de decidir, páralos solos efectos de 
esta demanda, si ese Ciobierno provisorio, ha sido ó no recono- 
cido como .al por los poderes políticos de la Nación, y, sí, en 
consecuencia, puede avocarse la representación déla provincia de 
Santa Fé\ al solo efecto de producir esta demanda originaria- 
mente ante la Corte. 
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Para resolver las cuestiones de competencia i fin de hacer 
prosperar una demanda, basta que la personería del recurrente 
«té prima facüe acreditada, sin perjuicio de que, en el curso 
del proceso, aquella personería sea desconocida, y la incompe- 
tencia del tribunal sea declarada, una vez sustanciado el punto 
con la debida tramitaci ni legal. 

Así, en et caso ocurrente, se ha acompañado varios telegra- 
mas de los Ministros de! Poder Ejecutivo Nacional, que, por el 
tratamiento que en ellos se da al ductor Mariano X. ('and i o ti, 
y por el propio contenido dp algunos de ellos, prueban que el 
mencionado doctor l'andioti era reconocido, por el Presidente 
de la República, como Gobernador de Santa Fe, á la fecha que 
se díctúla ley de Intervención en aquella Provincia. 

Para que su personaría sea aceptada prima fw-itP, bastan 
esos documentos, cuya autenticidad ha sido acreditada por el 
certilicado del Director General de forreo* y Telégrafos do la 
>* achín. 

Si, más tarde, se han producido actns nucíales, que hayan 
cambiado las eordicionesde aquel Gobierno,- esos actos no han 
sido judio i al monte traídos al conocimiento de ta Corte, ó es, 
precisamente, contra ellos que se dirige la demanda (Luther 
Vé Hurdcn). 

Así tanbien lo lia creido la Suprema Corte de los Estados 
Vnidos, en los casos citados en que se impugnó la consfituciona- 
lidad de las leyes de reconstrucción. Allí fueron los Gobier- 
nos provisorios de los Estados de Míssisstpi y de Georgia, quie- 
nes promovieron las demandas, una contra el Presidente John- 
son y la otra contra fcl Ministro StanUn, y la Corte no objetó 
la personería de esos Estados, por mas que sus Gobiernos ha- 
bían sido expresamente desconocidos per las leyes del Congreso, 
que suprimiendo la existencia misma de esos Estados, convir- 
tiéndolos en circunscripciones militares. 

Esos Estados habían sido rebeldes y sus autoridades habían 
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sido üoiui nadas y depuestas por las fuerzas legales de !a Na- 
ción, después de sangrienta guerra. 

Los (¿obicrnos que invocaban ¡inte )u Cort >. la representación 
de esos Estados, eran simples Gobiernos de hecho, que se ha- 
bían orgsinizado, despiu-s di* la rebelión, por grupos de ciudada- 
nos sin carácter de autoridad , y que habían mantenido correspon- 
tieii .,i j habían enviado comisiones ai Presidente de la lícpú 
bliea. Su origen no era electivo, y, sin embargo, en ninguno 
de los dos casos citados, la Corte se ocupó de desconocerles el 
carácter que ellos invocaban como demandantes, limitándose en 
un caso [State of )lississijt¡ii t\ J(ihitsan} } en el que el Presi- 
dente era el demandado, á declarar que: cEtá verdad que un 
listado puede promorer una demanda original ante esta í'orto, 
y es verdad que, en algunos casos, ella puede ser dirigida con- 
tra los Kstados-l'nidos. lVro estamos convencidos deque esta 
Corte no tienr jurisdicción en una demanda tendente ¡i i" ipedir 
qno el Presidente ejerza las funciones de sus deberes oiiciales; 
y que t por tanto, semejante demanda no pueiie prosperar entre 
nosotros?- jVVallace, A, pág, 501)- 

En el otro caso [State uf tícnt'ffia r. Stttnfoii), la Corte se li- 
mitó á declarar que no era competente por razón dt* la materia 
del litigio, por considerarla una *.*m'st)*m ¡itttifwa* aun cuando á 
este respecto disintió el Chicfjustice Chase, (Waltace,6. pág, 77). 

Como se vé, en ninguno de ambos casos, la personería de los 
Estados fué desconocida, por el hecho de sor gobiernos proviso- 
rios los que invocaban su representación; y, lo que aún es peor, 
esns mismos provisoriatos habían sido expresamente declarados 
ilegales por el Congreso. 

La ley de reconstrucción, de ILayo dos de mil ochocientos se- 
senta y siete, dictada por el Congreso norte-americano, empeza- 
ba Jicieudo: «l'or cuanto ningún (!<>bierno legal de Estado, ó 
adecuado para Ea protección de la vida y de la propiedad exU 
te actualmente en los Estados rebeldes de Virginia, Carolina 

f, III .10 
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del Norte, Carolina del Sud, fieortjia, )lississ¡i>pi, Alalmma, 
Luisiana Florida, Texas y Arkansas; y, poT cuanto 03 necesaria 
que la paz y el órden se impongan en los mencionados Estados 
hasta tanto que un gobierno leal y republicano, pueda legal- 
mente establecerse: Por tanto, se resuelve: etc., etc.». 

Como se té. cuando los Katados de Georgia y de Mississippi, 
ocurriere» .1 la Corte, yalos gobiernos provisorios de estos hft- 
bían sido expresamente desconocidos por el Congreso, y, sin 
embargo, él tribunal no rechazó Mi limh* su personería, 
cuaiob. se presentaron Hiriendo de inconstitueionaUdad de la 
ley mi<ma que les descono< ía su carácter. 

En cso< casos se discutió la pe. ma y los derechos de los 
dematídádmi pero no se objct.V la personería invocada por los 
di'mandmü^ que habían mantenido corn-spou-lencia oticial 
telográlica cutí el Presidente de lu República, quien l.-s había 
dado el tratamiento de gobernadores. (Véase Mm 
m fl^ubUr, etc., Y«l, Wlll. página doscientos ochenta y 

<lu-¿ y siguientes!. 

lía declaración do la Curte, por ..tra parto, en el caso de 
dórala r.Sttothm, ni podía se* otra que la que fué, ni mo- 
difica en l«> mínimo la jurisprudencia establecida por aqnal tri- 
bunal respecto ¡i lo 1U« 01 entiende por ,cut^mnfíHpolítímPi 

Parala Estados- t'n id o>, según las leyes y los debates del 
Congreso, losdiez Estados que se sublevaron, habían dejado do 
ser Estados de la Cnion, para conteftirse en territorios con- 
quistados por medio de la> anuas. 

Es verdad que hay un caso notable*; Tems p. WhiU) en que 
páralos efectos civiles y en cuanto se rotería á derechos de ter- 
ceros, la Corte declaró que Texis nunca había dejad.» de ser un 
Estado de la Union; pero en lo que á la política se reliere, la de- 
cisión délos departamentos políticos déla Nación, fué otra. 

lectivamente: lo< Estados rebeldes, no sólo so habían se- 
gregado por acto pública de 1 stados-U nidos, sinó que habían 
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constituido una nacionalidad independiente, dictando una nue- 
va Constitución federal y nuevas constituciones locales; y, or- 
ganizando un Gobierno nacional con Presidente, Congreso y 
Poder Judicial, distinto del de la Uuion. Su carácter tic belige- 
rantes en la guerra, les había sido reconocido por Gobiernos 
extranjeros, y. loque empezó por sor una guerra civil, pinole 
decirse que terminó por sur una guerra internacional. 

Sometidos por la fuerza, los listados de) Suó\ fueron conside- 
rados por el Congreso como inoras agrupaciones reunidas sobre 
territorios couquisiados, que debían organizarse no con arreglo 
á las leyes preexistentes en ellos, sinó con arreglo á leyes del 
Congreso, que dictaban las reglas de la reorganización, entrando 
en todos los detalles de ella, desde las condiciones que debían 
tener los electores* hasta los procedimientos que debían em- 
plearse para dejar establecido el uuevu Gobierno constitucional 
en cada litado. 

Las Constituciones primitivas, así eoui<> las que su dictaron 
después de la rebelión fueron declaradas caducas, obligándose 
por las leyes del Congreso y p«T las proclamaciones del Presi- 
dente, á los Kstados rebeldes, no súloii adoptar nuevas Consti- 
tuciones, sinó a incluir en ellas la abolición déla esclavatura, 
imponiéndose, además, á las nuevas Legislaturas, como condi- 
ción para poder enviar sus ¡senadores al Congreso, el deber de 
aceptar las enmiendas XIII, XIV y KV, con que la Constitu- 
ción Nacional había sido aumentada á propósito de la guerra y 
sus consecuencias. 

En estas condiciones políticas se hallaba el Estado de Geor- 
gia, cuando ocurrió á la Corte Suprema, pidiendo que se estor- 
base el cumplimiento de las leyes de reconstrucción, porque or- 
denaban expresamente el desconocimiento del actual Gobierno 
del Estado para sustituirlo por otro. 

Lógicamente, la Corte debió declararse incompetente, porque 
allí sólo se trataba de una cuestión política. Ko eran los tribu- 
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nales, ainú los poderes políticos de la Nación, los que debían de- 
clarar cuando los Estados ri-beldes volverían á ser considerados 
como Estados de la Union. Las leyes del Congreso habían sido 
demasiado exprosas al respecto, para poder ser tergiversadas: 
los rebeldes no tendrían derechos de Estado, hasta tanto se 
reorganizaren con un gobierno fiel á los Estados-Unidos. 

Bu les aplicaba la ley internacional en las guerras de con- 
quistas; y t cun razón, se les negaba el derecho de ampararse a 
una Constitución Nacional que habían desconocido, que habían 
derogado por medio de una Convención que sancionó otra nue- 
va, y que habían combatido con las armas hasta ser vencidos. 

El caso en que ocurre unte esta Corte Argentina, el Doctor 
Cullen, á nombre de! Gobierno Previsorio de Santa Fe\ es com- 
pletamente distinto. 

Ni aquel Gobierno, ni la Provincia, han sido d i-clarados re- 
beldes. Las autoridades derrocadas por la revolución, como las 
que las sustituyeron, han prestado acatamiento al Gobierno 
Federal; su Constitución local y sus leyes reglamentarias están 
en vigor, y la ley que ha env iado allí la Intervención, lejos de 
haber declarado que en aquella Provincia no existe un gobierno 
*leulá ta .\ocitm*, ha mandado que la reorganización de los po- 
deres públicos se haga con arreglo á his leyes de Santa-Fé, lo 
que importa reconocer la forma republicana del gobierno que 
ellas establecen. 

En el caso de Georgia y los demás Estados rebeldes, era una 
cuestión política la formación de los nuevos gobiernos, porque 
se trataba dt- tima reconstrucción* de Estados, bajo nuevas dis- 
posiciones constitucionales; en el caso de ¡Santa-Fé todo lo que 
el Congreso ha dispuesto es la reorganización del Gobierno ordi- 
nario regular, desaparecido por la revolución, pero con arreglo 
i las mismas leyes en vigor. 

Se comprende, pues, cómo el primer caso puede ser nna 
^cuestión puramente política* t por cuanto se trata de un acto 
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político, consecuencia de uua guerra nacional; mientras que el 
otro puede sólo ser no «OJO judicial; desde que se tratado una 
ley dictada por el Congreso, en uso de las facultades legislati- 
vas, y sin que la Nación, ni su Gobierno, hayan sido afectados 
por la revolución qne triunfó en Santa-Fé. 

El Gobierno provisorio de Georgia, no era, para los poderes 
políticos de la Union, sinó una prolongación del Gobierno rebel- 
de, y así lo declaró el Congreso en el preámbulo de sus leyes. 
La base que servia á la reconstrucción era la inexistencia de- 
elarad-.i y reconocida de todo Gobierno <f¡ch á los Estados-Uni- 
dos, y el objeto de la intervención en los Estados rebeldes, era 
el propósito * federal* de darles una nueva existencia como Es- 
tados do aquella Confederación. 

El Gobierno provisorio de Sauta-Fc, por el contrario, apare- 
ce en estos autos, como la continuación dei Gobierno local de 
Santa-Fé, irregular en su forma de organización, pero tiel á la 
autoridad federal, y reconocida por ella como tal Gobierno. 
La intervención no tiene fines nacionales, ni vá allí con motivo 
de hechos quo,afecten al Gobierno federal. 

No es dudoso que, dentro de la Constitución Nacional, los 
Gobiernos de Estado, para ser garantizados en su existencia, 
deben tener su origen en la elección popular. Nuestra forma 
de Gobierno en la Nación y en las Provincias, no es sólo republi- 
cana, es subitancialmente representativa, porque las funciones 
del poder no son sinó simples delegaciones del único soberano, 
que es el pueblo. 

Tero, en nuestra historia política, antes y después de la orga- 
nización definitiva de la Nación, los Gobiernos Provisorios, re- 
conocidos por los demás Gobiernos locales ó por el Gobierno 
federal, han desempeñado papel de Gobiernos legales en mu- 
chas ocasiones» 

Los acontecimientos humanos, mas poderosos que todas las 
previsiones, producen, á veces, situaciones en que la ley posi- 
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tira violada tiene que someterse á la ley fatal de lo impre- 
visto. 

Como éutre nosotros, en loa Estados-Unidos, también, han 
tenido los tribunales que estudiar estas cuestiones, y más de 
una vez, lo han hecho reconociendo la validez do esos Gobier- 
nos provisorios. 

En el caso Cross v. tlarrison (Howard, diez, y seis, página cien- 
to sesenta y cuatro), la Suprema Corte de los Estados-Unidos, 
estudiando las facultades del Gobierno local, que, en la Alta 
California, siguió al tratado de paz, después de la guerra con 
Méjico, trajo á su examen la legalidad de esc Gobierno, decla- 
rando que, aún cuando el territorio había sido conquistado por 
los Estados-Unidos, y después cedido por Méjico, el Gobierno 
promisorio existente al tiempo de la cesión, era el Gobierno le- 
gal, y continuó como tal hasta que el Congreso, en uso de sus 
facultades constitucionales para legislar sobre los territorios fe- 
derales, lo reorganizo. 

Aunque la materia que produjo ese juicio fuese sólo una 
cuestión de impuestos, no puede dejarse de reconocer que el 
punto capital en debate, y la base de la resolución de la Corte, 
fué la legalidad de aquel gobierno que creólos impuestos. 

Esta necesidad que á veces se presenta, de reconocer la exis- 
tencia de eso* gobiernos provisorios, se hace todavía más pre- 
miosa, si ella se estudia á la luz de nuestras propias institucio- 
nes constitucionales. 

La intervención del Gobierno Federal en el territorio de las 
Provincias, — con excepción del poder judicial,— es un accidente 
extraordinario en la vida de la nación. Las Provincias tienen, 
dentro de sus propias facultades, los elementos de poder y de 
autoridad indispensables para sn propia existencia. La sedi- 
ción local, en tanto que no se requiera por autoridad competente 
la intervención federal, no es un motivo para que la vida inde- 
pendiente de la Provincia desaparezca. 
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Lejos de ello, lo» conflictos domésticos que se pTodueen en 
?[ territorio de un Estado, deben resolverse dentro del Estado 
mismo por sus propios poderes públicos, habiendo dudo la Cons- 
titución los medios de hacerlo at extremo de poder movilizar la 
guardia nacional, eu la medida que ellos solos juzguen conve- 
niente (hdherv. Ilurdcn, Howard, siete, página primera). 

Si la revolución triunfa, y las autoridades derrocadas no re- 
claman ía intervención federal, ¿el Congreso la rechaza, la na- 
ción debe dejar que los poderes públicos se reconstituyan bajo 
los solos influjos de las nuevas autoridades provisorias. La re- 
volución no es un derecho; pero es un hecho susceptible de crear 
derechos. 

Kn los fallos de esta Suprema Corte (serie dos, tomo primero, 
página cincuenta y ttoe-ve) se encuentra uno que podría bien 
tener aplicación a las teorías antts desarrolladas . Una revolu- 
ción derrocó en mil ochocientos sesenta y ocho al Gobernador 
de Corrientes, don Evaristo López, quien, después de haber 
presentado su renuncia y de haberle sido ésta aceptada, salió á 
campana, organizó fuerzas, y pretendió recuperar el Gobierno. 
Titulándose Gobernador legal de Corrientes, celebró un contra- 
to para la proveeduría de sus fuerzas, y, más tartK ese contra- 
to motivó el caso ante esta Corte, por demanda traída por los 
contratistas contra la provincia de Corrientes. La Corte cono- 
ció en la demanda, y, al rechazarla el niu-vo Gobierno de aque- 
lla Provincia reconoció que; cera cierto que uua revolución po- 
pular puso al señor López en el cuso de renunciar; pero que 
lus revoluciones se legalizan por el asentimiento de los pue- 
blos y ^ 6rdcn í l ue dt ' eUas sur j a * cuall,lo se consolida, es le- 
gal. Que así sucedió con la revolución hecha al señor López, 
etcétera etcétera.» 

El fallo de la Corte absolvió a la provincia de Corrientes; 
pero, para hacerlo, tuvo que estudiar y resolver la cuestión po- 
lítica discutida, declarando que don Evaristo López había deja- 
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do de sor Gobernador, por haber reconocido la legalidad de la 
Legislatura ante la cual presentó su renuncia, y que, por tanto, 
no podía después desconocerla, y atribuirse la facultad de con- 
tratar á nombre de la Provincia, cuando usa renuncia había si- 
do ya aceptada. 

En esta caso, la forte se ocupó exclusivamente de una cues- 
tión política, que dio como resultado de su fallo, el reconoci- 
miento por ella de la legalidad de un Gobierno surgido de una 
revolución local. 

El Gobernador López había pedido la Intervención y, como 
ésta no se sanciono, el Gobierno revolucionario IV recono- 
cido. 

Esta materia de las intervenciones del Gobierno federal en 
el territorio délos Estados, no ostá reglamentada por nuestra 
legislación propia, ni los precedentes que la sirven de comenta- 
rio pueden establecer sobre ella una regla invariable. 

No acontece lo mismo en los listados- Cu id os, donde las in- 
tervenciones no tienen casi precedentes. Allí, una ley de vein- 
tiocho de Febrero de mil setecientos noventa y cinco facultó 
al Presidente para intervenir en los casos en quo la autoridad 
del Gobierno fuera requerida per la Legislatura, ó, en su defec- 
to, por el Ejecutivo de algún Estado, donde se hubiere produ- 
cido una sedición, quedando así el Congreso desligado de tener 
que dictar nuevas leyes en cada caso en qun un Estado requi- 
riese la intervención, y dejando sólo al criterio del Presidente 
la apreciación de si el caso caía ó no dentro de los términos de 
la Constitución ú de la ley de mil setecientos noventa y 
cinco. 

Pero cuando se ha tratado del restablecimiento de la forma 
republicana de gobierno, entonces el Congreso ha reclamado pa- 
ra sí el derecho de resolver el caso, y la Corte Suprema se lo ha 
reconocido por la autoridad de dns grandes fallos, fundados por 
dos grandes jueces: Tasey y Chase. 
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Amboa magistrados han reconocido, y la Corte con ellos, que 
el Presidente de los Estados-Unidos opera en ejercicio de su fa- 
cultad para suprimir insurrecciones, cuando es requerido por 
un Gobierno do Estado; y que esta facultad es necesaria, por- 
que la acción debe ser inmediata, dada la urgencia del ca-so de 
una conmoción sediciosa. 

En cuanto á la facultad pura proveer á la reconstrucción de 
los Gobiernos locales, por violación 6 desaparición de la forma 
republicana, ella nace de la obligación que tienen los Estados- 
1" nidos de garantir ú cada Estado de la Union, una forma repu- 
blicana de Gobierno; pero esa garantía parece que ha sido da- 
da al Estado, en su condición de pueblo ó comunidad política 
en contraposición á un gobierno. Así lo ba establecido termi- 
nantemente un fallo americano (AVallace, siete página, sete- 
cientas veintiuna). 

En este punto no hay reglas precisas, porque es imposible de- 
terminar cuándo está efectivamente violada la forma republica- 
na, tratándose de Gobiernos locales, que pueden revestir una 
tiranía con las exterioridades de un Gobierno organizado por los 
poderes públicos que la Constitución ba determinado como indis- 
pensables para que la Nación presteálas Provincias su garan- 
tía de existencia política. 

Es, precisameute,por eso motivo que, tanto Taney como Cha- 
se, han reconocido que «en el ejercicio de las facultades confe- 
ridas por la cláusula de la garantía (de una forma republicana ), 
como en el ejercicio de todos los poderes constitucionales es in- 
dispensable reconocer uua discreción necesaria en la elección de 
los medios á emplearse al efecto »; pero el notable fallo que con- 
signa este principio, agrega, sabia y prudentemente, que es 
esencial, sin embargo, que los medios que se empleen sean ne- 
cesarios y adecuados para llevar á efecto el poder acordado pa- 
ra la restauración del Estado á sus relaciones constitucionales, 
bajo una forma republicana, y que ningún acto se ejecute, ni 
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se ejerza autoridad alguna, ya sea que esU 1 prohibido ú ya 
sea que no esté autorizado por la Constitución* (Wullace, sie- 
te, página setecientas veintinueve). 

Parece, pues, desprenderse do estos principios, que, cuando 
la Intervención se lleva a un Estado, por violación de la forma 
republicana, es indispensable comenzar poi declarar quo esa 
forma no » xUfc' en el hstado intervenido. 

En el caso ocurren ti; no lia sucedido esto; de manera que, no 
podría alirmarse que la ley que"sc impugna en la demanda traí- 
da por el Doctor Oullen, huya desconocido expresamente la exis- 
tencia del Gobierno provisorio cuya representación 61 invoca . 

Es innegable que, en la provincia de Santa-Fé, á la épo< a de 
ladeiuanda, no funcionaba el Gobierno cuya existencia legal fué 
reconocida por el Congreso al aceptar los Diputados y Senado- 
res elegidos por aquella Provincia; pero esto no basta para de- 
jar establecido que el Gobierno provisorio no tenía existencia 
transitoria. 

La ley que ba decretado la Intervención en Santa-FÉ, no na 
declarado que en aquella Provincia esté violada la forma repu- 
blicana.y, si bien ha ordenado la reconstrucción de sus pode- 
res públicos, ha dicho que, esos actos, deben producirse con 
arralo á la Constitución Nacional y las leyes de la Provincia 
intervenida. 

Los procederes del Interventor no le están lijados por la ley, 
y esos procederes por tanto, pueden considerarse elementos 

de la ley misma. 

Sí, pu<ís, la lev no ha desconocido expresamente la existen- 
cia del Gobierno provisorio de Santa-Fé; si, por el contrario, la 
Única constancia oíicial que, en autos, existe á este respecto, 
son los telegramas de los Secretarios de Estado del Presidente 
de la República, que reconocen en aquel Gobierno Provisorio al 
Gobernador de Santa-Fé, esta Corto no tiene, euel expediente, 
elementos que la autoricen a desconocer en el Doctor Mariano 



DE JUSTICIA NACIONAL 

m Candioti, la personería que se atribuyo, al apoderar al Doc- 
tor Culleu, y, por tanto, teniendo él en esta cansa la represen- 
tación de U provincia de Santu-Fé procede U jurisdicción ori- 
ginaria de esta Suprema Corte, 

Per estos fundamentos: se decUra competente e*tn Suprema 
Corte para entender en esta demanda, y corran los autos en 
traslado al Doctor lialdomcro Uerona, teniéndose presente, á 
los efectos de la notilieacion, lo expuesto en el otrosí. 

MIS V. VA11ELA. 



4 AI SA «■II.XXVUI 



Ferrocarril de San Cristóbal, nmtm ihn 
\fnnucl Teran; ¡tnbrr <>JL<i>r<}piacit>n, 

Sumario,— Debe con iinuurse, siendo equitativa, la fijación 
del precio é indeiuiiizaeioii Liáiynadaal tmeiio expropiado. 



Cuso.— Lo indica el 

Fallo drl Jure f>dernl 

Tucuman. Noviembre úi de 18JÍÍ. 

Vistos: estos auto* seguidos por A representante de la Com- 
pañía Francesa de Ferrocarriles Argentinos, sobre expropia- 
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cion de una área de terreno, de propiedad de los herederos de 
Don Manuel Teran, necesaria parala colocación do la vía férrea, 
que dicha compañía construye en esta Provincia. 

Y considerando: i" Que los peritos e>tán conformes en estimar 
el precio de la raíz de caña-azúcar, que la expropiación lia inu- 
tilizado, en la suma de 25(1 pesos la liectárea, y en tal caso el 
Juez no puede separarse de eso dictamen, con tanta menos 
razón, cuanto que la oposición do los expropiados a* ese res- 
pecto, no se basa en pruebas de que para plantar una hoctá- 
rea de raña, sea necesario gasüir más, 

2" (¿ue, teniendo en vista que cuando se ocupó el terreno 
por la compañía, Diciembre 5 del año próximo pasado, la <-nña- 
azúcar no estaba nún en ta plenitud de su desarrollo, siendo 
necesarios gastos todavía en su cultivo y cuidado, el precio de 
1 ti centavos asignado por el perito don Hernabé García, á la 
arroba de aquella planta, en el caso que sojuzga, debe conside- 
rara- equitativo, porque, si bien en otros casos de expropiación 
se ha lijado en meno* la rebaja sobre el precio corriente de la 
caña, ello fué debido á que no había que descontar sinótos gas- 
tos de la pelada y acarreo á los ingenios, considerando á la ca- 
ña en estado completo de madurez. 

3" Que la cantidad de caña ú pagarse debe calcularse sobre 
una producción de cinco mil arrobas por hectárea, por cuanto los 
testigos, que corren d<- fojas 61 á 70, industriales todos y cono- 
cedores del mgocio, informan que, cañaverales como el de los 
expropiados, producen con toda seguridad diez mil arrobas por 
cuadra al año, testigos que pueden considerarse otros tantos 
peritos que, unidos á del Corro, forman mayoría conteste en 
la apreciación de ese punto de la expropiación, con relación al 
perito García, que estima sólo en 4000 pesos dicha producción, 
de lo que resulta, que el Juez no puede separarse de h referida 
apreciación, según sana crítica y jurisprudencia universal, co- 
mo puede verse en Escriche, palabra per i tus. 
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4 o Que, con relación al precio del terreno, aunque se alega por 
el representante tle los herederos de don Manuel Teran, que 
existen precedentes sobre ventas de terrenos iguales al de 
que se trata, de los autos resulta que los por él enumerados 
(Don Augusto Alurralde erra el Ferruearril de Súnchales} no 
pueden equipararse al délos expropiados, siendo l< primeros 
muy superiores á estos últimos, tanto porque los terrenos del 
señor Alurralde c>tán dentro de loa ejidos de la Ciudad y pue- 
den considerarse urbanos, cuanto porque, su proximidad al 
centro de la poblacñm los hace aptos para otrus explotaciones, 
como la fu ud ación de quintas de recreo, talleres y fábricas de 
la industria en sus diverjas Manifestaciones, en tanto que los 
terrenos de los herederos del señor Teran, no tienen otro desti- 
no que el cultivo déla agricultura, caña, ú otras sementeras, 
y se encuentran á diez y siet- kilómetros de ta Ciudad. 

5" i¿ue no puede desconocerse que entre los elementos que se 
ofrecen como segura base de criterio para lijar los precios de 
las cosas á expropiarse entra la renta que estas producen; pero 
tí fuera de duda también que el caso actual no so presta para 
tomar en cuenta dicho elemento: 

1" Porque los valores que representa ta cana-azúcar, son más 
tóen él fruto del trabajo personal del hombre, que renta de la 
tierra; 

2" Porque, la renta, «orno elemento de criterio para determi- 
nar el precio venal de las cosas, debe ser normal y estable, y 
nu eventual y variable, de cuyo carácter son las producciones do 
la agricultura, sujetas siempre á las contingencias de tiempo y 
lugar; y 

3* Porque, >i se aceptase que el terreno de los expropiados 
debe estimarse según el beneficio liquido que da una cuadra de 
caña al año, resultaría que, sicudoese beneficio do 1000 pesos, 
según el cálculo de los representantes de los expropiados, en su 
informe iti race, y computando que la renta de la tierra es el 
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sietepor ciento anual, el precio verdadero del terreno expropiado, 
sería el deá razón de veinte mil pesos la cuadra, lo que es una 
enormidad tal, que los mismos expropiados no pretenden que se 
les abone la expropiación en esa proporción, siendo así que si 
fuese justa la proporción, nada tendría de irritante nució pre- 
tendiesen, 

6" Que i falta de precios lijados en vertías análogas, y dado 
que no pueden reputarse de ese carácter las que se han traído át 
lus autos por una y otra parte, pues» que son éstas meras tran- 
sacciones entre expropiante y expropiado, que nada prueban; 
tiene que estarse al que se determine por la demanda y por la 
oferta, ú al que hayan fijado personas competi-ntos (Tallos de 
la Suprema Corte, página 421, tomo 17, serie y en el caso 
de expropiación de la compañía demandante contra Don Nicanor 
Posse, de reciente fecha, se ha estimado por el Juzgado que los 
terrenos de éste deben ser apreciados á razón de 1*200 pesos la 
he -tarea, no podiendo desconocerse que el terreno délos expro- 
piado* se encuentra, siuó en inferiores en iguales ó análogas 
condiciones al del referido señor Tossc, segun a>í resulta del 
informe de foja . . . 

7 - Q«e en Cüfttíto á la indemnización por daños y perjuicios 
debe observarse que. habiendo los herederos de Don Manuel 
Tcran formulado las b;iscs sobre la nmU-s debía Trcaer el die- 
ta men pericial ;i este re-pi-etu. según se vé .1 foja 15, es lógico 
concluir que los peritos lian procedido teniendo en vista dichas 
base-, y que con arreglo á ellas lian practicado sus avaluaciones 
sobre el particular. 

8" Que los peritos sin embargo se han expedido en disiden- 
cia, y no existiendo antecedentes de avaluaciones, por fraccio- 
namiento en los mismos é iguales términos al de que se trata 
v mereciendo ambos peritos idéntica te, toda vez que contra 
elíos no se ha dilucido lacha alguna por las partes, el Juzgado 
considera racional y justo tomar el término medio y lijar en 
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pesos el monto total á pagarse por los daños y perjuicios 
fraccionamiento causado al terreno de los ex- 




9" Que se lia afirmado que no existen casos de avaluaciones 
por fraccionamiento, iguales al que nos ocupa, pnrquc, aunque 
se citan los de los señores Viaña y Alurralde, como análogos, á 
foja 17 , bien examinados esos casos, difieren notablemen- 
te del actual, no sólo en la ubicación y precio de los terrenos, 
sitió en lasrircviustancias especiales que han concurrido en di- 
chos casos, que no son las mismas del caso actual, como puedo 
verse, consultándolos expedientes de aquellos casos. 
Pur estos fundamentos, se declara: 

%vte el valoT del terreno tomado por la compañía expropiante 
es el que resulte tener. á rav.on de 1200 pesos la hectárea, de- 
.OarúnnWá este respe* lo, que sólo es d<- abono el terreno coui- 
prendido dentro de la zona expropiada, y qm« se compone, según 
los autos, áv cuatro hectáreas, diez y siete oreas // cuarenta y 
dm rattiiíreas; 

tjue los daños y perjuicios qmdan compensados con la suma 
de V>m pesos; la caña en pié. con la que resulta, calculando 
sobre 5000 arrobas por hectárea, á razón de l(í ceniaros la 
arroba; y la raí?, de la caña, con laque resulte también, toman- 
do por base para el cálculo la cantidad de metros de que se 
compone la zona expropiada, mas loa que comprenden los ca- 
llejones de uno y otro lado de dicha zona, sobre cinco de ancho 
por todo el largo de ellos, á razón de 250 pesos la hectárea. 
En su consecuencia, ampliada que sea la consignación de fo- 
ja.,, extiéndase en oportunidad la correspondiente escrUnni de 
venta á favor de la r, im pañía exp. opiaute, con dechracion de 
que las costas causadas, ya las que se reliere la ley de la mate- 
ria, son á camode ésta, con más los intereses, n estilo de Ban- 
co, de la diferencia entre la suma mandada pagar y la consig- 
nada, desde la ocupación del terreno hasta la fecha del reclamo 
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interpuesto por los expropiados, pura que *e les entregue la su- 
ma consignada, reclamo que corre por cuerda separada, y de 
ahi adelante los intereses áv toda la suma mandada pagar. 
Hágase saber con el original y repónganle los sellos. 

Delfín Oliva , 

* 

fr ailo dr In *M|treiiiH l ortf 

limaros Aires. Srtirnibn.' )í do IHttí. 

Vistos: Siendu equitativo el precio asignado al terreno y la 
indemnización mandad» pagar en li sentencia de foja ochenta y 
ocho, se conlirma esla. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VAIIELA.— ABEL DA- 
ZAS . —OCTAVIO BüíiCE. 



